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Presentación
Más de la mitad de las mujeres (57,3%) residentes en España mayores de 16 años 
hemos sufrido algún tipo de violencia machista a lo largo de nuestra vida: 11.688.411 
mujeres. Además, 1.678.959 menores viven en hogares en los que la mujer está sufriendo 
violencia en la pareja. Así lo puso de manifiesto la “Macroencuesta de Violencia contra la 
Mujer 2019”, presentada el 10 de septiembre de 2020, la estadística oficial para medir la 
prevalencia de la violencia contra las mujeres en España. 

Además, los datos de esta Macroencuesta evidencian que se trata de una violencia 
que se mantiene oculta y silenciada: el 84,1% de las mujeres víctimas de violencia 
sexual y el 67,2% de las mujeres que han sufrido una violación no han buscado ayuda 
formal tras lo sucedido; de las mujeres que han sufrido acoso sexual, solo el 2,5% lo ha 
denunciado en la Policía, Guardia Civil o en el juzgado y el 1,2% acudieron a un servicio 
médico o de atención psicológica; el 12,1% de las mujeres que han sufrido stalking lo han 
denunciado y, por último, el 66,9% de las mujeres que han sufrido violencia en la pareja 
no ha buscado ayuda formal tras lo sucedido.

A pesar de estos datos, que ponen de manifiesto que la violencia contra las mujeres 
continúa siendo una violencia sistémica,  estructural y silenciada, diversas instancias 
internacionales reconocen a España como país pionero en el impulso de políticas 
públicas y recursos para combatir y erradicar este tipo de violencia. Así lo ha puesto de 
manifiesto el GREVIO (Grupo de Personas Expertas en la Lucha contra la Violencia contra 
la Mujer y la Violencia Doméstica), en su Primer Informe a España (2020), al reconocer “la 
firme determinación por parte de las autoridades españolas por implementar políticas 
en el área de prevención y lucha contra la violencia contra la mujer, así como su papel 
pionero en el desarrollo de un marco legal progresista en relación con la violencia en el 
ámbito de la pareja o expareja. Con la aprobación de la Ley Orgánica 1/2004 de Medidas de 
Protección Integral contra la Violencia de Género (LOMPIVG), España adoptó un enfoque 
ejemplar en la conceptualización de los servicios de violencia ejercida en ámbito de la 
pareja”. 

Por unanimidad de los grupos parlamentarios, en España se aprobó en el año 2004 la 
Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra 
la Violencia de Género, en la que ya se reconoce que “la violencia de género no es un 
problema que afecte al ámbito privado. Al contrario, se manifiesta como el símbolo 
más brutal de la desigualdad existente en nuestra sociedad. Se trata de una violencia 
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que se dirige sobre las mujeres por el hecho mismo de serlo, por ser consideradas, por 
sus agresores, carentes de los derechos mínimos de libertad, respeto y capacidad de 
decisión”. Sin duda, fue una ley pionera en la lucha contra este tipo de violencia machista: 
la que sufren las mujeres en sus relaciones de pareja y/o expareja.

Años más tarde, en diciembre del año 2017, los distintos Grupos Parlamentarios, las 
Comunidades Autónomas y las Entidades Locales representadas en la Federación 
Española de Municipios y Provincias, ratificaron el Pacto de Estado contra la Violencia 
de Género. Como ya en su día la Ley Orgánica 1/2004, este Pacto supuso un hito en 
la definición de la agenda de las políticas de prevención y erradicación de la violencia 
contra las mujeres en nuestro país.

En este año 2022, España sigue avanzando en la conquista de derechos para las mujeres 
y en la mejora de las políticas públicas para combatir las violencias machistas. Como 
hito más relevante, se ha aprobado la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de 
garantía integral de la libertad sexual, cuya finalidad es la adopción y puesta en práctica 
de políticas efectivas para hacer frente a todas las formas de violencia sexual, la atención 
integral inmediata y recuperación en todos los ámbitos en los que se desarrolla la vida 
de las mujeres, niñas, niños y adolescentes, en tanto víctimas principales de todas las 
formas de violencia sexual. Con esta ley se repara una brecha histórica entre las víctimas 
y supervivientes de violencia de género en el ámbito de la pareja o ex pareja y las demás 
violencias contra las mujeres del Convenio de Estambul, que debemos completar con las 
reformas ya en marcha de la LO 2/2010 de salud sexual y reproductiva y de interrupción 
voluntaria del embarazo, y la primera ley integral contra la trata de seres humanos, que 
ha de cumplir con el Convenio de Varsovia y la directiva de la Unión Europea 2011/36, así 
como las recomendaciones de los organismos internacionales de derechos humanos. 

Además de ha llevado a cabo la inclusión de las hijas e hijos y allegados menores de 
edad de las mujeres víctimas de violencia de género al introducir la violencia vicaria 
en el sistema de protección integral de la Ley Orgánica 1/2004 a través de la reforma 
operada por la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia y 
la adolescencia frente a la violencia. 

Por otra parte, además de la tarea de legislación, nuestro país ha redoblado los esfuerzos 
de coordinación interinstitucional para mejorar la respuesta contra todas las formas de 
violencia contra las mujeres y sus hijas e hijos, con todos los poderes públicos. No sólo 
está en proceso en las Cortes Generales la renovación del Pacto de Estado; también en 
colaboración con las Comunidades Autónomas y Entidades locales se está trabajando 
arduamente en su continuación y en la instauración de un catálogo de políticas públicas 
irrenunciables con plasmación de los servicios esenciales, lo que supone un paso 
fundamental en la continuidad de la violencia contra las mujeres como una prioridad 
de Estado. Y se ha avanzado en la acreditación civil o administrativa de la condición de 
víctima de violencia de género y de trata de seres humanos con fines de explotación 
sexual, acordadas en Conferencias Sectoriales. 
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Además de dar pasos en firme para la erradicación de todas las violencias contra 
las mujeres, durante los años 2021 y 2022 hemos trabajado para ampliar a todas las 
violencias machistas los recursos de la Delegación del Gobierno contra la Violencia 
de Género, más allá del ámbito de la pareja o expareja. De este modo, otro hito 
importante se consiguió en 2021: desde entonces, el servicio 016 atiende consultas 
sobre todas las formas de violencia contra las mujeres. Y así seguiremos trabajando 
en esta Delegación del Gobierno, dando cumplimiento al Convenio de Estambul y otros 
mandatos internacionales. Otros ejemplos de este trabajo lo demuestran, entre otros, la 
aprobación del Real Decreto 752/2022, de 13 de septiembre, por el que se establecen 
las funciones, el régimen de funcionamiento del Observatorio Estatal de Violencia 
sobre la Mujer, aprobado con la finalidad de abordar todas las violencias machistas. O la 
publicación de nuevas estadísticas oficiales como la de feminicidios, para aportar datos 
estadísticos sobre los asesinatos machistas de mujeres no solo en la pareja o expareja, 
y que vuelve a colocarnos a la vanguardia de Europa en esta materia. Igualmente, y en 
virtud del “Plan España te protege contra la violencia machista” (aprobado dentro del 
Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia para canalizar los fondos destinados 
a reparar los daños provocados por la crisis del COVID-19) se han empezado a construir 
en toda España centros de atención especializada en violencias sexuales 24 horas 
(centros de crisis). También en 2022 hemos lanzado una nueva línea de subvenciones 
para financiar proyectos de sensibilización y prevención del movimiento asociativo 
y feminista, hemos impulsado nuevas medidas y planes para luchar contra la trata de 
mujeres y niñas con fines de explotación sexual y se han aprobado importantes leyes 
para combatir la violencia de género que sufren los hijos e hijas de las mujeres víctimas 
y supervivientes. En definitiva, hemos trabajado con el convencimiento de hacer una 
política pública prioritaria que, además, tenga en cuenta a todas las mujeres y todas las 
violencias.  

Con esta nueva Estrategia Estatal, la segunda que en este ámbito se aprueba a 
nivel estatal en nuestro país, se pretende coadyuvar a erradicar la grave vulneración 
de derechos humanos que supone la violencia que se ejerce contra las mujeres por 
el hecho de ser mujeres. Una vez más, España da un paso firme y adelante para 
avanzar y se coloca a la vanguardia de países que elaboran políticas públicas para 
alcanzar una sociedad sin violencias machistas. Se trata de una política prioritaria de 
este Gobierno, que reconoce todo el inestimable trabajo y fuerza del movimiento 
feminista, de las Comunidades Autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla, así como 
de las administraciones locales, de las mujeres supervivientes y de la mayoría de la 
sociedad en su conjunto. Un sistema sólido contra las violencias sobre las mujeres que 
salva vidas, que junto a los derechos de las mujeres consolida los deberes del Estado, 
y que constituye una garantía de futuro frente a las corrientes negacionistas que 
pretenden un retroceso contrario a la garantía efectiva de la igualdad, que es uno de los 
pilares de nuestro sistema constitucional.

María Victoria Rosell Aguilar
Delegada del Gobierno contra la Violencia de Género

Ministerio de Igualdad
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1. Compromiso 
institucional

La “Estrategia estatal  para combatir las violencias machistas 2022 – 2025” (en 
adelante, Estrategia Estatal) constituye un nuevo instrumento de planificación y 
ordenación de actuaciones en el ámbito de las políticas públicas para contribuir 
de forma decidida a la prevención, detección, erradicación,  y reparación de las 
violencias contra las mujeres en un escenario que exige ampliar la mirada y 
conseguir resultados más eficaces y eficientes a corto, medio y largo plazo.

Se trata de habilitar un nuevo marco de actuación, formulado de forma 
participada, coordinada y colaborativa con las Comunidades Autónomas y 
Ciudades de Ceuta y Melilla, con los diferentes departamentos ministeriales, las 
entidades locales representadas a través de la Federación Española de Municipios 
(FEMP) y con la sociedad civil en su conjunto: mujeres víctimas y supervivientes,  
Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, personas expertas, organizaciones 
sindicales, organizaciones empresariales, movimiento asociativo feminista y de 
derechos humanos y la ciudadanía, que han sido invitadas a participar en su 
elaboración. Todo ello, con la finalidad de conseguir un abordaje integral y una 
mejor respuesta institucional desde el mayor marco de unidad y consenso 
posible, que demandan tanto las víctimas y supervivientes como la sociedad en 
su conjunto.
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El paradigma participativo que se ha empleado en el diseño de esta Estrategia 
Estatal no se limita a la recogida de voces y testimonios para la formulación de 
demandas y propuestas, sino que busca la mayor implicación en el modelo de 
aproximación y atención a las causas y consecuencias de las violencias machistas. 
Ello se ha traducido en un complejo proceso de interlocución multiagente, 
impulsado por la Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género, que se ha 
extendido a lo largo de casi todo el año 2022. Fruto de ese esfuerzo compartido 
se ha ido configurando el documento que aquí se presenta, así como diversos 
documentos previos de análisis, dando forma a esta estrategia estatal de respuesta 
institucional en materia de lucha contra las diferentes formas de violencia contra 
las mujeres.

Además, en cumplimiento de las obligaciones institucionales adquiridas, este 
compromiso debe traducirse en la asunción de un proceso de rendición de 
cuentas hacia la sociedad que precisa de soluciones eficaces y eficientes. 

Por ello, la responsabilidad que recae en las instituciones públicas en general, y 
del Estado en particular, debe asumirse en esta política conforme a la obligación 
de la diligencia debida, y es parte de sus deberes ineludibles la asunción de 
las medidas necesarias para prevenir, reparar a las víctimas y erradicar esta 
violación sistémica de los derechos humanos, que todavía sigue silenciada y 
sigue siendo estructural. 

Igualmente, el conjunto de personas e instituciones que, de una forma u otra, 
intervienen a lo largo del proceso para que las mujeres, y sus hijos e hijas, salgan 
de la violencia machista que sobre ellas ejercen algunos hombres, requiere una 
exquisita compenetración y respuesta de efectivos y medios, lo que exige una 
compleja coordinación de soluciones.
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El derecho de las mujeres, niñas, hijos e hijas de las víctimas y supervivientes de 
violencia machista a vivir una vida sin violencia está consagrado en los acuerdos 
internacionales de derechos humanos como la “Convención para la Eliminación 
de todas las formas de discriminación contra la mujer” (CEDAW), el “Convenio 
del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia contra las 
mujeres y la violencia doméstica” (Convenio de Estambul) o la “Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención 
de Palermo)”, entre otros instrumentos internacionales de derechos humanos 
referenciales. 

El Estado español tiene la obligación, en virtud del derecho internacional de los 
derechos humanos, de formular y desarrollar planes o estrategias estatales 
de acción multisectoriales para hacer frente a las violencias que se ejercen 
contra las mujeres, niñas e hijos e hijas de las víctimas y/o supervivientes. 
En este sentido, en nuestro país se han desarrollado, desde los años 80 años, 
diversas políticas públicas de alcance estatal, autonómico y local dirigidas a 
combatir la violencia contra las mujeres, principalmente en el ámbito de la pareja o 
expareja. Los avances realizados desde los años 80 nos han convertido en un país 
referencial en el desarrollo e implementación de políticas públicas en el marco de 
las violencias machistas. 

Gracias a la aprobación del Pacto de Estado en 2017, por primera vez, una política 
de alcance estatal abordaba un marco de acción institucional (2017-2022) 
dirigido a combatir todas las formas de violencia machista desde los tres niveles 
de la administración pública. A pesar del gran avance que ha supuesto el Pacto 
de Estado, cumplidos los cinco años de su ejecución, se presenta como necesario 
seguir avanzando en el desarrollo, implementación y blindaje de medidas y 
acciones que materialicen la necesaria respuesta institucional en el abordaje 
de las violencias contra las mujeres, entendidas como un continuum que se 
manifiesta de formas múltiples e interrelacionadas. 

Los datos que se verán reflejados en este diagnóstico de situación de esta 
Estrategia muestran no solo que aún estamos lejos de erradicar esta vulneración 
sistémica de derechos humanos que supone la violencia contra las mujeres, sino 
que además su erradicación solo será posible si se abordan todas las formas 
de violencia machista, más allá de la violencia en la pareja o expareja, como las 

2.1.	 ¿Por qué es necesaria una estrategia estatal contra todas  
las violencias machistas?

2.  Justificación
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Desde la aprobación de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas 
de Protección Integral contra la Violencia de Género, España es un país pionero 
y referente en materia de lucha contra la violencia de género.

Así lo puso de manifiesto en 2020 el Grupo de Personas Expertas en la lucha 
contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica (GREVIO) en el 
Primer Informe de Evaluación a España sobre las medidas legislativas y de 
otra índole que dan efecto a las disposiciones del Convenio del Consejo de 
Europa sobre Prevención y Lucha contra la violencia contra las Mujeres y la 
Violencia Doméstica, publicado en noviembre de 2020, al destacar “la firme 
determinación por parte de las autoridades españolas por implementar políticas 
en el área de prevención y lucha contra la violencia contra la mujer, así como 
su papel pionero en el desarrollo de un marco legal progresista en relación con 
la violencia en el ámbito de la pareja o expareja. Con la aprobación de la Ley 
Orgánica 1/2004, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género 
(LOMPIVG), España adoptó un enfoque ejemplar en la conceptualización de los 
servicios de violencia ejercida en el ámbito de la pareja”. No obstante, el propio 
informe del GREVIO indicaba que: 

2.2.	 Los antecedentes en España

violencias sexuales, la violencia digital, el acoso sexual y el acoso por razón de 
sexo, o la violencia en los espacios de ocio y tiempo libre, entre otros.

Por todo ello, se hace imprescindible un nuevo marco orientador del conjunto 
de políticas que se desarrollen en el Estado español desde las administraciones 
públicas y poderes públicos con competencias en la materia, a la par que dar voz 
y reflejar el caleidoscopio de perspectivas desde las que se analizan, trabajan 
y se viven estas violencias, contando con la aportación de reflexiones de la 
sociedad civil y los interlocutores sociales (organizaciones ciudadanas, tejido 
asociativo, movimientos feministas, organizaciones sindicales, organizaciones 
empresariales) y adoptando, en definitiva, una visión holística de la atención a la 
violencia contra las mujeres.

La Estrategia Nacional para la erradicación de la violencia contra la Mujer (2013-
2016) y el reciente Pacto de Estado contra la Violencia de Género (2017) también 
contienen toda una serie de medidas orientadas a la mejora de las respuestas 
institucionales y el apoyo a las víctimas de la violencia por la pareja o expareja, 
que corren en paralelo a la implementación de la Ley Orgánica 1/2004. Si bien el 
Pacto de Estado refleja el consenso político en torno a la inclusión de diferentes 
formas de violencia contra las mujeres además de la violencia doméstica, 
GREVIO observa con preocupación que estos documentos de políticas 
públicas solo dedican un número limitado de medidas a otras formas 
de violencia contra las mujeres incluidas en el Convenio de Estambul. En 
ambos documentos, forman parte de objetivos separados que abordan formas 
de violencia contra la mujer “distintas de” la violencia en el ámbito de la pareja. 
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España ha vuelto a dar un paso más en 2022, año en el que se ha aprobado la Ley 
Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de garantía integral de la libertad sexual 
(en adelante, LOGILS) con la finalidad de adoptar y poner en práctica políticas 
efectivas, globales y coordinadas entre las distintas administraciones públicas 
competentes, a nivel estatal y autonómico, que garanticen la sensibilización, 
prevención, detección y la sanción de las violencias sexuales, e incluyan todas 
las medidas de protección integral pertinentes que garanticen la respuesta 
integral especializada frente a todas las formas de violencia sexual, la atención 
integral inmediata y recuperación en todos los ámbitos en los que se desarrolla 
la vida de las mujeres, niñas, niños y adolescentes, en tanto víctimas principales 
de todas las formas de violencia sexual. Se incluyen en este marco, entre otras 
violencias, la mutilación genital femenina, el matrimonio forzado, el acoso con 
connotación sexual y la trata con fines de explotación sexual. Además, se presta 
especial atención a las violencias sexuales cometidas en el ámbito digital, lo que 
comprende la difusión de actos de violencia sexual, la pornografía no consentida 
y la infantil, así como la extorsión sexual a través de medios tecnológicos.

Además, en su artículo 60, la LOGILS obliga a aprobar una Estrategia estatal 
de prevención y respuesta a las violencias machistas como instrumento para 
el impulso, desarrollo y coordinación de las políticas y los objetivos generales 
establecidos en la citada ley orgánica. 

A este respecto cabe destacar que en después del Plan Nacional de Sensibilización y 
Prevención de la Violencia de Género 2007 – 2008, en España solo se ha aprobado 
una estrategia de ámbito estatal cuya vigencia finalizó hace seis años: la 
Estrategia Nacional para la erradicación de la violencia contra la mujer 2013 – 
2016. No obstante, en diciembre de 2017 los distintos Grupos Parlamentarios, las 
Comunidades Autónomas y las Entidades Locales representadas en la Federación 
Española de Municipios y Provincias, ratificaron el Pacto de Estado contra la 
Violencia de Género. Dichos acuerdos implicaron, para todos los agentes, sumarse 
al Informe de la Subcomisión del Congreso para un Pacto de Estado en materia de 
violencia de género como documento político de base para el desarrollo del Pacto 
en los siguientes cinco años (hasta 2022).

Todo este nuevo contexto, marcado también tanto por los avances legislativos como 
por las recomendaciones pronunciadas a España por parte del GREVIO, exigen la 
definición de un marco de políticas públicas de referencia, más ambicioso y de 
carácter instrumental, para dar una nueva respuesta a la grave violación de los 

A GREVIO le preocupa que este aspecto reduzca la importancia de prevenir 
y luchar contra la violencia sexual, el acoso sexual, el matrimonio forzoso, la 
mutilación genital femenina y el aborto/esterilización forzosos.

Primer Informe de Evaluación a España (2020) 
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derechos humanos que suponen las violencias machistas que se ejercen sobre 
las mujeres. Por todo ello, se hace imprescindible un nuevo marco orientador del 
conjunto de políticas públicas que se desarrollen en España, al mismo tiempo que 
se hace imprescindible dar voz y reflejar el conjunto de perspectivas desde 
las que se analizan, trabajan y se sufren estas violencias, contando con las 
reflexiones y el trabajo realizado por la sociedad civil y los interlocutores 
sociales (organizaciones ciudadanas, tejido asociativo, movimientos feministas, 
organizaciones sindicales, organizaciones empresariales). 
La aprobación de esta Estrategia a la realidad actual y a los avances legislativos 
establecidos conlleva la atención detenida de algunos aspectos novedosos que 
se explicarán y recogerán en esta Estrategia. Se trata, en definitiva, de adoptar 
una visión holística de la atención a las violencias machistas que se ejercen sobre 
las mujeres, así como contra sus hijos e hijas, y de avanzar en marcos que hasta 
ahora nos se habían reflejado en ninguna estrategia estatal para combatir la 
violencia contra las mujeres. 

De este modo, se visibilizan todas las violencias machistas (en la pareja o 
expareja, violencia vicaria, trata de mujeres y niñas con fines de explotación 
sexual, mutilación genital femenina, matrimonio forzado, acoso sexual y acoso 
por razón de género, violencias digitales, violencia económica, violencia contra las 
mujeres en el ámbito reproductivo, violencia institucional o incluso la violencia en 
los espacios de ocio y tiempo libre) y se consagran nuevos elementos rectores 
que apenas se habían contemplado previamente (interseccionalidad, diligencia 
debida, principio de reparación, rendición de cuentas anual, los hombres como 
agentes cambio). 

En definitiva, se trata de establecer un marco de políticas públicas que aborde 
de manera integral todas las violencias machistas, desde un enfoque de 
participación multiagente para generar el mayor consenso, compromiso y 
unidad posible entre administraciones públicas, sociedad civil, movimiento 
feminista, organizaciones sindicales y empresariales. Todo ello, con la única 
finalidad de diseñar y consolidar un marco de políticas públicas que permita 
avanzar en la erradicación de esta grave vulneración de derechos humanos. 
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3. Objetivos, enfoque y 
principios rectores
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La Estrategia Estatal para Combatir las Violencias Machistas 2022 – 2025 (en 
adelante, “la Estrategia” o su abreviatura EEVM) se concibe con un doble carácter 
instrumental y finalista, sirviendo de conector entre las nuevas necesidades que 
refleja el diagnóstico de partida y las nuevas respuestas que deben concretarse 
en una serie de Programas Operativos Anuales (en adelante, POAS).

Su objetivo general es proporcionar un marco de referencia para la acción pública 
en materia de prevención, sensibilización, atención y reparación integral de todas 
las violencias machistas, mejorando la respuesta institucional y ciudadana, para 
contribuir eficazmente a la erradicación de la violencia contra las mujeres en 
España. 

Y para ello, se plantean los siguientes objetivos específicos: 

-  Ampliar el conocimiento que tiene la sociedad en su conjunto acerca 
de las violencias machistas, así como su capacidad de respuesta, 
propiciando un cambio de valores y trabajando positivamente sobre el 
papel que tienen los hombres en la erradicación de estas violencias y la 
consecución de cambios reales y efectivos.

-  Conseguir un funcionamiento más eficiente y una mejor coordinación 
de los mecanismos de prevención, detección precoz, asistencia y 
recuperación integral de la violencia machista, con la consiguiente 
disminución de la incidencia y prevalencia de casos.

-  Mejorar e innovar en la capacidad de respuesta institucional de 
protección, seguridad, asistencia y reparación integral.

-  Favorecer el cumplimiento de las obligaciones institucionales en el 
ejercicio de su debida diligencia, en el marco de los derechos que asisten 
a las víctimas y supervivientes de violencia machista. 

3.1.	 Objetivos de la Estrategia Estatal para Combatir las 
Violencias Machistas

3. Objetivos, enfo-
que y principios 
rectores
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Todos los objetivos señalados se concretarán dentro de una estructura de Ejes, 
líneas estratégicas y medidas y posteriormente se operacionalizarán, año a año, 
dentro de las actuaciones que se programen en el marco de sus POAS.

-	Todas las violencias. Se abordan todas las formas que adopta la 
violencia machista: violencia en la pareja o expareja, violencia vicaria, 
violencias sexuales, trata de mujeres y niñas con fines de explotación 
sexual, mutilación genital femenina, matrimonio forzado, acoso con 
connotación sexual, acoso sexual y acoso por razón de sexo, así como 
otras violencias más invisibles hasta ahora como la sumisión química o 
la violencia institucional, las violencias digitales, la violencia en el ámbito 
reproductivo y la violencia simbólica. 

-	Todas las mujeres. Desde un enfoque interseccional se abordan las 
diferentes barreras y discriminaciones a las que se enfrentan algunas 
mujeres: ruralidad, edad, discapacidad, orientación sexual, etnicidad, 
diversidad cultural, situación económica, situación de adicciones, 
mujeres migrantes, origen y situación administrativa irregular, etc. Dentro 
de la necesaria atención a la interseccionalidad es preciso contemplar 
específicamente la variable edad como condicionante, incluyendo en el 
término “mujeres”, tanto a las niñas, como a las adolescentes, las jóvenes 
y las mujeres mayores. 

-	Los hijos e hijas de las mujeres como víctimas. La consideración del 
verdadero alcance de la violencia machista identificando a todas sus 
víctimas, como también lo son las hijas e hijos de las mujeres víctimas y 
supervivientes.

-	La implicación de los hombres y de la sociedad en su conjunto. En 
esta Estrategia se deja claramente de manifiesto la imprescindible 
implicación y colaboración de los hombres para erradicar la violencia 
contra las mujeres, así como la del resto de la sociedad en su conjunto. 

En definitiva, se trata de ampliar los horizontes en las políticas de erradicación, 
prevención, atención, protección y reparación de las violencias machistas, 
marcadas por las siguientes cuestiones que introducen elementos innovadores 
con respecto a otras estrategias y planes estatales previos: 

-  Reconocer y apoyar el papel fundamental de las organizaciones de 
mujeres, organizaciones feministas y de derechos humanos en la 
erradicación de estas violencias, contando con su participación a lo largo 
del proceso de diseño y seguimiento de la Estrategia, y visibilizando sus 
aportaciones en un eje específico de la Estrategia.
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En este sentido, esta Estrategia contempla una serie de principios rectores y 
orientadores que son clave en su desarrollo:

-	Enfoque tanto instrumental, como finalista, en tanto en cuanto la 
Estrategia haga de puente entre las nuevas necesidades y las estrategias 
anteriores, para que sirva de documento guía o rector para el diseño de 
posteriores POAS donde concretar y activar las respuestas y soluciones, 
en todos los niveles de administración y en todas las políticas públicas.

-	Los Derechos Humanos en el centro. Combatir las violencias contra las 
mujeres, entendida como una violación de los derechos humanos y de las 
libertades fundamentales. Desde esta perspectiva se trata de una política 
que garantiza la obligada responsabilidad de la respuesta estatal acorde 
a las necesidades identificadas en el ejercicio de los derechos de todas 
las víctimas de la violencia contra las mujeres, tal y como lo dictamina 
el Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la 
violencia contra las mujeres y la violencia doméstica, hecho en Estambul 
el 11 de mayo de 2011 (Convenio de Estambul) y la CEDAW (Convención 
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra las 
mujeres) en el 11º periodo de sesiones (1992) en su Recomendación 
general núm. 19, y en su Recomendación núm. 35 (2017), como parte del 
marco internacional de derechos humanos. Así mismo, otros organismos 
de derechos humanos también recomiendan la elaboración y aplicación 
de planes estatales para combatir la violencia contra las mujeres como 
son el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Comité 
de Derechos Humanos, el Comité de Derechos del Niño, el Comité contra 
la Tortura o el Comité para la Discriminación.

	 Por otra parte, son referentes históricos para esta Estrategia, tanto la 
Declaración como la Plataforma para la acción de Beijing, el Programa de 
acción de El Cairo en relación con los derechos sexuales y reproductivos, 
así como la Resolución 1325 y derivadas, sobre Mujeres, paz y seguridad, 
así como el ODS 5 de la Agenda 2030, y la normativa de la Unión Europea 
en relación con la igualdad entre mujeres y hombres y la erradicación de 
todas las formas de violencia. 

Esta Estrategia se ha diseñado sobre la base de los siguientes enfoques: 

-	Enfoque holístico, recogiendo una propuesta integradora del conjunto 
de perspectivas desde la que se analizan y tratan las violencias machistas 
(sea cual sea la forma que adopte lesionando o siendo susceptibles 
de lesionar la dignidad, integridad e igualdad de las mujeres), dando 
continuidad por un lado a lo realizado hasta ahora, pero a la vez innovando 
en lo que tiene que ver con las nuevas necesidades que demanda 
la sociedad y las estructuras de atención ante esta vulneración de 
derechos humanos. Se trata de una estrategia para TODAS las mujeres y 
para abordar TODOS los tipos de violencia machista.

3.2.	 Enfoque y principios rectores



Estrategia Estatal para combatir 
las violencias machistas 2022–2025

Parte i
Introducción

23

-	El paradigma feminista. El marco teórico feminista proporciona un 
conocimiento científico sobre la realidad de la desigualdad por razones de 
sexo. El movimiento político y asociativo feminista, como principal aliado 
en la defensa de la igualdad entre mujeres y hombres, ha sido invitado 
a participar en el diseño de esta Estrategia. Su participación junto con 
el de las mujeres supervivientes ha sido esencial, contribuyendo con su 
mirada a acercar a las administraciones públicas la realidad de las mujeres 
víctimas y supervivientes, así como sus hijas e hijos, en todo el proceso 
de salida y reparación de las violencias. 

-	La participación. El diseño de esta Estrategia se ha realizado a través 
de una metodología participativa que ha consistido en la celebración 
de diferentes encuentros donde se ha dado la voz a la sociedad civil, 
profesionales, personas expertas, mujeres supervivientes, movimiento 
asociativo, Ministerios, Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y 
Melilla, Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP), sistema 
judicial, organizaciones sindicales, organizaciones empresariales. Todo 
ello, con la finalidad de escuchar las demandas y conocer la experiencia 
tanto de las propias mujeres como de las diferentes personas e 
instituciones que trabajan en la erradicación de la violencia machista. 
Además, en la página web de la Delegación del Gobierno contra la 
Violencia de Género del Ministerio de Igualdad se habilitó un cuestionario 
para la participación ciudadana, que estuvo abierto del 5 de febrero al 20 
de marzo de 2022. Todas estas aportaciones se han analizado de cara a la 
elaboración y diseño de esta Estrategia. 

-	La interseccionalidad. Se reconoce la diversidad de las mujeres ante la 
discriminación en función de la racialización, religión, etnia, origen, clase 
social, edad, capacidades, orientación sexual, o hábitat, entre otras. En 
función de esta diversidad, las mujeres ocupan posiciones diferentes 
ante la respuesta institucional que hay que dar a estas violencias. Supone 
aplicar una nueva mirada en la prevención y en la atención cuando 
concurren circunstancias tales como: víctimas de trata y explotación 
sexual, ruralidad, clase social, edad, mujeres con discapacidad, mujeres 
mayores, migrantes (en particular las que están en situación de 
irregularidad administrativa), mujeres refugiadas, mujeres con orientación 
e identidad sexual diversa, en situación de adicciones, la etnicidad, de 
diversidad cultural, etc. Con ello se dota a la Estrategia de una mirada 
hacia la diversidad de mujeres que pueden sufrir la violencia machista, 
por el simple hecho de ser mujeres, sea cual sea su condición personal. 
Se recalca aquí que se contempla específicamente la variable edad como 
algo también transversal, incluyendo en el término “mujeres”, tanto a las 
niñas, como a las adolescentes, las jóvenes y las mujeres mayores. 

    Todas las medidas que se contemplan en esta Estrategia tienen que tener 
en cuenta el principio de interseccionalidad y las características de todas 
las mujeres. 
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-	La diligencia debida. Entendida como la responsabilidad y obligación del 
Estado en proceder con la debida diligencia a fin de prevenir, investigar, 
reparar y sancionar todo acto de violencia contra las mujeres, ya se trate 
de actos perpetrados por el Estado o por particulares. 

-	La reparación. En relación con lo anterior, se consagra en esta Estrategia 
la reparación como parte de la obligación que tienen los Estados de 
actuar con debida diligencia frente a la violencia contra las mujeres. Se 
plantea desde la necesidad de realizar una intervención reparadora de 
las distintas instituciones del Estado. La reparación es una obligación 
que tienen los Estados y un derecho que tienen las mujeres víctimas y 
supervivientes. 

-	La transparencia y la rendición de cuentas. Se plantea un sistema de 
seguimiento de los objetivos y actuaciones definidos en esta Estrategia 
como una forma de transparencia de los compromisos asumidos por los 
agentes involucrados, como modelo de gestión de la acción pública. Esta 
devolución de información a la ciudadanía parte del compromiso de medir 
la aplicación y alcance de las medidas que incluye la Estrategia, y será una 
parte fundamental en el proceso de cambio de paradigma de esta política 
pública. La Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género, al igual 
que ha asumido el compromiso de diseñar esta Estrategia conforme a un 
complejo proceso participativo, establecerá un sistema de seguimiento 
y de rendición de cuentas conforme demanda la sociedad y las mujeres 
supervivientes y víctimas. 

-	Respeto al ámbito competencial. Todas las medidas contempladas en 
esta Estrategia parten del principio constitucional de respeto al ámbito 
competencial existente en España, asegurando la equidad en el acceso 
a los servicios y recursos en los territorios que son competencia de cada 
administración pública.

-	Compromiso financiero. Para el desarrollo de esta Estrategia se hace 
necesario e imprescindible que las diferentes administraciones públicas 
competentes en su impulso asuman un compromiso financiero para 
implementar y desarrollar las medidas que en ella se indican. De este modo, 
la Administración General del Estado, además de seguir comprometida 
financeramente con el impulso de medidas propias, sguirá coadyuvando 
a la puesta en marcha de servicios y medidas especializadas de las 
Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, de conformidad 
con lo que dispongan las respectivas Leyes de Presupuestos Generales 
del Estado, tal como viene realizando desde la entrada en vigor de la Ley 
Orgánica 1/2004. De igual manera, se dará continuidad a los compromisos 
adquiridos en la acción exterior y la cooperación para el desarrollo y la 
acción humanitaria, cuyo compromiso está previsto en la Ley y Plan 
director de Cooperación internacional española.
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	 Todos los compromisos que se deriven de la aplicación de esta Estrategia 
quedan condicionados a las disponibilidades presupuestarias existentes 
en el ejercicio en curso y en los ejercicios siguientes, de acuerdo con 
la senda de consolidación fiscal fijada por el Gobierno, y que, en caso 
de actuaciones para las que resulten competentes las Comunidades 
Autónomas y Entidades Locales, lo recogido en la Estrategia tendrá 
carácter potestativo.
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4. Marco conceptual 
de las violencias 
machistas

La consideración de las violencias contra las mujeres y las niñas es una grave 
vulneración de derechos humanos. Su tratamiento como cuestión pública 
de máxima gravedad es relativamente reciente; y de hecho algunas de sus 
manifestaciones siguen sin tener una intervención suficiente para alcanzar su 
erradicación. 

La prevención, la sensibilización, la protección, la sanción y la reparación son 
las actuaciones fundamentales frente a las violencias machistas. Estas han tenido 
una evolución legislativa paulatina, en ocasiones lenta. Ello ha variado en función 
de la mejora del conocimiento disponible sobre las diferentes violencias, según el 
grado de avance producido sobre los derechos fundamentales de las mujeres (en 
su reconocimiento por parte de los Estados) y de la voluntad política.

Al mismo tiempo, existe cierta confusión conceptual en torno a la variedad de 
violencias existentes, sus orígenes y las estrategias más eficaces para eliminarlas. 
Esta confusión recoge las tensiones políticas sobre su multidimensionalidad. Ello 
trasciende los estrechos marcos de la delimitación de la violencia cuando se la 
considera como un simple hecho nefasto que ocurre en el ámbito privado de las 
relaciones afectivas y familiares de las mujeres en una relación heterosexual. 

El enfoque de derechos humanos supone el pleno reconocimiento a la ciudadanía 
plena de las mujeres basada en los principios de igualdad y no discriminación, 
que permite su defensa, reivindicación y ampliación; y también la exigencia de 
la reparación para las víctimas. Así ha sido recogido en diferentes normativas, 
algunas específicas relativas a determinadas formas de violencia, y otras más 
generales referidas a los derechos fundamentales de las mujeres y al derecho a 
la igualdad entre mujeres y hombres.

Un problema social en transformación

 Alcance de la violencia machista contra las mujeres y las niñas
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Los cambios normativos son fruto de profundos debates políticos y sociales en 
torno a la desigualdad entre mujeres y hombres, los privilegios masculinos en las 
sociedades machistas, y la defensa y garantía de los derechos de las mujeres, 
las niñas y los niños. Los cambios se producen gracias al empuje del movimiento 
feminista, que reivindica el análisis de violencias aún poco visibles, la aparición de 
nuevas formas de ejercer violencias ya conocidas, y la denuncia de vacíos en la 
atención o la ineficacia en el funcionamiento de algunos procedimientos.

Debido a lo anterior, en ocasiones la definición y delimitación de las violencias, 
de sus causas y de sus consecuencias, no recoge aún toda la complejidad de las 
experiencias de todas las mujeres, ni se adapta a la evolución de estas violencias. 
Tampoco resulta siempre exhaustiva recogiendo el sentido de las vivencias de 
las víctimas-supervivientes. Es por ello que mejorar la comprensión de los 
conceptos y las definiciones de los aspectos legales que abordan las violencias, 
así como sus causas y consecuencias, resulta clave para su erradicación. 

El concepto de violencia machista, a los efectos previstos en la EEVM, designa 
todos los actos de violencia considerados violencia contra las mujeres a 
los que se refiere el artículo 3.a del Convenio del Consejo de Europa sobre la 
prevención y lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica 
(Consejo de Europa, 2011), también denominado Convenio de Estambul. Dicho 
Convenio fue ratificado por España el 11 de abril de 20141. Por tanto, a través del 
término de violencia machista se designan:

1  Véase Instrumento de ratificación del Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la 
violencia contra la mujer y la violencia doméstica, hecho en Estambul el 11 de mayo de 2011, (BOE núm. 137, 
de 6 de junio de 2014).	

Tal y como señaló hace décadas el Observatorio Estatal de Violencia Sobre la 
Mujer (2007), España es un país líder en la lucha contra la violencia contra las 
mujeres, prolijo en sus iniciativas. Diferentes administraciones, tanto del Estado 
como de las Comunidades Autónomas han aprobado normativas específicas, y 
junto con muchas entidades locales se han desarrollado planes institucionales, 
programas y medidas dirigidas a la erradicación de diferentes tipos de violencia. 
No obstante, la terminología es muy diversa, y también las formas de intervención 
(normas o políticas públicas). Ello ha generado, en algunas ocasiones, cierta 
ambigüedad y duda. En la actualidad el marco institucional requiere de un 
enfoque integral y actualizado. En parte, el fundamento de la EEVM 2022-2025, 
es el de contribuir a ello. 

todos los actos de violencia basados en el género que implican o pueden implicar 
para las mujeres daños o sufrimientos de naturaleza física, sexual, psicológica 
o económica, incluidas las amenazas de realizar dichos actos, la coacción o la 
privación arbitraria de libertad, en la vida pública o privada

Acepciones de la violencia machista

https://www.boe.es/eli/es/ai/2011/05/11/%281%29


Estrategia Estatal para combatir 
las violencias machistas 2022–2025

Parte ii
Contextualización

31

El término “mujeres” incluye a las niñas menores de 18 años, y así es contemplado 
en la EEVM. 

En el Convenio de Estambul se establecen las principales nociones que, junto 
con las realizadas en España con la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de 
Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género y la Ley Orgánica 
10/2022, de 6 de septiembre, de garantía integral de la libertad sexual, guiarán el 
marco conceptual de esta EEVM.

El Convenio también diferencia la “violencia doméstica” (artículo 3b): 

En cambio, nuestro país ya distinguió en 2004 el concepto de “violencia de género” 
de “violencia familiar” conforme a las siguientes definiciones:

- 	 Por un lado, la “violencia de género” es la violencia que sufren las mujeres 
en el ámbito de la pareja/expareja, incluyendo la violencia vicaria. Es decir, 
aquella que tiene como objetivo causar perjuicio o daño a las mujeres, y se 
ejerce sobre sus familiares o personas allegadas menores de edad en sus 
relaciones de afectividad (tal y como que se recoge en la Ley Orgánica 1/2004, 
de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 
Género).

- 	 Y, por otro lado, la “violencia familiar” sería aquella que se recoge en la 
Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. En el caso de 
la violencia familiar que sufren las mujeres, se trataría de aquella ejercida 
por un hombre contra una mujer en el ámbito de la familia (descendientes, 
ascendientes, cónyuges o relación análoga, hermanos, etc.), a excepción de 
los casos considerados de violencia de género.

Artículo 3 del Convenio de Estambul.  

Por «violencia contra las mujeres» se deberá entender una violación de los 
derechos humanos y una forma de discriminación contra las mujeres

Por «género» se entenderán los papeles, comportamientos, actividades 
y atribuciones socialmente construidos que una sociedad concreta 
considera propios de mujeres o de hombres. 

Por «violencia contra la mujer por razones de género» se entenderá 
toda violencia contra una mujer porque es una mujer o que afecte a 
las mujeres de manera desproporcionada.

todos los actos de violencia física, sexual, psicológica o económica que se 
producen en la familia o en el hogar o entre cónyuges o parejas de hecho 
antiguos o actuales, independientemente de que el autor del delito comparta o 
haya compartido el mismo domicilio que la víctima 
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Por lo tanto, en la EEVM se incluye dentro del concepto de violencias machistas 
cualquier forma de violencia contra las mujeres, que:

La tipología e interrelación entre estas violencias es explicado en el siguiente 
punto de la Estrategia, si bien es necesario subrayar las siguientes dos cuestiones.

En primer lugar, en esta definición debe tenerse en cuenta que las distintas 
expresiones pueden producirse de forma presencial o ejercerse mediante 
las tecnologías de la información y la comunicación, a través de las cuales 
también se practican formas específicas de violencia. Por ello, la EEVM adopta la 
Recomendación General 1 de octubre de 2021 del Grupo de Expertos en la Lucha 
contra la Violencia contra la Mujer y la Violencia Doméstica (en adelante GREVIO) 
que realiza el seguimiento del Convenio de Estambul 2.

En segundo lugar, como parte de la actual conceptualización de la EEVM, se ha 
de considerar que las víctimas pueden ser múltiples. En el caso de la violencia 
simbólica, las víctimas son el conjunto de las mujeres. En el caso de otras violencias, 
las víctimas pueden ser personas allegadas o familiares de las mujeres a las que 
se dirige en primer lugar. Tal es el caso de la violencia vicaria.

Tenga lugar tanto en el ámbito de la pareja o expareja como la sufrida fuera de él, 
distinguiendo entre violencia física, sexual, psicológica, política, económica, 
digital, cultural, institucional, simbólica, acoso sexual, stalking, mutilación 
genital femenina, trata de mujeres y niñas con fines de explotación sexual, 
matrimonio forzado y aborto y esterilización forzosos. 

Asimismo, quedan incluidos otros tipos de expresión que, con la misma 
causalidad, afectan a las niñas y las mujeres, como son la violencia en el ámbito 
reproductivo y la explotación comercial del cuerpo de las mujeres. 

En este sentido, la definición del Convenio de Estambul comprende todas las 
formas en las que la violencia es ejercida o facilitada a través de la tecnología; 
como es la difusión no consentida de imágenes o vídeos, la coacción y las 
amenazas, incluidas las amenazas de violación, el bullying sexualizado y otras 
formas de intimidación, el acoso sexual en línea, la suplantación de identidad, 
el acoso en línea o el acoso a través del Internet de las Cosas, así como el abuso 
psicológico y el daño económico perpetrados a través de medios digitales 
contra las mujeres y las niñas.

2  Acceso a la Recomendación núm. 1 de GREVIO 2021.

https://rm.coe.int/grevio-rec-no-on-digital-violence-against-women/1680a49147
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Todas las violencias machistas contra las mujeres y las niñas tienen su causa en 
la desigualdad histórica entre mujeres y hombres. Tal y como señala el Pacto de 
Estado contra la violencia de género de 2017, la violencia es la manifestación 
más cruel de la desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las 
mujeres.

El origen de dicha desigualdad son las estructuras y valores machistas que 
perviven en nuestra sociedad, cuyas instituciones sociales continúan funcionando 
con fuertes referencias patriarcales, y que se perpetúan generación tras generación. 
Las mujeres y niñas sufren violencia por el hecho de ser mujeres. Su causa última es 
por tanto el machismo, que se reproduce y se transforma en sus expresiones, pese 
a los logros obtenidos en materia de igualdad y no discriminación entre mujeres y 
hombres.

La desigualdad para las mujeres se manifiesta en discriminaciones y barreras 
con respecto a los hombres, a las que se dirigen las políticas de igualdad de 
oportunidades. Implica una participación social menor de las mujeres y las niñas 
en todos los ámbitos de la sociedad, un reparto desequilibrado del poder entre 
mujeres y hombres, especialmente en el ámbito político y económico, una presencia 
diferencial en los espacios públicos, un uso del tiempo injusto, un reparto abusivo 
de las responsabilidades de cuidado, la feminización de la pobreza, y en general una 
mayor vulneración de sus derechos fundamentales. Siendo la mayor manifestación 
de dicha desigualdad las violencias machistas, en sus múltiples formas.

La clave del ejercicio de las violencias machistas es su etiología (el orden vigente 
basado en el patriarcado) y su objetivo: mantener un reparto del poder simbólico 
y material que privilegia a los varones en general, y que oprime a todas las mujeres, 
dificultando el pleno ejercicio de sus derechos. 

Las manifestaciones concretas de las violencias machistas contra las mujeres 
y las niñas se producen en diferentes ámbitos (comunitario, político, familiar, 
económico, espiritual, íntimo). Se producen de forma múltiple e interrelacional. 
Asimismo, existe una importante diversidad en la forma en la que se pueden ejercer 
(simbólica, física, psicológica, sexual, económica, espiritual, ambiental y socio-
relacionalmente). Los tipos de violencia en los que se concretan estas formas son 
numerosos, y la EEVM se dirige a su conjunto, desde una mirada específica y 
también holística.

Todas las mujeres, por el hecho de ser mujeres, son objeto de la violencia en un nivel 
simbólico. La desigualdad estructural entre mujeres y hombres, la impunidad de 
determinadas expresiones, la invisibilidad social de alguna de sus manifestaciones 
y su normalización, junto con la inacción y falta de debida diligencia de algunos 
de poderes públicos, y la estigmatización de las víctimas, contribuyen a su 
reproducción.

El machismo como origen de las violencias
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Las mujeres no son un grupo homogéneo y sus experiencias varían, porque están en 
relación con diferentes sistemas de desigualdad. Resulta por tanto imprescindible 
que las administraciones adopten la perspectiva de la interseccionalidad para 
dar cumplimiento a sus obligaciones frente a las discriminaciones.

Este enfoque señala que la desigualdad entre mujeres y hombres cobra sentido, 
y se experimenta de forma variable, en función de otras estructuras de opresión, 
como son el capacitismo, la racialización, el origen étnico y cultural, la clase 
social, la edad, la confesión religiosa, la orientación sexual, la identidad de género, 
la situación administrativa de residencia, el país de procedencia, la convicción 
u opinión o el estado civil. Es decir, la comprensión y los procedimientos de 
intervención sobre estas violencias requieren de una perspectiva interseccional. 

Las situaciones de interseccionalidad afectan por tanto a múltiples mujeres, como 
son las mujeres de etnia gitana, mujeres con discapacidad, mujeres en situación 
administrativamente irregular, mujeres racializadas, mujeres que viven en 
pequeños municipios o en entornos rurales, mujeres de origen extranjero o culturas 
diversas, migrantes,  solicitantes y beneficiarias de protección internacional y 
temporal, mujeres en situación de trata o en contextos de prostitución, mujeres 
con VIH, mujeres con conductas adictivas, mujeres mayores de 65 años, las niñas, 
las jóvenes, y las mujeres que no han denunciado a su agresor o sus agresores. 
A esta identificación hay que sumar las hijas y los hijos de las mujeres víctimas y 
supervivientes.

Ello implica que hay mujeres que se enfrentan a un mayor riesgo de sufrir violencia 
de forma interseccional. Además3, estas mujeres al sufrir la intersección pueden 
hacer frente a discriminaciones múltiples. En ambos casos pueden encontrarse 
en un contexto de menor protección.

El Comité de la CEDAW reconoce que la violencia por razón de género puede afectar 
a algunas mujeres en distinta medida, o en distintas formas, lo que significa que 
se requieren respuestas jurídicas y normativas adecuadas (recomendación 
General 35, párrafo 12; Recomendación general 28, párrafo 18).

La vulnerabilidad es considerada una circunstancia agravante en el tratamiento 
penal de las violencias machistas (artículo 46) y una necesidad de atención 
específica (artículo 12) en el Convenio de Estambul de 2011.

3  No es lo mismo la discriminación interseccional que la discriminación múltiple: la discriminación múltiple 
sería distinta de la interseccional, debido a que “múltiple” hace referencia a “variado, de muchas maneras, 
muchos o numerosos”, y no refleja la característica principal de la discriminación interseccional que es 
la intersección. Por su parte, la discriminación interseccional incide en que no son muchas o numerosas 
discriminaciones o que no se trata de sumarlas, sino de trabajar e identificar la discriminación específica 
(Tania Sordo, 2018)

Interseccionalidad, discriminación y vulnerabilidad
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Siguiendo esta misma perspectiva, también debe considerarse a los agresores 
desde una mirada diversa. No existe una única tipología de agresor.

El ejercicio de las violencias machistas se corresponde con diferentes modelos 
de masculinidad que tienen en común una concepción ideológica no igualitaria 
de las mujeres, en una, en varias o en todas sus dimensiones fundamentales. 

Resulta por tanto imprescindible prevenir entre la población masculina el ejercicio 
de las violencias machistas, incidiendo en su desnaturalización para favorecer el 
reconocimiento del valor de las masculinidades igualitarias y no hegemónicas. 
Resulta imprescindible subrayar el valor preventivo que tiene la implicación de los 
hombres en el rechazo contundente de actitudes y comportamientos machistas 
entre sus pares. 

Las violencias machistas contra las mujeres y las niñas constituyen una vulneración 
de derechos humanos transcultural y cambiante, que requiere del compromiso 
de todos los agentes y sectores de la sociedad, y de todas las administraciones 
públicas para su erradicación.

Por ejemplo, en cuanto a la accesibilidad, el Comité sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad de Naciones Unidas ha recomendado al Estado 
español que adopte todas las medidas apropiadas para combatir la violencia 
contra las mujeres con discapacidad. En el contexto español debe incentivarse 
el cumplimiento del Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 noviembre, por el que 
se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas 
con discapacidad y de su inclusión social. Este texto, que refunde la ya derogada 
LISMI (Ley 13/1982, de 7 de abril, de integración social de los minusválidos) y 
la LIONDAU (Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, 
no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad), 
contempla, entre otras cuestiones, la adopción de medidas de acción positiva 
hacia las mujeres y las niñas (artículo 67).

Debido a lo anterior, los enfoques de prevención y de intervención con las víctimas-
supervivientes deben dirigirse a garantizar la integralidad, la universalidad, 
la accesibilidad, la adaptabilidad y no discriminación en todos los procesos 
y recursos institucionales, respecto a todos los tipos de violencia. Esto último 
también se refiere a los procesos y medidas de reparación/indemnización.
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De esta forma, con esta Estrategia se sigue la recomendación de Naciones 
Unidas respecto a los planes de acción nacionales sobre la necesidad de 
especificar “las diferentes formas y manifestaciones de violencia contra las 
mujeres, de manera que la política pueda tener en cuenta las características que 
les son comunes y las superposiciones entre ellos”. Tal y como señala el organismo 
internacional, adoptar una única estrategia “tiene la ventaja de permitir que se 
reconozcan las interrelaciones entre las diferentes formas de violencia” (ONU 
Mujeres, 2012: 11). 

Igualmente se contribuye a dar respuesta a las recomendaciones del Grupo 
de expertas GREVIO (2020), entre las que se incluye ampliar las violencias a las 
cuales se les estaba dando respuesta institucional en nuestro país, y garantizar la 
atención y reparación a las víctimas de todas las formas de violencia.

Nombrar adecuadamente los tipos de violencia machista que debemos de afrontar 
como sociedad forma parte de un debate frecuente. Aunque generalmente se 
empleen como sinónimos, cada término tiene implicaciones concretas. El alcance 
del problema y su delimitación constituye un objeto de debate político y social. 
También se produce dentro del propio movimiento feminista que, como tal es plural 
y diverso en sus corrientes de expresión. Estos debates mejoran la comprensión 
de la violencia y favorecen su visibilidad para el conjunto de la sociedad y para 
las instituciones responsables de ponerle fin. Nombrar para visibilizar es esencial, 
motivo por el que esta Estrategia presenta, además, un glosario de términos para 
delimitar conceptualmente las violencias machistas. 

Es fundamental actualizar la terminología con la que se designan las violencias 
contra las mujeres dentro de las políticas públicas. En primer lugar, porque ha 
mejorado el conocimiento disponible sobre sus características (espacios donde 
se ejerce, consecuencias, etc.), lo que permite definirlas mejor. Y, en segundo, 
porque la reproducción de estas violencias puede adoptar nuevas expresiones, 
y se transforma en alguno de sus aspectos. Tal es el caso de la violencia que 
se ejerce a través de las tecnologías de la información y la comunicación, la 
explotación reproductiva, o algunas dimensiones del feminicidio.

Las violencias machistas son múltiples y están interrelacionadas. Es esta una 
cuestión que ha sido señalada como el “continuum de la violencia” (Kelly, 1988) y, 
como se verá a continuación, suele representarse gráficamente como un triángulo 
o un iceberg con diferentes capas en función de su visibilidad social. 

En este triángulo, en su extremo más estrecho y visible pueden apreciarse las 
formas más extremas de violencia, tanto en el ámbito público como privado: los 
feminicidios o asesinatos de mujeres, y las agresiones físicas y sexuales. 

Multiplicidad e interrelación entre violencias

 La interrelación de las violencias
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En la parte intermedia, se encuentran aquellas violencias menos percibidas 
socialmente, más sutiles. Se trata de prácticas machistas, sobre todo de violencia 
sexual, que han sido naturalizadas en las relaciones de pareja, y en el ámbito 
público, como es el acoso callejero o en el ocio nocturno, y los discursos de odio 
en las redes sociales o medios de comunicación. También algunas formas de la 
violencia psicológica y económica contra las mujeres. En los últimos años son algo 
más visibles gracias a la concienciación que se ha realizado desde el movimiento 
feminista y las instituciones públicas. 

En la parte inferior se encuentran las violencias consideradas como invisibles, 
aquellas que se sustentan también en la violencia simbólica, por ejemplo, prácticas 
de ridiculización e invisibilización de las mujeres, que se transmiten sobre todo en 
los medios de comunicación y las redes sociales. Aquí se pueden situar también las 
que ejercen los hombres en espacios específicos como el ámbito laboral o escolar; 
en entornos comunitarios (como la mutilación genital femenina, los matrimonios 
forzosos o feminicidios por deshonor), en espacios estigmatizados (como la 
explotación sexual) o en otros espacios (como en el ámbito reproductivo).

Cultura de la violación, violencia simbólica
 (normas sociales, valores, uso sexista del lenguaje, 

prácticas de ridiculización e invisibilización)

Violencia económica,
violencia en el ámbito reproductivo, violencia reproductiva

Violencia vicaria, crímenes de deshonor, MGF        
Explotación sexual

Agresiones sexuales, acoso callejero, 
discursos de odio

Acoso sexual y por 
razón de género

Violencia en la 
pareja/expareja

Agresiones 
físicas

Feminicidios

A continuación, se describen algunas de las formas menos conocidas de violencia 
machista que se contemplan en la conceptualización de la EEVM.
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Junto con la violencia simbólica opera su polo opuesto, la expresión más extrema 
de la violencia: los feminicidios. Son la expresión más extrema de violencia contra 
las mujeres y las niñas y se manifiestan en asesinatos ejercidos por hombres hacia 
mujeres, lo que debe ser objeto de especial atención por parte de las instituciones 
públicas (Lagarde, 2006; Nuño 2013; Atencio 2015; Corraldi 2016).

Desde el año 2022, la Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género (en 
adelante, DGVG) ha establecido una clasificación pionera sobre feminicidios en 
España, con la finalidad de avanzar en su adecuada medición estadística y en 
su visibilización (2021)4. Nuestro país se convierte así en el primero de Europa 
en contabilizar y difundir oficialmente, desde el 1 de enero de 2022, diferentes 
feminicidios conforme a una clasificación propia. Las definiciones empleadas 
para ello son las siguientes:

Los feminicidios

 Tipología e interrelación de las violencias

4 Véase la declaración al respecto del Ministerio de Igualdad en nota de prensa (2021).

Feminicidio 
en la pareja 
o expareja

Asesinato de una mujer en los 
términos previstos en la Ley Orgánica 
1/2004, de 28 de diciembre, de 
Medidas de Protección Integral 
contra la Violencia de Género

Feminicidio 
familiar

Asesinato de una mujer por hombres 
de su entorno familiar

- Feminicidio familiar general
- Feminicidio por crimen de honor

Feminicidio 
sexual

Asesinato de una mujer sin relación 
de pareja ni familiar vinculado a 
violencias sexuales

- Feminicidio por agresión sexual.
- Feminicidio vinculado a la trata 

con fines de explotación sexual, 
explotación sexual, prostitución 
u otras actividades con 
connotación sexual 

- Feminicidio vinculado a 
mutilación genital femenina. 

- Feminicidio vinculado a 
matrimonio forzado.

Feminicidio 
social

Asesinato de una mujer o niña tras 
una agresión, de carácter no sexual, 
por parte de un hombre con el que 
no se tenía una relación de pareja ni 
era familiar (un desconocido, un 
compañero de trabajo, un vecino, un 
amigo, etc.)

Feminicidio 
vicario

Asesinato de una mujer mayor de 
edad, por parte de un hombre como 
instrumento para causar perjuicio o 
daño a otra mujer. 

- Feminicidio vicario en la pareja 
o expareja

- Feminicidio vicario fuera de la 
pareja o expareja.

Tipología Definición Subtipo

https://www.igualdad.gob.es/comunicacion/notasprensa/Documents/NdeP/NdeP_Feminicidios_201221.pdf
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La forma más conocida de violencia contra las mujeres es la que ejercen los 
hombres sobre las mujeres en el ámbito de las relaciones de pareja/ expareja, 
que ha sido denominada comúnmente como “violencia de género” debido 
al marco de derechos fundamentales con la que se asocia. Se trata de la Ley 
Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra a la 
Violencia de Género (LOMPIVG); que supuso un paso adelante para garantizar una 
respuesta integral y coordinada frente a la violencia contra las mujeres cometida 
en uno de los espacios más íntimo de la vida de las mujeres.

El hecho de que la violencia machista sea multidimensional, en particular la 
violencia en la pareja o expareja, hace referencia a que puede acontecer de forma 
simultánea en diversos ámbitos de la vida personal de las víctimas-supervivientes, 
o solamente en alguno de ellos. 

Aparte de la violencia sexual, se considera que las otras dimensiones a las que 
puede extenderse la violencia que sucede en los espacios afectivos son las 
siguientes (DGVG, 2021b):

- Violencia física: Consiste en causar o intentar causar daño a una mujer, 
golpeándola, propinándole patadas, quemándola, agarrándola, pellizcándola, 
empujándola, dándole bofetadas, tirándole del cabello, mordiéndole, 
denegándole atención médica u obligándola a consumir alcohol o drogas, así 
como empleando cualquier otro tipo de fuerza física contra ella. Puede incluir 
daños a la propiedad y bienes personales.

- Violencia psicológica: Consiste en actos tendientes a controlar o manipular 
a una mujer, aislarla de sus amistades, de su familia, de la escuela o del 
trabajo, a humillarla, avergonzarla, o a infundirla miedo. Incluye la amenaza, la 
culpabilización, la vigilancia constante, la exigencia de obediencia o sumisión, la 
indiferencia o el abandono.

La violencia en la pareja o expareja

Comprende todo acto de violencia física y psicológica, incluidas las agresiones 
a la libertad sexual, las amenazas, las coacciones o la privación arbitraria 
de libertad. Se trata de la violencia en el ámbito de la pareja heterosexual 
que acontece por motivos de género, es decir, es una manifestación de la 
discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder de los 
hombres sobre las mujeres (artículo 1 LOMPIVG).

Se ejerce sobre las mujeres por parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges 
o de quienes estén o hayan estado ligados a ellas por relaciones similares de 
afectividad, aun sin convivencia. Es decir, exparejas, amantes o examantes, o 
figuras similares. Las víctimas son las mujeres, y sus hijos5 menores o menores 
sujetos a su tutela, o guarda y custodia. Esto último se considera como parte de 
la violencia vicaria, que afecta también a las personas allegadas a las víctimas.

5 La Ley Orgánica 1/2004 les reconoce toda una serie de derechos contemplados en los artículos 5, 7, 14, 
19.5, 61.2, 63, 65, 66 y en la Disposición Adicional 17ª.
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La agresión sexual, el acoso sexual y la explotación de la prostitución 
ajena, así como todos los demás delitos previstos en el Título VIII del Libro II 
de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, orientados 
específicamente a proteger a personas menores de edad. Junto con lo anterior se 
considera la mutilación genital femenina, el matrimonio forzado, el acoso con 
connotación sexual, la trata con fines de explotación sexual y el feminicidio 
sexual. Se incluyen las violencias sexuales cometidas en el ámbito digital, lo que 
comprende la difusión de actos de violencia sexual, la pornografía no consentida 
y la infantil en todo caso, y la extorsión sexual a través de medios tecnológicos. 
Asimismo, entre las conductas con impacto en la vida sexual, se consideran 
violencias sexuales la mutilación genital femenina, el matrimonio forzado, el 
acoso con connotación sexual y la trata con fines de explotación sexual.

- Violencia económica: Consiste en lograr o intentar conseguir la dependencia 
financiera de otra persona, manteniendo para ello un control total sobre sus 
recursos financieros (renta, bienes, propiedades), impidiéndole acceder a ellos 
libremente. Puede incluir tanto la prohibición de trabajar o formarse, como la 
explotación laboral. Para lograrla puede emplearse la violencia física, la violencia 
psicológica, la violencia online o todas ellas

Los debates conceptuales sobre las características de estas dimensiones de la 
violencia machista en el ámbito de la pareja están bastante consolidados. 

Una de las violencias que mayor preocupación han despertado en nuestra sociedad 
en los últimos años es la violencia sexual. De acuerdo con la Ley Orgánica 10/2022, 
de 6 de septiembre, de garantía integral de la libertad sexual, se considera violencia 
sexual a los actos de naturaleza sexual no consentidos o que condicionan el libre 
desarrollo de la vida sexual en cualquier ámbito público o privado. Abarca una 
amplia tipología: 

España ha avanzado institucionalmente en la definición y erradicación de sus múltiples 
manifestaciones a través de una legislación específica que contribuye a revelar 
muchas de sus expresiones, tanto en espacios públicos como en espacios privados. 

La violencia sexual

El Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de garantía integral de la libertad 
sexual, señala en su Exposición de motivos, sus principales características, que 
son las que adopta la EEVM:
- En su expresión física y también simbólica constituyen quizá una de las 

violaciones de derechos humanos más habituales y ocultas de cuantas 
se comenten en la sociedad española, que afectan de manera específica y 
desproporcionada a las mujeres y a las niñas, pero también a los niños.

-	Es una cuestión social y estructural estrechamente relacionada con una 
determinada cultura sexual arraigada en patrones discriminatorios que 
debe ser transformada.
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El imaginario sobre la violencia sexual ha considerado hasta fechas recientes que 
esta se produce únicamente mediante el uso de la fuerza física del agresor, y no 
ha tenido en cuenta la noción de consentimiento. Esta consideración se puede 
considerar patriarcal6, lo que en nuestro sistema judicial se había materializado, 
por ejemplo, mediante la diferencia de abuso y agresión sexual7. El marco normativo 
actual español propone la eliminación esta distinción, reconociendo todo acto 
como agresión sexual, tal y como señala el artículo 36 del Convenio de Estambul 
y las recomendaciones específicas a España a este respecto.

Solo se entenderá que hay consentimiento cuando se haya manifestado 
libremente mediante actos que, en atención a las circunstancias del caso, 
expresen de manera clara la voluntad de la persona (artículo 178 de la Ley Orgánica 
de garantía integral de la libertad sexual).

- Conlleva un valor simbólico determinante, que repercute de forma colectiva 
a través de la inseguridad y el miedo. Un mensaje de dominación radicado 
fundamentado en la reafirmación de un orden patriarcal.

La violencia simbólica opera en las violencias sexuales normalizando e incluso 
naturalizando violencias “sutiles”. Mujeres y hombres heterosexuales aprenden 
en el sistema patriarcal que las violencias sexuales son actitudes propias en los 
juegos de seducción romántica de los sujetos activos-hombres hacia los sujetos 
pasivos-mujeres (Asociación de Mujeres Jóvenes, 2019). 

6 La concepción de la víctima como merecedora o culpable de su situación forma parte del constructo social 
sobre una noción patriarcal de violencia contra las mujeres (De Miguel Álvarez, 2005). Para lograr una debida 
diligencia se requiere la aplicación de la perspectiva de género y la eliminación de creencias y estereotipos 
machistas sobre las causas de la violencia. Véase al respecto la recomendación del punto 221 del primer 
informe de seguimiento de la Convención de Estambul en España: “(…). GREVIO lamenta además que 
numerosas decisiones judiciales parecen reproducir estereotipos o aplicar interpretaciones excesivamente 
formalistas para disminuir la responsabilidad penal del autor o incluso culpar a la víctima. Sería necesaria 
una formación más específica sobre violencia sexual para los profesionales del derecho (ver Capítulo III) para 
garantizar que todos los actos sexuales sin el consentimiento de la víctima sean perseguidos y posteriormente 
sancionados” (traducido del original en inglés) (GREVIO, 2020:58). 
7 Se refiere a la distinción realizada en el Código Penal, aprobado por Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre 
en el Capítulo II De los abusos sexuales (artículos 181 y 182) y Capítulo II bis De los abusos y agresiones 
sexuales a menores de dieciséis años (artículos 183, 183bis, 183ter, 183quater) (BOE 281, de 24/11/1995; última 
actualización 09/11/2021). Véase la crítica y recomendación a España del Primer Informe País GREVIO (2020) 
(punto 220 página 57): “la aplicación de los dos delitos por parte del poder judicial en España, en particular en 
el nivel de los tribunales de primera instancia, ha causado una indignación pública generalizada e ilustra una 
comprensión inadecuada del uso de la fuerza y la intimidación y las reacciones que esto puede desencadenar 
en víctimas de violación” (traducido del original en inglés)”. Véase la recomendación sobre la necesidad de 
formación a los operadores judiciales en el punto 221  (“(…) Sería necesaria una formación más específica 
sobre violencia sexual para los profesionales del derecho (ver Capítulo III) para garantizar que todos los actos 
sexuales sin el consentimiento de la víctima sean perseguidos y posteriormente sancionados” (traducido 
del original en inglés) y su insistencia en el punto 224 del mismo Informe respecto a operadores policiales y 
judiciales; así como la recomendación de incrementar la confianza de las víctimas en las instituciones (punto 
223). 

Las violencias sexuales operan también en los espacios públicos, 
fundamentalmente las expresiones de acoso. El acoso callejero y el acoso en 
los espacios de movilidad y comunitarios, sobre todo de ocio nocturno afectan a 
todas las mujeres, aunque son las adolescentes y mujeres jóvenes las que parece 
que en mayor medida se ven sometidas a este tipo de agresiones. 



Estrategia Estatal para combatir 
las violencias machistas 2022–2025

Parte ii
Contextualización

42

Las expresiones sociales de la violencia sexual son por tanto múltiples y aunque 
figuran en mayor detalle en el Glosario final, se citan a continuación.

Estas formas de violencia manifiestan el privilegio de los varones a cosificar 
y objetualizar sexualmente el cuerpo de las mujeres. Hombres que, sin 
consentimiento, miran, opinan, se aproximan o tocan a mujeres que les son 
desconocidas y están en cualquier espacio público, infundiendo miedo y 
provocando sentimientos de humillación o vergüenza.

El acoso en los espacios nocturnos con frecuencia implica un ambiente de 
tolerancia social hacia las agresiones sexuales y las violaciones, las cuales en 
ocasiones se producen mediante delitos sexuales facilitados por drogas (más 
conocido como sumisión química); es decir: la anulación de la voluntad de 
una mujer, ejercida por un hombre, por medio de sustancias químicas que la 
incapacitan parcial o completamente. También en este punto debe tenerse en 
cuenta cuando una mujer está bajo los efectos del alcohol y/o las drogas que ella 
ha ingerido de forma consciente y por voluntad propia y un hombre se aprovecha 
de la situación para agredir sexualmente a la mujer. 

Abuso 
sexual

Antes de la Ley orgánica de garantía integral de libertad sexual, que reforma de la Ley 
Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, se distinguía entre abuso y 
agresión. Como medida más relevante, la LOGILS elimina la distinción entre agresión y 
abuso sexual, considerándose agresiones sexuales todas aquellas conductas que atenten
contra la libertad sexual sin el consentimiento de la otra persona, cumpliendo así España 
con las obligaciones asumidas desde que ratificó en 2014 el Convenio de Estambul.

Agresión 
sexual

Cualquier acto que atente contra la libertad sexual de otra persona sin su consentimiento.

Acecho o 
stalking

Hostigamiento, persecución intrusiva, contacto personal en contra de su voluntad 
(o para que otros contacten con ella en contra de su voluntad, por ejemplo, en redes 
sociales).  En su dimensión digital se tiende a nombrar como ciberacoso (término común).

Acoso 
sexual (*)

Cualquier comportamiento, verbal o físico, de naturaleza sexual que tenga el propósito o 
produzca el efecto de atentar contra la dignidad de una persona, en particular cuando se 
crea un entorno intimidatorio, degradante u ofensivo (Artículo 7.1 LOIEMH).

Grooming Estrategias de un adulto para ganarse la confianza de un niño, niña o adolescente, a través 
de Internet, con el propósito de abusar o explotarlo sexualmente a través del chantaje y la 
manipulación (término común).

Porno-
venganza

Distribución principalmente en internet de imágenes o vídeos sexualmente explícitos sin 
consentimiento para causar angustia, humillación o vergüenza. El sexting es dicha práctica 
por medio de teléfono móvil (término común).

Sextorsión Extorsión sexual, chantaje en el cual alguien utiliza contenidos sexuales obtenidos de la 
víctima, contra ella para obtener algo contra su voluntad, generalmente relacionado con la 
sexualidad, amenazando con su publicación.

Violación Agresión sexual consistente en acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal, o introducción 
de miembros corporales u objetos por alguna de las dos primeras vías a la víctima (artículo 
179 de la LOGILS).

Tipo Definición

Nota: (*) Sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal, que establece que, sin perjuicio de lo establecido 
en la LOIEMH, es “solicitar favores de naturaleza sexual, para sí o para un tercero, en el ámbito de una relación 
laboral, docente, de prestación de servicios o análoga continuada o habitual, provocando a la víctima una 
situación objetiva y gravemente intimidatoria, hostil o humillante” (art.184 CP).
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La explotación sexual implica la realización de actividades sexuales sin 
consentimiento, o sin consentimiento válido, por lo cual un tercero recibe una 
remuneración económica. En este contexto se provoca la deshumanización de 
las personas, y afecta a la cosificación sexual del conjunto de mujeres a través 
de su comercialización. 

Los contextos de prostitución están directamente conectados con las 
desigualdades sociales porque el mercado de la prostitución necesita la 
feminización de la pobreza para seguir nutriéndose de mujeres en situación de 
vulnerabilidad social (Ranea Triviño, 2018). Por otro lado, y según algunos estudios, 
existen vinculaciones entre explotación sexual y turismo sexual, siendo España 
en ocasiones un destino europeo y también un país emisor de turistas sexuales 
(Guilló y Santiago, 2016; Raena-Triviño, 2021). 

La Mutilación Genital Femenina (MGF) es una práctica ancestral, claramente 
nociva para la salud y la vida de las mujeres, que se concentra en cerca de 30 
países de África, Oriente Medio, Asia meridional, y algunos países asiáticos (India, 

La captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas, 
recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, 
al fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad, o el 
ofrecimiento o a concesión de pagos o beneficios para obtener el consentimiento 
de una persona que tenga autoridad sobre otra, con fines de explotación. Esta 
explotación incluirá, como mínimo, la explotación en la prostitución ajena 
u otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la 
esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre o la extirpación 
de órganos. 

Respecto a las violencias sexuales, hay que tener en cuenta que algunas 
formas pueden constituir delitos internacionales8. Además, en su dimensión 
transnacional son de especial preocupación el caso de la trata de mujeres y 
niñas con fines de explotación sexual, el matrimonio infantil, precoz y forzado, la 
gestación subrogada comercial, y la mutilación genital femenina (MGF). 

Por su lado, otra manifestación evidente de violencia machista es la trata de 
mujeres y niñas con fines de explotación sexual, que es una vulneración 
extrema de derechos humanos. De acuerdo con el Protocolo de Naciones Unidas 
para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres 
y Niñas (también conocido como Protocolo de Palermo) de 2000, ratificado por 
España en 2003, la trata se define como:

8 Tal y como señala la propia Recomendación núm. 35 de la CEDAW, “Entre otros, crímenes de lesa humanidad 
y crímenes de guerra como la violación, la esclavitud sexual, la prostitución forzada, el embarazo forzado, la 
esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad comparable, de conformidad 
con los artículos 7 1) g), 8 2) b) xxii) y 8 2) e) vi) del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional.”.
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La MGF carece de beneficios para la salud y acarrea a niñas y mujeres muchos 
daños de diversa índole. Consiste en extirpar y dañar tejido genital femenino sano 
y normal, y de esa manera interferir en el funcionamiento natural del cuerpo de la 
niña o la mujer. Ocasiona dolores intensos y tiene varias consecuencias inmediatas 
y de largo plazo, entre ellas mayores riesgos de morbilidad materna y mayores 
tasas de mortalidad perinatal de los recién nacidos de madres que hayan sido 
sometidas a esa práctica.

En otro nivel de visibilidad es preciso hacer referencia al acoso sexual y al 
acoso por razón de sexo, especialmente cuando suceden en el ámbito laboral 
y educativo. Ambas constituyen manifestaciones de la discriminación de las 
mujeres, y suponen una forma de violencia sexual, psicológica y económica. Sin 
perjuicio de lo establecido en el Código Penal, en la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de 
marzo, para la Igualdad Efectiva de Mujeres y Hombres (LOIEMH), se determinaba 
lo siguiente:

abarca todos los procedimientos que conllevan una ablación parcial o total 
de los genitales femeninos externos u otra lesión causada a los mismos por 
motivos no médicos.

8 Tal y como señala la propia Recomendación núm. 35 de la CEDAW, “Entre otros, crímenes de lesa humanidad 
y crímenes de guerra como la violación, la esclavitud sexual, la prostitución forzada, el embarazo forzado, la 
esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad comparable, de conformidad 
con los artículos 7 1) g), 8 2) b) xxii) y 8 2) e) vi) del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional.”.

Indonesia, Iraq y Paquistán); y fuera de dichos territorios dentro de algunas 
comunidades de personas originarias de estos países (Naciones Unidas, 2021). La 
MGF:

El acoso sexual y por razón de sexo en el ámbito laboral

-	El acoso sexual como cualquier comportamiento, verbal o físico, de 
naturaleza sexual que tenga el propósito o produzca el efecto de atentar 
contra la dignidad de una persona, en particular cuando se crea un entorno 
intimidatorio, degradante u ofensivo. 

-	El acoso por razón de sexo cualquier comportamiento realizado en función 
del sexo de una persona, con el propósito o al efecto de atentar contra su 
dignidad y de crear un entorno intimidatorio, degradante u ofensivo

Este tipo de violencia limita y dificulta el desarrollo profesional de las mujeres y por 
tanto su autonomía y suficiencia económica por sí mismas y tiene consecuencias 
negativas sobre “la dignidad, la salud, la seguridad, la autonomía y el empleo de 
las implicadas, así como sobre el clima laboral de sus entornos, y, en conjunto, 
sobre las relaciones sociales y la mentalidad cultural de la sociedad de la que 
forman parte” (CCOO, 2021:6). 
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Cualquier violencia puede ejercerse empleando las tecnologías de la información 
y la comunicación, a través de internet, el teléfono y las redes sociales: no 
es necesario que agresor y víctima tengan un contacto físico presencial. Esta 
violencia es denominada comúnmente como “violencia digital” o “ciberviolencia”.

Adoptando la Recomendación General núm.1 sobre la dimensión digital de 
la violencia contra las mujeres (GREVIO, 2021), han de tenerse en cuenta tres 
dimensiones específicas: el acoso en línea y facilitado por la tecnología9, el acoso 
sexual en línea, y la dimensión digital de la violencia psicológica, cada uno con las 
siguientes implicaciones:

9 Tal y como señala dicha Recomendación suele consistir en la táctica de vigilar o espiar a la víctima, en 
sus distintas redes sociales o plataformas de mensajería, sus correos electrónicos y su teléfono, robando 
contraseñas o crackeando o hackeando sus dispositivos para acceder a sus espacios privados, mediante la 
instalación de programas espías o aplicaciones de geolocalización, o mediante el robo de sus dispositivos. Los 
agresores también pueden asumir la identidad de la otra persona o vigilar a la víctima a través de dispositivos 
tecnológicos conectados a través del Internet de las Cosas, como los electrodomésticos inteligentes.

La violencia digital

Estas violencias son nombradas de múltiples formas que nos alertan sobre 
la diversidad de agresiones que sufren las mujeres y las niñas. Pueden tener 
un carácter diverso, siendo especialmente dañinas las que tienen un objetivo 
psicológico o sexual como el acecho constante o stalking, el ciberacoso, la 
sextorsión, sexting, o la pornovenganza. 

Esta violencia es la expresión digital de los discursos de odio contra las mujeres, 
la misoginia, y el antifeminismo, así como en su dimensión sexual y de acoso 
hacia mujeres concretas.

Amenaza (sexual, 
económica, física o 

psicológica)

Daño a la 
reputación

Seguimiento y 
recopilación de 

información privada 
(spyware) (1)

Suplantación 
de identidad

Solicitud 
de sexo

Acoso con 
cómplices 

para aislarla

Todas las 
formas tienen 

un impacto 
psicológico

Actos individuales no 
tipificados como 

delito al combinarse 
con la mentalidad de 

masa y repetición

Discurso 
de odio 
sexista

Intimidación, amenaza 
a las víctimas o a su 

familia, insultos, 
vergüenza y 
difamación

Incitación 
al suicidio 

o a la 
autolesión

Abuso 
económico 

(6)

Amenaza o difusión 
no consentida de 

imágenes o videos 
(porno venganza)

1) Spyware es un software que tiene dicho objetivo.
(2) Incluye los actos de "upskirting" (o “bajo falda”) y la toma de "creepshots" (foto robada y 
sexualizada) y la producción de imágenes alteradas digitalmente en las que el rostro o el cuerpo de 
una persona se superpone ("pornografía falsa") utilizando inteligencia artificial. 
(3) Revelar información personal o la identidad. 
(4) Revelar la orientación sexual. 
(5) Rumores, publicación de comentarios sexualizados, suplantación de la identidad, intercambio de 
contenidos sexuales o el acoso sexual a otras personas, afectando así a su reputación y/o a su medio 
de vida. 
(6) Envío de imágenes sexuales no solicitadas a través de aplicaciones de citas o de mensajería, 
textos, o utilizando tecnologías Airdrop o Bluetooth.

(6) Operaciones bancarias por Internet, deterioro de la calificación crediticia de la víctima mediante el 
uso de tarjetas sin permiso, o contratos financieros sin consentimiento.

Toma, producción o 
captación no consentida 

de imágenes o vídeos 
íntimos (2)

Explotación, coacción
y amenazas (sexting, 

sextorsión, amenaza de 
violación, doxing (3), 

outing (4)

Bullying 
sexualizado 

(5)

Ciberflashing 
(6)

Acoso en línea y facilitado por la tecnología

Acoso sexual en línea

Dimensión digital de la violencia psicológica
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10 Véase la Circular 7/2019, de 14 de mayo, de la Fiscalía General del Estado, sobre pautas para interpretar los 
delitos de odio tipificados en el artículo 510 del Código Penal (BOE núm. 124, de 24 de mayo de 2019). Véase 
también del Tribunal Supremo la STS n.º 72/2018, de 9 de febrero, en relación con un delito de odio (art. 510 
CP) por razón de género.

Elaboración propia a partir de: GREVIO.2021. General Recommendation 1. Traducción propia.

En los últimos años se ha identificado que el odio contra las mujeres se ha 
visto paulatinamente incrementado a nivel mundial. Ello es debido a la reacción 
patriarcal provocada por los avances sociales hacia sociedades más igualitarias 
(Faludi, 1991; Card, 2003; Cobo, 2009). Las resistencias a las transformaciones 
en las relaciones entre mujeres y hombres son una reacción sociocultural a la 
conquista política del poder por parte de las mujeres (es decir, el pleno ejercicio 
de su ciudadanía) y el consecuente desarrollo de leyes y políticas de igualdad 
(Guilló, 2018). Estas resistencias se han expresado fundamentalmente a través de 
la violencia política, la violencia sexual, la violencia en el ámbito reproductivo, la 
comercialización de los cuerpos de las mujeres y el feminicidio.

En este sentido, los discursos anti-feministas y sexistas contra las mujeres en 
España son discursos de odio por razón de género y por razón de sexo y, como 
tal, pueden ser considerados de acuerdo con el artículo 510 del Código Penal tras 
la reforma del año 201510 (además de agravante por motivo discriminatorio por el 
artículo 22 CP). En su conjunto posicionan a las mujeres como un grupo vulnerable 
ante estos discursos y constituyen una violación de sus derechos fundamentales 
en tanto que un modo específico de violencia (Fejős y Zentai, (eds.), 2021; Svensson 
y Bladini, (eds)., 2021).

La violencia política

Estas resistencias han sido en ocasiones denominadas como postmachismo 
(Lorente, 2013; 2020) debido a que sus expresiones quieren desligarse 
aparentemente del machismo tal y como se ha entendido hasta ahora. No 
obstante, debemos considerarlo como una reformulación o adaptación del 
machismo a la época actual (Cobo 2011; 2011b). 

Amenaza (sexual, 
económica, física o 

psicológica)

Daño a la 
reputación

Seguimiento y 
recopilación de 

información privada 
(spyware) (1)

Suplantación 
de identidad

Solicitud 
de sexo

Acoso con 
cómplices 

para aislarla

Todas las 
formas tienen 

un impacto 
psicológico

Actos individuales no 
tipificados como 

delito al combinarse 
con la mentalidad de 

masa y repetición

Discurso 
de odio 
sexista

Intimidación, amenaza 
a las víctimas o a su 

familia, insultos, 
vergüenza y 
difamación

Incitación 
al suicidio 

o a la 
autolesión

Abuso 
económico 

(6)

Amenaza o difusión 
no consentida de 

imágenes o videos 
(porno venganza)

1) Spyware es un software que tiene dicho objetivo.
(2) Incluye los actos de "upskirting" (o “bajo falda”) y la toma de "creepshots" (foto robada y 
sexualizada) y la producción de imágenes alteradas digitalmente en las que el rostro o el cuerpo de 
una persona se superpone ("pornografía falsa") utilizando inteligencia artificial. 
(3) Revelar información personal o la identidad. 
(4) Revelar la orientación sexual. 
(5) Rumores, publicación de comentarios sexualizados, suplantación de la identidad, intercambio de 
contenidos sexuales o el acoso sexual a otras personas, afectando así a su reputación y/o a su medio 
de vida. 
(6) Envío de imágenes sexuales no solicitadas a través de aplicaciones de citas o de mensajería, 
textos, o utilizando tecnologías Airdrop o Bluetooth.

(6) Operaciones bancarias por Internet, deterioro de la calificación crediticia de la víctima mediante el 
uso de tarjetas sin permiso, o contratos financieros sin consentimiento.

Toma, producción o 
captación no consentida 

de imágenes o vídeos 
íntimos (2)

Explotación, coacción
y amenazas (sexting, 

sextorsión, amenaza de 
violación, doxing (3), 

outing (4)

Bullying 
sexualizado 

(5)

Ciberflashing 
(6)

Acoso en línea y facilitado por la tecnología

Acoso sexual en línea

Dimensión digital de la violencia psicológica

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php%3Fid%3DBOE-A-2019-7771
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11 La noción de violencia en el ámbito público -en modo similar al que se plantea a la EEVM- queda recogida 
en la Recomendación CM/Rec(2019) del Comité de Ministros a los Estados miembros del Consejo de Europa 
para prevenir y combatir el sexismo, aprobada el 27 de marzo de 2019. Y se reconoce la importancia de la 
dimensión del género y contra las mujeres en la Recomendación General 15 de la Comisión Europea contra el 
Racismo y la Intolerancia (ECRI) sobre la lucha contra el discurso de odio, del 8 de diciembre de 2015.

Ciertamente, esta reacción ideológica contra los derechos de las mujeres ha 
supuesto lamentablemente un aumento de la violencia política contra estas. 
Su expresión implica en general menoscabar, obstaculizar, restringir, impedir 
o eliminar su participación en los asuntos públicos y/o políticos. Para ello se 
promueven, incitan o realizan acciones hostiles, intimidatorias, de deshonra o 
descrédito contra las mujeres, se acosa, amenaza, se realizan agresiones físicas o 
sexuales, incluso pueden llegar al asesinato de la víctima. 

Todo ello se dirige fundamentalmente contra las defensoras de los derechos 
humanos, las representantes políticas o cargos electos, las activistas o las 
periodistas. Se entienden por tanto como una forma de violencia machista 
afectada por factores culturales, ideológicos y políticos. La Recomendación 
núm. 35 de la CEDAW señala estos elementos como constituyentes también 
de formas de violencia, y como tales quedan conceptualizados en la EEVM bajo 
la noción de “violencia política”: 

Las prácticas tradicionales nocivas y los delitos cometidos contra las defensoras 
de los    derechos humanos, las políticas, las activistas o las periodistas 
constituyen también formas de violencia por razón de género contra las 
mujeres afectadas por tales factores culturales, ideológicos y políticos (2017, 
párrafo 14)11. 

La violencia por razón de género contra la mujer se produce en todos los 
espacios y esferas de la interacción humana, ya sean públicos o privados, entre 
ellos los contextos de la familia, la comunidad, los espacios públicos, el lugar 
de trabajo, el esparcimiento, la política, el deporte, los servicios de salud y los 
entornos educativos, y en la redefinición de lo público y lo privado a través de 
entornos tecnológicos, como las formas contemporáneas de violencia que se 
producen en línea y en otros entornos digitales (2017, párrafo 20).

Esto es: la concepción que esta Estrategia realiza sobre la violencia política se 
basa en las Recomendaciones internacionales.

https://rm.coe.int/def-26-09-19-recomendacion-consejo-de-europa-sexismo/1680981feb
https://rm.coe.int/ecri-general-policy-recommendation-n-15-on-combating-hate-speech-adopt/16808b7904
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También requieren de una reflexión específica las violencias sobre la salud 
sexual y en el ámbito reproductivo en relación a las reivindicaciones más 
contemporáneas de las mujeres.

El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (CEDAW, 2017) 
en el apartado 18 de la Recomendación general núm. 35 sobre la violencia por 
razón de género contra la mujer, recoge que:

La actuación ante estas violencias se contempla en la modificación prevista de 
la Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y de la 
interrupción voluntaria del embarazo (cuya fase de consulta pública finalizó en 
octubre del 2021). Dentro de estas tipologías de violencia es necesario prestar 
especial atención a las siguientes formas.

-	 El embarazo forzado relacionado con la explotación comercial del 
cuerpo de las mujeres a través de los denominados “vientres de alquiler” 
o “gestación subrogada o por sustitución”. Este tipo de violencia 
materializa la explotación reproductiva del cuerpo de las mujeres para 
fines comerciales, pudiendo sufrir situaciones relacionadas con la falta 
de consentimiento informado completo, coacción y privación arbitraria 
de libertad. 

 	 Esta práctica está prohibida en España, y a ella se refieren el artículo 
10 de la Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre técnicas de reproducción 
humana asistida y el artículo 221 del Código Penal12.Igualmente se 
muestra contraria a ella la Resolución del Parlamento Europeo, de 17 
de diciembre de 2015, al indicar “que es contraria a la dignidad humana 
de la mujer, ya que su cuerpo y sus funciones reproductivas se utilizan 
como una materia prima; estima que debe prohibirse esta práctica, que 

Las violaciones de la salud y los derechos sexuales y reproductivos de la mujer, 
como la esterilización forzada, el aborto forzado, el embarazo forzado, la 
tipificación como delito del aborto, la denegación o la postergación del aborto 
sin riesgo y la atención posterior al aborto, la continuación forzada del embarazo 
y el abuso y el maltrato de las mujeres y las niñas que buscan información sobre 
salud, bienes y servicios sexuales y reproductivos, son formas de violencia por 
razón de género que, según las circunstancias, pueden constituir tortura o trato 
cruel, inhumano o degradante.

La violencia en el ámbito reproductivo

12 Véanse las sentencias del Tribunal Supremo STS277/2022, de 31 de marzo y STS 835/2013, 6 de febrero 
de 2014.
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13 Punto 115 de la Resolución del Parlamento Europeo, de 17 de diciembre de 2015, sobre el Informe anual 
sobre los derechos humanos y la democracia en el mundo (2014) y la política de la Unión Europea al respecto 
(2015/2229(INI)).
14 Véase, además de la Resolución y sentencias ya citadas, Nuño Gómez, 2020; y Martínez Vicente, 2019.
15 Regulados por la Ley de Salud Sexual y Reproductiva y de la interrupción voluntaria del embarazo (BOE núm. 
55, de 04/03/2010). Acceso.
16 Acceso al Informe.

-	 La violencia en el ámbito reproductivo es señalada por diversos 
organismos internacionales como la OMS (2014), la propia Organización 
de Naciones Unidas (2019), o el Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer (2020). 

	 Con respecto a este tipo de violencia se abordan dos dimensiones: la 
primera en relación al impedimento del ejercicio de los derechos15  

asociados a la anticoncepción y el aborto, o al maltrato en la práctica 
de dichos derechos. La segunda dimensión es respecto al embarazo. 
Esta última dimensión comprende, tal y como señala la Organización 
Mundial de la Salud:

implica la explotación de las funciones reproductivas y la utilización del 
cuerpo con fines financieros o de otro tipo, en particular en el caso de las 
mujeres vulnerables en los países en desarrollo, y pide que se examine 
con carácter de urgencia en el marco de los instrumentos de derechos 
humanos”13.

Convierte a las niñas y niños como objeto de intercambio, afecta a sus 
derechos de identidad, y las mujeres embarazadas quedan reducidas a 
cuerpos gestantes. Esta forma de violencia atenta contra los derechos 
fundamentales de las mujeres que se encuentran frecuentemente ante 
situaciones de privación económica y en países cuyos contextos políticos 
y económicos son de falta de derechos y oportunidades14.

El trato irrespetuoso y ofensivo durante el embarazo, el parto y el puerperio 
por parte de profesionales de la salud. Se incluyen aquí procedimientos 
médicos sin consentimiento o coercitivos (incluida la esterilización, la 
cesárea, y la episiotomía), la falta de confidencialidad y/o privacidad, 
incumplimiento con la obtención del consentimiento informado completo, 
negativa a administrar analgésicos, inadmisión a tratamientos, y 
negligencia (OMS, 2014).



Estrategia Estatal para combatir 
las violencias machistas 2022–2025

Parte ii
Contextualización

50

Además de reconocer que vulnera los derechos de las mujeres a 
una atención respetuosa, amenaza sus derechos a la vida, la salud, la 
integridad física y la no discriminación, la Relatora Especial sobre la 
violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias de las Naciones 
Unidas, en el “Informe sobre un enfoque basado en los derechos 
humanos del maltrato y la violencia contra la mujer en los servicios de 
salud reproductiva, con especial hincapié en la atención del parto y la 
violencia obstétrica” (2019)16, señala que es una grave violación de los 
derechos humanos que se extrapola a todos los ámbitos geográficos y 
niveles de ingresos. En concreto, en dicho informe se indica que “en los 
últimos años, el maltrato y la violencia contra la mujer experimentados 
durante la atención del parto en los centros de salud y en otros servicios 
de salud reproductiva han generado gran interés a nivel mundial 
debido, entre otras cosas, a los numerosos testimonios publicados por 
mujeres y organizaciones de mujeres en los medios sociales; (y) se ha 
demostrado que esta forma de violencia es un fenómeno generalizado 
y sistemático”. 

Con respecto a la terminología, la Relatora Especial utiliza el término 
“violencia obstétrica” para referirse a la “violencia sufrida por las mujeres 
durante la atención del parto en los centros de salud. El término “violencia 
obstétrica” se utiliza ampliamente en América del Sur, pero no se usa 
todavía en el derecho internacional de los derechos humanos, por lo 
que, a fin de abordarlo en el actual marco internacional de los derechos 
humanos de las mujeres, la Relatora Especial también utiliza el término 
“violencia contra la mujer durante la atención del parto”. 

En este sentido, la violencia contra las mujeres en el ámbito 
reproductivo se puede definir como todo acto basado en la 
discriminación por motivos de género que atente contra la integridad 
o la autodeterminación de las mujeres en el ámbito de la salud sexual y 
reproductiva, su libre decisión sobre la maternidad, su espaciamiento y 
oportunidad, incluidos el aborto y la esterilización forzosos.

Dentro de este último tipo de violencia es necesario señalar la gravedad 
de la esterilización forzada. Las mujeres con discapacidad son las más 
vulnerables a esta práctica, que consiste en la realización de cualquier 
procedimiento que tenga como resultado la incapacidad permanente 
de reproducción sexual sin el conocimiento, el consentimiento o la 
autorización de la persona que se ve sometida a dicha práctica, y cuando 
se realiza sin que exista una amenaza o riesgo serio para la salud o para 
la vida de la misma. 
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17 Decisión del Comité con arreglo al artículo 69 del reglamento, transmitida al Estado parte (España) el 6 de 
diciembre de 2018 (no se publicó como documento).
18 Véase el artículo 5 – Obligaciones del Estado y diligencia debida del Convenio de Estambul. Véase en el 
marco internacional la CEDAW 1979 (art.2c), la Recomendación general nº19, la Recomendación General 
nº28 relativa al art. 2 de la CEDAW y la Recomendación general nº35, así como las sentencias de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos y el propio Tribunal Europeo de Derechos Humanos.

El CEDAW ha señalado a España17 la necesidad de prestar atención a la 
violencia en el ámbito reproductivo en virtud del artículo 4, párrafo 
2 c), del Protocolo Facultativo con el Dictamen del año 2020 (CEDAW/
C/75/D/138/2018). Además de asegurar los derechos de la mujer a una 
maternidad sin riesgo y el acceso de todas las mujeres a una atención 
obstétrica, el Comité en su Dictamen solicitó a España realizar estudios 
sobre la violencia en el ámbito reproductivo que permitan visibilizar 
la situación y así orientar las políticas públicas de lucha contra dicha 
violencia; proporcionar capacitación profesional adecuada, incluida al 
personal judicial; y asegurar recursos de atención a las mujeres víctimas. 
Este Dictamen (originado en el año 2018) establece también la necesidad 
de “proporcionar una reparación apropiada, incluida una indemnización 
financiera adecuada a los daños de salud física y psicológica sufridos” por 
la víctima que realizó la reclamación de su caso al Comité.

	 Es necesario señalar que la esterilización no consentida a mujeres 
con discapacidad se realizaba por aplicación del artículo 156, párrafo 
segundo, de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código 
Penal. Quedó suprimida gracias a la Ley Orgánica 2/2020, de 16 de 
diciembre, de modificación del Código Penal para la erradicación de la 
esterilización forzada o no consentida de personas con discapacidad 
incapacitadas judicialmente.

En último lugar debemos referirnos a la responsabilidad de los poderes 
públicos. La exigencia de diligencia debida de los Estados en relación con la 
prevención y sanción de la violencia contra las mujeres y la protección de las 
víctimas es una constante en los instrumentos internacionales de derechos 
humanos (Peramato Martín, 2019). En este sentido, la victimización 
secundaria -respecto a cualquiera de las expresiones de las violencias 
machistas- es una preocupación manifiesta, y lo es específicamente en el 
Convenio de Estambul (artículos 15 y 18). 

Los Estados están llamados a cumplir los compromisos internacionales que 
han ratificado, y en este sentido es responsabilidad de todos los poderes 
públicos contribuir a erradicar todas las violencias machistas contra las 
mujeres poniendo en práctica las medidas legislativas que se requieran u otras 
necesarias. Los Estados tienen por tanto obligaciones y deben cumplirlas 
con diligencia (artículo 5 del Convenio de Estambul)18. Cuando no acontece 
de tal modo se produce una victimización secundaria o revictimización que 
impide prevenir y combatir la violencia.

La violencia institucional
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19 Véase por ejemplo Françoise Héritier (1996); Pierre Bourdieu (1998 [2000]); Nicole-Claude Mathieu (1999)

Esta dimensión de la violencia responsabiliza a todos los niveles de la 
administración, todos los entes, órganos o instituciones, entre ellos las 
entidades privadas o del Tercer Sector que prestan servicios públicos, y 
cualquier profesional, servidor o servidora públicos, a mantener un firme 
compromiso con la eliminación de todas las formas de violencia machista, 
y con que todas las mujeres accedan a las políticas necesarias para el 
efectivo ejercicio de sus derechos.

las consecuencias en las mujeres de la falta de diligencia debida; que 
acontece tanto por la omisión y la inacción de los poderes públicos, 
como por la práctica contraria o perjudicial a los derechos de las mujeres, 
resultando en la victimización secundaria. 

Delimitando conceptos: Por resumir, la terminología utilizada en esta EEVM 
converge en los conceptos que se recogen en el Anexo III: Glosario, de esta 
Estrategia. 

La violencia cultural o simbólica

A la hora de entender la interrelación entre las violencias se considera que su 
vínculo fundamental es la violencia cultural o simbólica, que es aquella que 
permite la reproducción social de la desigualdad entre mujeres y hombres; así 
como la discriminación de las primeras a través de la interiorización compartida. 

El concepto sociológico de “violencia simbólica” explica el mecanismo 
fundamental por el cual la discriminación y la violencia se reproducen en las 
sociedades contemporáneas19. Se basa en la infravaloración (más o menos sutil) 
de las mujeres y de lo femenino. Se ejerce fundamentalmente a través del lenguaje, 
las representaciones culturales (iconos, signos, mensajes, etc.), las convenciones 
sociales (incluyendo los valores) y los patrones mentales (creencias, actitudes) 
que se derivan de lo anterior. En su conjunto naturalizan, reproducen y legitiman 
la subordinación de las mujeres y las estructuras materiales de dominación. 
Su manifestación es transversal y afecta a todas las mujeres. Los medios de 
comunicación, la publicidad y algunas tradiciones y algunas representaciones 
artísticas juegan un papel clave en su reproducción. 

En este sentido, en la EEVM se considera bajo la noción de violencia institucional 
lo siguiente:
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5. Contexto 
normativo e 
institucional

La violencia contra las mujeres es reconocida como una grave vulneración de 
derechos humanos por las organizaciones internacionales y regionales, que 
están comprometidas en generar instrumentos para el reconocimiento de todas 
sus manifestaciones y su eliminación por parte de los Estados. 

La formalización de este reconocimiento ha sido paulatina. Se deriva de la propia 
noción de igualdad entre mujeres y hombres y de los derechos fundamentales 
asociados a la misma. En este sentido, la normativa ha ido desarrollándose en 
la medida en que ha mejorado el conocimiento social sobre las violencias 
machistas, gracias a las reivindicaciones del movimiento feminista, a su marco 
teórico y práctico, así como al papel fundamental que han jugado los equipos 
profesionales que desde hace más de 40 años han acompañado a las víctimas y 
supervivientes en sus procesos de recuperación.

Los marcos de referencia legislativa para la EEVM son de distinto alcance: 
internacional, regional-europeo, estatal y autonómico, si bien en todos ellos deben 
recogerse los principios que han de impulsar las políticas públicas de acuerdo con 
el Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia 
contra las mujeres y la violencia doméstica (más conocido como Convenio de 
Estambul), firmado en Estambul en 2011 y ratificado por España en 2014 y con la 
Convención para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (CEDAW), 
ratificada por España en 1983.

Además, los convenios, resoluciones, recomendaciones, observaciones, así 
como la jurisprudencia nacional e internacional en violencia contra las mujeres 
y otras herramientas análogas, han servido como hoja de ruta para señalar las 
obligaciones de los Estados en su deber de proteger y garantizar los derechos de 
las mujeres y niñas a vivir una vida libre de cualquier tipo de violencia. 
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El marco de protección de los derechos humanos está compuesto tanto 
por convenciones y tratados (o instrumentos similares de acción), como por 
dictámenes de casos y peticiones individuales ante los que han actuado los 
diferentes órganos o comités de seguimiento de los mismos, o bien tribunales 
internacionales de derechos humanos.

Dado que las violencias contra las mujeres constituyen una vulneración estructural 
de los derechos humanos, la referencia de partida es la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos de 10 de diciembre de 1948 de las Naciones Unidas. 
La Declaración establece el derecho a la igualdad y al ejercicio de los derechos 
y libertades fundamentales sin discriminación alguna por razón de sexo. En esta 
misma línea se expresó el Pacto Internacional de derechos Económicos Sociales 
y Culturales y el Pacto de Derechos Civiles y Políticos de 16 de diciembre de 
1966.

En cuanto a instrumentos específicos, el referente internacional en la defensa 
de los derechos de las mujeres es la Convención sobre la eliminación de la 
discriminación contra la mujer del año 1979 (CEDAW). Aunque originalmente 
careció de un artículo específico para condenar la violencia, el Comité a cargo de 
su seguimiento (Comité CEDAW), dentro de la Recomendación general núm. 19 del 
año 1992, sí consideró la violencia como “una forma de discriminación que inhibe 
gravemente la capacidad de la mujer de gozar de derechos y libertades en pie de 
igualdad con el hombre”. 

España firmó la Convención para la Eliminación de la Discriminación Contra 
la Mujer el 17 de julio de 1980, y la ratificó el 5 de enero de 1984. Como tratado 
internacional20, el Protocolo Facultativo de la Convención21 no se produjo hasta 
1999 (entró en vigor en diciembre del año 2000). España lo ratificó en agosto del 
año 2001 y entró en vigor ese mismo año22. Las sucesivas recomendaciones de 
este Comité han actualizado y ampliado el alcance de la CEDAW:

El horizonte de los derechos fundamentales

Sistema Universal de Protección de Derechos Humanos

20 Los Estados deben de rendir cuentas ante el Comité, y en paralelo las organizaciones feministas elaboran 
un “Informe sombra” como herramienta alternativa de monitoreo y vigilancia sobre el cumplimiento de los 
compromisos internacionales en materia de derechos humanos de las mujeres. La Plataforma CEDAW Sombra 
España, compuesta por organizaciones de mujeres feministas, elabora sus propios informes que remite a las 
Naciones Unidas (acceso). También se realizan posicionamientos ante el seguimiento de la Plataforma de 
Acción de Beijing que remiten al Ministerio con competencias en la materia; y trabaja en el Informe Sombra al 
Grupo de Expertas en la lucha contra la violencia contra la mujer (GREVIO) del Convenio de Estambul 
21 (acceso al Protocolo).
22 Instrumento de Ratificación del Protocolo Facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, hecho en Nueva York el 6 de octubre de 1999. BOE núm. 190, de 9 
de agosto de 2001, páginas 29707 a 29710 (acceso).

https://cedawsombraesp.wordpress.com
https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/opcedaw.aspx
https://www.boe.es/buscar/doc.php%3Fid%3DBOE-A-2001-15664
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En la Recomendación general núm. 19 el Comité (1992) aclaró que la discriminación 
contra la mujer, tal como se define en el artículo 1, incluía la violencia por razón de 
género, que es “la violencia dirigida contra la mujer porque es mujer o que la afecta 
en forma desproporcionada”, y que constituía una violación de sus derechos 
humanos. Considera que las niñas están comprendidas en la comunidad más 
amplia de las mujeres y “son más vulnerables a la discriminación en el acceso a 
la educación básica, así como a la trata de personas, el maltrato, la explotación 
y la violencia.” Debido a la mayor vulnerabilidad de las niñas y la especificidad 
de las formas de violencia que pueden enfrentar (prácticas nocivas entre otras), 
debe de tenerse en consideración sus necesidades concretas.

La Recomendación general núm. 31 del Comité y Observación general núm. 18 
del Comité de los Derechos del Niño “sobre las prácticas nocivas”, adoptadas 
de manera conjunta (2014), alerta sobre las obligaciones de los Estados en 
determinadas formas de violencia: la mutilación genital femenina (MGF), el 
matrimonio infantil o forzoso, la poligamia, y los delitos cometidos por motivos 
de “honor”. Expresiones que “afectan a mujeres adultas, bien sea de manera 
directa o bien debido al impacto a largo plazo de las prácticas a las que se las 
sometió cuando eran niñas, o de ambas maneras”. 

La Recomendación general núm. 35 “sobre la violencia por razón de género 
contra la mujer” (2017), actualiza la Recomendación núm. 19 y ofrece orientación 
adicional para los Estados23. Deben ser consideradas conjuntamente, ya que de 
modo general amplía el alcance de la violencia y debe considerarse el avance 
conceptual más reciente:

La expresión “violencia por razón de género contra la mujer” es un término más 
preciso que pone de manifiesto las causas y los efectos relacionados con el género 
de la violencia. Dicha violencia está “arraigada en factores relacionados con el 
género, como la ideología del derecho y el privilegio de los hombres respecto de 
las mujeres, las normas sociales relativas a la masculinidad y la necesidad de 
afirmar el control o el poder masculinos, imponer los papeles asignados a cada 
género o evitar, desalentar o castigar lo que se considera un comportamiento 
inaceptable de las mujeres.” Dichos factores influyen en su aceptación social, 
su consideración como “un asunto privado”, y en la impunidad. Afecta a las 
mujeres a lo largo de todo su ciclo de vida, adopta múltiples formas (amenazas, 
actos u omisiones), pueden provocar la muerte o un daño o sufrimiento físico, 
sexual, psicológico o económico.

Se produce “en todos los espacios y esferas de la interacción humana”, y “se 
manifiesta en una serie de formas múltiples, interrelacionadas y recurrentes, 

23 La Recomendación general núm. 28 (2010), relativa a las obligaciones básicas de los Estados, recordó la 
obligatoriedad de la actuación en materia de violencia por motivos de género.
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en diversos ámbitos, del privado al público, incluidos entornos tecnológicos, y 
trasciende las fronteras nacionales en el mundo globalizado contemporáneo”.

El Comité adopta un enfoque implícito sobre la mirada interseccional, ya 
que incide en que “dado que las mujeres experimentan formas múltiples e 
interrelacionadas de discriminación, que tienen un agravante efecto negativo”.

Encuentra en el contexto factores de agravamiento: “afectada y a menudo 
agravada por factores culturales, económicos, ideológicos, tecnológicos, 
políticos, religiosos, sociales y ambientales, las crisis políticas, económicas y 
sociales, los disturbios, las emergencias humanitarias, los desastres naturales y 
la destrucción o degradación de los recursos naturales”(puntos 14 y 16).

El Comité subraya que la legislación inadecuada o inexistente, junto con la 
reducción del gasto público, “contribuyen a debilitar todavía más las respuestas 
de los Estados”. Dichos factores, en el “contexto de reducción de los espacios 
democráticos” (…) “contribuyen a la persistencia de la violencia por razón de 
género contra la mujer y conducen a una cultura de impunidad”. Es decir, que 
la desatención o la falta de actualización de los poderes públicos contribuyen a 
las violencias contra las mujeres.

24 Celebrada en Viena 1993, y señalada dentro de su Declaración y Programa de Acción (acceso), que en su 
párrafo 18 afirma “los derechos humanos de la mujer y de la niña son parte inalienable, integrante e indivisible 
de los derechos humanos universales”

Desde una perspectiva histórica, es necesario señalar el Decenio de las Naciones 
Unidas para la Mujer 1975-1985, en el que se desarrollan las primeras conferencias 
mundiales sobre la mujer (México 1975, Copenhague 1980 y Nairobi 1985) y donde 
la ONU como institución reconoce la violencia como un problema mundial. Al igual 
que ocurre en la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo (El 
Cairo, 1994) y su Programa de Acción.

Los años 90 suponen la consolidación de la acción internacional. A través de la 
Resolución 1990/15 del Consejo Económico y Social, las Naciones Unidas alertan 
que “la violencia contra la mujer en la familia y en la sociedad se ha generalizado, 
y trasciende las diferencias de ingresos, clases sociales y culturas, y debe 
contrarrestarse con medidas urgentes y eficaces para eliminar su incidencia”. En 
1992 el Comité de seguimiento de la CEDAW efectuó la citada Recomendación 
general núm. 19, donde observa que en la noción de discriminación se incluye de 
facto la violencia. No obstante, es en 1993, en la Conferencia Mundial de Derechos 
Humanos de Viena, cuando Naciones Unidas define la violencia contra las mujeres 
por primera vez en un organismo internacional como un problema de derechos 
humanos, proporcionando una referencia para todos los países del mundo. Lo 
hace en el artículo 1 de la Declaración sobre eliminación de la violencia contra 
la mujer24, que se convierte en la definición oficial de las Naciones Unidas hasta 
el momento:

https://www.ohchr.org/sp/newsevents/ohchr20/pages/wchr.aspx


Estrategia Estatal para combatir 
las violencias machistas 2022–2025

Parte ii
Contextualización

58

“todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo femenino que tenga o 
pueda tener como resultado un daño físico, sexual o psicológico para la mujer, 
así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la 
libertad, tanto si se producen en la vida pública como en la vida privada”.

Compromete a los Estados con la noción de que la violencia contra las mujeres 
es “una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales 
entre hombres y mujeres, que han conducido a la dominación de la mujer por 
el hombre, la discriminación contra la mujer y a la interposición de obstáculos 
contra su pleno desarrollo”. De forma muy relevante destaca que se produce a lo 
largo de su ciclo vital, en todas las sociedades sin distinción en cuanto a su nivel 
de ingresos, clase y cultura. Es una cuestión que afecta a todas las mujeres, 
porque su existencia influye al conjunto de mujeres como colectivo. 

Esta violencia incluye: “ la violencia física, sexual y psicológica en la familia, 
incluidos los golpes, el abuso sexual de las niñas en el hogar, la violencia 
relacionada con la dote, la violación por el marido, la mutilación genital 
y otras prácticas tradicionales que atentan contra la mujer, la violencia 
ejercida por personas distintas del marido y la violencia relacionada con la 
explotación; la violencia física, sexual y psicológica al nivel de la comunidad 
en general, incluidas las violaciones, los abusos sexuales, el hostigamiento 
y la intimidación sexual en el trabajo, en instituciones educacionales y en 
otros ámbitos, el tráfico de mujeres y la prostitución forzada; y la violencia 
física, sexual y psicológica perpetrada o tolerada por el Estado, dondequiera 
que ocurra. E incluye la práctica de la esterilización y el aborto forzado, la 
utilización coercitiva/forzada de anticonceptivos, el infanticidio femenino y 
la selección prenatal de sexo”. 

Dicha Declaración se aprueba el 23 de febrero de 1994 en la Asamblea 
General de Naciones Unidas (Resolución 48/104)25. Desde entonces es 
considerada el primer instrumento internacional de derechos humanos que 
aborda de forma explícita este problema. 

25 Resolución 48/104 del 23 de febrero de 1994 (acceso).

En la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer (1995), con la adopción de la Declaración 
y Plataforma de Acción de Beijing, “la violencia contra la mujer” aparece con 
total claridad como una de las doce áreas prioritarias de acción para los Estados 
en materia de igualdad entre mujeres y hombres. Como tal, quedó vinculada a 
los indicadores e instrumentos de seguimiento y rendición de cuentas. Se asume 
la definición propuesta en la Declaración de 1993, y además enfatiza algunos 
aspectos.

https://www.un.org/es/documents/ag/res/48/list48.htm
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En sus avances conceptuales, Beijing permitió establecer el reconocimiento 
institucional de que la mera existencia de esta violencia provoca miedo, y que 
“el miedo a la violencia incluido el hostigamiento, es un obstáculo constante 
para la movilidad de la mujer, que limita su acceso a actividades y recursos 
básicos” (Naciones Unidas, 1995).

Entre sus trabajos destacan varios hitos, como la declaración en 1999 del 25 de 
noviembre como el Día Internacional de la Eliminación de la Violencia contra la 
Mujer (Resolución 54/134 de la Asamblea General), la Resolución sobre acciones 
e iniciativas futuras para la implantación de la Declaración y la Plataforma para 
la Acción de Beijing adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas 
del 2000 (Beijing+5 en el año 2000), así como las sus sucesivas sesiones de 
seguimiento: Beijing+10 (en el año 2005), Beijing+15 (en el 2010), Beijing+20 (en 
el 2015), y Beijing+25 (en el 2020) desplazada por el COVID19.  

La 57ª sesión del año 2013 de la CSW se centró en la “Eliminación y prevención 
de todas las formas de violencia contra las mujeres y niñas”, revisada asimismo 
en el año 2016 dentro de la 60ª sesión. 

La 65ª sesión del año 2021 también tuvo presente la cuestión en “La participación 
de las mujeres y la adopción de decisiones por ellas de forma plena y efectiva 
en la vida pública, así como la eliminación de la violencia, para lograr la igualdad 
entre los géneros y el empoderamiento de todas las mujeres y las niñas”. Entre 
las conclusiones adoptadas se incluye: fortalecer los marcos normativos, 
jurídicos y regulatorios, y prevenir y eliminar la violencia contra las mujeres en 
la vida pública.

Otro hito en la consolidación del marco internacional es la Resolución WHA49.25 
Prevención de la violencia: una prioridad de salud pública, de la Organización 
Mundial de la Salud (OMS, 1996). Adoptada en la 49a Asamblea Mundial de la Salud, 
declaró que la violencia era un problema creciente en todo el mundo, que afectaba 
“especialmente a las mujeres y los niños”. Con ello, la OMS situó la violencia contra 
las mujeres en el marco de la salud y el derecho a la vida, y como una cuestión de 
salud pública.

Junto con lo anterior, hay que señalar que, dentro del marco de Naciones 
Unidas, la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer (CSW en sus 
siglas en inglés) ha sido el principal órgano internacional intergubernamental 
dedicado exclusivamente a la promoción de la igualdad, impulsando las políticas 
internacionales desde 1946. 

Consideraciones específicas y desarrollos recientes
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En primer lugar, la adopción de la Asamblea General de la Resolución 57/179 
“Hacia la erradicación de los delitos de honor cometidos contra la mujer” (2002), 
y la Resolución 58/147 sobre “Eliminación de la violencia contra la mujer en el 
hogar”, que insta a que los estados “no invoquen ninguna costumbre, tradición 
o consideración religiosa para eludir su obligación de eliminar la violencia contra 
la mujer” (2003). 

En segundo lugar, el Informe del Secretario General del año 2006 sobre el 
Estudio a fondo sobre todas las formas de violencia contra la mujer (A/61/122/
Add.1), gracias al cual se aprobaron otras cuatro resoluciones. Tres de ellas sobre 
la “intensificación de los esfuerzos para eliminar todas las formas de violencia 
contra la mujer” (la 61/143, en el año 2007; 62/133 en el 2008; y 65/187 en 
el 2010). La otra, fue la Resolución sobre “Eliminación de la violación y otras 
formas de violencia sexual en todas sus manifestaciones, especialmente en 
situaciones de conflicto y situaciones análogas” (62/134, en el año 2008). 

Entre los logros se ha de incluir la campaña mundial liderada por la Secretaría 
General de las Naciones Unidas “Unidos para poner fin a la violencia contra las 
mujeres” (2008-2015).

Existen otros hitos de las Naciones Unidas que han contribuido a desarrollar 
referentes internacionales en relación a las violencias que sufren las mujeres por 
el hecho de serlo. Entre los más contemporáneos, destacan los que se mencionan 
a continuación. 

Mención aparte requieren las manifestaciones de implicación transnacional en 
la violencia contra las mujeres. Nos referimos a la trata y a la mutilación genital 
femenina, ambas reconocidas en la Declaración de 1993 y la Plataforma de Acción 
de Beijing como formas específicas de violencia. 

En cuanto a la prostitución y trata de mujeres y niñas con fines de explotación 
sexual, el marco normativo internacional se retrotrae a principios de siglo XX26. La 
CEDAW, en su artículo 6, se refiere a ello en los siguientes términos: “Los Estados 
Partes tomarán todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para 
suprimir todas las formas de trata de mujeres y explotación de la prostitución de 
la mujer.” No obstante, la primera regulación en el ámbito internacional referida 
específicamente a la trata de personas con independencia de la finalidad de 
explotación es el “Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, 
especialmente mujeres y niños, que complementa la Convención de las Naciones 
Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (2000)” o Protocolo de 
Palermo.

26 Véase el marco internacional del Plan integral de lucha contra la trata de mujeres y niñas con fines de 
explotación sexual 2015-2018 (acceso).

https://violenciagenero.igualdad.gob.es/otrasFormas/trata/normativaProtocolo/planIntegral/DOC/Plan_Trata_2.pdf
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Fue ratificado por España el 21 de febrero de 2002 (BOE de 11/12/2003), en vigor 
desde diciembre de 2003. Es el primer instrumento internacional vinculante para 
los Estados que establece una definición consensuada (artículo 3): “captación, 
el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas, recurriendo a la 
amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al fraude, al 
engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad o a la concesión o 
recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona 
que tenga autoridad sobre otra, con fines de explotación”. Esa explotación 
incluirá, como mínimo, la explotación de la prostitución ajena u otras formas de 
explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas 
análogas a la esclavitud, la servidumbre o la extracción de órganos.

Otras referencias relevantes son la Resolución 1325 del Consejo de Seguridad 
de Naciones Unidas sobre Mujer, paz y seguridad (año 2000) y las resoluciones 
posteriores que la complementan, insta a prestar especial atención a las 
situaciones de conflictos armados y reconstrucciones de paz. Se trata de las 
resoluciones: RES/820 (enfocada en la violencia sexual en los conflictos; año 
2008); RES/1888 (que estableció la existencia de una Representante Especial 
de las Naciones Unidas sobre la Violencia Sexual en los Conflictos; año 2009); 
RES/1960 (sobre su cumplimiento y vigilancia; año 2010); RES/2106 (insta a 
hacer operativas las obligaciones actuales en vez de crear nuevas estructuras 
o iniciativas. Incluye un texto sobre la participación de las mujeres en la lucha 
contra la violencia sexual; año 2013); y RES/2467 (reconoce que la violencia 
sexual en el conflicto se produce continuamente contra las mujeres y las niñas; 
insta a implementar los mandatos anteriores y combatir la impunidad por estos 
crímenes; año 2019).

El consentimiento dado por la víctima no se tendrá en cuenta cuando se haya 
recurrido a cualquiera de los medios enunciados. La captación, el transporte, 
el traslado, la acogida o la recepción de un niño con fines de explotación se 
considerará “trata de personas” incluso cuando no se recurra a ninguno de los 
medios enunciado. 

Dado el impacto que esta violencia puede tener en las niñas y adolescentes, 
es necesario hacer mención a la Convención de las Naciones Unidas sobre 
los Derechos del Niño (1989) y el Protocolo facultativo de la Convención sobre 
los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la 
utilización de niños en la pornografía (Asamblea General de NNUU, Resolución 
54/263 del 25 de mayo de 2000, en vigor el 18 de enero de 2002). Se otorga a las 
víctimas menores de 18 años una protección especial, señalando la irrelevancia 
del consentimiento cuando la víctima sea menor. De acuerdo con esta regulación, 
no resulta necesaria la coacción, amenaza o engaño para establecer la condición 
de víctima cuando esta es menor de edad.
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El impulso mundial continuó con varias iniciativas de la Asamblea General de 
gran relevancia como son la Resolución 64/293 del Plan de Acción Mundial de 
las Naciones Unidas para combatir la trata de personas (2010) y la Resolución 
68/108, sobre la “Mejora de la coordinación de esfuerzos contra la trata de 
personas” (2013), que adopta el 30 de julio como el Día Internacional contra la 
Trata de Personas. 

En la que el Consejo subrayó que la violencia sexual, cuando se utilizaba como 
táctica de guerra o como parte de un ataque generalizado o sistemático dirigidos 
deliberadamente contra las poblaciones civiles, podía agudizar significativamente 
las situaciones de conflicto armado e impedir el restablecimiento de la paz y la 
seguridad internacionales. El Consejo también destacó la necesidad de que los 
crímenes de violencia sexual quedaran excluidos de las disposiciones de amnistía 
en el contexto de los procesos de solución de conflictos y afirmó su intención 
de considerar la posibilidad de adoptar medidas selectivas y graduales contra las 
partes responsables de actos de violencia sexual.

La CEDAW ha mostrado especial preocupación por este tipo de violencia en relación 
a los contextos migratorios en la Recomendación General sobre trata de mujeres 
y niñas en el contexto de la migración mundial durante una discusión de alto nivel 
celebrada el pasado 22 de febrero como parte de la 72° sesión del Comité (2019).

En el caso de la mutilación genital femenina (MGF), que es una de las violencias 
menos visibles para la sociedad, es necesario aludir27 a las Resoluciones aprobada 
por la Asamblea General relativas a la “Intensificación de esfuerzos globales para la 
erradicación de la Mutilación Genital Femenina” en los años 2012 (67/146), y 2014 
(69/150). La primera prohíbe la práctica, y designa el día 6 de febrero como el Día 
Internacional de Tolerancia Cero para la Mutilación Genital Femenina. También es 
necesario señalar el Informe del Secretario General del año 2018 (A/RES73/266), y 
la Resolución del año 2020 del Consejo de Derechos Humanos sobre la eliminación 
de la mutilación genital femenina 44/16, cuyo propósito de alcanzar la tolerancia 
cero para 2030 y reafirmar la prohibición mundial.

Finalmente, es necesario señalar que los trabajos de análisis y denuncia de las 
relatorías de Naciones Unidas contribuyen a establecer metas para los Estados 
en todas las formas de violencia contra las mujeres por razones de género. 
Destacarían, entre otras: la Relatora Especial de Naciones Unidas sobre la venta 
y la explotación sexual de niños, incluidos la prostitución infantil, la utilización de 
niños en la pornografía y abusos sexuales (instituida en 1990), la Relatora especial 
sobre la violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias (iniciada en 1994), 

27 Otras referencias anteriores del Comité CEDAW son: la Recomendación general núm. 14 sobre la 
Circuncisión femenina (1990), que promovía su erradicación, y la Recomendación general núm. 24 (1999), 
que recomendaba políticas de salud que tuviesen en cuenta las necesidades de las niñas y las adolescentes 
vulnerables a prácticas tradicionales como la MGF.
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En ellos se considera que la igualdad de género es un derecho humano 
esencial, y uno de los fundamentos para construir un mundo pacífico, próspero 
y sostenible. El objetivo de desarrollo 5 “Lograr la igualdad entre los géneros 
y empoderar a todas las mujeres y las niñas”, es específico y transversal para 
toda la Agenda. La violencia tiene un reconocimiento específico en dos de sus 
metas dentro del ODS nº 5 : la 5.2 “Eliminar todas las formas de violencia contra 
todas las mujeres y las niñas en los ámbitos público y privado, incluidas la trata 
y la explotación sexual y otros tipos de explotación”, y la 5.3. “Eliminar todas las 
prácticas nocivas, como el matrimonio infantil, precoz y forzado y la mutilación 
genital femenina”.

La Convención establece el derecho de las mujeres a vivir una vida libre 
de violencia bajo la noción de violación de los derechos humanos y de las 
libertades fundamentales de las mujeres. Por primera vez propone mecanismos 
de protección y defensa de sus derechos en la sociedad como las herramientas 
fundamentales para erradicar la violencia contra su integridad física, sexual 
y psicológica; tanto en el ámbito público como en el privado, o perpetrada o 
tolerada por los Estados.

la Relatora Especial sobre la trata de personas, especialmente las mujeres y 
los niños (establecida en 2004), y los trabajos del Experto Independiente sobre 
la protección contra la violencia y la discriminación por motivos de orientación 
sexual o identidad de género (iniciados en el año 2016).

Gracias al marco internacional se ha consolidado la noción de una vida sin violencia 
como un derecho fundamental, y los derechos de las mujeres como derechos 
humanos, y la consecución de la igualdad y la erradicación de las violencias es 
una meta indispensable de todas las sociedades. Como tal, ha sido reconocida 
en la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible que establece los Objetivos de 
Desarrollo (aprobados por la Asamblea General de Naciones Unidas mediante la 
Resolución 70/1). 

De forma complementaria a lo anterior es imprescindible hacer alusión al ámbito 
del sistema interamericano de protección de los derechos humanos. Destaca como 
referencia internacional la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia contra la Mujer (también conocida como la Convención 
de Belém do Pará), adoptada por Organización de los Estados Americanos (OEA, 
1994), en su vigésimo cuarto periodo ordinario de sesiones de la asamblea general 
en 1994.

Sistema Interamericano de Protección de DDHH
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Su enfoque aporta integralidad a la acción de los poderes públicos: “Los Estados 
Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en 
adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas 
a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia...”. En 2004 se puso en marcha 
el Mecanismo de Seguimiento (MESECVI), que se fundamenta en los informes 
nacionales en donde los Estados Parte informan de los avances realizados para 
la implementación de la Convención.

Además, los mecanismos interamericanos de protección contemplan la Opinión 
Consultiva de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y la denuncia o 
queja ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH).

28 Destacándose varios casos. El primero (2009) se trata del caso en un contexto de violencia contra la mujer 
en Ciudad Juárez, González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. El segundo (2014) es el caso Espinoza 
Gonzáles Vs. Perú; y el tercer caso (2015) es el de Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala (Masacre de Las Dos 
Erres relativo a la violencia sexual), en relación al conflicto interno del país. El cuarto caso (2018) es el de 
CV.R.P., V.P.C y otros vs. Nicaragua, que se refiere a la violencia sexual.
29 Véase el trabajo compilatorio de Recomendaciones en materia de igualdad en la Bibliografía (Consejo de 
Europa, 2021).

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sido un referente pionera 
y trascendental gracias a la noción de “debida diligencia reforzada” y “deber 
de no revictimización”28 para definir el alcance de los deberes de los Estados 
sobre la violencia contra las mujeres. Supone el deber del Estado de prevención y 
protección calificado o “reforzado”, dado su rol de garante de los derechos frente 
a la violencia estructural, sobre todo aquella que afecta a determinados grupos 
o colectivos en situación de vulnerabilidad. Gracias a la Corte, “tanto el deber de 
prevención y debida diligencia, así como la investigación efectiva de los hechos, 
resultan hoy en día pilares de la jurisprudencia de género” (Recinos y Gamboa, 
2017:41).

En el contexto europeo el enfoque de los derechos humanos en el tratamiento de 
las violencias contra las mujeres ha tenido una evolución análoga a la de Naciones 
Unidas. En este sentido, es necesario aludir al Convenio Europeo para la Protección 
de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales (1950), a la Carta de 
los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (2000, artículos 21 y 23), así 
como al principio de transversalidad en la igualdad entre mujeres y hombres como 
valor fundamental de los Tratados de la Unión Europea, (artículos 2, 3 y 8, entre 
otros). 

En el ámbito del Consejo de Europa destacan los trabajos consecutivos desde 
hace cuatro décadas29.

Marco normativo europeo de referencia
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La Asamblea Parlamentaria ha adoptado varios mecanismos jurídicos 
específicos, entre ellos: la Resolución 1247 (2001) “sobre la mutilación genital 
femenina”; la Recomendación 5 del 2002 (del Comité de Ministros a los Estados 
miembros) “sobre la protección de la mujer contra la violencia”; la Resolución 
1327 (2003) sobre los llamados “crímenes de honor”; la Recomendación CM/
Rec (2007) sobre “Las normas y los mecanismos de igualdad entre mujeres y 
hombres”; la Recomendación 1777 (2007) “sobre agresiones sexuales relaciona- 
das con las “drogas de la violación”; la Resolución 1662 (2009) relativa a la 
“Acción para combatir violaciones de los derechos humanos con base en el 
género, incluido el secuestro de mujeres y niñas”; la Recomendación 1847 (2008) 
relativa a “Combatir la violencia contra las mujeres: hacia una Convención del 
Consejo de Europa”; la Resolución 1681 (2009) y Recomendación 1881 (2009) 
relativas a la “Necesidad urgente de combatir los llamados “crímenes de honor”; 
la Resolución 1648 (2009) y Recomendación 1723 (2009) “sobre matrimonios 
forzados y matrimonios infantiles”; la Recomendación 1891 (2009) de la 
Asamblea Parlamentaria relativa a “Mujeres migrantes: en riesgo específico de 
violencia doméstica”; la Resolución 1765 (2010) de la Asamblea Parlamentaria 
relativa a “Solicitudes de asilo basadas en el género”; la Recomendación 1895 
(2010) “Acción contra la trata de seres humanos: la promoción del Convenio del 
Consejo de Europa”; la Recomendación 1905 (2010) “Menores que presencian la 
violencia doméstica”; la Resolución 1852 (2011) “Violencia psicológica”.

Sobre todo, a partir de mediados de los años 80, principalmente en relación con 
la violencia en el ámbito de las relaciones de pareja, como son la Recomendación 
del Comité de Ministros del Consejo de Europa de 26 de marzo de 1985, “sobre la 
violencia dentro de la familia”; la Recomendación de 28 de junio de 1985, “sobre la 
posición de la víctima en el marco del derecho penal y el proceso penal”; el Plan de 
Acción contra la violencia hacia las mujeres de 1997. Desde finales de los años 90 
el Consejo amplió el alcance de sus recomendaciones a otras formas de violencia, 
tal y como ocurre con la Recomendación 1325 “relativa a la trata de mujeres y la 
prostitución forzada” (Consejo de Europa, 1997).  

A ello se le suman otras resoluciones y recomendaciones de la Asamblea 
Parlamentaria y del Comité de Ministros a lo largo de las primeras dos décadas 
de este siglo (violencia contra la mujer, mutilación genital femenina, crímenes de 
honor, matrimonios forzados e infantiles, agresiones sexuales relacionadas con 
las “drogas de la violación”, etc.); y tras la aprobación del Convenio de Estambul 
(2011), hasta la actualidad.
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Este empuje ha continuado tras la aprobación del Convenio de Estambul. Así, 
hay que mencionar acciones tales como: la Resolución 1861 (2012) “Promover 
el Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia 
contra la mujer y la violencia doméstica (Convenio de Estambul)”; la Resolución 
1887 (2012) sobre “La discriminación múltiple que sufren las mujeres 
musulmanas en Europa: por la igualdad de oportunidades”; la Recomendación 
1963 y la Recomendación 2030 (2013) “Violencia contra la mujer en Europa”; la 
Resolución 2027 (2014) “Centrándose en los agresores para prevenir la violencia 
contra la mujer”;  la Recomendación del Comité de Ministros CM/Rec(2010)5 
“sobre las medidas de lucha contra la discriminación por motivos de orientación 
sexual o identidad de género”; la Resolución 1728 y la Recomendación 1915 
(2015) de la Asamblea Parlamentaria, sobre “la discriminación por motivos de 
orientación sexual e identidad de género”; Resolución 2119(2016) de la Asamblea 
Parlamentaria sobre la “lucha contra la sobresexualización de la infancia”; 
Resolución 2159 (2017) de la Asamblea Parlamentaria sobre “la protección de a 
las mujeres y niñas refugiadas de la violencia de género”; Recomendación CM/
Rec(2017)10 del Comité de Ministros a los Estados miembros “sobre la mejora del 
acceso a la justicia de los romaníes y los nómadas en Europa”; la Recomendación 
CM/Rec(2019) del Comité de Ministros a los Estados miembros para prevenir y 
combatir el sexismo, que subraya la relación entre la discriminación, el discurso 
de odio y la violencia contra las mujeres; la Recomendación 449 y la Resolución 
459(2020) del Congreso de Autoridades Locales y Regionales del Consejo de 
Europa “Lucha contra la violencia sexista contra las mujeres en la política a nivel 
local y a nivel local y regional”; Proyecto de recomendación sobre las mujeres 
migrantes, refugiadas y solicitantes de asilo (título provisional) GEC-MIG (2021) 
3 rev 2.

De carácter vinculante, es considerado como el tratado internacional de 
mayor alcance en la lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia 
doméstica; se reconoce la vulneración de los Derechos Humanos de las mujeres 
como víctimas de esta violencia estructural. 

Ciertamente, el principal hito del Consejo de Europa es el Convenio europeo núm. 
210 sobre la prevención y la lucha contra la violencia contra hacia las mujeres 
y la violencia doméstica del año 2011. Conocido como Convenio de Estambul, en 
vigor desde el año 2014. 
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Hace hincapié en instrumentos de reparación, prevención y educación y 
determina la necesidad de un marco global, políticas y medidas de protección 
y asistencia a todas las víctimas de violencia contra la mujer y la violencia 
doméstica. Los Estados deberán implementar políticas globales y coordinadas 
(artículo 7), por lo que promueve la cooperación internacional para su eliminación; 
y se comprometen a poner en marcha medidas legislativas y demás necesarias 
para actuar con la diligencia debida para prevenir, investigar, castigar y 
conceder una indemnización por los actos de violencia cometidos por actores 
no estatales (artículo 5).

Establece para su seguimiento un sistema de reportes y recomendaciones a 
través de un grupo de personas expertas independiente en la acción contra la 
violencia ejercida hacia las mujeres y la violencia doméstica (GREVIO). 

De nuevo, los informes de seguimiento a la implementación del Convenio del GREVIO 
resultan un importante instrumento de referencia para todos los Estados por 
realizar recomendaciones al respecto (véase el Contexto institucional español). 
Además, en la citada Recomendación General núm.1 sobre la dimensión digital 
de la violencia contra las mujeres (2021), se insiste a los Estados en que sus 
obligaciones abarcan la diligencia debida respecto a estas formas de violencia, 
que son tomadas con menos seriedad que otras, pero que requieren de la misma 
aproximación legal y de formulación de políticas. 

Tal y como se señala en el propio Convenio, la igualdad entre mujeres y hombres 
es fundamental para la prevención de la violencia. Es, por tanto, necesario señalar 
también a la Estrategia de Igualdad de Género 2018-2023 del Consejo de 
Europa; en cuyos objetivos estratégicos se incluye “prevenir y luchar contra la 
violencia hacia la mujer y la violencia doméstica”.

La Unión Europea ha mostrado su preocupación por la violencia contra las mujeres 
en diferentes ámbitos de la sociedad; muy tempranamente en el ámbito laboral, 
en relación al acoso por razón de sexo y acoso sexual (véase la Directiva 76/207/
CEE del Consejo, de 9 de febrero de 1976, relativa a la aplicación del principio 
de igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo que se refiere al acceso al 
empleo, a la formación y a la promoción profesionales, y a las condiciones de 
trabajo; y la Directiva 2006/54/CE, de 5 de julio de 2006, relativa al principio de 
igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo relativo al empleo y la ocupación). 
Asimismo, hay que mencionar la Directiva 2002/73 de 23 de septiembre de 2002 
del Parlamento y del Consejo, sobre acoso sexual y la mutilación genital femenina.

Desde mediados de los años 80 el Parlamento Europeo ha estado comprometido 
en la elaboración de resoluciones que alertaban sobre la importancia de la violencia 
contra las mujeres en los países de la Unión. 
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Este proceso culminó con la Resolución del Parlamento Europeo sobre la 
violación de los derechos de las mujeres en 1997. Posteriormente, se emitió la 
Resolución sobre la situación actual en la lucha contra la violencia ejercida contra 
las mujeres y futuras acciones (2006); y la Resolución sobre la eliminación de 
la violencia contra la mujer (2009), que insta a los Estados miembros a mejorar 
sus legislaciones y políticas nacionales. 

En la última década, el Parlamento ha intensificado su preocupación, a través 
de la Resolución de 5 de abril de 2011, sobre las prioridades y líneas generales 
del nuevo marco político de la UE para combatir la violencia contra las mujeres; 
y la Resolución del Parlamento Europeo de 25 de febrero de 2014, con 
recomendaciones destinadas a la Comisión sobre la lucha contra la violencia 
ejercida sobre las mujeres. 

En esta misma línea deben señalarse los avances específicos logrados respecto 
a la MGF, como son la Resolución de 6 de febrero de 2014 sobre la Comunicación 
de la Comisión Europea “Hacia la eliminación de la mutilación genital femenina”, 
y las Conclusiones del Consejo de la UE, de 5 de junio de 2014, sobre “Prevención y 
eliminación de todas las formas de violencia contra la mujer y la niña, incluyendo 
la mutilación genital”.

Desde las instituciones europeas también se han implementado Planes de Acción 
dirigidos, tanto a la promoción de la igualdad entre mujeres y hombres (como fue 
el Pacto por la Igualdad de Género 2011-2020 adoptado por el Consejo Europeo de 
7 de marzo de 2011; o la actual  Estrategia para la Igualdad de Género 2020-2025 
impulsada por la Comisión Europea); como en relación a las violencias que sufren 
las mujeres y las niñas (entre otros a través de los programas Daphne; Progress; 
Derechos, igualdad y ciudadanía; o Estocolmo).

Siendo los anteriores precedentes de gran relevancia, en la actualidad la referencia 
en la Unión Europea es el ya mencionado Convenio de Estambul gracias a la 
Resolución del Parlamento Europeo, de 28 de noviembre de 2019, sobre la adhesión 
de la Unión al Convenio de Estambul y otras medidas de lucha contra la violencia 
de género.

De forma posterior se aprobaron diversas directivas que favorecen su aplicación, 
y contribuyen a la erradicación de las violencias machistas. Entre ellas, la Directiva 
2011/99/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre de 2011, 
sobre la orden europea de protección; el Reglamento (UE) núm. 606/2013 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de junio de 2013, relativo al reconocimiento 
mutuo de medidas de protección en materia civil (constituye un complemento de 
la Directiva 2012/29/UE); y la Directiva 2012/29/UE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 25 de octubre de 2012, por la que se establecen normas mínimas 
sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos, y por la que 
se sustituye la Decisión marco 2001/220/JAI.
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En la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE): el Plan 
de Acción de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa 
(2003) “Luchando contra la trata de Seres Humanos”, que derivó en un Plan de 
acción; y la Decisión núm. 685, que incorpora medidas especiales de asistencia 
para niños y niñas. Una década después se adoptó la Decisión núm.1107, que 
incorpora una Adenda con mecanismos para hacer frente a las tendencias y 
patrones actuales, así como los retos en la persecución del delito, su prevención 
y la protección de sus víctimas (año 2013). 

Respecto al Consejo de Europa: el Convenio número 197 para la acción contra la 
trata de seres humanos (2005) (en adelante, Convenio de Varsovia), ratificado 
por España en abril de 2009 (BOE de10 de octubre de 2009). 

El Protocolo de Palermo se considera el punto de partida de la acción contra la 
trata y se adopta su definición. Tiene un ámbito de aplicación amplio, que abarca 
todas las formas de tráfico (ya sea nacional o transnacional, vinculado o no a 
la delincuencia organizada). Asimismo, pone en marcha el Grupo de personas 
expertas en la lucha contra la trata de seres humanos (GRETA). 

Junto con el anterior, funciona el Convenio para la protección de los niños contra 
la explotación y el abuso sexual (2007) (Convenio de Lanzarote). Ratificado 
por España en el 2009 (BOE núm. 274, de 12 de noviembre de 2010). Incorpora 
medidas dirigidas a la prevención, la persecución penal, y la protección de las 
víctimas infantiles de dichos delitos, entre los que se encuentra el reclutamiento 
para la prostitución infantil.

Finalmente hay que señalar que, en el ámbito europeo, la trata de mujeres con 
fines de explotación sexual y la explotación sexual infantil han sido objeto de 
intensa intervención desde hace dos décadas. Entre las diversas iniciativas 
europeas se destacan las siguientes.

Además, la Unión Europea cuenta con la Directiva 2011/36/UE, del 5 de abril 
de 2011 del Parlamento y del Consejo Europeo, relativa a la prevención y lucha 
contra la trata de seres humanos y a la protección de las víctimas y por la que se 
sustituye la Decisión marco 2002/629/JAI del Consejo30. Recoge la importancia 
del abordaje desde una perspectiva de género, y la mejora de la protección y 
asistencia de las víctimas en la práctica31. Simultáneamente, se ha contado con 
diversos mecanismos de apoyo a las víctimas, las más relevantes son: 

30 Acceso a la Directiva 2011/36/UE.
31 De forma previa a esta Directiva, como precursora de la misma, se pueden señar la Decisión Marco 2002/629/
JAI, del Consejo, sobre trata de seres humanos, y varios planes de acción para sensibilizar y combatir el 
fenómeno. Tales como el Plan de la UE sobre mejores prácticas, normas y procedimientos para luchar contra 
la trata de seres humanos y prevenirla (2005/C311/01) y el Programa de Estocolmo –Una Europa abierta y 
segura que sirva y proteja al ciudadano (2010/C 115/01)–

https://www.boe.es/doue/2011/101/L00001-00011.pdf
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La Directiva 2004/81CE, de 29 de abril de 2004, relativa a la Expedición de 
un Permiso de Residencia a Nacionales de Terceros Países que sean víctimas 
de la trata de seres humanos o hayan sido objeto de una acción de ayuda a la 
inmigración ilegal, que cooperen con las autoridades competentes; la Directiva 
2011/93/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13  de diciembre de 
2011, relativa a la lucha contra los abusos sexuales y la explotación sexual de 
los menores y la pornografía infantil; y la Directiva 2012/29/UE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, por la que se establecen 
normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de 
delitos, y por la que se sustituye la Decisión marco 2001/220/JAI del Consejo. 

Asimismo, la Comisión Europea ha impulsado la lucha contra esta forma de 
violencia mediante la Estrategia de la Unión Europea para la erradicación 
de la trata de seres humanos. El primer periodo abarcó los años 2012-2016 
(COM/2012/0286 final), y ha sido actualizada recientemente para el periodo 
2021-2025 (COM (2021)171 final). 

La nueva Estrategia hasta el 2025 está centrada en: prevenir del delito, reducir 
de la demanda que estimula la trata, desarticular el modelo de negocio de los 
traficantes y su enjuiciamiento, proteger, apoyar y empoderar a las víctimas, 
con especial atención a las mujeres y los niños, y promover la cooperación 
internacional. 

Esta herramienta está estrechamente relacionada con la Estrategia de la UE 
contra la delincuencia organizada (COM (2021)170 final), la Estrategia de la UE 
para una Unión de la Seguridad (COM/2020/605 final), y el Pacto sobre Migración 
y Asilo (COM/2020/609 final).

Recientemente la Unión Europea ha mostrado su preocupación por el recorte 
de derechos fundamentales en materia de salud sexual y reproductiva de las 
mujeres, identidad de género, y la situación de desigualdad entre mujeres y 
hombres, en diversos ámbitos. De este modo, la Comisión Europea como parte de 
su programa de trabajo del año 2021 lanzó una consulta pública sobre las mejores 
formas de abordar la violencia de género y doméstica. Las opiniones recogidas se 
incorporarán a una iniciativa legislativa. 

Finalmente, en este contexto hay que considerar la Resolución del Parlamento 
Europeo, de 16 de septiembre de 2021, con recomendaciones a la Comisión sobre 
la definición de la violencia de género como nuevo ámbito delictivo recogido en el 
artículo 83, apartado 1, del TFUE.
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Se considera un ámbito delictivo, como ocurre con el tráfico de personas, las 
drogas y las armas, la ciberdelincuencia y el terrorismo.
 
Se considera que el feminicidio es la forma más extrema de violencia de género 
contra las mujeres y las niñas. También se reconoce que denegar el aborto 
legal y seguro, o su restricción también es violencia de género. Asimismo, se 
señala que las violaciones de los derechos sexuales y reproductivos, incluida la 
violencia sexual, ginecológica y obstétrica y las prácticas nocivas, constituyen 
una forma de violencia de género contra las mujeres y las niñas, así como contra 
las personas transgénero y no binarias.
 
De esta forma, se prevé que la Unión cuente con una futura legislación (directiva) 
en el corto plazo.

España es un país pionero en materia de igualdad entre mujeres y hombres. 
Su desarrollo legislativo se fundamenta en los principios constitucionales 
(Constitución Española de 1978), que recogen la igualdad y no discriminación, 
a la dignidad de la persona y la inviolabilidad de sus derechos; así como en la 
Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral 
contra la Violencia de Género, y la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para 
la igualdad efectiva de mujeres y hombres. Además, debe tenerse en cuenta, 
como ya se ha mencionado, que España ha ratificado todos los convenios de 
carácter internacional relacionados con la erradicación de la violencia contra las 
mujeres. 

A este mismo reconocimiento y objetivos se ha dirigido el Pacto de Estado contra 
la violencia de género (2017), y las medidas legislativas posteriores desarrolladas 
por el Gobierno de España, incluyendo la propuesta de renovación del propio Pacto 
de Estado que se determinó el 25 de noviembre de 2021, actualizaciones que se 
abordarán más adelante.

En los últimos 20 años se han producido grandes avances en el derecho español32 
contra las violencias machistas, sobre todo en el ámbito de las relaciones de 
pareja o expareja. Esta forma de violencia, denominada hasta el momento como 
“violencia de género” por su denominación en la Ley Orgánica 1/2004, es la que 
más exhaustivamente se ha visto recogida en nuestro marco normativo. Se trata 
de la dirigida por un hombre -que es pareja, expareja, o relación afectiva análoga- 
contra una mujer, y/o las personas que dependen de ella (fundamentalmente, sus 
hijas e hijos), y que incluye la violencia vicaria.

32 Véase la Revisión del Código de Violencia de Género y Doméstica que ofrece el Boletín Oficial del Estado 
(BOE) (versión del 5 de noviembre de 2021; Dirección General de la Policía, 2021).

Contexto estatal español
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La norma de referencia en España ha sido la Ley Orgánica 1/2004, de 28 
de diciembre, Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género 
(LOMPIVG), que se ha centrado en la violencia de género como aquella que ejercen 
los hombres sobre las mujeres en el ámbito de las relaciones de pareja, expareja o 
en relaciones similares de afectividad, aún sin convivencia. 

Además de diferentes modificaciones de esta ley orgánica, se han generado 
numerosas normas, o modificaciones de normas, destinadas a asegurar la efectiva 
implementación de la Ley Integral en algún aspecto. Fundamentalmente para 
la mejora de la atención de las víctimas-supervivientes, incluidas las mujeres en 
situación administrativamente irregular, y los y las menores víctimas33. Ello ha 
caracterizado el desarrollo de un complejo sistema legal estatal que convive con 
las normativas y procedimientos de cada Comunidad Autónoma. 

33 Normativas tales como:
- Ley 15/2005, de 2 de Julio, de la Jurisdicción Voluntaria. Impedimento para contraer matrimonio e indignidad 
sucesoria en supuestos de violencia de género 
- Real Decreto 1917/2008, de 21 de noviembre, por el que se regula el programa de inserción socio laboral para 
mujeres víctimas de violencia de género. (BOE de 10/12/2008)
- Ley Orgánica 2/2009, de 11 de diciembre, de Reforma de la Ley Orgánica 4/2002 de 14 de enero sobre 
derechos y libertades, en España que modificó el artículo 19 en relación a la reagrupación familiar e introdujo 
el artículo 31 bis para facilitar la obtención del permiso de residencia a las mujeres extrajeras irregulares 
víctimas de violencia de género; y la Ley Orgánica 10/2011, de 27 de julio, por la que se modifican los art. 31 bis 
y 59 bis de la Ley Orgánica 4/2002, de 14 de enero, sobre derechos y libertades en España
- Real Decreto Ley 3/2013, de 22 de febrero, por el que se modifica el régimen de las tasas en el ámbito de la 
Administración de Justicia y el sistema de asistencia jurídica gratuita.
- Ley 4/2015, de 27 de Abril, del Estatuto de la víctima del delito; Ley 1/1996, de 10 de enero de asistencia 
jurídica gratuita, reformada por Real Decreto Ley 3/2013 de 22 de febrero, modificada por ley 2/2017, de 21 de 
junio (BOE de 22 de junio de 2017)
- Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio, por la que se modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial, que contempla una mayor especialización en violencia de género de los órganos judiciales y el 
Instituto de Medicina Legal. Amplía las competencias de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer.
- Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y a la 
adolescencia. Refuerza sus derechos fundamentales, y consolida su condición de víctimas directas de la 
violencia de género. Crea el Registro Central de Delincuentes Sexuales. 

Respecto a la erradicación de otras formas de violencia machista, nuestro país 
ha vivido recientemente una importante demanda social y del movimiento 
feminista para su atención. Las movilizaciones sociales y feministas comenzaron 
a reivindicar ya en 2016 cambios en la legislación y un cambio de paradigma en 
el abordaje de las violencias sexuales, lo que ha culminado, seis años después, 
con la reciente aprobación de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de 
garantía integral de la libertad sexual.

De la Ley Integral (2004) al Pacto de Estado contra la violencia de 
género (2017)

Esta legislación, innovadora a nivel internacional, fue aprobada con el fin de 
ofrecer una respuesta integral y multidisciplinar contra la violencia de género, 
crear los juzgados de violencia sobre la mujer y adoptar toda una serie de 
medidas que implican desde el ámbito penal al educativo, sanitario, social, 
policial, judicial y de medios de comunicación. 
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En relación al marco de políticas públicas, en este periodo se han elaborado 
planes de intervención. Estas iniciativas, en sus diferentes modelos 
programáticos (estrategias, planes o programas), se han implementado tanto 
desde la Administración General del Estado como por parte de las Comunidades 
Autónomas. 

35 Creadas a través del Catálogo de Medidas Urgentes contra la Violencia de Género, aprobado por el 
Consejo de Ministros del día 15 de diciembre 2006, están integradas orgánicamente en las Delegaciones 
y Subdelegaciones del Gobierno y en las Direcciones Insulares, dependen funcionalmente del Ministerio 
de Igualdad, a través de la Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género. El funcionamiento y 
características de dichas unidades está disponible en la DGVG (acceso).
36 La DGVG mantiene una recopilación de dichos instrumentos en su Web (acceso).

Además, para garantizar el sistema de coordinación, entre otras funciones, se 
crearon las Unidades de Coordinación contra la Violencia sobre la Mujer y 
las Unidades de Violencia sobre la Mujer35, integradas orgánicamente en las 
Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno y en las Direcciones Insulares, 
y que dependen funcionalmente del Ministerio de Igualdad, a través de la 
Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género.

También se han aprobado diferentes procedimientos y protocolos de coordinación 
interinstitucional (como son las instrucciones o circulares institucionales 
dirigidas a la acción de determinados organismos)36. De esta forma, además de 
pautas para la cooperación entre diferentes agentes u operadores en distintas 
situaciones (detección, agresión, agresión grave, fallecimiento, existencia de 
víctimas menores), existen también distintos procedimientos según el ámbito. 
De acuerdo con lo anterior, se han elaborado protocolos sectoriales en los 
ámbitos educativo, laboral, publicidad y medios de comunicación, atención 
social integral, sanitario, penitenciario, de la seguridad, judicial, y en el ámbito 
local.

Gracias a la Ley Integral se desarrollaron procedimientos y organismos de 
coordinación, instrumentos de valoración y planificación, entre ellos, la Delegación 
del Gobierno contra la Violencia de Género, como organismo responsable de 
impulsar, coordinar y colaborar en las actuaciones y medidas contra las distintas 
formas de violencia sobre la mujer, y el Observatorio Estatal de Violencia sobre 
la Mujer34. 

La gobernanza multinivel que caracteriza al modelo territorial español se encuentra 
reflejada en la coordinación institucional a través de la Conferencia Sectorial de 
Igualdad, que es el órgano de cooperación entre la Administración General del 
Estado, las Comunidades Autónomas y las Ciudades con Estatuto de Autonomía 
en materia de políticas de igualdad, y del Observatorio Estatal de Violencia sobre 
la Mujer.

https://violenciagenero.igualdad.gob.es/instituciones/unidades/home.htm
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/profesionalesInvestigacion/home.htm
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La trata de mujeres, niñas y niños con fines de explotación sexual ha sido 
objeto de atención en nuestro país principalmente durante la última década. En 
nuestra legislación en este periodo hay que hacer referencia a la Ley Orgánica 
5/2010, de 22 de junio, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de 
noviembre, del Código Penal, ya que introdujo un nuevo Título, “De la Trata de 
seres humanos”, y modificó varios artículos. Incorporó las claves del Convenio de 
Varsovia y de la Directiva 2011/36 UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 
abril de 2011 (con anterioridad a su propia aprobación). 

La Estrategia Nacional trató de unificar y concertar distintas medidas para avanzar 
en la eliminación de la violencia contra las mujeres, en particular la recogida en 
la Ley Integral. Se dirigió a multitud de agentes, tanto públicos como privados; y 
buscaba el compromiso e implicación de toda la sociedad. 

Se dirigió a 4 objetivos generales: (1) Ruptura del silencio cómplice del maltrato, 
(2) Mejora de la respuesta institucional, planes personalizados y avance hacia 
la “ventanilla única”, (3) Atención a los menores y a las mujeres especialmente 
vulnerables a la violencia de género, y (4) Visibilización y atención a otras formas 
de violencia contra la mujer. 

Para alcanzar los objetivos planteaba 284 medidas a través de 3 ejes transversales: 
Formación y sensibilización de agentes; Coordinación, trabajo en red y excelencia 
operativa; y Calidad, evaluación, conocimiento y mejora continua.

Así, se recoge en el art 177 bis del Código Penal una definición del delito de trata de 
seres humanos en sus diversas formas, y las modalidades agravadas derivadas 
de la concurrencia de una situación de grave peligro para la víctima, ánimo de 
lucro, presencia de víctimas menores o especialmente vulnerables, pertenencia 
de los autores a organizaciones o asociaciones criminales, o cuando éstos son 
autoridades o agentes de la autoridad o funcionarios públicos. Igualmente 
queda reflejado el principio de no persecución de las víctimas de trata por los 
delitos que haya podido cometer en la situación de explotación sufrida. 

Además, la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, por la que se modifica de nuevo 
el Código Penal en dicho artículo incorpora más elementos, entre los hechos 
constitutivos de trata; y, entre las finalidades, la celebración de matrimonios 
forzados. Asimismo, se delimita el concepto de vulnerabilidad, conforme al 

A nivel estatal37, hay que señalar el Plan de atención y prevención de la violencia 
de género en población extranjera inmigrante 2009- 2012, y la Estrategia 
Nacional para la Erradicación de la Violencia Contra la Mujer 2013-2016.

37 Previamente, desde la aprobación de la Ley Integral (1/2004), se han desarrollado medidas de gran relevancia 
como son: el Catálogo de Medidas Urgentes contra la Violencia de Género, aprobado por el Consejo de Ministros 
del día 15 de diciembre 2006; el Plan Nacional de Sensibilización y Prevención de la Violencia de Género 2007-
2008 (aprobado por el Consejo de Ministros el 15 de diciembre de 2006); el Acuerdo por el que se adoptan medidas 
adicionales en la lucha contra la violencia de género (aprobado por el Consejo de Ministros el 2 de marzo de 
2007); y Resolución de 9 de julio de 2007, de la Secretaría de Estado de Políticas de Igualdad, por la que entra en 
funcionamiento el teléfono de asistencia “016”. BOE nº166 de 12 de julio de 2007.
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Junto con lo anterior, la protección de las víctimas-supervivientes queda 
recogida en diferentes normas, que se enumeran a continuación:

texto de la Directiva europea, mejora la protección e incorpora el género como 
motivo de discriminación en la agravante.

Además, el artículo 172 bis del Código Penal, contempla el delito de matrimonio 
forzado, que desde la Directiva 2011/36/UE, de 5 de abril, puede considerarse 
una forma de explotación de las personas. 

En esta línea se ha considera el artículo 187 relativo a la explotación de la 
prostitución ajena, incluso aunque exista consentimiento por parte de esta, 
ya que se contempla el empleo de la violencia, intimidación o engaño, o abuso 
de una situación de superioridad o de necesidad o vulnerabilidad de la víctima. 
Este artículo queda modificado por la Ley Orgánica de Garantía Integral de la 
Libertad Sexual.

- Ley 19/1994, de 23 de diciembre, de protección a testigos y peritos en 
causas criminales. 

- Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de Ayuda y Asistencia a Víctimas de 
Delitos Violentos y Contra la Libertad Sexual.

- Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal: Artículo 177 
bis.

- Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los 
extranjeros en España y su integración social: Artículo 59 bis, artículo 31 
bis, artículos 139 y siguientes del Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, 
sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración 
social (Real Decreto 557/2011, de 20 de abril). Y, artículo 140 del 
Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, sobre derechos y libertades de 
los extranjeros en España y su integración social (Real Decreto 557/2011, 
de 20 de abril). 

- Ley 12/2009, de 30 de octubre, reguladora del derecho de asilo y de la 
protección subsidiaria (artículo 46).

- Real Decreto 1192/2012, de 3 de agosto, por el que se regula la condición 
de asegurado y de beneficiario a efectos de la asistencia sanitaria en 
España, con cargo a fondos públicos, a través del Sistema Nacional de 
Salud, modificado por el Real Decreto 576/2013, de 26 de julio.

- Real Decreto Ley 3/2013, de 22 de febrero, por el que se modifica la Ley 
1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita. 

- Ley 4/2015, de 17 de abril, del Estatuto de la Víctima del Delito. 

- Real Decreto 220/2022, de 29 de marzo, por el que se aprueba el 
Reglamento por el que se regula el sistema de acogida en materia de 
protección internacional.

- Circular 5/2011 del Fiscal General del 
Estado sobre -entre otros aspectos- 
la interpretación que ha de darse al 
artículo 177 bis Código Penal [CP] en 
la que la Directiva es referida de 
manera reiterada.

- Orden del Ministerio del Interior 
28/2013, de 18 de enero, de la 
Brigada Central contra la Trata de 
Seres Humanos.

- Directiva de Servicio núm. 40/2009, 
de la Dirección Adjunta Operativa de 
la Guardia Civil, sobre la actuación 
contra la trata de seres humanos 
Circular 2/2014, de 1 de julio, de la 
Secretaría General de la 
Administración de Justicia.

Leyes relativas a la trata de mujeres y 
niñas con fines de explotación sexual

Normas de creación de órganos 
especializados e instrucciones

Como parte del sistema de protección a las víctimas-supervivientes se aprobó el 
Protocolo Marco de Protección de las Víctimas de Trata de Seres Humanos, 
adoptado mediante acuerdo de 28 de octubre de 2011 por los entonces Ministerios 
de Justicia, del Interior, de Empleo y Seguridad Social y de Sanidad, Servicios 
Sociales e Igualdad, la Fiscalía General del Estado y el Consejo del Poder Judicial.
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Además, se han desarrollado dos planes institucionales: el Plan Integral de Lucha 
contra la Trata de Seres Humanos con Fines de Explotación Sexual 2009-2012, 
y el Plan integral de lucha contra la trata de mujeres y niñas con fines de 
explotación sexual 2015-2018.

Se elaboró un procedimiento anexo de “Actuación sanitaria frente a la Trata 
con Fines de Explotación Sexual” al protocolo común para la actuación 
sanitaria ante la Violencia de Género aprobado en el año 2017. Derivado de lo 
anterior, la Secretaría General de Inmigración y Emigración (SGIE) aprobó un 
Protocolo para la detección y actuación ante posibles casos de trata de 
seres humanos con fines de explotación sexual, dirigido a profesionales de los 
centros de migraciones adscritos y de centros gestionados por organizaciones 
no gubernamentales (ONG).

En el año 2014, se produjo otro avance con el Protocolo marco sobre determinadas 
actuaciones en relación con los Menores Extranjeros No Acompañados (MENA) 
(BOE núm. 251, del 16 de octubre) que se considera anexo al Protocolo Marco. 
En él se recoge la importancia de la información sobre derechos de protección 
de menores. El Capítulo IV está destinado a las y los menores extranjeros en 
situación de riesgo y las medidas de prevención de la trata de seres humanos y 
contra la utilización de menores. En 2017 se aprobó en el Pleno del Observatorio 
de la Infancia las Actuaciones para la detección y atención a Víctimas de Trata de 
Seres Humanos (TSH), que también se considera un anexo al Protocolo Marco.

Este plan de acción tiene por objetivo la promoción de los derechos humanos 
y la protección de las víctimas. Se estructura en 10 objetivos específicos y 135 
medidas, distribuidas en las siguientes prioridades: Prioridad 1: refuerzo de la 
prevención y de la detección de la Trata; Prioridad 2: identificación, protección 
y asistencia a las víctimas de la trata de seres humanos; Prioridad 3: análisis y 
mejora del conocimiento para una respuesta eficaz frente a la trata con fines 
de explotación sexual; Prioridad 4: persecución más activa a los tratantes; y 
Prioridad 5: coordinación y cooperación entre instituciones y Participación de 
la sociedad civil.

Respecto a la mutilación genital femenina (MGF), en España se estableció la 
tipificación del delito de mutilación genital en el artículo 149.2 de la Ley Orgánica 
10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. En la Ley Orgánica 1/1996, de 
Protección Jurídica del Menor, y la Ley Orgánica 6/1985 del Poder Judicial también 
habían recogido esta forma de violencia contra las mujeres.

La MGF ha sido considera activamente dentro cuarto objetivo general 
(“visibilización y atención a otras formas de violencia contra la mujer”) de la 
Estrategia Nacional para la Erradicación de la Violencia contra las Mujeres (2013 
– 2016) (medidas 166 y 185). 
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Asimismo, la prevención y protección de lucha contra todas las violencias se 
han considerado en los sucesivos planes directores como una de las prioridades 
fundamentales de la cooperación española desde 2005 y hasta la actualidad, y 
seguirá siendo una prioridad de la Ley de Cooperación y solidaridad global, así 
como en el VI Plan Director de la Cooperación Española (a través de la inclusión 
de enfoque de género en desarrollo como doble prioridad transversal y sectorial) y 
en la Estrategia de Género y Desarrollo de la Cooperación Española, vinculada 
en su aplicación a la Ley orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad 
efectiva de mujeres y hombres, para su aplicación en la política de desarrollo  y la 
II Estrategia de Acción Humanitaria 2019-2026, donde la lucha contra la violencia 
es fundamental,   y sus posteriores desarrollos. Entre ellos destaca el Plan Mujeres 
y Construcción de la Paz de la cooperación española (2009)38, que contempla 
entre sus líneas de acción la protección de las mujeres ante situaciones de 
violencia, especialmente en los conflictos armados y en la acción humanitaria, 
todos ellos aprobados con los aportes y el consenso de todos los actores del 
Consejo de Cooperación, así como el Plan de Actuación Sectorial de Género 
en Desarrollo de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo (2009-2012)39, cuyas líneas estratégicas incluyeron la lucha contra la 
violencia de género, los derechos sexuales y reproductivos y la construcción de 
paz (entre otras temáticas).

Por otra parte, en 2021 se aprueba la Guía para la Política Exterior Feminista, que 
incluye esta temática como una prioridad ineludible para su cumplimiento en la 
acción exterior del estado español. Previamente ya existía el I y II Plan Nacional 
para cumplir la Resolución 1325 de Mujeres, paz y seguridad (2017-2023). 

A raíz de la Estrategia el Pleno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional 
de Salud aprobó en el año 2015 el Protocolo Común de Actuación Sanitaria 
frente a la Mutilación Genital Femenina (MGF). En esta línea, el Pleno del 
Observatorio de la Infancia aprobó previamente, en el año 2014, la actualización 
del Protocolo básico de intervención contra el maltrato infantil en el ámbito 
familiar, de 22 de noviembre de 2007. En él se incluyeron algunas de las formas 
de violencia contra las niñas, como la mutilación genital femenina y a los 
matrimonios forzados como una forma de maltrato infantil intrafamiliar.

La Cooperación Española ha contemplado la prevención y actuación de la 
MGF dentro de la promoción y protección de los derechos y la salud sexual y 
reproductiva. También la intervención sobre la violencia y prácticas nocivas 
como las peores formas de discriminación contra las mujeres y las niñas, en su 
compromiso de contribuir a cumplir el ODS 3 y el ODS 5 de la Agenda 2030.

38 Acceso al Plan Mujeres y Construcción de la Paz.
39 Acceso a la Estrategia de Género en Desarrollo.

https://www.aecid.es/Centro-Documentacion/Documentos/Acci%C3%B3n%2520Humanitaria/PLANDEACCIONmujeresypaz.pdf
https://intercoonecta.aecid.es/Documentos%2520de%2520la%2520comunidad/Estrategia_G%C3%A9nero.pdf
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Si bien esta etapa está marcada por la aprobación y vigencia del Pacto de Estado 
contra la Violencia de Género (2017 a 2022), se establecen dos periodos diferentes 
para visibilizar las consecuencias de la pandemia derivada de la COVID que surgió 
a comienzos del año 2020. 

En el año 2016 el Pleno del Congreso de los Diputados aprobó, por unanimidad, 
una Proposición no de ley por la que se instaba al Gobierno a promover la 
suscripción de un Pacto de Estado en materia de Violencia de Género. Un 
pacto suscrito en diciembre del año 2017 por el Gobierno de la Nación, 
las Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía y la 
Federación Española de Municipios y Provincias, que siguiera impulsando 
políticas para la erradicación de la violencia40. 

En el nuevo contexto, la DGVG sigue siendo responsable de impulsar 
las medidas en coordinación con el resto de Ministerios y Organismos 
Autónomos dependientes, así como con las Comunidades Autónomas y 
Entidades Locales (representadas por la Federación Española de Municipios 
y Provincias, FEMP). La DGVG elaboró un documento único que refunde las 
medidas de la cámara baja y la cámara alta, en un total de 292 medidas 
estructuradas en 10 ejes de acción. 

Estas medidas inciden en los ámbitos de sensibilización y prevención; mejora 
de la respuesta institucional; perfeccionamiento de la asistencia, ayuda y 
protección a las víctimas; asistencia y protección de los menores; impulso a la 
formación de los distintos agentes; seguimiento estadístico; recomendaciones 
a las Administraciones Públicas y otras instituciones; visualización y atención 
de otras formas de violencia contra las mujeres; compromiso económico y 
seguimiento. 

En el Pacto se establece el reconocimiento de derechos específicos de las 
mujeres víctimas de cualquier acto de violencia contemplado en el Convenio de 
Estambul, y no previsto en la LO 1/2004. Se prevén por tanto leyes integrales 
específicas para cada forma de violencia, al menos, una contra las violencias 
sexuales y otra contra la trata. Hasta que se produzca este desarrollo normativo, 
las violencias machistas recibirán un tratamiento preventivo y estadístico en el 

40 Véase la aprobación del Informe de la Subcomisión del Congreso para un Pacto de Estado (2017) en materia 
de violencia de género, y del Informe de la Ponencia del Senado de Estudio para la elaboración de estrategias 
contra la violencia de género (2017). La DGVG (2019) elaboró el “Documento refundido de medidas del Pacto 
de Estado en materia de violencia de género (Congreso + Senado)” (acceso).

Desde el Pacto de Estado contra la violencia de género (2017) 
hasta la actualidad (2022)

- De 2017 a 2020

https://www.senado.es/legis12/publicaciones/pdf/senado/bocg/BOCG_D_12_134_1163.PDF
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/pactoEstado/docs/Documento_Refundido_PEVG_2.pdf
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Las políticas públicas se han visto impulsadas gracias al Pacto de Estado, que ha 
impulsado la modificación de algunos preceptos de la Ley Orgánica 1/2004, y otros 
textos normativos, cuya reforma era urgente a los efectos de dar una respuesta 
efectiva en relación a la asistencia a las víctimas, y a sus hijos e hijas menores41. 

El Pacto de Estado contra la Violencia de Género ha sido renovado y establecido 
de forma permanente gracias al acuerdo parlamentario de noviembre del 2021 y 
a los posteriores acuerdos de Tenerife de julio de 2022. 

41 Modifica los arts. 20, 23 y 27 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, el art. 25.2 de la Ley 7/1985, de 
2 de abril y el art. 156 del Código Civil de 24 de julio de 1889. También ha permitido desarrollar: la Ley 3/2019, 
de 1 de marzo, de mejora de la situación de orfandad de las hijas e hijos de víctimas de violencia de género 
y otras formas de violencia contra la mujer; la Instrucción 12/2018 de la Secretaría de Estado de Seguridad-
Ministerio del Interior, sobre el reforzamiento de las actuaciones policiales en materia de valoración de riesgo 
en los casos de violencia de género y gestión de seguridad de las víctimas; la Instrucción 4/2019, de la 
Secretaría de Estado de Seguridad, por la que se establece un nuevo protocolo para la valoración policial del 
nivel de riesgo de violencia de género (LO 1/2004), de gestión de la seguridad de las víctimas y seguimiento 
de los casos a través del sistema de seguimiento integral para los casos de violencia de género (Sistema 
ViogGén).

marco de la LO 1/2004. Asimismo, la respuesta penal en estos casos se regirá 
por lo dispuesto en el Código Penal y las leyes penales especiales.
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La ruptura del silencio mediante el fomento de las acciones de sensibilización de la sociedad y de la 
prevención de la violencia de género. Se desarrollarán, por tanto, acciones dirigidas a sensibilizar a 
toda la sociedad sobre el daño que producen la desigualdad y las conductas violentas y a ayudar a la 
toma de conciencia sobre la magnitud de la violencia contra las mujeres y las consecuencias que 
tiene para la vida de las mujeres y de sus hijos e hijas.

Leyes relativas a la trata de mujeres y 
niñas con fines de explotación sexual

Normas de creación de órganos 
especializados e instrucciones

1

La mejora de la respuesta institucional a través de la coordinación y el trabajo en red, entre las 
autoridades y organismos responsables. Ello implica maximizar el uso de los recursos disponibles, 
promoviendo recursos de apoyo en el ámbito local, perfeccionando los protocolos de actuación y de 
comunicación entre los diferentes agentes intervinientes.

2

Recomendaciones a Comunidades Autónomas, Entidades Locales y otras instituciones, como 
agentes colaboradores necesarios para conseguir erradicar la violencia sobre las mujeres por razón 
de género. Teniendo en cuenta sus competencias se recogen medidas directamente relacionadas 
con ellas.

7

La visualización y atención de las formas de violencia de género fuera del contexto de pareja o ex 
pareja. Se prestará especial atención a la violencia sexual, a la trata de mujeres y niñas con fines de 
explotación sexual, a la mutilación genital femenina y a los matrimonios forzados.8

El seguimiento del Pacto de Estado facilitando la información necesaria a la Comisión de 
Seguimiento del Pacto. Así, la comisión podrá desempeñar sus funciones de evaluación y control de 
los avances realizados en el desarrollo del mismo.10

La intensificación de la asistencia y protección de menores. La protección específica de los y las 
menores parte de su reconocimiento como víctimas directas y lleva aparejada la necesidad de 
ampliar y mejorar las medidas dirigidas a su asistencia y protección con la implantación de nuevas 
prestaciones en los casos de orfandad como consecuencia de la violencia de género; de revisar las 
medidas civiles relativas a la custodia de los menores; y de fomentar las actuaciones de refuerzo en 
el ámbito educativo.

4

El compromiso económico con las políticas para la erradicación de la violencia sobre las mujeres. La 
implementación de las medidas contempladas en el Pacto de Estado requiere el respaldo 
presupuestario correspondiente, a cuyo fin los Presupuestos Generales del Estado destinarán a 
cada una de las administraciones, en el ámbito de sus competencias, la cuantía económica 
necesaria.9

El impulso de la formación de los distintos agentes para garantizar la mejor respuesta asistencial. 
Para ofrecer a las víctimas de violencia de género la mejor asistencia posible es necesario que se 
amplíe la formación especializada de todos los profesionales que intervienen en el sistema como 
jueces y juezas, fiscales, equipos psicosociales, médicos forenses, Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, 
personal sanitario y personal docente, entre otros. El compromiso estriba en que los contenidos 
formativos sean obligatorios, estén homologados por los organismos especializados y sean 
evaluables para todos los operadores.

5

La mejora del conocimiento como complemento indispensable para contribuir de forma eficaz a la 
lucha contra todos los tipos de violencia contra las mujeres incluidos en el ámbito de aplicación del 
Convenio de Estambul aportando datos más fiables, completos y detallados sobre sus formas, 
incidencia, causas y consecuencias. Para ello se asume el compromiso de asegurar el seguimiento 
estadístico de todos los tipos de violencia sobre las mujeres, teniendo en cuenta variables como la 
edad, la discapacidad, precariedad laboral o la incidencia en el mundo rural, y la realización de 
estudios e informes, haciendo especial hincapié en el impacto sobre las hijas e hijos de las víctimas, 
sobre la violencia sexual y sobre la situación laboral de las mujeres víctimas.

6

El perfeccionamiento de la asistencia, ayuda y protección que se ofrece a las mujeres víctimas de la 
violencia de género y a sus hijos e hijas. Para ello es necesario revisar los planes de atención a las 
víctimas garantizando un tratamiento personalizado y potenciar y adecuar los recursos existentes 
así como facilitar el acceso a los mismos de todas las mujeres, con especial atención a los colectivos 
de mujeres más vulnerables. Se revisarán y reforzarán los protocolos existentes en el ámbito 
sanitario y se potenciarán también los planes de inserción laboral de mujeres víctimas, implicando 
activamente a los agentes sociales, y se simplificarán y mejorarán los sistemas de ayudas previstos 
por la normativa.

3
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42 BOE 188, de 04 de agosto de 2018 Acceso.
43 La Ley de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local (BOE núm. 312, de 30/12/2013) dejó 
en potestad de las CCAA la delegación de los servicios para la promoción de la igualdad de oportunidades y 
la prevención de la violencia contra la mujer. Ambas temáticas se incluían ya en la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases del Régimen Local (ahora en el artículo 25).
44 Véase también el Plan de Contingencia contra la violencia de género ante la crisis del COVID-19 elaborado 
por el Ministerio de Igualdad (acceso).

La llegada de la pandemia ocasionada por la COVID a comienzos del año 2020 supuso 
una serie de transformaciones a nivel social que repercutieron en las diferentes 
políticas públicas impulsadas por las distintas administraciones públicas. Por lo 
que respecta a la violencia contra las mujeres, durante este periodo se significa lo 
siguiente a nivel normativo por parte del Estado:  

También junto con el propio Pacto del año 2017 hay que hacer referencia al Real 
Decreto-ley 9/2018, de 3 de agosto, de medidas urgentes para el desarrollo 
del Pacto de Estado contra la violencia de género42 que, en su Disposición final 
primera, devuelve a los municipios un rol protagónico en las políticas públicas 
sobre la violencia contra las mujeres43. 

En el ámbito de la política exterior española, se suma el V Plan Director de la 
cooperación española para 2018-2021, y vigente en 2022, donde la meta 5.2 
relativa a violencia del Objetio de Desarrollo Sostenible (ODS) número 5, ha sido 
una de las prioridades de la política para el desarrollo.

- El Real Decreto-Ley 12/2020, de 31 de marzo, de medidas urgentes en materia 
de protección y asistencia a las víctimas de violencia de género, que permitió 
hacer frente a los retos de la COVID-19 de forma más eficaz44.

- El Real Decreto 1023/2020, de 17 de noviembre, y el Real Decreto 503/2022, 
de 27 de junio, por el que se modifica el Real Decreto 1023/2020, de 17 de 
noviembre, por el que se actualizan las cuantías, los criterios y el procedimiento 
de distribución de las transferencias para el desarrollo de nuevas o ampliadas 
competencias reservadas a las entidades locales en el Pacto de Estado en materia 
de violencia de género, contribuyendo a potenciar la acción municipal.

- La Ley 8/2021, de 2 de junio, por la que se reforma la legislación civil y procesal 
para el apoyo a las personas con discapacidad en el ejercicio de su capacidad 
jurídica, una importante aprobación normativa porque establece la suspensión 
del régimen de visitas o estancias en casos de violencia de género; la prohibición 
de visitas a prisión; y elimina la obligación de presentar el consentimiento del 
agresor para la asistencia psicológica a hijas e hijos menores de edad, aunque 
la víctima no tenga sentencia ni denuncia, si está acreditada por los servicios 
sociales públicos habilitados para ello. 

-	La Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia y la 
adolescencia frente a la violencia; que incorpora al derecho español la Directiva 
2011/93/UE de 13 de diciembre de 2011, relativa a la lucha contra los abusos 
sexuales y la explotación sexual de los menores y la pornografía infantil.

Desde la COVID (2020) hasta la actualidad (2022)

https://www.boe.es/buscar/doc.php%3Fid%3DBOE-A-2018-11135%26msclkid%3D871db269bfeb11ecacb49ca7d4c18979
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/sensibilizacionConcienciacion/campannas/violenciaGobierno/todoSaldraBien/ResumenEjecutivoPlanContigenciaAMPLIACIONAbril2020.pdf
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-	El Real Decreto-ley 6/2022, de 29 de marzo, por el que se adoptan medidas 
urgentes en el marco del Plan Nacional de respuesta a las consecuencias 
económicas y sociales de la guerra en Ucrania. Contiene, entre otras medidas, 
el establecimiento de un modelo de acreditación unificado de la condición de 
víctima de trata de seres humanos o de explotación sexual (por parte de los 
servicios públicos o entidades sociales). Se incluye la atención telefónica a las 
víctimas de la trata en el número 016. Contempla un régimen gratuito de cuentas 
bancarias para personas vulnerables o con riesgo de exclusión financiera. Articula 
la posibilidad de otorgar subvenciones destinadas a la prevención, detección, 
atención y protección de víctimas de violencia contra las mujeres y de víctimas 
de trata y explotación sexual, en el marco de la crisis humanitaria.

-	Ley Orgánica 2/2022, de 21 de marzo, de mejora de la protección de las 
personas huérfanas víctimas de la violencia de género, que nace con la 
finalidad de mejorar de protección de las personas huérfanas como consecuencia 
de la violencia de género.

-	La Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de garantía integral de la 
libertad sexual, que ha supuesto un nuevo hito en la normativa de nuestro país 
para la erradicación de las violencias contra las mujeres.  

-	El Real Decreto 752/2022, de 13 de septiembre, por el que se establecen las 
funciones, el régimen de funcionamiento y la composición del Observatorio 
Estatal de Violencia sobre la Mujer.

-	Además, se encuentra en proceso la propuesta de reforma de la Ley Orgánica 
2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y de la interrupción 
voluntaria del embarazo. Que, entre otros aspectos, se dirige a la protección y 
garantía de las mujeres que quieren ejercer el derecho a la interrupción voluntaria 
del embarazo (IVE) y las/os profesionales que intervienen en el mismo. Se ocupará 
igualmente de las violencias relacionadas con la explotación reproductiva y la 
violencia en el ámbito reproductivo.

-	El “Plan España te protege contra la violencia machista” (2021), 
enmarcado en el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia 
(PRTR, que ha servido para canalizar los fondos destinados por Europa 
a reparar los daños provocados por la crisis del COVID-19), tiene como 
objetivo extender, mejorar y ampliar los servicios de atención integral a 
todas las formas de violencia sobre las mujeres. Se trata de un plan pionero 
en Europa, al ser España el único país que ha introducido proyectos para 
erradicar la violencia conta las mujeres dentro del PRTR. En concreto, se 
han incluido los siguientes proyectos:

	 ·	 Ampliación del servicio de atención telefónica y telemática con un 
nuevo servicio de orientación sociolaboral y acompañamiento, para 
mujeres y niñas víctimas de trata, de explotación sexual y mujeres en 
contexto de prostitución.

Además, en el ámbito de las políticas públicas es importante hacer referencia a 
los planes y estrategias aprobados en los últimos años: 
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- Plan Estratégico Nacional contra la Trata y la Explotación de Seres 
Humanos 2021-2023. Establece cinco objetivos prioritarios y dieciséis 
líneas de acción que afectan tanto a instituciones públicas como al tercer 
sector y cuyo objetivo es permitir un abordaje multidisciplinar e integral de 
la explotación de seres humanos.

- Plan de acción contra la explotación sexual de niñas, niños y adolescentes 
del sistema de protección a la infancia (2022-2024), del Ministerio de 
Derechos Sociales y Agenda 2030 y el Ministerio de Igualdad.

- El Plan de Inserción Sociolaboral para víctimas de trata, explotación 
sexual y para mujeres y niñas en contextos de prostitución (2022-2026) 
del Ministerio de Igualdad.

- 	El “Plan Camino” para la protección de los derechos de mujeres y niñas 
víctimas de trata, explotación sexual y en contextos de prostitución, 
aprobado en Consejo de Ministros y Ministras el 20 de septiembre de 2022, 
que incluye 5 líneas de acción con 28 medidas a implementar entre 2022 
y 2026, y una dotación económica estimada en 204 millones de euros. 
La prioridad del Plan es dar salida a las víctimas a través de la inserción 
sociolaboral que debe ir acompañada de alternativas económicas y sociales 
que garanticen los derechos de las mujeres. Por eso, una de las principales 
líneas de acción a implementar es ofrecer vías realistas de salida a la 
explotación. En este sentido, resulta central vincular la consolidación de un 
itinerario de atención integral para estas mujeres, con programas de acceso 
a derechos sociales y económicos como son vivienda, salud y empleo. 

	 ·	 Mejora integral de los dispositivos de atención y protección ATENPRO 
(ampliación del ámbito subjetivo de aplicación a todas las formas de 
violencia contra las mujeres; modernización y mejora tecnológica de los 
dispositivos; creación del Centro Estatal de Coordinación del servicio 
ATENPRO).

	 ·	 Mejora integral de los dispositivos de control para el seguimiento de 
medidas cautelares y penas de alejamiento (modernización y mejora 
tecnológica de los dispositivos y su interoperabilidad con VIOGEN).

	 ·	 Puesta en marcha en España de centros de atención integral 24 
horas a víctimas de violencia sexual, siguiendo los criterios de atención 
permanente y actuación urgente facilitando atención psicológica, 
jurídica y social para víctimas y personas del entorno.

- El Catálogo de medidas urgente del Plan de Mejora y Modernización 
Contra la Violencia de Género (Resolución de 28 de julio de 2021, el 
Acuerdo del Consejo de Ministros de 27 de julio de 2021). Se trata de un 
conjunto de medidas encaminadas a la sensibilización de la sociedad, del 
entorno de las víctimas de violencia machista, detectar de forma temprana 
la violencia en servicios públicos de proximidad, apoyar la autonomía de 
las mujeres para que rompan con la violencia, proteger a los niños y las 
niñas frente a la violencia y reforzar la protección y la seguridad de las 
víctimas en riesgo, con y sin denuncia.
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El III Plan para la igualdad de género en la AGE establece varias líneas de 
acción sobre las violencias contra las mujeres. 

En su Eje 1 de Medidas instrumentales para la transformación organizacional, 
incluye el desarrollo de un protocolo contra el Acoso sexual y el Acoso por 
razón de sexo para garantizar un espacio libre de violencia de género en el 
ámbito laboral. El Eje 2 de Sensibilización, Formación y Capacitación, incide en 
el contenido preventivo y de actuación. El Eje 3 de Condiciones de Trabajo y 
Desarrollo Profesional, tiene en cuenta la situación de las mujeres víctimas como 
de especial vulnerabilidad. El Eje 5 de Violencia contra las mujeres propone 9 
líneas de medidas para afrontar sus diferentes tipologías.

El PEIEMH cuenta con el Eje 3 de Vidas Libres de violencia machista para 
mujeres, cuyo objetivo estratégico es “Erradicar todas las formas de violencia 
machista, atacando las causas estructurales que la sostienen y garantizando 
los derechos de las mujeres víctimas”. 

En este eje se definen cinco líneas de trabajo: (VM.1.)  Marco institucional: 
consolidando los marcos de obligaciones institucionales frente a las distintas 
formas de violencia machista; (VM.2.) Investigación y datos: mejorando 
el conocimiento del contexto, la magnitud y la incidencia de la violencia 
machista; (VM.3.) Prevención: transformando los comportamientos y 

- 	De forma complementaria a todo lo anterior, hay que recordar que, en las 
políticas de igualdad de oportunidades de este periodo, las violencias 
machistas siguen siendo una prioridad transversal. Como tal, quedan 
recogidas en el III Plan para la igualdad de género en la Administración 
General del Estado (2020)45 y en los Organismos Públicos vinculados o 
dependientes de ella, así como en el Plan Estratégico de Igualdad entre 
Mujeres y Hombres (PEIEMH) 2022-2025 46 aprobado el 8 de marzo de 
2022. 

45 Acceso al III Plan para la igualdad de género en la AGE. Las 9 líneas de medidas del Eje 5 de Violencia contra 
las mujeres son: 1.Formación en violencia contra las mujeres y el buen trato hacía la víctima; 2.Elaboración y 
difusión de un procedimiento de actuación en la AGE ante una situación de violencia contra una empleada 
pública de la AGE; 3.Difusión del procedimiento de movilidad para funcionarias víctimas de violencia de 
género de la AGE y del Acuerdo de movilidad interadministrativa de las empleadas públicas víctimas de 
violencia de género; 4.Acciones de sensibilización permanentes y específicas en días conmemorativos para 
concienciar ante la violencia contra las mujeres; 5.Adaptación para el personal de la AGE en el exterior del 
Protocolo/Guía de actuación ante situaciones de violencia contra la mujer; 6.Mejorar el conocimiento sobre 
la violencia contra las mujeres en la AGE; 7.Formación e Información en relación con el R.D. de Protocolo de 
actuación frente al  Acoso Sexual y por Razón de Sexo en la AGE; 8.Acuerdo/Convenio de colaboración entre 
la Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado (MUFACE) y la DGVG en materia de violencia de 
género; 9.Capacitación del personal formador en prevención de la violencia contra las mujeres.
46 Acceso al PEIEMH 2022-2025.

https://www.boe.es/buscar/doc.php%3Fid%3DBOE-A-2021-2
https://www.inmujeres.gob.es/elInstituto/PlanesEstrategicos/docs/Plan_Estrategico_2022_2025.pdf
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- 	Además, es importante señalar una política pública específica a este 
respecto: la acción exterior de España. La erradicación de la violencia 
contra las mujeres y niñas es un compromiso que abarca la actuación 
internacional del Estado español.  Desde su aprobación, la Guía de la 
Política Exterior Feminista PEF (2021)53 es el instrumento de política 
que vela por la necesaria coherencia entre la política nacional y  la acción 
internacional de España en relación a las prioridades establecidas en la 
PEF. Entre sus prioridades temáticas están la “Agenda Mujeres, Paz y 
Seguridad” y la “Violencia contra mujeres y niñas”.

47 Véase Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre, por la que se modifica la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de 
mayo, de Educación, BOE núm. 340, de 30/12/2020 (acceso).
48 Financiado con los fondos NextGeneration de la Unión Europea. Hace referencia a la Inversión 2 “Empleo 
Mujer y transversalidad de género en las políticas públicas de apoyo a la activación para el empleo”, en 
concreto a Programas de formación e inserción para mujeres víctimas de violencia de género o de trata y 
explotación sexual con compromiso de contratación. Acceso al PRTR.
49 Incluye dos medidas relativas, por un lado, a la seguridad y atención a las víctimas de violencia contra las 
mujeres, y, por otro, a la garantía de recursos asistenciales y de apoyo a las víctimas de violencia contra las 
mujeres en el ámbito rural. Acceso al Plan.
50 Acceso al PIGSPA.
51 Acceso al Plan Estatal.
52 Incluye el proceso de ratificación del Convenio 190 sobre la violencia y el acoso de la Organización 
Internacional del Trabajo (del año 2019). Acceso al Resolución de 29 de noviembre de 2021, de la Secretaría 
de Estado de Empleo y Economía Social, por la que se publica el Acuerdo de Consejo de Ministros de 16 de 
noviembre de 2021, por el que se aprueba el Plan Estratégico de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
2021-2021, BOE núm. 289, de 3 de diciembre de 2021).
53  Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación (2021). Acceso al documento.

Entre las más recientes, se encuentran la Estrategia Española sobre Discapacidad; 
la Ley Orgánica de Educación (LOMLOE)47; el Plan de Recuperación, Transformación 
y Resiliencia 2021-2023 (Componente 23)48; el Plan de recuperación 130 medidas 
frente al reto demográfico (Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico, 2021)49; el Plan para la Igualdad de Género en el Sector Pesquero 
y Acuícola 2021-2027 50  (Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, 2021); 
la Estrategia Nacional para la Igualdad, la Inclusión y la Participación del Pueblo 
Gitano 2021-2030 (Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030, 2021); el 
Plan Estatal para el Acceso a la Vivienda 2022-2025 (Ministerio de Transportes, 
Movilidad y Agenda Urbana, 2021) 51; el Plan Estratégico de la Inspección de Trabajo 
y Seguridad Social 2021-202352; la Estrategia de Juventud 2030 (INJUVE). Todas 
ellas -entre otras- contribuyen al desarrollo transversal de la EEVM.

patrones socioculturales que sostienen y naturalizan la violencia machista; 
(VM.4.) Detección, atención integral, protección y reparación: garantizando los 
derechos de las víctimas de violencia machista; y (VM.5.). Respuesta coordinada 
y especializada: comprometiendo a todas las instituciones en la protección y 
garantía de los derechos de las víctimas de violencia machista.

- Junto con lo anterior, es necesario señalar la lucha contra las violencias 
machistas en varios instrumentos sectoriales de la política nacional, que 
participan -además de en el Pacto de Estado- en diferentes iniciativas 
específicas.

https://www.boe.es/buscar/act.php%3Fid%3DBOE-A-2020-17264
https://www.miteco.gob.es/es/reto-demografico/temas/medidas-reto-demografico/
https://www.miteco.gob.es/es/reto-demografico/temas/medidas-reto-demografico/
https://www.mapa.gob.es/es/pesca/temas/red-mujeres/plan_de_igualdad_pesca.aspx
https://www.mitma.gob.es/vivienda%23Plan_Estatal_de_Vivienda_2022-2025
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php%3Fid%3DBOE-A-2021-20005
https://www.exteriores.gob.es/es/PoliticaExterior/Documents/2021_02_POLITICA%2520EXTERIOR%2520FEMINISTA.pdf
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Se presta una atención prioritaria a la lucha contra la trata de mujeres y 
niñas. Se realiza seguimiento de las iniciativas multilaterales y programas de 
cooperación en esta materia, apoyando el mandato de la “Relatora Especial 
contra la Trata”, contribuyendo a la “Estrategia de la Unión Europea para 
la erradicación de la trata de seres humanos y mediante aportaciones al 
Fondo Fiduciario Voluntario de las Naciones Unidas para las Víctimas de la 
Trata de Personas”.  

54 Acceso a la Estrategia de Acción Exterior.
55 Acceso al Plan Director de la Cooperación Española (el V Plan abarcó el periodo 2018-2021; el VI Plan se 
corresponde al período 2022-2025).
56 Acceso al Plan Nacional de Mujeres, Paz y Seguridad 2021-2023.
57  Ejemplo de ello es el apoyo al mandato de la Relatora Especial de Naciones Unidas sobre violencia contra 
mujeres y niñas, al Grupo de Trabajo sobre Violencia contra las Mujeres y la participación en el Grupo de Amigos 
para Eliminación de Violencia contra mujeres y niñas.  Así mismo, se mantiene una asociación estratégica 
privilegiada con ONU Mujeres, UNICEF y UNFPA, desarrollando programas conjuntos con aplicación de 
enfoques integrales para la prevención y protección integral de las distintas formas de violencia contra las 
mujeres y las niñas (Iniciativa Global de Ciudades Seguras, Programa conjunto de servicios esenciales para 
mujeres víctimas de violencia de género, Programa WE Decide, etc.).
58 Instrumentos implicados  (i)  Acuerdo de Delegación con la UE dentro de la Iniciativa Spotlight para eliminar 
todas las formas de violencia contra las mujeres y las niñas; (ii) De los 13 último Marcos de Asociación País 
(MAP), y donde en todos se prioriza género como transversal y sector, 10 de ellos incorporan como parte de 
sus líneas e trabajo la intervenciones dirigidas a la prevención, atención, protección  y sanción de la violencia 
de género a nivel nacional y/o local; (iii) los 10 Convenios de Género aprobados en la Convocatoria de 2018 
en los que la prioridad principal es el ODS 5, 4 de ellos directamente vinculados a la lucha contra la violencia 
de género, 2 sobre apoyo a la atención de las víctimas de este tipo de violencia, 3 sobre empoderamiento 
económico de las mujeres y 1 sobre su participación social y política, en 6 países diferentes (El Salvador, 
República Dominicana, Guatemala, Perú, Níger y ANP). Igualmente relevante para esta prioridad es el trabajo 
de AECID  con el apoyo y los proyectos conjuntos como es el caso de la  Mesa de Cooperación internacional 
para la Igualdad de Género en México, en colaboración con ONU Mujeres.

Este marco de políticas ha conllevado una intensa acción, tanto para cumplir 
con los compromisos asumidos en torno a la prevención y lucha contra las 
vio¬lencias contra las mujeres, como para dotar de una mayor visibilidad al 
modelo español de lucha contra la violencia de género. 

En el ámbito multilateral, el Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y 
Cooperación asegura la participación activa y sustantiva de España en foros e 
iniciativas que abordan la violencia contra las mujeres y niñas57.

AsImismo, se colabora con los mecanismos nacionales de igualdad de los 
países socios, organizaciones internacionales y organizaciones de mujeres. Se 
trabaja en la conformación de marcos integrales legislativos y de actuación que 
protejan a las mujeres de la violencia, y se llevan a cabo campañas de prevención 
y acciones de sensibilización58. 

	 Como se ha mencionado respecto al periodo temporal previo al Pacto de 
Estado, la violencia de género ha sido abordada como una prioridad política 
de la acción exterior de España. En la actualidad, queda recogida como tal 
en la Estrategia de Acción Exterior 2021-202454, el Plan Director de la 
Cooperación Española55 y el Plan Nacional de Mujeres, Paz y Seguridad 
2021-202356 de la Cooperación Española.  

https://www.lamoncloa.gob.es/consejodeministros/resumenes/Documents/2021/270421-estrategia_de_accion_exterior_2021-2024.pdf
https://www.aecid.es/ES/Paginas/Sectores%2520de%2520Cooperacion/Cultura%2520y%2520Ciencia/Publicaciones/Coop_Espanola/Plan_director/Plan-Director.aspx
https://www.defensa.gob.es/Galerias/ministerio/organigramadocs/omi/OD-5-IIPLAN-NACIONAL-ACCION.pdf
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59 Dentro de la agenda MPS, se promovió la adopción de la resolución 2242 del Consejo de Seguridad, la 
creación del grupo Informal de Expertos del Consejo de Seguridad y el lanzamiento de la Red de Puntos 
Focales de MPS.  A nivel de la Unión Europea, España participa activamente en el grupo EU Task Force for 
Women, Peace and Security y dando seguimiento al Plan de Acción de la UE sobre Mujeres, Paz y Seguridad, 
al tiempo que participa de la aplicación de los instrumentos de la OTAN en materia de MPS (Plan contra la 
Violencia Sexual  y en las acciones de la Representante Especial para Mujeres, Paz y Seguridad). Por último, 
en el marco del Foro Generación Igualdad, España integra el Pacto para las Mujeres, la Paz y la Seguridad y la 
Acción Humanitaria
60 Acceso a la Estrategia Humanitaria.
61 Junto a las acciones de sensibilización y prevención en esta temática impulsada y apoyada por la Unidad, 
ejemplos representativos en este sentido son el Convenio de Género en Pakistán y el Convenio entre AECID 
y 11 CCAA, para la actuación conjunta y coordinada en materia de acción humanitaria para la protección 
y la recuperación económica de las mujeres, niñas y  comunidades en las regiones de Mopti y Gao (Mali) 
afectadas por conflictos, en el contexto de la COVID-19.
62 Acceso al Protocolo.
63 Las competencias autonómicas están establecidas, reconocidas, en la Constitución y en los Estatutos de 
Autonomía.

La discriminación y los altos niveles de violencia que sufren mujeres y niñas 
en situaciones de conflicto armado y postconflicto conlleva que sea una 
de las áreas priorizadas la Agenda de Mujeres, Paz y Seguridad (MPS); 
especialmente la prevención y respuesta a la violencia sexual. Esta agenda 
-anclada en la resolución 1325 y siguientes del Consejo de Seguridad de 
las Naciones Unidas- es una de las prioridades de España en su acción 
exterior59. Por su parte, la Estrategia de Acción Humanitaria 2019-202660, 
prioriza programas destinados a la acción sobre las violencias machistas. La 
Estrategia aboga por fortalecer la igualdad de género y el empoderamiento 
de las mujeres en su actuación61, especialmente relevante en la lucha contra 
la violencia de género.

La asistencia a las mujeres españolas víctimas de las violencias machistas, 
se realiza a través de la red de Embajadas y Consulados. En el ámbito consular, 
se reconoce la importancia de la aplicación del Protocolo de Actuación para 
la Atención de las Mujeres Españolas Víctimas de la Violencia de Género en 
el Exterior62.

 Las Comunidades Autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla

Como ocurre con el nivel estatal, las Comunidades Autónomas han legislado 
sobre la violencia contra las mujeres. Asimismo, el Pacto de Estado reconoce 
entre otras cuestiones, que son las Comunidades Autónomas quienes asumen las 
competencias de la asistencia social a las mujeres víctimas de violencia de género 
y de sus hijos e hijas y que son las administraciones autonómicas quienes tienen 
la clave en materia de prevención, atención y reparación63. 

En la relación a las normativas autonómicas en la actualidad está vigente las 
siguientes leyes: 

https://www.aecid.es/Centro-Documentacion/Documentos/Divulgaci%C3%B3n/Comunicaci%C3%B3n/EAH%2520CE%25202019-2026%2520v3.pdf
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/informacionUtil/espanolas/protocolo/pdf/ProtocoloEspanolasExtranjero.pdf
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Andalucía Ley 7/2018, de 30 de julio, por la que se modifica la Ley 13/2007, de 26 de noviembre, de 
medidas de prevención y protección integral contra la violencia de género.

Aragón Ley 4/2007, de 22 de marzo, de Prevención y Protección integral a las mujeres víctimas 
de la violencia en Aragón.

Cataluña Ley 17/2020, de 22 de diciembre, de modificación de la Ley 5/2008, del derecho de las 
mujeres a erradicar la violencia machista.

Comunidad 
Valenciana

Ley 7/2012, de 23 de noviembre, integral contra la violencia sobre la mujer en el ámbito 
de la Comunitat Valenciana.

Extremadura Ley 8/2011, de 23 de marzo, de Igualdad entre Mujeres y Hombres y contra la Violencia 
de Género en Extremadura.

Comunidad de 
Madrid

Ley 5/2005, de 20 de diciembre, Integral contra la Violencia de Género de la Comunidad 
de Madrid, modificada parcialmente por la Ley 3/2018, de 22 de junio.

Comunidad Foral 
de Navarra

Ley Foral 14/2015, de 10 de abril, para actuar contra la violencia hacia las mujeres.

Principado de 
Asturias

Ley 2/2011, de 11 de marzo, para la igualdad de mujeres y hombres y la erradicación de 
la violencia de género.

Galicia Ley 14/2021, de 20 de julio, por la que se modifica la Ley 11/2007, de 27 de julio, gallega 
para la prevención y el tratamiento integral de la violencia de género.

Castilla-La 
Mancha

Ley 4/2018, de 8 de octubre, para una Sociedad Libre de Violencia de Género en 
Castilla-La Mancha.

Castilla-León Ley 13/2010, de 9 de diciembre, contra la Violencia de Género en Castilla y León.

Islas Canarias Ley 1/2017, de 17 de marzo, de modificación de la Ley 16/2003, de 8 de abril, de 
Prevención y Protección Integral de las Mujeres Contra la Violencia de Género.

Illes Balears Ley 11/2016, de 28 de julio, de igualdad de mujeres y hombres.

Cantabria Ley 1/2004, de 1 de abril, Integral para la Prevención de la Violencia Contra las Mujeres y 
Protección a sus Víctimas, complementada con la Ley 2/2019, de 7 de marzo, para la 
igualdad efectiva entre mujeres y hombres.

La Rioja Ley 3/2011, de 1 de marzo, de prevención, protección y coordinación institucional en 
materia de violencia en La Rioja.
Ley 11/2022, de 20 de septiembre, contra la Violencia de Género de la Rioja.

Región de 
Murcia

Ley 7/2007, de 4 de abril, para la igualdad entre mujeres y hombres, y de protección 
contra la violencia de género en la Región de Murcia. Parcialmente modificada por la Ley 
3/2008, de 3 de julio, y la Ley 3/2019, de 20 de marzo.

País Vasco Ley 1/2022, de 3 de marzo, de segunda modificación de la Ley para la Igualdad de 
Mujeres y Hombres (Ley 4/2005, de 18 de febrero, para la Igualdad de Mujeres y 
Hombres).

CCAA Normativa

Al igual que ocurre respecto a la normativa, y así como se señaló para el nivel 
estatal, los protocolos de actuación han estado -casi en su totalidad- dirigidos 
a combatir la denominada violencia de género (la violencia machista contra las 
mujeres en el ámbito de la pareja o expareja), si bien en los últimos años se han 
ido realizando actualizaciones. 
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Los protocolos que existen en la actualidad son de dos tipos: de coordinación 
interinstitucional para la facilitación de la aplicación normativa entre diferentes 
agentes; y protocolos sectoriales de actuación en ámbitos específicos64.  

Todas las comunidades autónomas , y las ciudades con estatuto de autonomía de 
Ceuta y Melilla, cuentan con un protocolo de coordinación interinstitucional en 
materia de violencia de género (pareja/expareja). Desde la perspectiva sectorial, 
también en el ámbito sanitario. No obstante, todavía hay pocos que se dirijan a las 
violencias sexuales u otras formas de violencias como la violencia online. 

Algunas Comunidades Autónomas que han desarrollado el Protocolo Marco de 
Protección de Víctimas de Trata de Seres Humanos en su ámbito territorial son: 
Galicia, Cataluña, Extremadura, Navarra y Madrid. 

En cuanto a la MGF, se han implementado protocolos específicos en las 
comunidades autónomas de Cataluña, Navarra, Extremadura, Aragón, Valencia, 
Castilla-La Macha, Murcia e Islas Baleares. 

Tal y como ha sido señalado, el Primer Informe de evaluación de GREVIO sobre 
las medidas legislativas y de otra índole que dan efecto a las disposiciones del 
Convenio del Consejo de Europa sobre Prevención y Lucha contra la violencia 
contra las Mujeres y la Violencia Doméstica (Convenio de Estambul) referido a 
España (2020), distingue en sus recomendaciones la importancia de garantizar la 
coordinación de las políticas, que se deben dirigir a todas las formas de violencia 
machista. Asimismo, se incide en la necesidad de asegurar que las prioridades de 
actuación a nivel autonómico estén alineadas con las medidas establecidas en el 
Pacto de Estado contra la Violencia de Género.

64 Puede consultarse una relación de dichos protocolos en la web de la DGVG (acceso).
65 Excepto la Comunidad de Madrid.

En algunos casos se trata de documentos-guías de intervención consensuados 
que han sido aprobados mediante acuerdo institucional; en otros, tienen la 
denominación propia de protocolos de procedimiento de actuación; y en ambos 
casos el foco de atención se encuentra en la adecuada atención a las víctimas-
supervivientes. 

La mayoría de las comunidades autónomas han elaborado protocolos en 
materia jurídica y de seguridad de las víctimas de la violencia de género (o 
queda incluido en el interinstitucional). Sin embargo, hay un menor número de 
protocolos en relación con la esfera educativa, la asistencia social integral o el 
ámbito laboral. Apenas se cuenta con protocolos dirigidos a los niños y niñas 
víctimas, las mujeres víctimas con discapacidad, y respecto al tratamiento de 
las defunciones de las víctimas cuando se producen a causa de las lesiones 
producidas, o por suicidio.

https://violenciagenero.igualdad.gob.es/profesionalesInvestigacion/protocolosAmbitoAutonomico/home.htm
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6. Diagnóstico del 
estado de la 
situación

Las principales estadísticas oficiales de violencia sobre la mujer recogidas por los 
organismos institucionales están enfocadas generalmente a la que se produce en 
pareja, es decir, a la violencia de género según los términos previstos en la Ley Orgánica 
1/2004. Por ello se tiene una mayor información sobre esta forma de violencia. 

A continuación, se exponen los datos más relevantes en dicho ámbito.

 6.1.	 Violencia en la pareja o expareja

La prevalencia de la violencia sobre la mujer en España se ha tratado de medir 
a través de encuestas a mujeres residentes en España. La mayor operación 
estadística en este ámbito es la Macroencuesta de Violencia contra la Mujer: 
la primera se llevó a cabo en 1999, y la última hasta el momento ha sido la del 
año 2019. A partir de la Macroencuesta 2015 se incorporó la medición de la 
violencia física y sexual fuera de la pareja, y en la de 2019 se han incorporado 
preguntas para medir el acoso sexual y el stalking o acoso reiterado. Por su 
parte, la Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género también recoge 
registros administrativos, que aportan datos de la violencia que recogen otras 
instituciones públicas (datos judiciales y policiales, y en algunos casos del 
sistema de salud), y de algunos recursos del sistema público de protección 
y atención a las víctimas (llamadas al servicio 016, al servicio ATENPRO, 
dispositivos de control telemático, ayudas económicas, etc.).

Según la Macroencuesta de Violencia contra la Mujer del año 2019, realizada por la 
Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género y publicada en 2020 (DGVG, 
2020a) el 11% de las mujeres residentes en España de 16 o más años ha sufrido 
violencia física a manos de una pareja actual o pasada en algún momento de su 
vida, lo que según estimaciones66 supondrían 2.234.567 mujeres en nuestro país. 
Entre las manifestaciones se señalan en mayor proporción los empujones, agarrones 

Violencia física

66 Fórmula de extrapolación de la Macroencuesta 2019: ‘% que afirman haber sufrido violencia física de la 
pareja o expareja x ‘total mujeres de 16 o más años a 1 de enero de 2019 según datos del Padrón del INE 
(20.404.897)’. Las extrapolaciones se hacen sobre el total de mujeres (y no sobre el total de mujeres con 
pareja) ya que los datos del Padrón no ofrecen el número de mujeres que han tenido pareja. (DGVG, 2020a)
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La consecuencia más extrema de la violencia física es el asesinato de las víctimas. 
La DGVG (2021a) registra de forma oficial desde el 1 de enero de 2003 el número 
de mujeres asesinadas por violencia en la pareja o la expareja en España. Desde 
entonces y hasta el 14 de noviembre de 2022, 1.171 hombres han asesinado en 
nuestro país67 a una mujer con la que mantenían una relación de afectividad. Entre 
los años con más asesinatos destacan 2008, 2010 y 2004, con 76, 73 y 72 mujeres 
asesinadas respectivamente. En 202168 han sido asesinadas 48 mujeres. 

67 Datos de la DGVG
68 Ídem

Según país de nacimiento, el 54,2% de las mujeres asesinadas en 2021 había 
nacido en España y el 45,8% en otro país. En el caso de los presuntos agresores, 
el 77,1% era de origen español y el 22,9% tenía otra procedencia. 

En el 47,9% de los casos el asesinato se produjo con la relación ya terminada o en 
fase de ruptura y en el otro 52,1% mientras aún mediaba una relación. En el 56,3% 
de los casos víctima y agresor convivían, en el 33,3% no convivían y en el 10,4% 
restante no consta la situación convivencial. 

(% mujeres que han sufrido v.física)

Prevalencia de la violencia física

Tipo de violencia física

mujeres residentes en 
España ≥ de 16 años
*2.234.567 mujeres

% mujeres residentes en 
España ≥ 16 años

0% Una vez

Pareja actual Parejas pasadas

11%

9,0%

Frecuencia de la violencia física

Empujones, 
agarrones 
o tirones 
de pelo

7,2%
Bofetón o 
arrojo de 
algo que 
pudiera 
causar daño

4,7%
Golpe con el 
puño o con 
algún 
objeto que 
pudiera 
causar daño

25%

50%

75%

100%

Más de una vez

25,0%
17,3%

75,0%
82,5%

Fuente: Elaboración propia a partir de la Macroencuesta de Violencia contra la Mujer 2019 (DGVG, 2020a)

Ilustración 1. Principales datos sobre violencia física en la pareja/expareja (Macroencuesta 2019)

o tirones de pelo (el 9% de las mujeres residentes en España de 16 o más años), 
bofetones o lanzamiento de algo que pueda causarle daño (7,2%) y golpes con el 
puño o con algún objeto que pudiera causar daño (4,7%). 

Los episodios de violencia física generalmente no son sucesos aislados, sino que 
han tenido lugar más de una vez, como indica la mayoría de víctimas-supervivientes, 
tanto a manos de su pareja actual (75% de ellas) como de parejas pasadas (82,5% 
de ellas).



2
0

0
3

0

20

40

60

80

2
0

0
4

2
0

0
5

2
0

0
6

2
0

0
7

2
0

0
8

2
0

0
9

2
0

10

2
0

11

2
0

12

2
0

13

2
0

14

2
0

15

2
0

16

2
0

17

2
0

18

2
0

19

2
0

2
0

2
0

2
1

71 72 5
7

6
9

71 76 5
7

73 6
2

51 5
4

5
5

6
0

4
9

5
0

5
3

5
6

4
9

4
8

Estrategia Estatal para combatir 
las violencias machistas 2022–2025

Parte ii
Contextualización

93

Gráfico 1. Evolución del número de mujeres asesinadas por violencia de género 2003-2021

69 Fórmula extrapolación de la Macroencuesta 2019: ‘% que afirman haber sufrido violencia física de la 
pareja o expareja x ‘total mujeres de 16 o más años a 1 de enero de 2019 según datos del Padrón del INE 
(20.404.897)’. Las extrapolaciones se hacen sobre el total de mujeres (y no sobre el total de mujeres con 
pareja) ya que los datos del Padrón no ofrecen el número de mujeres que han tenido pareja. (DGVG, 2020a)

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Portal Estadístico de la DGVG 

El 8,9% de las mujeres residentes en España  de 16 o más años ha sufrido violencia 
sexual de una pareja o expareja y un 7,5% ha sido violada por una pareja o expareja 
(DGVG, 2020a). Según la inferencia a la población69, serían 1.810.948 mujeres de 
16 o más años las que han sido víctimas de violencia sexual en la pareja o expareja 
en España.

No obstante, es difícil medir el alcance real ya que habitualmente algunas 
agresiones sexuales son normalizadas por producirse en este ámbito. El 
informe sobre Percepción social de la violencia sexual (DGVG, 2018) muestra 
que, aunque la gran mayoría de personas está en desacuerdo con la afirmación 
“cuando un hombre presiona a su pareja para mantener relaciones sexuales, esto 
no puede llamarse violación” – 75,9% de las mujeres y 67,4% de los hombres – un 
27,7% de los hombres y un 18,9% de las mujeres no considera como violación que 
un hombre presione a su pareja para mantener relaciones sexuales.

Los resultados de la propia Macroencuesta 2019 pone en relevancia que las 
mujeres citan en mayor medida haber sufrido por parte de una pareja o expareja  

Violencia sexual

En 38 de los 48 casos no existía una denuncia previa. En 10 casos sí existía una 
denuncia previa, todas interpuestas por la propia víctima. De estos 10 casos en 
los que se había interpuesto una denuncia únicamente consta la solicitud de 
medidas de protección en favor de la víctima en 5 de ellos, de las que 4 fueron 
finalmente adoptadas.

En 6 de los casos que contaban con medidas de alejamiento el agresor quebrantó 
la orden, este quebrantamiento se produjo en tres de los casos con oposición de 
la víctima
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El maltrato psicológico es el menos visible dentro de la violencia de género. 
Por un lado, por la falta de identificación de ciertos comportamientos como 
violencia al adquirir éstos una gran sutileza y estar enmascarados como 
conductas socialmente consideradas como “amor romántico” (como los celos, 
la posesión o el control). Y, por otro lado, por las dificultades para objetivar y 
demostrar la violencia psicológica ya que ésta no deja marcas o magulladuras 
visibles. Sin embargo, se trata de una violencia que “deteriora gravemente la 
estabilidad emocional de la mujer, dañando su autoestima, su personalidad y su 
salud” como señala el Estudio sobre el tiempo que tardan las mujeres víctimas 
de violencia de género en verbalizar su situación (DGVG, 2019).

la obligación a mantener relaciones sexuales no deseadas (señalado por un 
6,5% de las mujeres residentes en España mayores de 16 años), tocamientos en 
las partes íntimas – genitales o pecho – no consentidos (5,2%) y el mantenimiento 
de relaciones sexuales por miedo a la reacción de su pareja si se negaba (5%). 

Los episodios de violencia sexual en la mayoría de casos no son agresiones 
puntuales sino reiteradas en el tiempo. El 86% y el 88,8% de las mujeres víctimas 
de violencia sexual de su pareja actual y de parejas pasadas, respectivamente, ha 
sufrido esta violencia en más de una ocasión.

Fuente: Elaboración propia a partir de la Macroencuesta de Violencia contra la Mujer 2019 (DGVG, 2020a)

Ilustración 2. Principales datos sobre violencia sexual en la pareja/expareja (Macroencuesta 2019)

mujeres residentes en 
España < de 16 años
ha sufrido una violación por parte 
de su pareja actual o pasada

7,5%

(% mujeres que han sufrido v.sexual)

Prevalencia de la violencia sexual

Tipo de violencia sexual

mujeres residentes en 
España ≥ de 16 años
*1.810.948 mujeres

% mujeres residentes en 
España ≥ 16 años

0% Una vez

Pareja actual Parejas pasadas

8,9%

6,5%

Frecuencia de la violencia sexual

Obligadas a 
mantener 
relaciones 
sexuales 
no 
deseadas

5,2%
Tocamiento
s en las 
partes 
íntimas no 
consentidos

5,0%
Ha 
mantenido 
relaciones 
sexuales 
por miedo a 
la respuesta

25%

50%

75%

100%

Más de una vez

10,0% 11,1%

86,2%
88,8%

Violencia psicológica emocional y de control
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Los insultos o hacer sentir mal a la víctima es la manifestación de la violencia 
psicológica que afecta proporcionalmente a más mujeres, como señala un 
19,8%. 

Entre sus diferentes manifestaciones destaca la insistencia del agresor en saber 
dónde se encuentra la víctima en cada momento, que ha afectado a un 16,7%.

El estudio sobre Percepción social de la Violencia de Género (DGVG, 2014) 
mostraba que existe un menor consenso social sobre la punibilidad de algunos 
tipos de violencia psicológica en comparación al resto de violencias. Además, 
conductas como mantener constantes discusiones, gritar a los hijos e hijas 
o controlar los horarios de la pareja son considerados aceptables en algunas 
circunstancias por el 29% (en los dos primeros casos) y el 19% (en el caso del 
control) de la sociedad (mujeres y hombres).

La mayoría de víctimas señalan que han sufrido esta violencia más de una vez 
(DGVG, 2020a). El 91,3% de parejas pasadas y el 84,3% de la pareja actual, en el 
caso de la violencia psicológica emocional. En el caso de la violencia de control, el 
52,9% de las víctimas de parejas pasadas había sufrido esta violencia de manera 
frecuente; mientras que el 78,2% de las agredidas por su parte de su pareja actual 
señala que los episodios han tenido lugar algunas veces.

La Macroencuesta 2019 también reseña datos sobre el miedo a la pareja/expareja 
como otra forma de violencia psicológica, cuya prevalencia es del 13,9% sobre las 
mujeres residentes en España mayores de 16 años. 

70 Fórmula extrapolación de la Macroencuesta 2019: ‘% que afirman haber sufrido violencia física de la 
pareja o expareja x ‘total mujeres de 16 o más años a 1 de enero de 2019 según datos del Padrón del INE 
(20.404.897)’. Las extrapolaciones se hacen sobre el total de mujeres (y no sobre el total de mujeres con 
pareja) ya que los datos del Padrón no ofrecen el número de mujeres que han tenido pareja. (DGVG, 2020a)

En términos generales la violencia psicológica afecta a un porcentaje de mujeres 
mayor que las otras manifestaciones de violencia, especialmente la violencia 
emocional y de control; es la menos visible de todas y la que menor consenso 
despierta sobre su punibilidad. De hecho, la Macroencuesta 2019 indica que hasta 
un 96,6% de las mujeres que han sufrido violencia física y/o sexual también se 
han visto también sometidas a violencia psicológica. 

El 23,2% de las mujeres residentes en España de 16 o más años han han sufrido 
violencia psicológica emocional y el 27% violencia psicológica de control (DGVG, 
2020a). La extrapolación70 de estos porcentajes muestra que estas violencias 
habrían afectado a 4.744.106 y 5.500.704 mujeres respectivamente.
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A pesar de su importancia, existe aún una minusvaloración social de la misma. 
Diferentes estudios ponen de relieve la ausencia de una definición más concreta 
en Ley Orgánica 1/2004, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 
Género, no define este concepto, “lo cual plantea un grave problema, sobre todo 
a la hora de intentar definir las conductas subsumibles en el tipo penal” (Perela 
Larrosa, 2010: 353). Al mismo tiempo, en ocasiones existen discrepancias en las 
estimaciones de evaluación psicológica forense y la aplicación de la perspectiva 
de género de las valoraciones de las víctimas-supervivientes71. 

71 Véase desde diferentes perspectivas disciplinarias: Marín Torices; M.I. (2017), Arce Fernández, R.,  Fariña 
Rivera, F., Vilariño Vázquez, M. (2015), Ferrer-Pérez, V. A. y Bosch-Fiol, E. (2019); Pujal Llombart, M. y Amigot 
Leache, P. (2010). Véase también la polémica, por ejemplo, en el caso sobreseído en la Audiencia Provincial de 
Asturias (2017-2020) por delito de odio interpuesta por Abogadas para la Igualdad y Women’s Link Worldwide. 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Macroencuesta de Violencia contra la Mujer 2019 (DGVG, 2020a)

Ilustración 3. Principales datos sobre violencia emocional y de control en la pareja/expareja 
(Macroencuesta 2019)

(% mujeres que han sufrido v.emocional)

Prevalencia de la violencia emocional
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(% mujeres que han sufrido v.de control)

Prevalencia de la violencia de control
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España ≥ de 16 años
*5.500.704 mujeres
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0% Una vez
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https://www.lavanguardia.com/local/asturias/20171129/433286498529/womens-link-y-abogadas-para-la-igualdad-se-querellan-contra-un-psicologo-forense-por-delitos-de-odio-hacia-mujeres.html
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No obstante, hay que señalar la ausencia de datos que recojan mejor la 
explotación económica de las mujeres, que sería el polo opuesto de la actual 
medición. Lo mismo ocurre respecto al sabotaje laboral, es decir, las conductas 
disruptivas que interfieren a propósito en el desempeño laboral o la asistencia 
al puesto de trabajo. 

La violencia económica tiene como objeto incrementar el control sobre las 
mujeres y generar en la víctima una mayor dependencia del agresor. Esta tipología 
ejercida por parte de la pareja/expareja tiene una prevalencia sobre las mujeres 
residentes en España mayores de 16 años del 11,5% (según la Macroencuesta 
2019), estimándose que ha afectado a 2.350.684 mujeres en España72. 

Entre sus manifestaciones destaca la de impedir que la mujer participe en la 
economía familia o que realice compras de forma independiente, que afirma haber 
sufrido un 7,5% mujeres. El 6,3% de las mujeres señala que su pareja o expareja 
se ha negado a darle dinero para gastos del hogar y a casi el 5% le han impedido 
estudiar o trabajar fuera del hogar. 

El 67,7% de las mujeres víctimas de esta violencia en la relación actual señala que 
ha tenido lugar algunas veces, mientras que el 58,9% de las mujeres que sufrieron 
esta violencia en relaciones pasadas afirman que los incidentes de este tipo se 
producían de manera frecuente.

Se ha considerado igualmente que el impago de pensiones de alimentos, o la 
contribución correspondiente al cuidado de hijos e hijas o personas dependientes 
en común, forma parte de las manifestaciones de la violencia económica por parte 
de las exparejas (Domínguez Martínez, 2011).

Violencia económica

72 Fórmula extrapolación de la Macroencuesta 2019: ‘% que afirman haber sufrido violencia física de la pareja o 
expareja x ‘total mujeres de 16 o más años a 1 de enero de 2019 según datos del Padrón del INE (20.404.897)’. 
Las extrapolaciones se hacen sobre el total de mujeres (y no sobre el total de mujeres con pareja) ya que los 
datos del Padrón no ofrecen el número de mujeres que han tenido pareja. (DGVG, 2020a).
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Las y los menores de edad pueden ser víctimas de diferentes formas de violencia 
machista. Se ha considerado que esta es una forma de violencia vicaria. 

De forma implícita, se produce al ver cómo su padre maltrata a su madre, con el 
riesgo añadido de que se extienda a ellos. Y de forma explícita, cuando el agresor 
infringe directamente la violencia sobre estos con la intención de hacer sufrir a su 
madre, cuando la violencia ejercida sobre la madre se extiende también a estos. 

De acuerdo con el “Protocolo común para la actuación sanitaria ante la violencia 
de género 2012” (MSSI, 2012: 33), las consecuencias de la violencia en los hijos e 
hijas de las mujeres que son víctimas, afectan a diferentes áreas: física, emocional, 
cognitiva, conductual y social y pueden tener efectos a corto, medio y largo plazo.
 
Según la Macroencuesta 2019 (DGVG, 2020a) el 54,1% de las mujeres víctimas de 
VFSEM (violencia física, sexual, emocional o miedo) por parte de su pareja y que 
tenían hijas/os cuando se produjeron las agresiones, afirman que sus hijos e hijas 
presenciaron o escucharon los episodios de violencia. El 60,6% de las mujeres 
víctimas de violencia sexual o física y que tenían hijas/os cuando se produjeron 
las agresiones, señala que sus hijas/os presenciaron o escucharon los episodios 
de violencia. El 77,1% de las mujeres víctimas de VFSEM en parejas pasadas y el 
59,2% de las mujeres víctimas de VFSEM de la pareja actual que tenían hijos/as 
en el momento en que tuvieron lugar los episodios de violencia, indica que sus 
hijas/os eran menores cuando se produjo la violencia. Considerando las mujeres 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Macroencuesta de Violencia contra la Mujer 2019 (DGVG, 2020a)

Ilustración 4. 
Principales datos sobre violencia económica en la pareja/expareja (Macroencuesta, 2019)

(% mujeres que han sufrido v.económica
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Violencia vicaria en niñas y niños e impacto en menores de edad
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Los y las menores de edad que viven en los hogares en los que existe violencia de 
género acaban padeciendo de forma directa o indirecta esa violencia (Cordero, 
G. y Soler, C., 2020). Con independencia del nivel de exposición a los episodios 
de violencia las y los menores experimentan consecuencias psicológicas como 
respuesta a vivir estas experiencias traumáticas a una temprana edad. Lo anterior 
ha sido recogido en el Protocolo común para la actuación sanitaria ante la 
violencia de género (Consejo Interterritorial del SNS, 2012). Estas consecuencias 
psicológicas se pueden manifestar con:

-	 Problemas escolares: como alteraciones en la concentración, en la atención o 
bajo rendimiento escolar.

-	 Dificultades en la socialización: como conductas de aislamiento, inseguridad o, 
por el contrario, expresiones de agresividad.

-	 Estrés postraumático: insomnio, pesadillas, ansiedad, fobias, episodios 
disociativos, etc.

-	 Sintomatología afectiva: tristeza, llanto, anhedonia, aislamiento, etc.

La orfandad es otra de las consecuencias a la que se ven expuestos los y las 
menores en los casos de violencia de género más extremos. Desde 2013, la 
violencia de género ha dejado 365 menores huérfanas/os hasta el 14 de noviembre 
de 2022. 

que han sufrido VFSEM de alguna pareja actual o pasada, que tenían hijos/as 
en el momento de los episodios de violencia, que responden que sus hijos/as 
presenciaron o escucharon la violencia contra la madre, y que estos eran menores 
de edad, el 51,7% afirma que los hijos/as también fueron víctimas directas de la 
violencia a manos del mismo agresor de su madre

De acuerdo con las estimaciones de esta fuente, 265.860 menores73 viven en 
hogares en los que la mujer entrevistada ha sido o es víctima de violencia física o 
sexual por parte de alguna pareja (actual o pasada). Las cifras son más elevadas 
cuando se habla de violencia psicológica, situación a la que se ven expuestos 
hasta 1.650.095 menores (1.293.169 son hijas/os menores de la mujer y 356.926 
son otros menores que viven en el mismo hogar que la víctima).

Según el Informe Violencia de Género: en niños, niñas y adolescentes (Fundación 
ANAR, 2018) durante 2018 recibieron a través del Teléfono ANAR de atención a 
la infancia 21.952 llamadas de orientación general relacionadas con violencia de 
género, 2.770 consultadas especializadas y atendieron un total de 1.868 casos 
de violencia de género. De las 2.770 llamadas de orientación especial, el 84% 
relataban violencia de género en el entorno familiar.

73 En el estudio de la Macroencuesta 2019 se señala que estos cálculos son una aproximacióny que los 
resultados deben interpretarse con cautela ya que la encuesta está dirigida a mujeres y no a los menores, 
por lo que las extrapolaciones sobre los menores que viven en hogares en los que hay violencia de género se 
realizan de forma indirecta, lo que puede restar fiabilidad a los resultados.
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De acuerdo con los estudios realizados, la violencia de género en la sociedad tiene 
unos elevados costes simbólicos y de recursos. Además, tiene secuelas de larga 
duración entre las mujeres víctimas-supervivientes. Se pueden diferenciar los 
siguientes tipos de consecuencias: sociales y económicas, psicológicas y físicas.

De acuerdo con el Protocolo común para la actuación sanitaria ante la violencia 
de género, aprobado en 2012 por el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional 
de Salud, dichas consecuencias, en la salud, pueden sintetizarse del siguiente 
modo:

Como se mencionó en el caso de las mujeres, el lado más extremo de esta violencia 
son los asesinatos, que también sufren estos y estas menores de edad. 

La DGVG registra el número de menores víctimas mortales en casos de violencia 
de género contra su madre desde 2013. Según los últimos datos74, en España 48 
menores han sido asesinados por violencia de género hasta el 14 de noviembre 
de 2022. El año 2017 con 8 asesinatos de menores y 2015, 2018 y 2021, en los 
tres casos con 7 menores víctimas mortales, son los años con mayor índice de 
asesinatos de menores en casos de VG desde que se estableciera el registro oficial. 

Consecuencias de la violencia de género

- Muerte (por homicidio, suicidio, etc.)

Consecuencias fatales

- Lesiones diversas: contusiones, traumatismos, heridas, quemaduras, etc., que pueden producir 
discapacidad

- Deteriopro funcional
- Síntomas físicos inespecíficos (por ejemplo cefaleas)
- Peor salud

Consecuencias en la Salud Física

- Dolor crónico
- Síndrome del intestino irritable
- Otros trastornos gastrointestinales
- Trastornos del sueño
- Discapacidades

Consecuencias en condiciones crónicas de salud

- Por relaciones sexuales forzadas: pérdida de deseo sexual, trastornos menstruales, enfermedades de 
transmisión sexual incluida la infección por el VIH, sangrado y fibrosis vaginal, dispareunia, dolor pélvico 
crónico, infección urinaria, cancer de cervix, embarazo no deseado

- Por maltrato durante el embarazo: embarazo de alto riesgo, mayor mortalidad materna, anemia, hemorragia 
vaginal, amenaza del aborto, aborto, muerte fetal, parto prematuro, bajo peso al nacer, mayor mortalidad 
perinatal

Consecuencias en salud sexual y reproductiva

- Depresión
- Ansiedad
- Trastorno por estrés postraumático
- Trastornos de la conducta alimentaria (anorexia, bulimia)
- Trastorno psicopatológicos
- Intento de suicidio, autolesiones
- Abuso de alcohol, drogas y psicofármacos
- Dependencia psicológica del agresor (Síndrome de Estocolmo)

Consecuencias en salud psíquica

- Aislamiento social
- Pérdida de empleo
- Absentismo laboral
- Disminución del número de días de vida saludable
- Cambio de domicilio y/o ciudad forzado por la necesidad de protegerse

Consecuencias en la salud social

74 Datos de la DGVG que se pueden extraer de su portal estadístico: http://estadisticasviolenciagenero.
igualdad.mpr.gob.es/
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En cuanto al tipo de lesión, el 40,4% de las víctimas de violencia física o sexual ha 
sufrido cortes, rasguños, moratones o dolores.

El 48,2% de las mujeres que han sufrido VFSEM en la pareja reconoce que han 
tenido consecuencias psicológicas, porcentaje que se eleva hasta el 74,7% en 
el caso de las mujeres víctimas de esta violencia a manos de parejas pasadas. 
La pérdida de autoestima (señalada por el 50,8% de las mujeres que han sufrido 
VFSEM), desesperación o sensación de importancia (39,4%) o problemas de sueño 
o alimentación (38,6%) son tres de las consecuencias psicológicas que afectan a 
una proporción mayor de mujeres que han sufrido violencia en la pareja. 

Entre las consecuencias derivadas de la VFSEM un 15,6% de las mujeres víctimas 
señala que no han podido acudir a su lugar de estudio o trabajo debido a los 
episodios de violencia, porcentaje que asciende hasta el 21% en el caso de las 
víctimas de violencia física y/o sexual.

La Macroencuesta (DGVG, 2020a) presta especial atención a las consecuencias 
de la violencia en la pareja/expareja, la denuncia o búsqueda de ayuda y cómo la 
violencia afecta a las y los menores entre otros aspectos. Este análisis se realiza 
únicamente sobre las mujeres que reconocen haber sufrido violencia75 física, 
sexual, emocional o de miedo (VFSEM) en la pareja a lo largo de su vida.

En cuanto a las lesiones provocadas por la violencia, un 46,6% de las mujeres 
víctimas de violencia física o sexual en la pareja señalan haber tenido algún tipo 
de lesión física como consecuencia. 

- Muerte (por homicidio, suicidio, etc.)

Consecuencias fatales

- Lesiones diversas: contusiones, traumatismos, heridas, quemaduras, etc., que pueden producir 
discapacidad

- Deteriopro funcional
- Síntomas físicos inespecíficos (por ejemplo cefaleas)
- Peor salud

Consecuencias en la Salud Física

- Dolor crónico
- Síndrome del intestino irritable
- Otros trastornos gastrointestinales
- Trastornos del sueño
- Discapacidades

Consecuencias en condiciones crónicas de salud

- Por relaciones sexuales forzadas: pérdida de deseo sexual, trastornos menstruales, enfermedades de 
transmisión sexual incluida la infección por el VIH, sangrado y fibrosis vaginal, dispareunia, dolor pélvico 
crónico, infección urinaria, cancer de cervix, embarazo no deseado

- Por maltrato durante el embarazo: embarazo de alto riesgo, mayor mortalidad materna, anemia, hemorragia 
vaginal, amenaza del aborto, aborto, muerte fetal, parto prematuro, bajo peso al nacer, mayor mortalidad 
perinatal

Consecuencias en salud sexual y reproductiva

- Depresión
- Ansiedad
- Trastorno por estrés postraumático
- Trastornos de la conducta alimentaria (anorexia, bulimia)
- Trastorno psicopatológicos
- Intento de suicidio, autolesiones
- Abuso de alcohol, drogas y psicofármacos
- Dependencia psicológica del agresor (Síndrome de Estocolmo)

Consecuencias en salud psíquica

- Aislamiento social
- Pérdida de empleo
- Absentismo laboral
- Disminución del número de días de vida saludable
- Cambio de domicilio y/o ciudad forzado por la necesidad de protegerse

Consecuencias en la salud social

Fuente: Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, 2012, páginas 32-33.

75 La Macroencuesta excluye en este filtro también a las mujeres que reconocen haber sufrido violencia de 
control o económica sin ningún otro tipo de violencia asociado debido a que en el estudio piloto previo a la 
Macroencuesta las preguntas sobre denuncia y ayuda recibida generaban mucha confusión entra éstas.
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El análisis del estado de la salud evidencia que las mujeres que han sufrido algún 
tipo de violencia tienen peor estado de salud que las mujeres que no han sufrido 
violencia. Entre los síntomas de mala salud un 46,4% de las mujeres víctimas de 
violencia física o sexual asegura que ha sufrido insomnio o falta de sueño con 
frecuencia, el 44,9% ha tenido ansiedad o angustia y el 43,3% ha experimentado 
cambios de ánimo frecuentes después de sufrir violencia física o sexual. 

Finalmente, los pensamientos de suicidio también son más frecuentes entre 
las mujeres víctimas de violencia, hasta un 18,5% de las mujeres que han sufrido 
violencia en la pareja y un 25,5% de aquellas que han sido víctimas de violencia 
física o sexual han tenido pensamientos de suicidio en algún momento de su vida, 
frente al 4,7% de las mujeres residentes en España de 16 o más años que no han 
sufrido violencia en la pareja.

La OMS considera el maltrato como uno de los factores de riesgo importantes a 
estudiar en el abordaje de la prevención del suicidio. Así lo indica la Confederación 
de Salud Mental (2018) en el informe sobre el estado de los Derechos Humanos 
de las personas con trastorno mental en España, donde señala que la violencia 
de género es un factor precipitante del suicidio y que podría ser la causa del 
25% de los intentos de suicidio de las mujeres en España. 
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Las consecuencias acumuladas a lo largo del tiempo dificultan la ruptura con 
los agresores, y la búsqueda de ayuda. A ello contribuye la estigmatización del 
fenómeno, además de la falta de recursos, su accesibilidad y las situaciones de 
revictimización cuando se acceden a ellos. 

Existen pocos datos sobre los procesos de búsqueda de ayuda o ruptura de 
las relaciones con hombres violentos. Algunas investigaciones como la de 
Damonti y Amigot (2021) apuntan a que los factores que dificultan este proceso 
varían en función de la situación de integración o exclusión social en la que 
se hallan las mujeres. De esta forma, la dependencia económica y los factores 
materiales (ausencia de recursos económicos, alternativas residenciales, apoyos 
socioemocionales, etc.) tienen un mayor peso en situaciones de precariedad y 
exclusión. Frente a ello, los factores de carácter simbólico y subjetivo (la importancia 
de tener pareja, miedo a la soledad, el fracaso, dependencia psicoemocional, 
sentimientos de vergüenza), pueden cobrar más importancia en contextos de 
integración (Damonti y Amigot, 2021).

Un indicador que facilita la demanda de información es el número de llamadas 
al teléfono gratuito y confidencial 016. Se trata de un servicio de información, 
asesoramiento jurídico y atención psicosocial especializado que desde el año 2021 
atiende todas las formas de violencia contra las mujeres (previamente solamente 
en la pareja o expareja). La titularidad es del Ministerio de Igualdad, a través de 
la Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género. El canal principal de 
atención es la vía telefónica, pero también se realiza atención online, vía WhatsApp 
y chat. 

Desde 2007 y hasta el 30 de septiembre de 2022, el Servicio 016 ha registrado un 
total de 1.112.245 llamadas pertinentes. El año con mayor número de llamadas 
pertinentes hasta el momento ha sido 2021, con 87.307 llamadas, seguido de 
2016, en el que se recibieron 85.318 llamadas. El aumento de llamadas en el año 
2021 está relacionado con un hito importante que tiene lugar en nuestro país: es 
el año en el que el 016 comienza a atender todas las formas de violencia contra las 
mujeres, avanzando en el cumplimiento del Convenio de Estambul.  

La búsqueda de ayuda e información

 Datos del sistema público de protección y atención a la  violencia 
 de género
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No todas las víctimas-supervivientes denuncian a su agresor, ni acuden a los 
canales oficiales de información y atención a las víctimas, ello se debe a diferentes 
motivos. Algunos están relacionados con la accesibilidad y universalidad de 
los dispositivos de ayuda, el miedo a la revictimización, y otros con las propias 
preferencias subjetivas de las víctimas, que están relacionadas con la concepción 
de las violencias machistas como delito o no y, por tanto, dependen de la 
subjetividad de las mujeres como sujetos de derecho (Franco, Guilló y Nuño, 2010).

El análisis según la persona que efectúa la llamada indica que son generalmente 
las propias víctimas las que se ponen en contacto con el servicio 016. En el 
cómputo global de llamadas (2007-2021) el 71,4% fueron realizadas por la propia 
mujer, seguido de un 24,9% de las llamadas realizadas por familiares o personas 
cercanas a la víctima y un 2,9% por otras personas. 

En 2021, del total de 87.307 llamadas pertinentes, el 70,3% fueron realizadas 
por las propias mujeres víctimas de VG y un 22,8% por familiares o personas 
allegadas.

De acuerdo con la Macroencuesta 2019 entre las mujeres que no denunciaron, 
los motivos para no hacerlo señalados por mayor proporción de mujeres fueron 
que “lo resolvió sola”, “se separó/terminó la relación (solo en el caso de violencia 
de parejas pasadas)” o consideraron que “tuvo muy poca importancia/no era 
lo suficientemente grave/no era necesario/no lo consideró violencia”. Resulta 
relevante destacar que, entre los casos de violencia física o sexual, un 11,6% 
y un 10,6% de las mujeres víctimas señalan la vergüenza y el miedo al agresor, 
respectivamente, como las razones por las que no denunciaron. En este sentido 
puede apreciarse la desconfianza hacia el sistema de protección.

Fuente: Portal Estadístico de la DGVG (DGVG, 2021c). 

Gráfico 2. Número de llamadas al 016
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La denuncia al agresor por parte de la víctima-superviviente se ha presentado 
“como uno de los indicadores clave con los que se podría medir la solución de la 
violencia de género a partir de su contabilización en el sistema judicial” (Guilló, 
2018: 584). No obstante, es un indicador que ayuda a entender la confianza en las 
instituciones policiales y judiciales, y no un indicador de prevalencia. Las últimas 
estadísticas  sobre denuncias en materia de violencia en la pareja/expareja contra 
mujeres (DGVG, 2021c) muestran que desde 2009 y hasta el 30 de junio de 2022 
se han registrado un total de 1.959.035 denuncias en España. 

1.292.368 de las denuncias fueron presentadas por atestados policiales con 
denuncia de la víctima, 282.088 por atestados policiales mediante intervención 
directa policial y 201.344 con parte de lesiones. 

Datos sobre el empleo del sistema judicial

76 Datos del Portal estadístico DGVG
77 Véase la evolución de datos sobre las denuncias en el CGPJ, y que también proporciona la DGVG en su portal 
de estadísticas y en los informes del Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer. Véase esta cuestión 
también en el “Estudio sobre el programa público de teleprotección móvil para víctimas de violencia de 
género y sobre las causas por las que algunas víctimas de violencia de género no denuncian” (DGVG, 2010); y 
el análisis de Alemany Rojo (2015), Daza Bonachela 2020 y Guilló 2018, entre otras.

Sólo en 2021 se registaron 162.848 denuncias por violencia de género. La 
distribución porcentual de las denuncias según el origen (quién las presenta) 
es similar al cómputo global que se observa en el párrafo anterior, con un ligero 
incremento en el porcentaje de denuncias presentadas por la víctima mediante 
atestado policial (71,5%) y un notable descenso en el porcentaje de denuncias 
presentadas directamente por la víctima (1,4%).

Con el paso de los años, las cifras en torno a las denuncias (incremento, disminución, 
desistimiento, retirada) han sido objeto de preocupación social e institucional. A 
ello le ha acompañado la presencia en algunos momentos de discursos sociales 
de desconfianza a la centralidad de este indicador en la lucha contra la violencia 
de género77. No obstante, es necesario contextualizar las denuncias por violencia 
de género frente a las estimaciones del alcance de esta violencia, ya que los casos 
en los que se denuncia o se recurre a ayuda formal son solo una parte del total de 
mujeres que sufren violencia. 

Según la Macroencuesta 2019 (DGVG, 2020a), el porcentaje de denuncia es muy 
reducido frente al total de mujeres que afirman haber sufrido violencia. Sólo el 
5,4% de las mujeres víctimas de VFSEM a manos de su pareja actual denuncia 
estos episodios en la policía o el juzgado. El porcentaje asciende hasta el 25% 
cuando el agresor es una pareja pasada y es mayor cuando se atiende sólo a los 
casos de violencia física o sexual de alguna pareja actual o pasada, entre los 
que alcanza el 32,1%. A pesar de ello, las mujeres que visibilizan formalmente la 
violencia sufrida siguen siendo una minoría
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El tiempo que transcurre desde que se produce la violencia hasta que una víctima 
denuncia lo sucedido también es relevante. (DGVG, 2019). Hay diferentes factores 
explicativos:

-	 El tiempo medio que transcurre antes de interponer una denuncia aumenta 
conforme lo hace la edad de las víctimas, de modo que este lapso de tiempo 
entre violencia y denuncia alcanza su cota más alta entre las mujeres mayores 
de 65 años.

-	 La existencia de hijas o hijos también influyen en el tiempo que transcurre hasta 
denunciar. 

-	 La situación laboral de la mujer también influye en la verbalización de la violencia

-	 El miedo es la razón principal por la que la víctima tarda más tiempo en pedir 
ayuda o denunciar.

-	 El mal estado psicológico al que se ven sometidas las mujeres que sufren 
violencia de género es el principal motivo para pedir ayuda o denunciar la 
violencia sufrida, como señala un 54% de mujeres víctimas entrevistadas para 
el estudio (DGVG, 2019).

77 Véase la evolución de datos sobre las denuncias en el CGPJ, y que también proporciona la DGVG en su portal 
de estadísticas y en los informes del Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer. Véase esta cuestión 
también en el “Estudio sobre el programa público de teleprotección móvil para víctimas de violencia de 
género y sobre las causas por las que algunas víctimas de violencia de género no denuncian” (DGVG, 2010); y 
el análisis de Alemany Rojo (2015), Daza Bonachela 2020 y Guilló 2018, entre otras.

Según la Macroencuesta (DGVG, 2020a), entre las mujeres que pusieron en 
conocimiento de la Policía o la Guardia Civil alguno de los episodios de violencia 
sufridos la satisfacción con la atención prestada es mayoritaria, pero un 
25,1% de las víctimas de VFSEM a manos de parejas pasadas señalan que están 
bastante o muy insatisfechas con el trato recibido. Algunos de los motivos más 
mencionados por estas son que les hicieron sentir culpables, no se sintieron 
protegidas o a salvo o no recibieron la información suficiente sobre los recursos 
de apoyo y las opciones de ayuda existentes a su disposición. Estos son ejemplos 
de revictimización o violencia institucional.

El Informe sobre Violencia de Género. Año 2020 del Consejo General del Poder 
Judicial (CGPJ, 2021a) muestra las principales cifras sobre los procedimientos de 
VG registrados por el CGPJ en 2020 según órgano jurisdiccional. A continuación, 
se proporcionan los datos más relevantes.
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78 Datos referidos tanto a los Juzgados exclusivos de Violencia sobre la Mujer (106) como a los que 
compatibilizaron en el conocimiento de esta materia con otras, en número de 370
79 Referido a delitos leves y a sentencias por delito dictadas de conformidad. Las absoluciones, por ello, van 
referidas a delitos leves, ya que la sentencia de conformidad es siempre de condena. Informe Trimestral sobre 
violencia de género (CGPJ, 2021). 
80 Cada resolución puede incorporar más de una medida.

Juzgados de Violencia sobre la Mujer (JVM)78:

En total se contabilizan 18.662 personas enjuiciadas79  y 16.446 personas 
condenadas  por VG en los JVM de las que el 99,6% y el 88,2%, respectivamente, 
eran hombres. Según nacionalidad se observa que el 73,3% de las personas 
enjuiciadas y el 72,1% de las personas condenadas tienen nacionalidad española.

La forma de terminación en el 39,17% de los casos registrados en los JVM 
fue el sobreseimiento provisional, al que siguen “otras” formas de terminación 
(22,69% de los casos) y la elevación al órgano competente (en el 21,4%).

Entre los 35.860 denunciados, el 67,3% eran hombres de nacionalidad española 
y el 32,7% restante eran hombres extranjeros.

La relación de parentesco más común entre víctima y agresor es la ex relación 
afectiva (37,8% de los casos), seguida de la relación afectiva (32,2% de los 
casos), cónyuges en el 19% de los y excónyuges en el 10,9% restante.

Entre las 61.680 medidas judiciales de protección penales derivadas de 
las Órdenes de Protección y de otras medidas cautelares (de seguridad y 
protección)80, 45.213 (el 73%) han sido acordadas en el ámbito de la Orden de 
Protección (OP) y 16.467 (el 27%) como medidas cautelares (MC). El 69,98% de 
las medidas penales consistieron en una orden de alejamiento, el 67,54% en la 
prohibición de la comunicación y sólo el 3,04% resultaron privativas de libertad.
Por otro lado, de las 15.388 medidas judiciales de protección civiles derivadas 
de las Órdenes de Protección y de otras medidas cautelares (de seguridad y 
protección) el 94% han sido acordadas en el ámbito de la OP y el 6% como MC. 
El 20,12% de las medidas civiles se corresponde con la prestación de alimentos, 
seguido del 16,59% de atribución de la vivienda y únicamente el 3,01% de las 
medidas civiles de 2020 conlleva la suspensión del régimen de visitas.

En los Juzgados de Guardia, se registró un total de 6.764 órdenes solicitadas 
durante 2020, de las que el 77% fueron acordadas y el 23% denegadas. Entre las 
víctimas de las Órdenes de Protección solicitadas en los Juzgados de Guardia 
el 99% eran mujeres mayores y el 1% menores de edad. Según nacionalidad, el 
70% de las órdenes fueron solicitadas por mujeres con nacionalidad española y 
el 30% restante por mujeres con otra nacionalidad. De los 6.764 denunciados, 
el 69% eran hombres españoles y el 31% hombres extranjeros.
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Juzgados de lo Penal (Procesos de VG)
Los procedimientos de VG en los Juzgados de lo Penal durante 2020 se 
distribuyen de la siguiente manera: 26.551 ingresados (11.413 diligencias 
urgentes); 554 procedimientos reabiertos (199 diligencias urgentes; 23.812 
procedimientos resueltos (10.961 diligencias urgentes); y 18.404 asuntos en 
trámite (4.056 diligencias urgentes).

Entre las formas de terminación de los procedimientos resueltos, el 37,9% 
fue sentencia absolutoria, el 33,4% sentencia condenatoria con conformidad 
y el 24,1% sentencia condenatoria sin conformidad. Del total de sentencias 
dictadas (22.724), el 60,3% resultaron condenatorias.

El 98,18% de las personas enjuiciadas y el 98,9% de las personas 
condenadas eran hombres. Según nacionalidad, el 67,9% de las personas 
enjuiciadas y el 68,5% de las personas condenadas tenían nacionalidad 
española.

Audiencias Provinciales. Secciones especializadas en Violencia de Género
Los procedimientos en Única Instancia de VG de las Audiencias Provinciales 
se distribuyen de la siguiente forma: 408 registrados, 36 reabiertos o 
reiniciados, 351 resueltos y 429 en trámite.

Entre los 351 procedimientos resueltos, la forma de terminación en el 69,2% 
de los casos fue la sentencia condenatoria. 

El 99% de las personas enjuiciadas y el 98,7% de las personas condenadas 
eran hombres. Según nacionalidad, el 68,75% de las personas enjuiciadas y el 
69,7% de las personas condenadas tenían nacionalidad española.

Datos sobre el sistema de seguridad y de protección social

El requerimiento de la denuncia policial o judicial ha sido uno de los requisitos 
de acceso a algunos derechos de las víctimas y al reconocimiento público de las 
mismas. 

De acuerdo con lo establecido en el artículo 2 del Real Decreto 1369/2006, de 
24 de noviembre, por el que se regula la renta activa de inserción, pueden 
ser beneficiarias de esta ayuda económica cuando las víctima- supervivientes 
estén desempleadas, sean menores de 65 años y, además de otros requisitos, 
tengan acreditada por la Administración competente la condición de víctima de 
género. Esta acreditación podía ser realizada por la administración autonómica 
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81 El modelo está disponible en la Web de la DGVG. Enlace al documento.

En esta misma línea, se considera un avance en la garantía de los derechos de 
las mujeres la Resolución de 2 de diciembre de 2021, de la Secretaría de Estado 
de Igualdad y contra la Violencia de Género, por la que se publica el Acuerdo de 
la Conferencia Sectorial de Igualdad, de 11 de noviembre de 2021, relativo a la 
acreditación de las situaciones de violencia de género.

Gracias al Acuerdo, las Comunidades Autónomas y las ciudades con estatuto 
de autonomía de Ceuta y Melilla han establecido los procedimientos básicos 
para la acreditación administrativa de las situaciones de violencia de género, 
que tiene eficacia en todo el territorio nacional. Podrá ser solicitada por las 
mujeres víctimas que se encuentren en las siguientes situaciones:

- En proceso de toma de decisión de denunciar.

- El procedimiento judicial haya quedado archivado o sobreseído.

- Tras la interposición de la denuncia, cuando el procedimiento penal esté 
instruyéndose.

El Real Decreto-ley 9/2018, modificó el artículo 23 de la Ley Orgánica 1/2004, 
de 28 de diciembre, ampliando los títulos judiciales habilitantes para acreditar 
la condición de víctima de violencia de género; y, también estableció otros 
“títulos no judiciales habilitantes” para los casos en los que no hay denuncia 
y, en consecuencia, tampoco existe procedimiento judicial abierto. De esta 
forma “También podrán acreditarse las situaciones de violencia de género 
mediante informe de los servicios sociales, de los servicios especializados, o 
de los servicios de acogida destinados a víctimas de violencia de género de la 
Administración Pública competente; o por cualquier otro título, siempre que ello 
esté previsto en las disposiciones normativas de carácter sectorial que regulen 
el acceso a cada uno de los derechos y recursos.”

competente sin necesidad de denuncia. No obstante, es desde abril del año 2019, 
y gracias al Real Decreto-ley 9/2018, de 3 de agosto, de medidas urgentes para el 
desarrollo del Pacto de Estado contra la violencia de género, que ya no es necesaria 
la denuncia para solicitar las ayudas sociales destinadas a las mujeres víctimas 
de violencia de género. Además, existe un modelo común de acreditación de 
la situación de violencia de género a través de un informe de los servicios 
sociales u otros profesionales81.

https://violenciagenero.igualdad.gob.es/informacionUtil/acreditacion/doc/actualizaciones/Modelo_Comun_de_Acreditacion_11-11-21.pdf
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82 Artículo 262 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 
83 Hasta 2014 se computaban únicamente las órdenes de protección solicitadas al amparo del artículo 544 
ter LECrim. A partir del primer trimestre de 2015 se computan tanto éstas como las medidas de protección 
previstas en el artículo 544 bis LECrim.

- Con sentencia condenatoria firme con pena o penas ya extinguidas por 
prescripción, muerte del penado, cumplimiento de la condena, entre otras 
causas, u orden de protección que haya quedado inactiva (las medidas 
impuestas ya no están en vigor), por sentencia absolutoria o cualquier otra 
causa que no declare probada la existencia de la violencia.

- Con denegación de la orden de protección, pero existan diligencias penales 
abiertas.

- Cuando existan antecedentes previos de denuncia o retirada de la misma.

Para la persecución penal del delito sigue siendo necesario que la víctima, 
familiares, servicios públicos82, o cualquier persona que tenga conocimiento de 
dicha situación interpongan una denuncia. 

Las Órdenes de protección son otorgadas, o no, por los juzgados y sí requieren 
de la denuncia. En 2020 se solicitaron a los JVM 35.860 órdenes y medidas de 
protección83, de las que 25.289 fueron adoptadas lo que supone el 70,5% del 
total. El 98,3% fueron solicitadas por mujeres mayores de edad y el 1,7% restante 
por mujeres menores de 18 años. El 70% de las mujeres que solicitaron alguna 
orden o media de protección era de nacionalidad española. 

El Sistema de Seguimiento Integral en los casos de Violencia de Género, conocido 
como Sistema VioGén, depende de la Secretaría de Estado de Seguridad del 
Ministerio del Interior y se encarga de realizar el seguimiento de las mujeres 
víctimas de violencia de género y de sus hijas/os. La evolución del número de 
casos a lo largo de los años ha sido la siguiente: 

En los Juzgados de Guardia se registró un total de 6.764 órdenes solicitadas 
durante 2020, de las que el 77% fueron acordadas y el 23% denegadas. Entre las 
víctimas de las Órdenes de Protección solicitadas en los Juzgados de Guardia 
el 99% eran mujeres mayores y el 1% menores de edad. Según nacionalidad, el 
70% de las órdenes fueron solicitadas por mujeres con nacionalidad española y 
el 30% restante por mujeres con otra nacionalidad.
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84 Datos a 11/11/22 Portal estadístico DGVG, 2021c.
85 De acuerdo con el Código Penal, la Ley Orgánica 1/2004 y el Protocolo de Actuación que lo rige.
86 Datos a 11/11/2022 Portal estadístico DGVG, 2021c.
87 Datos a 11/11/2022. Portal estadístico DGVG. 

 Año

 2013

 2014

 2015

 2016

 2017

 2018

 2019

 2020

 2021

 2022

 Número de casos

 64.068

 52.488

 52.005

 52.635

 54.793

 58.498

 61.355

 63.656

 69.469

 74.424

En cuanto al Servicio Telefónico de Atención y Protección para víctimas de la 
violencia de género (ATENPRO), este presta a las mujeres usuarias una atención 
inmediata e ininterrumpida (24h al día, 365 días al año) ante cualquier eventualidad 
que les pueda sobrevenir, empleando tecnologías móviles y de telelocalización. En 
2010 el número de usuarias activas al finalizar el año era de 8.830, desde entonces 
se ha ido incrementando hasta alcanzar las 16.716 usuarias activas en 2021 y 
17.080 en 202284. No requiere de la denuncia para acceder al dispositivo.

Respecto a los dispositivos para el control telemático de medidas y penas 
de alejamiento, permiten verificar el cumplimiento de las medidas y penas85 de 
prohibición de aproximación a la víctima. Se usa en agresores condenados y en 
agresores con medidas cautelares u órdenes de protección impuestas por órganos 
judiciales, y para controlar las medidas y penas de prohibición de aproximación. 
En 202186 hay un total de 2.620 dispositivos activos y en 2022 2.980.

El sistema de protección social está relacionado con los derechos fundamentales 
de las víctimas-supervivientes de la violencia, lo que incluye a los y las menores. 
Las ayudas están reguladas por la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de 
Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.

Las ayudas económicas concedidas en materia de VG se contemplan en el 
artículo 27 sobre ayudas sociales. En total, desde 2006, se han concedido 9.969 
ayudas económicas en total. El año en el que se han concedido más ayudas hasta 
el momento fue 2019 y en 202187 se han concedido 1.004 ayudas económicas.

*Los datos de 2022 son a 30 de septiembre de 2022
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88 Datos actualizados a 11/11/2022
89 Datos del SEPE a 8/11/2021
90 Datos a 31/10/22 Portal estadístico DGVG, 2021c

Los últimos datos actualizados disponibles que ofrece el SEPE (Servicio Público 
de Empleo Estatal del Ministerio de Empleo y Seguridad Social)88 sobre el número 
de víctimas de violencia de género perceptoras de la Renta Activa de Inserción 
muestran que durante 2020 recibieron esta renta un total de 28.435 mujeres 
víctimas de violencia de género,  y 29.845 en 2021. De acuerdo a los registros que 
se realizan desde 2006, el año con mayor número de perceptoras fue 2015 con un 
total de 34.695, seguido de 2014 con 34.550. 

Respecto a los contratos bonificados y de sustitución (SEPE), los últimos datos 
disponibles se corresponden con el año 2021. Durante esta anualidad se realizaron 
un total de 944 contratos bonificados y 287 contratos por sustitución a mujeres 
víctimas de VG. 

En 202189 se han concedido 2.724 ayudas para el cambio de residencia a mujeres 
víctimas de violencia. 

Aparte de eso se han concedido, desde 2005, 21.971 autorizaciones de residencia 
y trabajo en España a mujeres extranjeras víctimas de VG. Sólo en 202190 se 
alcanzaron las 3.581 concesiones, siendo el año que más autorizaciones se han 
concedido hasta el momento.
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Fuente: Portal Estadístico de la DGVG (DGVG, 2021c) 

Gráfico 3. Concesiones de autorización de residencia y trabajo de mujeres extranjeras víctimas de VG
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Como se ha observado, casi toda la información sobre la disponibilidad y el uso 
de los recursos de información y protección hace referencia a la violencia de 
género perpetrada por la pareja o expareja. Este tipo de información estadística 
apenas existe en el caso de las formas de violencia machista que se describen a 
continuación.

La violencia machista contra la mujer más conocida, además de la que acontece 
en las relaciones de pareja, es la familiar. De acuerdo con Naciones Unidas, el 
ámbito del hogar es el espacio más peligroso para las mujeres en el mundo. En 
el Informe sobre violencia contra la mujer (Ministerio del Interior, 2021b) se indica 
que 76,6% de las victimizaciones de mujeres por violencia física se producen 
por malos tratos en el ámbito familiar. Junto con las relaciones de pareja, las 
relaciones familiares reproducen roles de control y dominación sobre las mujeres 
que en ocasiones se materializan en agresiones.

Aunque la denuncia de estos delitos se encuentra por debajo de su perpetración, 
la comparación de las victimizaciones91 de infracciones penales por sexo señalan, 
con claridad, razones de género en el ejercicio de la violencia. En el año 2021 se 
muestra cómo el 86,84% de las víctimas de violencia en el ámbito familiar son 
mujeres. Asimismo, las mujeres suponen el 55,6% de las víctimas en infracciones 
penales contra las personas, el 51,2% en infracciones penales contra la libertad, y 
el 79,6% en infracciones penales en relaciones familiares. Al desagregar por tipo de 
infracción, se observa que el porcentaje de mujeres víctimas es aún mayor en los 
casos de malos tratos habituales en el ámbito familiar (86,1%) y malos tratos en el 
ámbito familiar (82,8%) (Ministerio del Interior, Portal estadístico de criminalidad).

Según esta fuente, de todas las formas de violencia física (excluyendo la sexual), 
la ejercida por familiares contra mujeres supone el 9,7% y la sufrida por otras 
relaciones  (conocido/vecindad, amistad, laboral, escolar, otra relación) el 14,8%; 
el resto (75,5%) acontece dentro de las relaciones de pareja/expareja.

 6.2.	 Otras formas de violencia contra las mujeres

En cuanto a la edad de las mujeres que son víctimas de este tipo de violencia, 
hay que distinguir -dentro de la violencia ejercida por familiares, a las mujeres 
menores de 18 años (23,2%), y a las mujeres por encima de los 50 años (34,1%). 
Las mujeres de 66 y más años representan el 14,2% de las víctimas de la 
violencia física en el ámbito familiar. Frente a lo anterior, las mujeres víctimas 
de la violencia física por parte de otras relaciones y entornos se concentran 
en las edades jóvenes, entre los 18 y 40 años (51,3%). La victimidad registrada 
disminuye según se incrementa la edad.

91 El concepto de victimización hace referencia al número de hechos denunciados por personas en los 
cuales manifiestan ser víctimas o perjudicados con ocasión de alguna infracción penal.
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92 Como se señala en el propio informe de la Macroencuesta de Violencia contra la Mujer 2019 (DGVG, 2020): “la 
violencia física fuera de la pareja es la única forma de violencia de todas las analizadas en la Macroencuesta 
en la que el porcentaje de agresoras mujeres es relativamente elevado, aunque inferior en cualquier caso al 
de agresores hombres”. Estos casos es probable que se correspondan con violencia entre iguales y no con 
violencia machista.

Fuente: Elaboración propia a partir de Ministerio del Interior, 2021b

Nota (*) Mossos d’Esquadra no facilita datos de la relación víctima/autor, salvo para violencia 
de género; por este motivo están incluidas el resto de sus cifras en “Otras relaciones”.

Gráfico 4. Victimizaciones registradas según el grupo de edad de la víctima (2015-2019)

En cuanto a la posible prevalencia en la población femenina de esta tipología de 
violencia, los principales datos sobre violencia física fuera de la pareja extraídos 
de la Macroencuesta 2019 indican que un 13,4% de las mujeres de 16 o más años 
residentes en España ha sufrido violencia física en algún momento de su vida y 
un 8,7% ha sufrido esta violencia en su infancia (antes de cumplir los 15 años de 
edad). 

Entre las formas de violencia física a las que porcentualmente se han visto 
sometidas más mujeres destacan los “empujones, agarrones y tirones de pelo” o 
los “bofetones o el arrojo de algo que pudiera causar daño”, señaladas por el 67,1% 
y el 64,2% de las mujeres víctimas de violencia física, respectivamente.

En cuanto al sexo de la persona agresora, el 46,2% de las mujeres que han sufrido 
violencia física afirma que el agresor o los agresores fueron exclusivamente 
hombres, el 30,5%92 señala a mujeres como las únicas agresoras y en un 23,3% 
de los casos las víctimas apuntan que fueron agredidas tanto por hombres como 
por mujeres. Al analizar los vínculos entre agresor y víctima se observa que los 
agresores más señalados en mayor medida son hombres pertenecientes a la 
familia (por el 33,1% de las mujeres que han sufrido violencia física fuera de la 
pareja), amigas o conocidas (30,7%) y amigos o conocidos (27,8%). 
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Fuente: Elaboración propia a partir de la Macroencuesta de Violencia contra la Mujer 2019 (DGVG, 2020a)

Ilustración 5. Principales datos sobre violencia física fuera de la pareja
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La prevalencia revelada de las violencias sexuales en la actualidad es meramente 
aproximativa. Esto se debe al estigma social que sufren las víctimas, cuyos 
sentimientos de vergüenza y culpa se ven incrementados por la falta de adecuación 
de la respuesta institucional. Se trata de una violación de los derechos de las 
mujeres aún muy oculta, infraestimada y estigmatizante.

En los últimos diez años (2010-2020) las mujeres han sido las víctimas principales 
de este tipo de violencia. Desde el año 2015 casi se han duplicado los datos 
procedentes de los registros policiales. De acuerdo con las estadísticas de 
criminalidad, en el periodo de los años 2015 a 2019 los abusos sexuales, con el 
53,5% son los hechos más numerosos, seguidos de las agresiones sexuales (19,1%) 
(por tipología penal de las victimizaciones recogidas).

Violencias sexuales

Los datos de denuncias de estos delitos subestiman el fenómeno. El incremento 
en los últimos años debe de relacionarse directamente con un aumento en la 
sensibilidad social hacia las mismas, que subraya la importancia de perseguir a 
los agresores y garantizar el acceso a la justicia por parte de las mujeres. 

En el informe sobre Percepción social de la violencia sexual (DGVG, 2018) se 
aprecia que en términos generales el porcentaje de población que permite 
actitudes que justifican la violencia sexual, responsabilizan a la víctima o restan 
culpabilidad al agresor es mínimo frente a la mayoría que condena estas actitudes. 
No obstante, cuando se pregunta por comportamientos de violencia sexual que 
no implican relaciones sexuales o cuando estas relaciones se enmarcan en el 
ámbito de la pareja, disminuye de forma sustancial el porcentaje de personas 
que los condenan. Un aspecto, sin embargo, que parece desconocido para un 
elevado porcentaje de la población es que en la mayoría de casos de agresión 
sexual el agresor es un hombre que la víctima conoce.

Violencias sexuales

Pornografía de 
menores

Otros contra la libertad e 
indemnidad sexual

Corrupción de menores/personas 
con discapacidad

Agresión sexual con 
penetración

Agresión sexual 90,6%

92,3%

83,7%

0% 20% 40% 60%

65,6%

66,5%

80% 100%

Fuente: Elaboración propia a partir de la explotación del Instituto de la Mujer de datos del Ministerio del Interior (2021) 
* Se computan datos provenientes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, Policía Foral de Navarra y 

policías locales que proporcionan datos al Sistema Estadístico de Criminalidad. No se incluyen datos de la Ertzaintza 
ni de los Mossos d’Esquadra.

Gráfico 5. Delitos contra la libertad sexual. Victimizaciones de mujeres por tipología penal (año 2020)
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El 75% de las mujeres denunciantes son españolas. Entre las mujeres de origen 
extranjero se acentúa el fenómeno de la infradenuncia, especialmente entre las 
mujeres de origen asiático y africano, de las que apenas existen denuncias.

El 97% de los agresores de estas violencias contra las mujeres son varones. En el 
gráfico siguiente pueden apreciarse las diferencias entre mujeres y hombres en 
relación a las detenciones e investigados por tipología penal.

En cuanto a los ámbitos donde se sufre esta violencia, según la relación con el 
autor del delito sexual, nos muestra que alrededor del 8,7% es una violencia sexual 
que se produce en el ámbito doméstico, en el que el autor tiene una relación 
familiar o similar con la víctima. En el 86,4% de los casos se trata de personas 
que se relacionan con la víctima mediante otro tipo de relaciones (un conocido/
vecindad, amistad, laboral, escolar, otra relación), (datos para el periodo de datos 
2015-2019; Ministerio del Interior, 2021b).

La violencia sexual puede acontecer en cualquier espacio social. El análisis por 
lugar de comisión (según datos de las victimizaciones), muestra que el mayor 
porcentaje de hechos ocurre en espacios opacos, viviendas y anexos (48%), 
seguidas a cierta distancia de las vías de comunicación (21,7%).

Fuente: Elaboración propia a partir de la explotación del Instituto de la Mujer de datos del Ministerio del Interior (2021) 
Nota: Se computan datos provenientes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, policías autonómicas, a 

excepción de los Mossos d’Esquadra, y policías locales que proporcionan datos al Sistema Estadístico de Criminalidad. 

Gráfico 6. Libertad sexual: detenciones e investigados por tipología penal según sexo (año 2020)
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En cualquier ámbito, las mujeres menores de 31 años representan la mayoría de 
las victimizaciones. Se trata por tanto de una tipología de violencia que afecta 
especialmente a las mujeres jóvenes.

Las violencias sexuales ejercidas a través de las tecnologías de la información y 
la comunicación son recogidas en las estadísticas de forma sistemática a partir 
del año 2012, dentro de los datos de cibercriminalidad. 

Excluidas las agresiones sexuales con/sin penetración y los abusos sexuales con 
penetración de los datos recogidos, el panorama existente en nuestro país vuelve 
a constatar que las mujeres y las niñas son las principales víctimas (por encima 
del 60%) desde que se recaban dichos datos. Ello ocurre en todos los delitos que 
se recogían en nuestro código penal (abuso sexual, acoso sexual, corrupción de 
menores/con discapacidad, grooming, exhibicionismo, pornografía de menores y 
provocación sexual).

Fuente: Elaboración propia partir de 
Ministerio del Interior (2021)

Fuente: Ministerio del Interior. (*) Del año 2011 a 2014 se computan datos provenientes de la Policía Nacional, Guardia Civil, 
Policía Foral de Navarra y policías locales que proporcionan datos al Sistema Estadístico de Criminalidad. A partir de 2015 

también se incluyen datos de los Mossos d’Esquadra. No se incluyen datos de la Ertzaintza en toda la serie histórica.        
(**) Delitos sexuales: Excluidas las agresiones sexuales con/sin penetración y los abusos sexuales con penetración.

Gráfico 7. Distribución de victimizaciones por lugar de comisión del hecho. Datos totales de la 
evolución de victimizaciones contra la mujer (2015-2019)

Tabla 1. Cibercriminalidad: % de victimizaciones de mujeres en delitos sexuales** (2016-2020)*
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Resulta especialmente preocupante la incidencia de estos delitos en las vidas de 
las niñas y las adolescentes, ya que la mayoría de las victimizaciones recogidas 
corresponden a menores de 18 años. De acuerdo con los datos de victimizaciones 
por esta causa de cibercriminalidad, las menores son las más perjudicadas excepto 
en el delito de acoso. Respecto a otros grupos de edad, representan en el año 
2020 (Ministerio del Interior, 2021)93 el 82,3% en el abuso sexual, 95,7% corrupción 
de menores/ de personas con discapacidad, el 99,1% del grooming, el 97,3% de 
las victimizaciones de exhibicionismo, el 86,5% pornografía de menores, el 94,9% 
provocación sexual, y el 29,1% de las victimizaciones de acoso sexual.

En los últimos años ha surgido como preocupación entre las mujeres, sobre todo 
jóvenes, las agresiones sexuales en las que se emplean sustancias incapacitantes, 
lo que ha venido a considerarse como lo que se conoce con el nombre de sumisión 
química.

En la investigación de Federación de Mujeres Jóvenes (FMJ, 2020) sobre los 
espacios de ocio nocturno se señala que “los hombres activan estrategias 
de manera consciente para acceder a los cuerpos de las mujeres”. Entre estas 
estrategias se hace referencia a la sumisión química diferenciando dos formas: 

-  Sumisión química oportunista: los hombres aprovechan el consumo voluntario 
de alcohol o drogas por parte de las mujeres. Las mujeres que participaron en 
la investigación señalan que en los espacios de ocio nocturno con frecuencia 
son invitadas a alcohol y drogas por hombres, afirmando que saben que éstos lo 
hacen con la intención de que ellas sean más vulnerables y manipulables para 
poder aprovecharse. Por su parte, los hombres que participaron en el estudio 
reconocen que hacen uso de la incitación al consumo de alcohol y drogas a las 
mujeres, ya que consideran que estas sustancias las desinhiben e incrementan 
su disponibilidad sexual. También habría que considerar en este tipo de violencia 
aquellos casos en los que las mujeres de forma previa y sin incitación de nadie 
han bebido o consumido drogas de forma consciente y voluntaria, y después 
algún hombre se aprovecha de la situación de vulnerabilidad que puede generar 
estar bajo los efectos de estas sustancias.

Los episodios de violencia por sumisión química son cada vez más frecuentes. 
Según Fiscalía de Madrid, en su Memoria Anual correspondiente al año 2020, 
han aumentado las agresiones sexuales con sumisión química. Se estima que 
suponen el 35% de las agresiones, lo que supone un incremento respecto a 
2019 de 21 puntos porcentuales.

El Ministerio de Justicia, a través del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias 
Forenses trabaja en procedimientos avanzados de investigación de muestras 
de análisis toxicológicos y protocolos de actuación y coordinación94. 

93 Se computan datos provenientes de la Policía Nacional, Guardia Civil,  Policía Foral de Navarra y policías 
locales que proporcionan datos al Sistema Estadístico de Criminalidad. Se incluyen datos de los Mossos 
d’Esquadra. No se incluyen datos de la Ertzaintza en toda la serie histórica.
94 Véase la información al respecto en el Ministerio de Justicia.

https://www.mjusticia.gob.es/es/ministerio/gabinete-comunicacion/noticias-ministerio/220308-NP-Presentaci%C3%B3n-kit-de-sumisi%C3%B3n-qu%25C3%25ADmica
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La Macroencuesta 2019 de violencia contra las mujeres aporta una aproximación 
más certera de la prevalencia de la violencia sexual en la vida de las mujeres y 
sus características, debido a la infraestimación que suponen los datos policiales, 
al denunciarse solo una pequeña parte de la violencia sexual. 

De esta forma, un 6,5% de las mujeres de 16 o más residentes en España ha sido 
víctima de violencia sexual fuera del ámbito de la pareja en algún momento a lo 
largo de su vida y un 2,2% ha sufrido al menos una violación a lo largo de su vida, lo 
que supone que 453.371 mujeres de 16 años o más han sido víctimas de violación 
según las estimaciones de la extrapolación a la población (DGVG, 2020a).

Un 70,5% de las mujeres que han sufrido violencia sexual fuera de la pareja 
afirma que sufrió tocamientos en sus partes íntimas o algún otro tipo de 
tocamiento de tipo sexual no deseado, siendo esta la forma de violencia sexual 
más mencionada, seguida de los intentos de violación que señala el 39,2% de las 
víctimas de violencia sexual. Aunque porcentualmente no sobresale sobre el resto 
de formas de violencia, resulta reseñable que el 13,7% de las mujeres víctimas de 
violencia sexual señala que ha sufrido una violación mientras se encontraba bajo 
los efectos del alcohol o las drogas95.

El 98,4% de las mujeres que ha sufrido violencia sexual apunta que esta fue 
perpetrada por hombres, el 1,3% señala que fue agredida sexualmente tanto 
por hombres como por mujeres y el 0,3% que su agresora fue una mujer. El 
vínculo más mencionado con el agresor es el de amigo u otro hombre conocido 
por la víctima (afirmado así por el 49% de mujeres que ha sufrido violencia 
sexual), seguido de los hombres desconocidos (al que señala un 39,1%) y los 
hombres pertenecientes a la familia (21,6%).

Los lugares más señalados en los que se han producido las agresiones, tanto en 
los casos de violencia sexual como en los de violación son, en primer lugar, una 
casa (la de la mujer afectada, la del agresor o la casa de una tercera persona) 
señalada por el 44,2% de las mujeres que han sufrido violencia sexual fuera de 
la pareja y por el 59,1% de las víctimas de violación. En segundo lugar, están las 
zonas abiertas – calles, zonas rurales, bosques, parques – señaladas por el 32% 
de las mujeres que han sufrido violencia sexual y el 34,1% de las víctimas de 
violación. Por orden de importancia, el tercer lugar más señalado por las mujeres 
que han sufrido violencia sexual (el 17,8% de éstas) son establecimientos de 
ocio tales como discotecas, bares, cafeterías, pubs, restaurantes, etc.

95 Porcentaje no mencionado en la ilustración de los principales datos sobre violencia sexual. Fuente: 
Macroencuesta de Violencia contra la Mujer 2019 (DGVG, 2020)

- Sumisión química proactiva: los hombres suministran una sustancia oculta a 
las mujeres con el objetivo de anular su capacidad de respuesta. Las jóvenes 
participantes en la investigación afirman que esta práctica es cada vez más 
habitual en los espacios de ocio y que el miedo a ser una víctima de la sumisión 
química proactiva las lleva a adoptar actitudes de vigilancia constantes.
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Con respecto a las agresiones en grupo, el 12,4% de las mujeres que han sufrido 
violencia sexual fuera de la pareja manifiesta que en alguna de las agresiones 
sexuales participó más de una persona, porcentaje que asciende al 17,3% entre las 
mujeres que han sufrido una violación.

Tan sólo en el 11,1% de los casos de violencia sexual se ha interpuesto una 
denuncia, bien por la propia mujer o mediante otra persona o institución. Si se 
atiende exclusivamente a las denuncias interpuestas por las propias víctimas, el 
porcentaje de denuncia desciende hasta el 8%96. Los motivos para no denunciar 
más comunes difieren en importancia entre las mujeres que han sufrido violencia 
sexual y aquellas que han sufrido una violación. En el primer caso, sobresale 
un 35,4% de las mujeres que han sufrido violencia sexual que señala que en el 
momento que ocurrió la agresión era menor, el 30,5% considera que fue un hecho 
sin importancia y un 25,9% no denunció los hechos por vergüenza. Esta última 
razón, la vergüenza o apuro, es el motivo más común de la no denuncia entre 
los casos de violación (como señala el 40,3% de las mujeres que han sufrido una 
violación), seguido de que era menor cuando se produjo la violación (40,2%) y el 
miedo a no ser creída (36,5%).

La violencia sexual tiene consecuencias en la salud de las mujeres afectadas que 
perduran en el tiempo (DGVG, 2020a) y esto hace que asistan con mayor frecuencia 
a diversos servicios de atención sanitaria, aunque los episodios de violencia 
sexual hayan sucedido en el pasado. Así, por ejemplo, el 43,7% de las mujeres 
víctimas de violencia sexual y el 58,8% de las que han sido violadas afirman haber 
utilizado algún servicio de urgencias por algún problema o enfermedad suyo 
en los 12 meses previos a las entrevistas, frente al 28,3% de las que nunca han 
sufrido violencia sexual. De la misma manera, el 22,3% de las mujeres víctimas 
de violencia sexual y el 31,9% de las que han sido violadas han visitado para ellas 
mismas a un/a psicólogo/a, psicoterapeuta o psiquiatra en los 12 meses previos a 
las entrevistas, frente al 9,7% de las que nunca han sufrido violencia sexual.

El 41,6% de las mujeres víctimas de violencia sexual y el 49,4% de las que han sido 
violadas dicen haberse visto obligadas, en los 12 meses previos a las entrevistas, 
a quedarse algún día en la cama por motivos de salud frente al 26,8% de las que 
nunca han sufrido violencia sexual fuera de la pareja.

En cuanto a las lesiones provocadas por la violencia, un 16,2% de las mujeres 
víctimas de violencia sexual fuera de la pareja señalan haber tenido algún tipo de 
lesión física como consecuencia de la violencia sexual, porcentaje que asciende 
hasta el 37,8% entre las mujeres que han sufrido una violación. 

96 Porcentaje no mencionado en la ilustración de los principales datos sobre violencia sexual. Fuente: 
Macroencuesta de Violencia contra la Mujer 2019 (DGVG, 2020)

 Consecuencias de la violencia sexual fuera de la pareja
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El 53% de las mujeres que han sufrido violencia sexual fuera de la pareja dicen que 
ésta ha tenido para ellas consecuencias psicológicas, porcentaje que asciende 
al 78,9% entre las víctimas de una violación. El 19,7% de las víctimas de violencia 
sexual afirma que a raíz de los episodios de violencia sufrieron depresión, el 30,8% 
pérdida de autoestima, el 32,5% ansiedad o fobias, entre otras consecuencias. Las 
víctimas de una violación dicen que los episodios de violencia sexual les produjeron 
consecuencias psicológicas en porcentajes bastante más altos (39,8% depresión, 
57,4% pérdida de autoestima, 55,9% ansiedad o fobias, 49,6% desesperación o 
fobias, 16% pensamientos o intentos de suicidio, entre otras). 

Además, el 12,7% de las víctimas de violencia sexual ha consumido alguna 
sustancia (alcohol, drogas o medicamentos) para afrontar lo sucedido (porcentaje 
que asciende hasta el 26,6% entre las víctimas de una violación).

El análisis del estado de la salud evidencia que las mujeres que han sufrido 
algún tipo de violencia tienen peor estado de salud que las mujeres que no han 
sufrido violencia, aunque esta violencia haya sucedido en el pasado. El 49,6% 
de las víctimas de una violación afirman haber sufrido ansiedad o angustia con 
frecuencia en los 12 meses previos a la entrevista frente al 42,8% del conjunto 
de las que han sufrido algún tipo de violencia sexual fuera de la pareja y al 25% 
de quienes nunca han sufrido violencia sexual fuera de la pareja. Mientras que el 
42,5% de las mujeres que nunca han sufrido violencia sexual fuera de la pareja 
no ha mencionado haber sufrido ninguno de los síntomas de mala salud por 
los que se preguntaba en la Macroencuesta 2019 en los 12 meses previos a las 
entrevistas, entre las que han sufrido algún tipo de violencia sexual fuera de la 
pareja el porcentaje desciende al 25,9%, siendo de solo el 17,5% entre quienes han 
sufrido una violación.

Finalmente, los pensamientos de suicidio también son mucho más frecuentes 
entre las mujeres víctimas de violencia sexual.  Así, mientras que el 7,9% de las 
mujeres de 16 o más años que nunca han sufrido violencia sexual fuera de la 
pareja han tenido pensamientos de suicidio alguna vez en su vida, el porcentaje 
asciende al 27,7% entre las mujeres que han sufrido algún tipo de violencia sexual 
fuera de la pareja, y alcanza al 38,2% de las mujeres que han sido violadas en 
algún momento de sus vidas. 
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De acuerdo con la Macroencuesta del 2019, el acoso sexual es la forma de violencia 
más normalizada y extendida en nuestro país (DGVG, 2020a). En función de los 
datos existentes, del total de mujeres residentes en España con 16 o más años 
un 40,4% ha sufrido acoso sexual en algún momento de su vida y un 18,5% afirma 
haber sido víctima de acoso sexual durante su infancia (antes de cumplir los 15 
años). Entre las formas de acoso sexual, el 74,9% de las mujeres que han sido 
víctimas de esta violencia señala que ha sufrido miradas insistentes o lascivas 
que le han hecho sentirse intimidada, tipo de acoso que según las estimaciones 
ha sufrido el 30,3% de mujeres residentes en España de 16 o más años en algún 
momento de su vida. 

Por su relevancia hay que prestar especial atención al acoso sexual y al acoso por 
razón de sexo que se ejercen en el ámbito de la formación y en el laboral. 

El estudio sobre el acoso sexual y el acoso por razón de sexo en el ámbito laboral 
en España (DGVG, 2021e) señala que “el acoso sexual y el acoso por razón de sexo 
constituyen las dos formas más frecuentes, ocultas e impunes de violencia contra 
las mujeres en el ámbito laboral, que evidencian la desigualdad estructural entre 
mujeres y hombres que persiste en nuestra sociedad y, por tanto, son reconocidas 
jurídicamente también como manifestaciones de discriminación de sexo-género”.
A partir de la Macroencuesta 2019 (DGVG, 2020a) se observa que un 17,3% de las 
mujeres que han sufrido acoso sexual apuntan a un hombre del entorno laboral 
como agresor y en cuanto al acoso reiterado, un 10,4% también señala a un hombre 
de su entorno laboral. 

En cuanto al perfil de los acosadores, éstos frecuentemente son superiores 
jerárquicos o compañeros de trabajo. Además, se observa que estas situaciones 
resultan más difíciles de denunciar cuando se producen en empresas pequeñas 
y medianas, donde no siempre se aplica la normativa y no existe representación 
legal de las personas trabajadoras.

Otras formas de violencia sexual

No se trata de un hecho aislado. El 75,2% de las mujeres que ha sufrido acoso 
sexual afirma que ha sufrido esta violencia en más de una ocasión a lo largo de 
su vida. El 98,2% de las mujeres que han sufrido acoso sexual lo experimentaron 
por parte de un agresor hombre.  Con respecto al tipo de agresor, el 73,9% de las 
mujeres que han sufrido acoso sexual y han respondido a la pregunta sobre el 
sexo del agresor, refieren que el agresor fue un hombre desconocido, el 34,6% 
dicen que fue un amigo o conocido hombre y el 17,3% dice que el agresor fue un 
hombre del entorno laboral. Un 5,7% dicen que fue un compañero de clase y un 
1,9% un profesor.

Acoso sexual y acoso por razón de sexo
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Según la Macroencuesta (DGVG, 2020a) entre las mujeres de 16 o más años 
residentes en España, el 15,2% ha sufrido acoso reiterado o stalking y un 3,7% 
señala que ha sido víctima de este tipo de violencia antes de cumplir los 15 años 
de edad. El envío de mensajes, emails, cartas o regalos y las llamadas telefónicas 
no deseadas son la forma de acoso reiterado más señalado, como señala un 52,5% 
de las mujeres que han sufrido esta violencia, seguida de las llamadas telefónicas 
obscenas, amenazantes, molestas o silenciosas que apunta el 47,2%.

El 24,7% de las mujeres que han sufrido acoso reiterado señala que éste se ha 
extendido durante más de un año. El 87,9% de las mujeres que han sufrido acoso 
reiterado lo experimentaron por parte de un agresor hombre. El 39,9% de las 
mujeres que han sufrido stalking y han respondido a la pregunta sobre el sexo 
del agresor, refieren que el agresor fue un amigo o conocido hombre, el 33,6% 
dicen que fue un hombre desconocido, el 25% dicen que el agresor fue un familiar 
hombre o su pareja actual o su expareja masculina. Además, el 10,4% mencionan 
a un hombre del trabajo como agresor y el 6,7% a un compañero (chico) de clase.

El 12,1% de las mujeres que han sufrido este tipo de violencia lo puso en conocimiento 
de la Policía, Guardia Civil o acudió a un juzgado a presentar denuncia.

El acoso callejero es, según Plan International, la forma de violencia machista más 
normalizada (Plan International, 2021). El estudio realizado por Plan International, 
Safer Cities for Girls, un análisis del acoso callejero en las ciudades de Barcelona, 

Acoso reiterado o stalking

Acoso callejero

Resulta preocupante (DGVG, 2018) entre la percepción de la sociedad sobre el 
acoso en el ámbito laboral el apoyo observado hacia la creencia de que son las 
mujeres acosadas quienes tienen la responsabilidad de controlar el acoso sexual 
del que son víctimas. Además, los hombres se muestran más tolerantes hacia el 
acoso sexual que las mujeres.

Desde una perspectiva cualitativa, hay que enfatizar que existen dos tipos de 
consecuencias psicosociales Bosch Fiol (Dir.), 2012. Unas afectan al rendimiento 
académico o profesional de la mujer; influyen en sus sentimientos sobre el 
trabajo, satisfacción, en sus habilidades para ejecutarlo, productividad. Otras 
consecuencias son las que impactan en su vida personal, su salud mental y sus 
relaciones personales.

Tal y como señala el estudio del Instituto de las Mujeres (2006), El acoso sexual 
a las mujeres en el ámbito laboral, el aislamiento y la soledad caracterizan a este 
tipo de violencia; “en el proceso de socialización del acoso sexual las mujeres 
acosadas tienden a afrontar la situación en solitario, ocultando lo ocurrido y 
circunscribiéndolo a la esfera personal. No es hasta que aumenta la gravedad de 
la situación cuando se lleva a cabo una búsqueda de apoyo en el entorno cercano 
(mayoritariamente de amigas y/o compañeras)” (en Bosch Fiol (Dir.), 2009:47).
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Las principales consecuencias del acoso callejero son los cambios en la vida 
cotidiana y las estrategias de autoprotección adoptadas. En este sentido, la 
percepción sobre la seguridad o inseguridad lleva a las jóvenes a tomar decisiones, 
a veces incluso de forma inconsciente, sobre los lugares por los que transitar o 
cómo desplazarse. La mayoría de las jóvenes relatan que se sienten inseguras en 
lugares poco transitados, vías secundarias o lejos se sus espacios de referencia 
como su casa, el centro de estudios, etc. Mientras que el 26% de las jóvenes 
siente mayor seguridad en zonas concurridas y que cuentan con infraestructuras 
urbanas (como iluminación y mobiliario) y un 24% en lugares que cuentan con 
presencial policial o vigilancia. A la hora de desplazarse, en trayectos largos 
emplean el transporte público, pero generalmente por la noche las jóvenes evitan 
este medio y, si pueden, optan por el taxi.

Solo el 9% de las jóvenes señala que el acoso callejero no ha tenido consecuencias 
en sus vidas, pero mediante los grupos de discusión realizados en el estudio se 
percibió que incluso estas jóvenes activan estrategias casi de forma inconsciente 
para incrementar su sensación de seguridad. Tras sufrir una experiencia de acoso 
callejero, las jóvenes suelen recurrir a vías alternativas o evitan volver solas a la 
zona donde se produjo la agresión. Por la noche, reducen su movilidad, optan por 
salir en compañía y evitan caminar solas. 

Otras de las estrategias adoptadas por las jóvenes tras sufrir acoso callejero han 
sido cambiar la forma de vestir o escuchar música cuando van por la calle para 
evitar oír comentarios sobre su aspecto. Además, el teléfono móvil es considerado 
un instrumento de seguridad al ser empleado por muchas de ellas para fingir que 
hablan con alguien, compartir su ubicación en tiempo real, avisar de que han 
llegado al lugar al que se dirigían o, incluso, fotografiar a las personas que les 
acosan.

La trata de mujeres y niñas con fines de explotación sexual constituye una grave 
violación de los derechos humanos y una forma de violencia contra las mujeres 
que atenta contra la dignidad y la libertad, y se encuentra unida a la prostitución. 

Trata con fines de explotación sexual, turismo sexual y contextos 
de prostitución

La calle es el lugar donde se produjeron gran parte de las situaciones de acoso 
callejero, pero el transporte público o los parques son también lugares en los 
que las jóvenes relatan estas agresiones. El 54% de las situaciones de acoso se 
produjeron de madrugada, aunque un importante 20% de las jóvenes relata haber 
sufrido agresiones en cualquier momento del día (Plan International, 2021).

Madrid y Sevilla, indica que el 78% de las jóvenes han sufrido acoso callejero en 
alguna ocasión de su vida, pero solo un 3% de estas lo ha puesto en conocimiento 
de las autoridades o fuerzas de seguridad.
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El estudio Mujeres migrantes víctimas de violencia de género en España 
señala que los datos sobre explotación sexual y trata “dan cuenta de la gran 
vulnerabilidad de sus víctimas, que pese a ser detectadas no inician ni continúan, 
en caso de iniciar, un procedimiento policial ni judicial. Además, no todas están 
en situación de irregularidad jurídica por lo que la fuente de su situación de 
vulnerabilidad no depende solo de su estatus legal” (Monteros Obelar, 2019:25), 
aunque la irregularidad administrativa es un factor clave que aboca a las mujeres 
a escenarios de vulneración de derechos humanos extremos, aprovechados por 
los propios tratantes.  

Aunque se trata de realidades diferenciadas, en la práctica en ocasiones aparecen 
unidas y confluyen como una forma de violencia contra las mujeres muy difícil de 
dimensionar por las dificultades existentes para conocer el alcance real tanto de 
víctimas como de agresores.

Según datos de Fiscalía (2019) en 2019 fueron enjuiciadas en España 57 personas 
por trata de seres humanos de los cuales 38 fueron finalmente condenadas, el 
55,3% eran hombres. Nigeria encabeza la lista de los países de procedencia de las 
personas enjuiciadas, con 20 personas de este país, seguido de Bulgaria con 15 
personas y Rumanía con 13.

El Centro de Inteligencia contra el Terrorismo y el Crimen Organizado (CITCO) 
del Ministerio del Interior ha realizado varios balances estadísticos en el 
ámbito, el último: Trata y explotación de seres humanos en España (CITCO, 2021). 
Según este balance, en 2020 se contabilizan 160 víctimas de trata con fines de 
explotación sexual (trata sexual), de las cuales el 91,9% son mujeres. Entre el total 
de víctimas de trata, además, hay 3 menores, 2 de ellas niñas y 1 niño. En cuanto 
a la explotación sexual, en el mismo año se identifican 415 víctimas de las cuales 
el 97,6% son mujeres y entre ellas 7 niñas.

Fuente: Trata y explotación de seres humanos en España (CITCO, 2021)

Tabla 2. Personas víctimas de trata sexual y explotación sexual según sexo y edad en 2020

El país del que proviene el mayor número de víctimas, tanto en el caso de trata 
como de explotación sexual, es Colombia. Los detenidos son en su mayoría de 
España, Rumania y Colombia en el caso de la trata sexual y España, Colombia, 
China y Rumania en el caso de la explotación sexual.

Mujeres

Menores 2

Hombres

Trata sexual Explotación sexual

145

147

1

12

13

66,7%

92,4%

91,9%

7

398

405

1

9

10

87,5%

97,8%

97,6%

%Mujeres Mujeres Hombres %Mujeres

Adultas
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La MGF, al ser una práctica en el ámbito familiar y comunitaria poco visible, sobre 
la que existe aún poca sensibilización, es difícil de detectar. Tiene consecuencias 
físicas y psicológicas a largo plazo, poniendo en grave riesgo la salud de las niñas 
(UNICEF, 2016).

Amnistía Internacional (2020) indica que de las 75.000 personas que estaban en 
situación de riesgo de trata, solo 1.000 han sido identificadas como víctimas. Estos 
datos no contemplan a las mujeres que han solicitado protección internacional o 
a las migrantes que llegan a las costas. En el primer semestre de 2019 se registró 
la llegada a España de 11.345 niños y 956 víctimas migrantes no acompañados 
de las que, según Amnistía Internacional, sólo 10 niñas fueron identificadas como 
víctimas de trata.

En el mismo informe se indica que la identificación de las víctimas de trata y, 
por tanto, su protección presenta fallos estructurales ya que se prioriza la 
persecución del delito y las víctimas son instrumentalizadas, es decir, tratadas 
como una prueba para la investigación y no como personas que precisan de 
protección.

Además del enfoque policial, otro de los elementos a tener en cuenta es el control 
migratorio. La situación es ciertamente problemática en las costas, ya que no existe 
un sistema de control y detección temprana de la trata que sea completamente 
efectivo y coordinado entre los diferentes mecanismos implicados. Según 
Amnistía Internacional, “la identificación es el primer paso y resulta fundamental 
para proteger a las víctimas de trata y garantizar su asistencia, acceso a justicia y 
derecho a la reparación”.

El negocio de la explotación sexual se vincula con los movimientos transnacionales 
de clientes. Existe muy poca información sobre la relación de los contextos de 
prostitución y la industria del sexo en destinos vacacionales y el posible fenómeno 
del turismo sexual en España.

Con la finalidad de reforzar la respuesta institucional y los obstáculos aún existentes 
para proteger y grantizar los derechos humanos de las víctimas, el Gobierno de 
España prevé la aprobación en 2023 de la primera ley integral de trata de este 
país. Además, en 2022, cuatro importantes políticas públicas estatales97 avanzan 
en la necesidad de paliar los déficits y las dificultades a las que se ven abocadas 
las víctimas de trata, así como las mujeres en situación de prostitución, víctimas 
estas últimas de numerosas violencias y vulneraciones de derechos. 

Mutilación Genital Femenina (MGF)

102 “Plan Estratégico Nacional contra la trata de seres humanos y la explotación de seres humanos. 2021-
2023” (PENTRA) del Ministerio del Interior,  el “Plan de acción contra la explotación sexual de niñas, niños 
y adolescentes del sistema de protección a la infnacia (2022-2024)”, del Ministerio de Derechos Sociales y 
Agenda 2030 y el Ministerio de Igualdad, “El Plan de Inserción Sociolaboral para víctimas de trata, explotación 
sexual y para mujeres y niñas en contextos de prostitución (2022-2026) del Ministerio de Igualdad y, “El Plan 
Operativo para la Protección de los Derechos Humanos de Mujeres y Niñas víctimas de trata, explotación 
sexual y mujeres en contextos de Prostitución (2022-2026).   
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El informe La mutilación genital femenina en España (Fundación Wassu-UAB, 
2020) promovido por la DGVG señala que no existen datos a nivel estatal sobre 
mujeres que hayan sido víctimas de mutilación genital. Sin embargo, se augura 
un fuerte incremento del riesgo entre las niñas de ser sometidas a una MGF, 
debido a “el peso demográfico de la población migrante subsahariana en España, 
con altas tasas de masculinidad, propicia a las reagrupaciones familiares, unidas 
a una elevada tasa de fecundidad de las mujeres africanas” (2020: 5). En total 
15.562 niñas residentes en España estarían en riesgo de ser mutiladas en el 
año 201898 según estimaciones de población procedente (o descendientes de 
progenitores) de 32 países donde se lleva a cabo esta práctica. No en todos los 
países la prevalencia es la misma. La distribución de esta población en España 
se concentra fundamentalmente en Cataluña, Andalucía y Madrid. Y en menor 
medida, en la Comunidad Valenciana, País Vasco, Aragón, Canarias e Islas Baleares.

La perspectiva sobre la MGF no es homogénea entre las comunidades que la 
practican y no se debe generalizar. Tal y como señala la Fundación Wassu-UAB 
(2020:104) “Conceptualizar la MGF desde la salud, permite poner el foco en las 
responsabilidades colectivas y entender su origen en la violencia sistémica de las 
sociedades patriarcales, actuando preventivamente a través de la sensibilización, 
la formación y el empoderamiento de las mujeres, generando consciencia en 
lugar de revictimizar”. En este sentido, el Primer informe de seguimiento sobre 
la aplicación del Convenio de Estambul en España (GREVIO, 2020), ha indicado 
la necesidad de contar con más recursos suficientes para una aproximación 
más preventiva, que no revictimice a mujeres y niñas y que trascienda la mirada 
punitiva.

Las estadísticas del Ministerio del Interior tratan de recoger datos sobre la misma, 
no obstante, los casos identificados son muy escasos. En el periodo 2015-2016, 
solamente se han recogido 6 casos de MGF dentro de las victimizaciones por 
tipología delictiva (Ministerio del Interior, 2021). 

La MGF es practicada en general por mujeres que a su vez han sido víctimas de 
ella y que perpetúan una práctica nociva sobre la que las estrategias penales llega 
por lo general tarde, e incrementan en ocasiones el riesgo de desprotección de las 
menores al dejarles en la tutela de padres mientras las madres son castigadas. En 
este sentido, las investigaciones cualitativas señalan la importancia de mejorar 
las estrategias de prevención y evitar actitudes que pueden tener connotaciones 
racistas (Kaplan y López, 2017; Mangas Llompart, 2017)

98 Fundación Wassu-UAB, 2019; a partir de datos del INE (2018) en DGVG, 2020b.
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A pesar de que en determinados círculos se considera una violencia relativamente 
extendida, no existen estadísticas oficiales que permitan analizar el alcance real 
de violencia en el ámbito reproductivo en España. Esta ausencia de datos ha sido 
señalada al Estado español por el Comité CEDAW (véase CEDAW/C/75/D/138/2018); 
que ha sido instado a la realización de estudios y la implementación de medidas 
al respecto.

Este tipo de violencia se define como todo acto basado en la discriminación por 
motivos de género que atente contra la integridad o la autodeterminación de las 
mujeres en el ámbito de la salud sexual y reproductiva, su libre decisión sobre la 
maternidad, su espaciamiento y oportunidad, incluidos el aborto y la esterilización 
forzosos.

Como el propio Convenio de Estambul indica, es necesario ampliar el enfoque 
desde el que se analiza la violencia contra las mujeres en el ámbito de los derechos 
sexuales y reproductivos, como el aborto forzoso y la esterilización forzosa, 
incluida la anticoncepción forzosa. Del mismo modo, existe el compromiso de 
respuesta frente a vulneraciones graves de los derechos reproductivos que 
constituyen manifestacione de la violencia contra las mujeres, como la gestación 
por subrogación. 

En julio de 2022 el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer 
(CEDAW) ha vuelto a incidir a través de un dictamen sobre la necesidad de que 
España respete la autonomía y la capacidad de las mujeres para permitirles tomar 
decisiones informadas sobre su salud reproductiva, brindándoles información 
completa en cada etapa del parto y exigiendo que se obtenga su consentimiento 
libre, previo e informado para cualquier tratamiento invasivo durante la atención 
al parto. 

En esta Estrategia no se incluyen medidas específicas de este tipo de violencia 
al estar en trámite, en el momento de elaboración y aprobación de la Estrategia, 
el Anteproyecto de Ley Orgánica por la que se modifica la Ley Orgánica 2/2010, 
de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y de la interrupción voluntaria del 
embarazo.

 Violencia contra las mujeres en el ámbito de los derechos 
 sexuales y reproductivos

Violencia en el ámbito reproductivo
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Apenas existen datos sobre las consecuencias de la omisión o inacción 
de los poderes públicos en las mujeres y constituye una acción futura de 
gran importancia para el seguimiento y evaluación de las políticas que se 
implementan. En este sentido, los movimientos feministas la utilizan la noción 
de “violencia institucional” para visibilizar la falta de respuesta (inacción) o una 
respuesta inadecuada a las víctimas-supervivientes de algún tipo de violencia 
machista. Así mismo, varias comunidades autónomas como Cataluña, La Rioja 
o Castilla - La Mancha, ya incluyen y definen la “violencia institucional” en sus 
legislaciones. 

En general, las referencias a la insuficiencia institucional son recogidas 
formalmente en los informes y dictámenes de los instrumentos de seguimiento de 
los sistemas internacionales de derechos humanos. La noción a la que se dirigen 
es la de falta de diligencia debida, que ya ha sido explicada en el punto 2.2. de esta 
Estrategia. 

Destaca en este sentido la labor del Comité de Expertas del Mecanismo de 
Seguimiento de la Convención de Belém do Pará (MESEVCI); el Comité de 
seguimiento de la CEDAW, y el GREVIO respecto al Convenio de Estambul. 

 Revictimización y Violencia institucional

h) Violencia institucional: Las acciones y omisiones de las autoridades, personal 
empleado público y los y las agentes de cualquier organismo o institución 
pública que tenga por finalidad retrasar, obstaculizar o impedir el acceso a las 
políticas públicas y al ejercicio de los derechos previstos en esta ley.

El Convenio de Estambul (2011) establece en su artículo 5 las Obligaciones del 
Estado y diligencia debida, señalando que:

1. Las Partes de abstendrán de cometer cualquier acto de violencia contra la 
mujer y se asegurarán de que las autoridades, los funcionarios, los agentes y las 
instituciones estatales, así como los demás actores que actúan en nombre del 
Estado se comporten de acuerdo con esta obligación.

2. Las Partes tomarán las medidas legislativas y demás necesarias para actuar 
con la diligencia debida para prevenir, investigar, castigar y conceder una 
indemnización por los actos de violencia incluidos en el ámbito de aplicación 
del presente Convenio cometidos por actores no estatales.

Ley 11/2022, de 20 de septiembre, contra la violencia de género en la Rioja
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En el caso del MESEVCI y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se resalta 
su influencia internacional en la consolidación del concepto de “diligencia debida 
reforzada” y “deber de no revictimización”. Ambos aspectos han sido considerados 
en el Convenio de Estambul. Gracias a ello se considera que los Estados tiene la 
obligación de:

-	 investigar los hechos e identificar, juzgar y, en su caso, sancionar a los 
responsables; 

-	 proporcionar medidas de rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición;

-	 y de reparación integral, tanto en el aspecto moral como material.

Entre otros aspectos España ha sido explícitamente señalada99 por los organismos 
internacionales de seguimiento en relación con la necesidad de asegurar la 
diligencia debida. Fundamentalmente respecto a: otro tipo de violencias más allá 
de la de pareja (violencia sexual, acoso sexual, matrimonio forzado, mutilación 
genital femenina, aborto y esterilización forzosa); la atención a la diversidad y a 
las mujeres migrantes; la mejora en la formación de profesionales, especialmente 
operadores judiciales y policiales; la inclusión del ámbito de la empresa y educativo; 
la necesidad de no conceder visitas a padres denunciados por violencia de género 
y revisar la legislación de la custodia compartida impuesta; mejorar la legislación 
sobre la violencia sexual basada en el consentimiento, así como por la mejora 
en la coordinación institucional y en la intervención entre profesionales; y la 
recopilación de datos estadísticos.

Además de las denuncias respecto a casos concretos ante los instrumentos de 
seguimiento, forman parte de las fuentes de información sobre la acción de los 
Estados, para el seguimiento de los instrumentos internacionales, los informes 
alternativos de la Plataforma Sombra España100 (2014; 2019). Se trata de análisis 
realizados por las organizaciones del movimiento feminista y dirigidos a los 
Comités. 

Respecto a los Informes CEDAW Sombra, el informe de 2019101 en su página 3, 
señala explícitamente que “la violencia Institucional por acción u omisión del Estado 
no es reconocida. No hay una revisión oficial del sesgo de género en resoluciones 
judiciales, como el voto particular de la sentencia 38/2018 que vio <<jolgorio>> en 

Los informes sombra permiten aportar el conocimiento de las organizaciones de 
mujeres y matizan la información oficial que emite el Gobierno en las revisiones 
periódicas a los comités de expertos. Gracias a este procedimiento, “se 
enriqueció con las aportaciones de informes críticos, basados en información 
sobre el terreno, que tienen la capacidad de influir en las decisiones del Comité” 
(González Orta, 2020, pág. 107).

99 Véase los informes emitidos por el Comité de seguimiento de la CEDAW a España (acceso) y el Primer 
Informe GREVIO de seguimiento del Convenio de Estambul (2020) (acceso).
100 Acceso a los informes de la Plataforma Sombra España.
101 Acceso al Informe CEDAW Sombra 2019

http://docstore.ohchr.org/SelfServices/FilesHandler.ashx%3Fenc%3D6QkG1d%252FPPRiCAqhKb7yhssmw5jHDQuNBd%252BTWAIG8TlEDelpxL7bv3lxTh7eO3KMat7G7awOr90prB%252FK0IQCbN0ueDO7z6P2%252BMjP7EL7J31GH7hxjV0ay2dfeFj8tttdEbYxejV9QL%252FXN5IAbCmcbKw%253D%253D
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/marcoInternacional/informesGREVIO/docs/InformeGrevioEspana.pdf
https://cedawsombraesp.wordpress.com/category/informes-sombra/informes-sombra-en-espana/
https://cedawsombraesp.files.wordpress.com/2019/05/190513-informe-cedaw-sombra.pdf
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Además, se han producido algunos casos que han ayudado a visibilizar esta 
problemática, como el de Ángela González Carreño, quien empleó el Protocolo 
facultativo de la CEDAW. El Comité emitió un Dictamen vinculante condenando 
al Estado español “por no actuar de manera diligente” (Dictamen 47/2012). En el 
año 2018 el Tribunal Supremo sentó un precedente en el derecho internacional 
reconociendo este hecho (véase la sentencia C-A 17/7/18 que reconoce 
responsabilidad patrimonial del Estado por daños morales). También destaca el 
caso de violencia vicaria de Ruth Ortiz Ramos en el año 2011, cuya denuncia no 
fue institucional sino pública. Gracias a ella el Pacto de Estado del 2017 incluyó 
a las madres de las víctimas de los parricidas como víctimas de la violencia de 
género. Fue un caso determinante para el reconocimiento de la violencia vicaria 
en España. Finalmente, ocasionó una grave preocupación social la sentencia 
38/2018 de la Audiencia Provincial de Navarra102 por la violación de cinco 
hombres (autodenominados “La Manada”) a una mujer de 18 años durante los 
Sanfermines del año 2016. La movilización feminista logró iniciar la modificación 
de la normativa estatal en relación a las violencias sexuales. 

De acuerdo con los estudios existentes, la revictimización se produciría tanto 
por los errores en la apreciación de la situación, como por la doble victimización 
de las mujeres en los procesos de atención policiales, judiciales o de carácter 
psicosocial. Acontece cuando no se ha provisto de la atención requerida, ésta no 
es integral, accesible, universal o carece de suficiente calidad; o bien, el sistema 
no es capaz identificar adecuadamente a una víctima, por falta de detección, 
suficiente investigación o porque su credibilidad ha sido cuestionada. 

102 Acceso a la sentencia original. El Tribunal Supremo revocó la sentencia y elevó las condenas a 15 años de 
prisión por un delito continuado de violación con las agravantes específicas de trato vejatorio y actuación 
conjunta de dos o más personas (STS 344/2019, 4 de Julio de 2019). 

la joven violada por cinco hombres, o la sentencia 257/18 del Juzgado Penal 1 de 
Granada condenando a Juana Rivas a cinco años de prisión y seis sin la patria 
potestad de sus hijos por (FJ 4) <<arengar a una multitud irreflexiva y visceral>>, 
o de juzgados que niegan el 80% de las solicitudes de órdenes de protección a 
víctimas”.

En cuanto a la violencia institucional entendida como victimización secundaria o 
revictimización, las investigaciones coinciden en señalar que cuando las políticas 
públicas y los recursos derivados de ellas no son eficaces, acaban operando 
como espacios donde se rearticulan las violencias machistas contra las mujeres 
(Amnistía Internacional 2009, 2012; 2014; Bodelón, 2014; Franco, y otras, 2009, 
2010; Guilló, 2018; Plataforma Sombra, 2014; 2019).

https://cdn.20m.es/adj/2018/04/26/3934.pdf
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En el trato recibido se ubican las actitudes victimizadoras hacia las mujeres 
que consistirían en: la infantilización, el paternalismo/maternalismo, la 
despersonalización en la provisión de servicios, la deshumanización (como 
es el privar de la intimidad que requiere la atención) e incluso la victimización 
directa (a través de la minimización, la ridiculización de los hechos vividos, la 
intimidación alertando sobre las consecuencias irremediables de la acción de 
denunciar y las amenazas sobre su propio enjuiciamiento si se demostrase que 
miente o causa un perjuicio a conciencia) (Guilló 2018:727).

Esta violencia está en relación directa con el diseño de las políticas públicas, su 
coordinación y las prácticas profesionales en su implementación. Estas últimas 
dependen en gran medida de las actitudes y creencias que se sostengan sobre 
las violencias por parte de los operadores prácticos de dichas políticas. Es decir, 
miembros de fuerzas y cuerpos de seguridad, personal sanitario, de atención 
psicosocial, del ámbito educativo y judicial. Dichas actitudes pueden deberse 
a la falta de cualificación, la sobrecarga o el estrés laboral ocasionada por la 
insuficiencia de recursos humanos.

En relación con esta cuestión, las distintas Defensorías del Pueblo (2018) 
han puesto de manifiesto la necesidad de mejorar la calidad de los recursos 
existentes de acogida y atención integral dirigidas a las víctimas-supervivientes, 
especialmente las víctimas menores y grupos de mujeres en especial situación de 
vulnerabilidad. Asimismo, se ha señalado la importancia de evaluar los recursos, y 
mejorar las condiciones de trabajo de las y los profesionales de los mismos.

Como señalan las investigaciones al respecto la violencia institucional en su 
conjunto constituye un espacio de reproducción de la violencia contra las mujeres. 
Sus consecuencias son diversas, pero “la consecuencia más extrema para las 
afectadas es la imposibilidad de frenar la violencia que se ejerce sobre ellas, porque 
han sido públicamente desautorizadas y carecen de reconocimiento. No solo no 
se han podido aplicar medidas que pudiesen favorecer el fin de la violencia, sino 
que son consecuencias graves la inexistencia del castigo al agresor [o agresores] 
y la falta de reparación” (Guilló, 2018: 726). 

Los mecanismos de mejora institucional y coordinación entre administraciones 
tienen como objetivo prevenir estas situaciones y corregirlas. Todas las 
administraciones del Estado tienen un firme compromiso con la erradicación de 
todas las violencias y con lograr la eficacia de todas las políticas que se implementan. 
El objetivo de la EEVM en este sentido es reforzar dichos mecanismos.
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Este último apartado se detiene, allá donde se dispone de información para el 
diagnóstico de partida, en la violencia machista que sufren muchas mujeres por 
el hecho de sufrir otras discriminaciones y que generan situaciones de mayor 
vulnerabilidad. 

La Macroencuesta dedica un apartado a las mujeres especialmente vulnerables 
a la violencia, mencionando en particular a las mujeres con discapacidad, mujeres 
jóvenes, mujeres de 65 o más años, mujeres nacidas fuera de España y mujeres 
residentes en municipios muy pequeños o en el medio rural. Estos datos deben 
tratarse con cautela, ya que por sí solos no explican la situación de vulnerabilidad 
que pueden sufrir estas mujeres. 

Esta vulnerabilidad no debe interpretarse de modo esencialista, sino que es causa 
de la falta de atención a la diversidad, la interseccionalidad en el diseño de 
políticas y recursos, la universalidad y la garantía de accesibilidad plena.

Tal y como recogen los estudios promovidos por la DGVG “La violencia sexual 
en las mujeres con discapacidad intelectual” (CERMI-Mujeres, 2020) y “Mujer, 
discapacidad y violencia de género” (FMP, 2020), las mujeres con discapacidad 
son más vulnerables ante las violencias machistas porque su realidad está más 
invisibilizada y los recursos implementados por las políticas públicas no son 
siempre accesibles ni están adaptados, pese a los esfuerzos de las instituciones. 

Estudios como los anteriores, y otros, señalan que la formación de las y los 
profesionales y operadores judiciales adolece en ocasiones de la capacitación 
en materia de discapacidad desde la perspectiva de género. Ello dificulta aún 
más el tránsito de este colectivo en los recursos, que carecen con frecuencia de 
los apoyos especializados necesarios para el ejercicio de los derechos de estas 
mujeres.

 Violencia machista sobre mujeres víctimas de otras 
 discriminaciones

Las mujeres con discapacidad enfrentan una doble discriminación “que influye 
negativamente en su propia percepción y en su capacidad de autodeterminación 
y libertad” (FMP, 2020: 96). Este hecho afecta a estas víctimas-supervivientes 
a lo largo de su ciclo vital y en todo tipo de relaciones sociales. Las mujeres con 
discapacidad no son un grupo homogéneo, existe una considerable diversidad 
dentro de este colectivo. En cuanto a los diferentes tipos, las mujeres con 
discapacidad intelectual o del desarrollo enfrentan un mayor riesgo de padecer 
cualquier tipo de violencia machista.

Mujeres con discapacidad
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Según la Macroencuesta de Violencia contra la Mujer (DGVG, 2020a), las mujeres 
con discapacidad acreditada igual o superior al 33% han sufrido violencia sexual 
fuera de la pareja a lo largo de sus vidas en mayor proporción (10,3%) que las 
mujeres sin discapacidad acreditada (6,2%). Además, es mayor el porcentaje de las 
que han sufrido esta violencia en la infancia (6,3% de las mujeres con discapacidad 
frente a 3,3% de las mujeres sin discapacidad).

La discriminación es clave en la vulneración de sus derechos sexuales y 
reproductivos, sobre todo respecto al acceso a la información y educación sexo-
afectiva. Además de enfrentar la violencia sexual con menos medios y apoyos, son 
víctimas con mayor riesgo de padecer violencia en el ámbito reproductivo, sobre 
todo respecto a las esterilizaciones forzosas, abortos no deseados o medios de 
anticoncepción sin un uso consentido. Especialmente en el caso de las mujeres 
con discapacidad intelectual. 

Es importante incidir en que las mujeres y las niñas pueden adquirir una 
discapacidad a consecuencia de la violencia padecida o bien ser violentadas 
cuando esta ya se ha desarrollado o ha sido adquirida por diferentes motivos. 
Respecto a la primera cuestión, la Macroencuesta del año 2019 (DGVG, 2020a) 
permitió conocer mejor algunos datos. Así, se ha desvelado que la discapacidad 
era una consecuencia para el 23,4% de las mujeres con discapacidad víctimas de 
violencia física o sexual en la pareja y el 14,3% de las mujeres con discapacidad 
que han sufrido violencia sexual en otro ámbito.

La Macroencuesta señala que un 40,4% de las mujeres con discapacidad 
acreditada103 ha sufrido violencia por parte de su pareja (actual o pasada). De 
éstas, un 39,5% ha sufrido violencia psicológica y un 20,7% violencia física o 

La falta de accesibilidad de la información y los recursos, la falta de 
especialización y la escasa sensibilidad y formación del personal de atención 
son factores determinantes en la prevención y asistencia a estas víctimas. 
Además, juega un papel fundamental la discriminación social que enfrentan 
las mujeres con discapacidad intelectual. Por ello, sus testimonios “suelen 
tener menos credibilidad: debido a los estereotipos negativos socialmente 
relacionados con las mujeres con discapacidad intelectual, se les supone una 
mayor incompetencia y menos fiabilidad, considerando que son más propensas 
a inventar historias o que no tienen un discurso coherente, lo que es falso. 
Las mujeres con discapacidad intelectual y/o del desarrollo que han sufrido 
violencia sexual necesitan ser creídas y acompañadas para reparar el daño”. 
(Fundación CERMI, 2020:3).

103 La Macroencuesta señala la importancia de la variable edad en el análisis de la vulnerabilidad de las mujeres 
con discapacidad, ya que se observa que el porcentaje de mujeres con discapacidad aumenta conforme lo 
hace la edad. Así, se pasa del 1,1% de mujeres con discapacidad de entre 16 y 24 años al 10,5% entre los 55 y 
los 64 años. A partir de esta edad el porcentaje desciende hasta el 9,3%.
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sexual, siendo causante su pareja o expareja. El tipo de violencia en pareja más 
señalado por las mujeres con discapacidad es la violencia emocional, del que ha 
sido víctima un 31,8% de estas mujeres.

Fuera de la pareja, un 17,2% señala haber sido víctima de violencia física y un 
10,3% de violencia sexual. El 40,2% de las mujeres con discapacidad señala haber 
sufrido acoso sexual y el 16,9% acoso reiterado o stalking.

El estudio Mujer, discapacidad y violencia de género (FMP, 2020:99-100) ha 
evidenciado numerosas formas de violencia contra las mujeres con discapacidad, 
“formas de violencia que pueden ser de naturaleza física, psicológica, sexual o 
financiera e incluyen abandono, aislamiento social, confinamiento, humillación, 
arresto, denegación de cuidados sanitarios, esterilización forzosa y tratamiento 
psiquiátrico forzoso”. Muchas de estas situaciones se producen dentro de las 
relaciones familiares, incluyendo la violencia física y la violencia sexual a manos 
de hombres conocidos con vinculación familiar.

Prevalencia de la violencia en la pareja Mujeres con discapacidad

Física

% mujeres con discapacidad N= 556

Prevalencia de la violencia fuera de la pareja
% mujeres con discapacidad N= 556

Prevalencia del acoso sexual y stalking
% mujeres con discapacidad N= 556
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Fuente: Elaboración propia a partir de la Macroencuesta de Violencia contra la Mujer 2019 (DGVG, 2020a)

Ilustración 6. Prevalencia de la violencia sufrida por mujeres con discapacidad (Macroencuesta 2019)
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Según la Macroencuesta (DGVG, 2020a), el 37,9% de las mujeres jóvenes de 16 
a 24 años ha sufrido violencia por parte de su pareja al menos una vez a lo largo 
de su vida, porcentaje que asciende hasta el 47,4% si solo se tienen en cuenta 
las mujeres jóvenes que han tenido pareja alguna vez en su vida104. El 46,1% de 
las mujeres jóvenes de 16 a 24 años que han tenido pareja han sufrido violencia 
psicológica de alguna de sus parejas y el 19,3% violencia física o sexual.

Un 21,8% de las mujeres jóvenes ha sido agredida físicamente y un 11% ha sufrido 
violencia sexual perpetrada por una persona distinta a su pareja.

Con respecto al acoso sexual, un 60,5% de las jóvenes señala haber sido víctima 
de acoso sexual al menos una vez a lo largo de su vida. Por último, un 26,2% indica 
que ha sufrido acoso reiterado o stalking.

Las personas jóvenes, como la propia Macroencuesta indica, tienden en mayor 
medida que el resto de la población a idealizar el mito del amor romántico, lo que 
produce que en algunas relaciones entre jóvenes determinadas violencias, como 
el control o los celos, se tomen de manera errónea como actos de amor o pasión. 

Mujeres jóvenes

104 Es necesario tener en cuenta que el porcentaje de mujeres jóvenes de 16 a 24 años que han tenido pareja 
alguna vez en la vida (81,6%) es inferior al del resto de mujeres (98,1%) por lo que, en este caso, a la hora de 
analizar y comparar las prevalencias, es más correcto mirar las tasas sobre el total de mujeres que han tenido 
pareja en alguna ocasión en lugar de sobre el total de mujeres.
105 Expone los resultados de un cuestionario en el que participaron 6.811 mujeres adolescentes y 6.446 
hombres adolescentes de entre 14 y 20 años.

En la violencia producida fuera de la pareja, como se ha señalado, destaca 
especialmente el elevado porcentaje de mujeres jóvenes que han sufrido acoso 
sexual. En el análisis de la frecuencia, más del 83% de las jóvenes víctimas de acoso 
sexual señala que lo han sufrido en más de una ocasión. El 81,7% de las jóvenes 
víctimas de acoso sexual señala a un hombre desconocido como agresor y un 
44,4% indica que fue acosada sexualmente por un amigo o conocido. Únicamente 
el 3,3% de las víctimas de acoso sexual denunció la violencia sufrida ante la policía 
o el juzgado y sólo el 2,9% solicitó ayuda formal tras los episodios de acoso sexual 
sufridos.

Las mujeres adolescentes son un grupo específico al que considerar. El estudio 
sobre la situación de la violencia contra las mujeres en la adolescencia en España 
(DGVG, 2021d)105, señala que un 17,3% (sobre 6.585 mujeres adolescentes que 
respondieron la pregunta) de las adolescentes señala que ha sido ridiculizada o 
insultada por su pareja, un 17,1% indica que su novio la “ha intentado controlar, 
decidiendo hasta el más mínimo detalle”, un 15,7% afirma que ha sido aislada de 
sus amistades y un 14,9% señala que su pareja ha intentado controlarla a través 
del móvil. El 6,3% de las adolescentes afirma haber recibido insultos, amenazas, 
ofensas o mensajes con la intención de asustarla a través del móvil y un 3,6% de 
las adolescentes reconoce que su novio la ha agredido físicamente.



Estrategia Estatal para combatir 
las violencias machistas 2022–2025

Parte ii
Contextualización

138

El mismo estudio indica que una de las formas de violencia que más afecta a 
las jóvenes es el acoso sexual online. Ante la consulta sobre las situaciones de 
acoso sexual online sufridas por ellas y llevadas a cabo por ellos, un 48,1% de 
las adolescentes señala que en al menos una ocasión le han mostrado sin su 
consentimiento imágenes sexuales por internet, el 43,9% afirma que le han pedido 
fotografías de carácter sexual y el 36,8% que ha recibido correos electrónicos 
o mensajes sexuales no deseados. Por su parte, un 17,1% de los adolescentes 
reconoce haber pedido fotografías de carácter sexual por internet, el 10,6% 
ha enviado imágenes sexuales no solicitadas por internet y el 7,4% ha pedido 
mantener cibersexo. 

El porcentaje de chicos que reconoce haber realizado conductas relacionadas con 
el acoso sexual online hacia una chica fuera de la relación de pareja es en todos 
los casos claramente inferior al del porcentaje de chicas que reconoce haberlas 
recibido (DGVG, 2021d).

Entre los 6.103 hombres adolescentes que respondieron a la pregunta concreta 
sobre situaciones de maltrato un 6,2% reconoce haber insultado o humillado 
a su pareja y un 6% afirma que ha intentado controlar a su novia a través del 
móvil y un 5,2% asegura que ha intentado controlar a su novia decidiendo por 
ella cualquier detalle (con quien habla, lo que dice, cómo viste…). Un 2,8% señala 
que ha enviado a su novia mensajes por internet o móvil en los que insultaba, 
amenazaba, ofendía o asustaba a su novia, un 3,1% que la ha presionado para 
conductas de tipo sexual en las que ella no quería participar y un 2,3% de los 
jóvenes afirma que ha pegado a su pareja. 
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El 23,4% de las mujeres mayores de 65 años ha sufrido violencia a manos de su 
pareja/expareja (DGVG, 2020a). El 22,9% señala haber sido víctima de violencia 
psicológica y un 8,5% señala que ha sufrido violencia física o sexual a manos de 
su pareja. La violencia de control (17,1%) y la violencia emocional (14,1%) son los 
dos tipos de violencia que indican haber sufrido un porcentaje mayor de mujeres 
de 65 o más años. 

En cuanto a la violencia perpetrada fuera de la pareja, un 7,7% de las mujeres 
mayores señala haber sido víctima de violencia física y un 2, 8% violencia sexual. 
El 22,7% de las mujeres mayores ha sufrido algún episodio de acoso sexual a lo 
largo de su vida y el 8,7% ha sido víctima de acoso reiterado.

Le he pedido fotografías 
sexuales suyas por internet

He mostrado imágenes 
sexuales por internet

Envié mensajes sexuales no 
deseados por ella

He difundido rumores online 
sobre su conducta sexual

He pedido continuar hablando de 
sexo después de...

He pedido ciber-sexo 
online

7,4%

3,3%

10,6%

3,2%

0% 20% 40% 60%

5,1%

17,1%

Me han mostrado imágenes 
sexuales por internet

He recibido correos 
electrónicos o mensajes

He recibido correos 
electrónicos o mensajes

Me han pedido fotografías mías 
de carácter sexual

Han difundido rumores online 
sobre mi conducta sexual

Me han pedido 
ciber-sexo online

23,5%

18,,7%

48,1%

36,8%

11,6%

43,9%

A
g

re
so

re
s

V
íc

ti
m

as
Gráfico 8. Conductas de acoso sexual online en adolescentes

Mujeres mayores de 65 años



Estrategia Estatal para combatir 
las violencias machistas 2022–2025

Parte ii
Contextualización

140

En el análisis de la vulnerabilidad de las mujeres de 65 o más años hay que tener 
en cuenta que en el caso de la violencia en pareja, entre las personas de mayor 
edad se considera con mayor frecuencia que la violencia de género es un asunto 
privado debido a que han recibido una educación más tradicional, lo que entre 
otros aspectos influye en la verbalización de la violencia y por ende en la denuncia 
de la misma. Además, existen pocos recursos adaptados a sus necesidades 
(DGVG, 2019b).

El Estudio sobre las mujeres mayores de 65 años víctimas de violencia de género 
(DGVG, 2019b) pone de relevancia la necesidad de atender a las mujeres que 
enfrentan la doble discriminación ante el sistema de atención social. Las mujeres 
mayores de 65 años llevan más tiempo sufriendo la violencia y sus impactos 
económicos y psicológicos son mayores, sobre todo en relación a la soledad y 
la dependencia al maltratador. Al mismo tiempo, se señala que hay una brecha 
importante entre el ámbito rural y urbano en la situación y necesidades de 
estas mujeres (y en general en las respuestas institucionales a la violencia de 
género). Hay una falta de enfoque de curso vital en la respuesta institucional a 
la violencia de género.

Fuente: Elaboración propia a partir de la Macroencuesta de Violencia contra la Mujer 2019 (DGVG, 2020a)

Ilustración 7. Prevalencia de la violencia sufrida por mujeres mayores
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La detección es menor respecto a este grupo de edad. Según la Macroencuesta, 
el porcentaje de mujeres mayores de 65 años que ha verbalizado los episodios 
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La Macroencuesta 2019 (DGVG, 2020a) señala a las mujeres nacidas en el 
extranjero como mujeres especialmente vulnerables a la violencia. Los resultados 
de la misma muestran que casi el 46% de estas mujeres ha sufrido violencia a 
manos de una pareja. El 45,6% indica que ha sufrido violencia psicológica y el 
24,7% violencia física o sexual. En este caso también destacan la violencia de 
control y la violencia emocional a la que se han visto sometidas un 40,3% y un 
34,9% de las mujeres nacidas en el extranjero, respectivamente.

El 15,7% de las mujeres de este colectivo ha sufrido violencia física fuera de la 
pareja y el 9,8% indica haber sufrido al menos un episodio de violencia sexual 
perpetrada por una persona distinta a su pareja. Más del 44% ha sido víctima de 
acoso sexual en algún momento de su vida y el 19,3% señala que ha sufrido acoso 
reiterado.

Mujeres migrantes
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Fuente: Elaboración propia a partir de la Macroencuesta de Violencia contra la Mujer 2019 (DGVG, 2020a)

Ilustración 8. Prevalencia de la violencia sufrida por mujeres nacidas en el extranjero

de violencia en pareja sufridos, hablando de ellos con alguien del entorno o a 
través de la denuncia o de la búsqueda de ayuda formal (servicios médicos, 
sociales, etc.) es del 62,2%, porcentaje sensiblemente inferior al del resto de 
mujeres de 16 a 64 años (85,6%). También el porcentaje de mujeres que señala 
que la violencia provocó la ruptura de la relación es inferior entre las mujeres de 
65 o más años, el 49,9% frente al 81,4% en el caso de las mujeres de 16-64 años 
víctimas de violencia en la pareja.
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Algunos de los aspectos que pueden exponer a las mujeres nacidas en el 
extranjero a una vulnerabilidad mayor ante las violencias son la ausencia de red 
de apoyo (familiares, amistades, etc.), las diferencias culturales, e idiomáticas 
en el caso de mujeres que no tengan el castellano como lengua materna, la 
situación administrativa en la que se encuentran (que puede influir en el acceso 
a determinados recursos o incluso desalentar la denuncia en algunos casos), la 
discriminación racial y étnica, y la falta de universalidad de los recursos públicos, 
entre otros factores concomitantes.  Por otro lado, en ocasiones se tiende a 
asimilar a las mujeres de origen extranjero a situaciones de exclusión social, por lo 
que se estigmatiza esta característica bajo un enfoque que debe ser considerado 
como racista, y fuertemente “desempoderador” de las mujeres (Cea Merino y 
Montenegro-Martínez, 2014). 

En cuanto a la violencia en el ámbito de la pareja/expareja, de acuerdo con el 
estudio Mujeres migrantes víctimas de violencia de género en España (2019) 
de la Asociación AIETI, las mujeres de origen extranjero enfrentan una mayor 
vulnerabilidad estructural. Los datos indican que:

- Están sobre representadas en las cifras sobre violencia de género.

- Sufren mayor desprotección frente a la violencia de género.

- Las mujeres migrantes se benefician en menor medida de las ayudas económicas 
previstas para la lucha contra la violencia de género.

- Hay mayores dificultades de acceso a la protección y a los derechos de las 
mujeres migrantes que sufren violencia de género en situación de irregularidad 
jurídica, dependencia del cónyuge o tráfico y trata.

- La mayoría de los asesinatos por violencia de género son cometidos por 
españoles, incluso cuando la víctima es extranjera.

Es necesario mejorar el conocimiento de cómo estas mujeres, plurales y diversas, 
sufren las diferentes violencias, más allá de su prevalencia. Es imprescindible 
conocer mejor la situación de las mujeres solicitantes y beneficiarias de protección 
internacional y temporal, así como las y los menores a su cargo en relación con las 
distintas formas de la violencia machista, y la de las niñas y niños migrantes no 
acompañados (MENAS); así como en general sobre la relación entre las violencias 
y la situación administrativa en la que se encuentran las mujeres; y las barreras 
de acceso al sistema de protección y ayuda. A lo anterior contribuye la falta de 
perspectiva de género en las políticas migratorias y de inclusión social de la 
población inmigrante y refugiada en España, en lo que también es necesario 
profundizar.

Finalmente, hay que considerar que la mayoría de las mujeres en situación de 
trata con fines de explotación sexual y en contextos de prostitución tienen un 
origen extranjero. Ello implica que hay que considerar a este grupo de mujeres 
como especialmente vulnerable frente a las violencias sexuales.
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El estudio de la Macroencuesta (DGVG, 2020a) dedica un capítulo a la violencia 
sufrida por las mujeres residentes en municipios pequeños106. El 28,1% de las 
mujeres residentes en municipios medianos (de 2.001 a 10.000 habitantes) y el 
27,1% de las mujeres que residen en municipios pequeños (de menos de 2.001 
habitantes) señala haber sufrido violencia a manos de su pareja al menos una vez 
a lo largo de su vida. 

El 10,9% de las mujeres que residen en los municipios más pequeños y el 11,8% de 
las que residen en municipios medianos señala haber sido víctima de violencia 
física fuera de la pareja. El 5,6% de las mujeres que residen en municipios de 
menos de 10.001 habitantes107 ha sufrido al menos un episodio de violencia sexual 
fuera de la pareja a lo largo de su vida.

Mujeres rurales

106 El informe de la Macroencuesta (DGVG, 2020) describe tres categorías según tamaño de municipio: 
municipios de menos de 2.001 habitantes; municipios de entre 2.0001 y 10.000 habitantes; y municipios 
de más de 10.000 habitantes. En el presente análisis de la violencia sufrida por las mujeres de municipios 
pequeños se toma en parte la participación de las mujeres que residen en los municipios de los dos primeros 
tipos. Así, la muestra analizada es de 519 mujeres que residen en los “municipios pequeños” y de 1.355 
mujeres de municipios de 2.001 a 10.000 habitantes (“municipios medianos”) .
107 La Macroencuesta (DGVG, 2020) ofrece los datos de prevalencia de la violencia sexual fuera de la pareja 
de forma agregada para las mujeres que residen en “municipios pequeños” (N=519) como en “municipios 
medianos” (N=1.355) por lo que la muestra en este caso es de 1.874 mujeres.

En cuanto a la prevalencia del acoso sexual y el acoso reiterado, el 33,4% de 
las mujeres de municipios pequeños y el 36,4% de las que residen en municipios 
medianos ha sufrido en algún momento de su vida al menos una vez acoso sexual 
y el 10,1% y el 12,8%, respectivamente, ha sido víctima de acoso reiterado.

Los porcentajes observado sobre este perfil son, en líneas generales, más 
reducidos que los de otros grupos de mujeres anteriormente mencionados, pero 
tampoco se puede inferir a partir de los datos disponibles que las mujeres que 
residen en los municipios más pequeños sean menos violentadas. 

En realidad, el tamaño del municipio no es una variable que por sí sola pueda 
explicar la mayor vulnerabilidad a la que se exponen las mujeres que residen 
en los municipios más pequeños. Para realizar una estimación más cercana al 
volumen real de esta problemática habría que tener en cuenta otras variables 
como la ruralidad del municipio o los recursos de ayuda y protección disponibles 
en el entorno.

Como indica el Estudio sobre la violencia de género en el medio rural de Castilla y 
León (Ismur y Universidad de Valladolid, 2019) en el medio rural “existen factores 
relacionados con el hábitat rural que configuran unas condiciones específicas 
que influyen en la reproducción de la violencia de género”. Estas características 
propias de los municipios rurales – como son la distancia física a los núcleos 
urbanos, el menor tamaño del municipio, los mercados laborales restrictivos y 
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De acuerdo al Estudio sobre mujeres víctimas de violencia de género en el mundo 
rural (DGVG, 2020c)108, el 61,35% de las mujeres rurales encuestadas conoce a 
alguna mujer en su entorno que es víctima de violencia de género. En cuanto a los 
lugares donde ha tenido lugar la violencia, el 56,07% señala que la violencia se ha 
producido en el hogar de la víctima y un 35,51% señala a los entornos cercanos, 
donde los agresores serían vecinos, amigos, conocidos, etc.

La percepción de las mujeres rurales encuestadas es que la principal forma de 
violencia ejercida contra la mujer es la violencia psicológica, señalada por un 
96,39%, seguida por un 92,77% que apunta a la violencia física como principal 
violencia contra la mujer.

El desconocimiento de los derechos y recursos y las dificultades de acceder 
a los mismos afectan negativamente en la recuperación de las mujeres víctimas 
de violencia. En este sentido, el 60% de las mujeres rurales que participaron en el 
estudio desconoce los derechos civiles que asisten a las víctimas de violencia de 
género, así como un 54% desconoce los derechos derivados del proceso judicial 
y más del 50% no conoce los derechos económicos ni los derechos laborales que 
asisten a las víctimas.

108 El estudio señalado (DGVG, 2020c) realizó un total de 167 encuestas a mujeres que residen en el entorno 
rural en municipios de hasta 20.000 habitantes. Se trata de una muestra muy reducida, cuyos resultados 
deben tratarse con cautela

el sobre envejecimiento de la población rural – favorecen de una u otra forma la 
hegemonía del hombre, la dependencia de la mujer y las desigualdades de género, 
que son caldo de cultivo de las violencias machistas.

Los recursos de atención a víctimas también son generalmente desconocidos 
por la mayoría de mujeres encuestadas. Entre los más conocidos, destacan el 
servicio 016 y los centros de atención a la mujer como los más reconocidos.

El estudio también analiza otras circunstancias que contribuyen a la 
vulnerabilidad de las mujeres rurales ante la violencia machista, como la 
movilidad. Al preguntar a las mujeres encuestadas por los medios de transporte 
que emplearían para hacer uso de los recursos mencionados sólo el 32,2% 
señala que se desplazaría en coche propio, el resto indica que lo haría a pie 
(33,33%), en taxi (13,56%), en autobús interurbano (12,43%) o autobús urbano 
(5,65%) y un 2,82% señala que no dispone de transporte en su municipio.
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Según el seguimiento realizado por la European Anti Poverty Network – EAPN – 
(2021) del indicador AROPE109, el 27,2% de las mujeres en España están en riesgo 
de pobreza y/o exclusión social, frente al 25,6% de los hombres.

Médicos del Mundo (2021b) afirma que el sinhogarismo de las mujeres es un 
fenómeno que se ve afectado por causas estructurales diferentes y que 
presenta dificultades añadidas en relación al sinhogarismo de los hombres.

Las mujeres tienen una probabilidad mayor de vivir en un hogar en riesgo de sufrir 
pobreza (feminización de la pobreza) entre las que las familias monomarentales se 
encuentran en una situación aún peor, como señala el estudio Mujeres sin hogar 
en España: un análisis sociográfico desde una perspectiva feminista (Asociación 
Moradas, 2017).

Dentro de la situación de pobreza, la pérdida del hogar es una situación que 
estigmatiza en mayor medida a las mujeres que a los hombres por dos razones 
principales: debido al tradicional rol de la mujer asignado al hogar cuya pérdida 
muchas de las mujeres en situación de sinhogarismo la viven como un fracaso 
personal (más aún si tienen hijos a su cargo, de quienes se les retira la tutela) 
y por el aislamiento social que sufren. Además, el proceso de las mujeres hasta 
quedarse sin hogar es habitualmente más largo, lo que produce que cuando llegan 
a esa situación es mucho más difícil para ellas salir (Asociación Moradas, 2017). 

Mujeres en riesgo o situación de exclusión social por distintas 
circunstancias

109 El indicador AROPE (At Risk Of Poverty and/or Exclusion) mide qué personas están en riesgo de pobreza 
y/o exclusión.

Según la Encuesta a las personas sin hogar (INE, 2012), 6.652 mujeres no tienen 
una vivienda en 2022, suponiendo el 23,3% de las personas sin hogar. El 100% 
han sufrido algún delito o agresión. En concreto, el 71,2% ha sufrido insultos o 
amenazas, un 58,3% ha sufrido robos de dinero, pertenencias o documentación, un 
35,9% ha sido agredida físicamente y el 21,9% ha sufrido algún tipo de agresión 
sexual (frente al 4,5% de los hombres sin hogar que refieren haber sufrido una 
agresión sexual). 

Según Asociación Moradas la violencia de género es un factor determinante en la 
caída de las víctimas en la exclusión social.

Las mujeres con problemas de salud mental son también especialmente 
vulnerables. Según el informe de la Investigación sobre violencia contra las 
mujeres con enfermedad mental (FEAFES, 2017) las mujeres con problemas de 
salud mental conforman un colectivo especialmente vulnerable ante la violencia. 
Entre las mujeres con enfermedad mental grave, el 80% de las que han estado en 
pareja han sufrido violencia. El 42% de las mujeres con enfermedad mental grave 
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que sufren violencia actualmente a manos de sus parejas no la identifican como 
tal y el 26% han sufrido violencia sexual de la infancia. 

El mismo informe indica que la mayoría de los casos de violencia permanecen 
ocultos, por lo que no se conoce el alcance real de la violencia sobre las mujeres 
con problemas de salud mental.

La prevalencia de las diferentes violencias en contextos de exclusión social ha 
sido poco estudiada. En el caso de la violencia de género en la pareja sí se conoce 
su incremento.

A este respecto Damonti y Amigot Leache (2020:205) han concluido que la situación 
de exclusión puede ser “tanto un factor desencadenante como un producto de 
dicha violencia”. La aparición de la violencia puede deberse a diferentes factores, 
unos se relacionan con la constitución de relaciones de pareja en contextos de 
exclusión; otros, en la aparición de la violencia y su conducción hacia una mayor 
precariedad hasta la propia exclusión. En ambos casos como efecto también del 
sumatorio de dificultades en distintas esferas.

Las mujeres sin hogar o en situación de exclusión residencial, constituyen 
un colectivo de especial vulnerabilidad apenas conocido, dado que los datos del 
sinhogarismo femenino son casi inexistentes. La encuesta de personas sin hogar 
del INE cuantificaba esta realidad en España para 28.552 personas sin hogar 
atendidas en centros asistenciales de alojamiento y restauración en 2022, un 
24,5% más que en 2012., El 23,3% son mujeres, y la percepción de su estado de 
salud es peor que la de los hombres (muchas de ellas con trastornos mentales). El 
67,8% presenta algún síntoma depresivo frente al 59,6% de los hombres sin hogar. 
Además de sufrir agresiones y robos en porcentajes similares a los hombres sin 
hogar, son ellas quienes en un porcentaje mucho mas alto han sufrido algún tipo 
de agresión sexual.

Desde la mirada de la ONG especializada HogarSí110 se considera que el sinhogarismo 
femenino puede ser una realidad invisibilizada, dado que generalmente las mujeres 
anteponen otras estrategias antes que dormir en la calle, pero que sin embargo las 
enfrentan a nuevos peligros (emparejarse para sentirse defendida, esconderse, 
ofrecerse como empleadas internas en hogares donde pueden explotarlas, etc.). 
Desde la experiencia acumulada por esta entidad, la violencia de género es una de 
las causas más frecuentes por las que una mujer abandona el hogar. 

Así lo corrobora también un estudio de 2019 de Pérez y Belchí para el Ayuntamiento 
de Madrid y la Asociación para la Inclusión Residencial y Social -AIRES- titulado 
“Mujeres Invisibles” que concluye que el 60% de las mujeres sin hogar que 
participaron en él, procedían de una situación de violencia de su pareja o expareja. 

110 Acceso a página web

https://hogarsi.org
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En ese mismo año, otro estudio de la Universidad de Barcelona titulado “Dones 
en situación de sense llar a la ciutat de Barcelona” indica que el 70% de las 35 
mujeres en situación de sinhogarismo que participaron con sus testimonios, 
habían sufrido violencia de género por parte de su pareja o expareja.

El problema se intensifica cuando también sufren agresiones sexuales en la calle 
o en los albergues que las acogen. Esta cuestión se aborda también en el “Estudio 
sobre la realidad de las mujeres en situación de exclusión residencial” publicado 
por el Gobierno Vasco en 2019.

Según el Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030, la Nueva Estrategia 
Nacional para Personas Sin Hogar quiere poner el foco en estas situaciones, 
ampliando el conocimiento sobre las mismas y estableciendo medidas preventivas 
y de intervención.

Las mujeres españolas residentes en el extranjero que sufren violencia y, en su 
caso, sus hijas e hijos, por sus características particulares, pueden tener mayor 
vulnerabilidad ante la violencia de género. Al igual que sucede en el caso de las 
mujeres migrantes en España, el desconocimiento de la realidad del país, los 
posibles obstáculos lingüísticos o la posible falta de una red social y familiar 
propia, son circunstancias que agravan la ya difícil situación de estas mujeres 
fuera de nuestras fronteras.

Mujeres españolas víctimas de violencia en el extranjero

Según el Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, en la 
actualidad, viven en el extranjero 2,7 millones de españolas/es, el equivalente a 
la población de Galicia. La Ley 40/2006, de 14 de diciembre, del Estatuto de la 
Ciudadanía Española en el Exterior establece el marco jurídico y los instrumentos 
básicos para garantizar a la ciudadanía española en el exterior el ejercicio de los 
derechos y deberes constitucionales, en términos de igualdad con las ciudadanas 
y ciudadanos residentes en el territorio nacional. En particular, el artículo 26.3 
estipula que los poderes públicos desarrollarán medidas dirigidas a facilitar la 
protección y el retorno de las españolas residentes en el exterior, y, en su caso, 
sus hijas e hijos, víctimas de situaciones de violencia de género cuando el país 
de residencia no ampare de manera suficiente a las víctimas de estos delitos.  
Asimismo, la Ley 2/2014, de 25 de marzo, de la Acción y del Servicio Exterior del 
Estado recoge como uno de los objetivos últimos de la Política Exterior del Estado 
el bienestar de la población española, con especial énfasis en la promoción de la 
igualdad entre mujeres y hombres y la erradicación de la violencia de género, 
destacando la atención y protección de las mujeres españolas víctimas de 
violencia de género y de sus hijas e hijos en el exterior. 
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En los últimos años se han logrado notables avances en la coordinación 
administrativa, formación y comunicación de este servicio de atención pública. 
No obstante, es necesario mejorar el conocimiento de esta realidad, poniendo en 
marcha una recopilación profesional de datos estadísticos.  Se debe continuar 
el perfeccionamiento de la asistencia que se presta a las víctimas y, en especial, 
aunar criterios y asegurar el reconocimiento de sus derechos a las mujeres y 
menores retornados, que a día de hoy no es homogéneo en todo el territorio 
español.

Para el mejor cumplimiento de estos fines, se firmó el 8 de octubre de 2015, 
el Protocolo de actuación interministerial para la atención de las mujeres 
españolas víctimas de violencia de género en el exterior en el que participan los 
Ministerios de Exteriores, Trabajo e Igualdad. Y, actualmente, se esta trabajando 
en un nuevo protocolo que actualice el anterior y que impulse la protección de 
las mujeres españolas residentes en el exterior. Además, el Ministerio de Asuntos 
Exteriores, Unión Europea y Cooperación y el Ministerio de Igualdad están 
trabajando conjuntamente para mejorar la recopilación de datos estadísticos 
sobre esta realidad.
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La presente Estrategia se ha diseñado mediante una metodología participativa 
que ha partido del convencimiento y el compromiso de la Delegación del 
Gobierno contra la Violencia de Género (DGVG) acerca de la validez de esta 
fórmula de análisis cualitativo de la información y nace del reconocimiento 
de que quienes mejor conocen la realidad de las violencias machistas son las 
mujeres supervivientes, las organizaciones feministas, las organizaciones de 
derechos humanos, los colectivos profesionales, las personas expertas y las 
administraciones y poderes públicos especializadas en este ámbito. Surge del 
compromiso de la DGVG para ubicarlas en el centro de la Estrategia como agentes 
activos y clave en los avances en esta materia. 

La metodología participativa se ha dividido en dos fases diferenciadas: 
a)	 Proceso de elaboración de la Estrategia. 
b)	 Proceso de validación de las medidas. 

Realizada durante el primer semestre del año 2022, ha permitido recoger las 
voces, opiniones expertas y testimonios de la administración pública y de la 
sociedad civil en su conjunto. Cada uno de los encuentros, espacios de debate y 
de construcción de consensos, ha sido desarrollado desde un doble enfoque: 

1)	 una intención diagnóstica, que permitiera analizar las manifestaciones de las 
violencias machistas y las necesidades y problemáticas de los mecanismos 
actuales de prevención y respuesta y 

2)	 una intención propositiva que permitiera identificar escenarios de mejoras en 
esos ámbitos de acción. Todo ello, sin perder de vista la perspectiva feminista 
e integral, interseccional, transversal y de derechos humanos.

En concreto, durante el año 2022 se han organizado los siguientes canales y 
espacios de participación para en el proceso de elaboración colaborativa de la 
Estrategia: 

 1.	 La metodología participativa en el proceso de elaboración de 
la Estrategia. 

7. Metodología 
participativa
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• Un encuentro con el Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer. 

• Tres grupos focales online con personas expertas en tres tipos de violencia 
machista a las que se ha querido prestar una especial atención: mutilación 
genital femenina, eliminación de intervenciones ginecológicas y obstétricas 
inadecuadas e innecesarias y contra la explotación reproductiva, y violencia 
sexual y trata de mujeres y niñas.

• Nueve mesas participativas online, con sociedad civil para la generación 
de opinión y construcción de sinergias en grupos más amplios, con personas 
expertas y/o implicadas en los temas propuestos. Los encuentros se han 
dividido en diferentes mesas temáticas organizadas en torno a aspectos muy 
concretos y específicos relacionados con los posteriores ejes que contempla 
esta Estrategia: 

•	 Dos encuentros participativos con las CCAA y representantes de la 
Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP). 

•	 Un encuentro participativo con representantes de los diferentes 
departamentos ministeriales de la Administración General del Estado. 

•	 Un encuentro participativo con representantes del Sistema Judicial.  

•	 Un Encuentro Final Mixto semipresencial con todos los perfiles de 
organizaciones en simultáneo con 82 personas participantes, poniendo en 
común los principales resultados de los encuentros anteriores.

•	 Una consulta ciudadana a través de un formulario accesible desde la web de 
la Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género que ha recibido 904 
participaciones. 

Prevención y sensibilización de las violencias machistas. 
-	 Mesa 1: Medios de comunicación, campañas de concienciación, violencia 

simbólica y cultural. 
- 	 Mesa 2: La educación afectivo – sexual y la igualdad en todas las etapas: 

infantil, primaria, secundaria y superior. 
- 	 Mesa 3: Masculinidades. 
- 	 Mesa 4: El ciberacoso: los delitos de odio en redes sociales por razón de 

sexo, expresiones de violencia en las redes. 

Respuesta coordinada y holística de las instituciones. 
- 	 Mesa 5: Victimización secundaria. 
- 	 Mesa 6: Coordinación de recursos. 

Protección, atención y reparación integral. 
- 	 Mesa 7: Protección, atención y reparación integral. 

Violencia vicaria.
- 	 Mesa 8: Violencia vicaria. 
- 	 Mesa 9: Mujeres supervivientes. 
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El tratamiento del conjunto de aportaciones ha configurado sus correspondientes 
registros e informes a partir de los cuales se ha reflexionado y organizado la 
información en función de los principios y objetivos de la presente Estrategia, y 
cuyo resultado ha servido como punto de partida para generar la estructura de 
Ejes, líneas estratégicas y medidas que contiene esta Estrategia Estatal.

Grupo focal 1
AGE

Sistema Judicial

CCAA

Sociedad Civil

Mutilación genital femenina

Grupo focal 2 Violencia obstétrica

Grupo focal 3

Sociedad
Civil

Prevención y sensibilización 
de las violencias machistas

AAPP Departamentos Ministeriales

Sistema 
judicial

Mesa del Sistema Judicial

Comunidades Autónomas y Entidades Locales (2 encuentros)

Encuentro Final Mixto

Respuestas coordinada y 
holística de las instituciones

Violencia Vicaria

Protección, atención y 
reparación integral

- Mesa 1: Medios de comunicación, campañas de 
concienciación, violencia simbólica y cultural

- Mesa 2: La educación afectivo-sexual y la igualdad en 
todas las etapas: infantil, primaria, secundaria y superior

- Mesa 3: Masculinidades
- Mesa 4: El ciberacoso: los delitos de odio en redes 

sociales por razón de sexo, expresiones de violencia en 
las redes

- Mesa 5: Victimización secundaria
- Mesa 6: Coordinación de recursos

- Mesa 7: Protección, atención y reparación integral

- Mesa 8: Violencia Vicaria
- Mesa 9: Supervivientes

Violencia sexual y trata

Grupos focales

Grupos de debate

Consulta web a ciudadanía

Mesa Mixta

En definitiva, la diversidad de la participación ha quedado como se muestra a 
continuación: 
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•	 Dos encuentros participativos con las Comunidades Autónomas y Ciudades de 
Ceuta y Melilla.  

•	 Dos encuentros participativos con los diferentes departamentos ministeriales. 

•	 Un encuentro con las asociaciones de mujeres, organizaciones no 
gubernamentales y organizaciones sindicales y empresariales representadas 
en el Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer. 

Además, en el proceso de validación, la presente Estrategia Estatal para combatir 
las violencias machistas 2022 – 2025 ha sido presentada en dos órganos especiales 
de coordinación de políticas públicas:  

•	 Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer el 7 de noviembre de 2022. 

•	 Conferencia Sectorial de Igualdad, en su reunión de 15 de noviembre de 2022. 

A continuación, se presenta la estructura y las medidas que componen esta 
Estrategia Estatal para combatir las violencias machistas 2022 – 2025. 

Analizadas todas las propuestas recibidas en la fase participativa de elaboración 
de la Estrategia, la Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género elaboró 
una propuesta de estructura y medidas que, de igual modo, se sometió a validación 
mediante un proceso participativo. En concreto, durante el segundo semestre del 
año 2022 se organizaron los siguientes encuentros de validación de las medidas 
de la Estrategia: 

 2.	 La metodología participativa en el proceso de validación de 
las medidas de la Estrategia. 
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A los efectos de la presente Estrategia Estatal para combatir las Violencias 
Machistas 2022-2025 sus contenidos se estructuran en 4 grandes Ejes y 23 
Líneas Estratégicas (LE) con sus correspondientes actuaciones y medidas.

LE 1.3. Reforzando el marco institucional contra 
las violencias machistas

LE 3.5. Protección y seguridad de las mujeres 
víctimas de las violencias machistas

LE 3.6. Reparación individual e integral del daño

LE 1.2. Consolidando el Pacto de Estado contra la 
Violencia de Género en España

LE 1.1. Garantizando el abordaje normativo a 
todas las violencias machistas

LE 1.4. Evaluando las políticas públicas para 
mejorar la respuesta institucional contra 
las violencias machistas

LE 1.5. Reforzando al movimiento feminista, a las 
asociaciones de mujeres y de derechos 
humanos desde un enfoque interseccional 
y de derechos humanos

LE 2.3. Fortaleciendo alianzas con los medios de 
comunicación, el sector audiovisual y 
publicitario como aliados contra las 
violencias machistas

LE 2.6. Incrementando la prevención y detección 
de las violencias machistas en el ámbito 
sanitario, sociosanitario y en los servicios 
sociales

EJE 1 Actualización y consolidación del 
marco de responsabilidades y 
obligaciones de los poderes 
públicos frente a las distintas 
formas de violencia machista

LE 3.1. Poniendo en valor los derechos de todas 
las víctimas de todas las formas de 
violencia machista

LE 3.2. Adaptación y accesibilidad de los 
recursos especializados a todas las 
formas de violencia machista

LE 3.3. Disponibilidad, universalidad y carácter 
integral de los recursos de información y 
asistencia integral a todas las víctimas

LE 3.4. Alcanzando la autonomía económica, los 
derechos laborales y el acceso a una 
vivienda digna de las víctimas y 
supervivientes de las violencias machistas

EJE 3 Protección, seguridad, atención 
y reparación integral

LE2.5. Educando contra las violencias machistas 
a lo largo de la vida 

LE 2.8. Mejorando la respuesta a todo tipo de 
violencias machistas a través de la 
capacitación profesional y la formación 
especializada.

LE2.7. Implicando a los hombres como parte de la 
solución: masculinidades igualitarias

LE 2.9. Integrando otras medidas para prevenir las 
violencias machistas

LE 4.2. Visibilizando y combatiendo la 
victimización secundaria

LE 2.4. Combatiendo las violencias digitales 
contra las mujeres

LE 2.2. Transformando la sociedad desde una 
perspectiva de los derechos humanos e 
interseccional

LE 4.1. Reforzando y mejorando la respuesta 
institucional coordinada frente a las 
violencias machistas

LE 2.1. Ampliando la mirada a todas las violencias 
y a todas las víctimas y supervivientes: 
mejora del conocimiento de todas las 
manifestaciones de las violencias 
machistas

EJE 2 Sensibilización, prevención y 
detección de las distintas formas 
de violencia machista

EJE 4 Respuesta coordinada y multia-
gencia para la protección y 
garantía de los derechos

LE 3.6. Respuesta ante la violencia vicaria de 
género

8. Estructura de la 
EEVM
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La EEVM ha sido diseñada teniendo en cuenta una base conceptual y normativa 
que debe servir de referencia al conjunto de políticas que desarrollan los 
poderes públicos para combatir las violencias contra las mujeres. Dando forma 
al compromiso político de partida que sustenta esta Estrategia, se busca la 
implicación de todas las administraciones públicas en la búsqueda de soluciones 
eficaces ante esta vulneración de los derechos humanos, poniendo la acción 
institucional al servicio de la ciudadanía.

El Eje 1 se configura como el pilar que da amparo legal a la actuación pública 
coordinada con la intervención privada del movimiento asociativo y resto de 
recursos bajo un modelo de rendición de cuentas.

De esta forma, la presente Estrategia sirve de paraguas para:

-	 Integrar y consolidar los últimos avances normativos que regulan nuevas 
garantías para las mujeres víctimas de diferentes formas de violencias 
machistas, en un marco de derechos humanos, así como los recientes 
acuerdos interinstitucionales como la importante renovación del Pacto de 
Estado contra la Violencia de Género del año 2021. 

-	 Incorporar al acervo normativo la necesaria regulación de la atención a 
las diferentes formas de violencia contra las mujeres, avanzando en el 
cumplimiento del Convenio de Estambul.

-	 Ampliar las responsabilidades de las instituciones públicas en cuanto a la 
necesaria atención hacia todas las formas de violencia machista, adaptando 
las organizaciones y órganos competentes y existentes.

-	 Incorporar la cultura de evaluación dentro de la estrategia de transparencia 
y rendición de cuentas a la hora de prestar esta nueva atención a través de 
respuestas eficaces y eficientes.

-	 Fortalecer al tejido asociativo de entidades que trabajan en el día a día cerca de 
las víctimas y supervivientes, de cualquier tipo de violencia machista teniendo 
en cuenta su voz y apoyándolas financieramente.

-	 Visibilizar el enfoque feminista a lo largo de toda la Estrategia. 

 Eje 1: Actualización y consolidación del marco de responsabilidades 
y obligaciones de los poderes públicos frente a las distintas 
formas de violencia machista

Ejes y medidas
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La base de un marco de compromiso institucional descansa en la aprobación de 
normativa que aborde todas las formas de violencia.  Se reconoce la importancia 
de prevenir y dar respuesta a todos los tipos de violencia contra las mujeres 
contempladas tanto en el Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y 
lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica (Convenio 
de Estambul) como en el Convenio del Consejo de Europa sobre la lucha contra la 
trata de seres humanos (Convenio de Varsovia).

Es por ello necesario que nuestra jurisprudencia se debe adaptar a todas las 
formas de violencia contra las mujeres, para garantizar medidas en la lucha 
contra todas las posibles manifestaciones de la violencia machista (en especial 
las menos conocidas y más invisibles). 

De esta forma debe propiciarse un marco jurídico de reconocimiento de todas 
estas violencias, con las mismas garantías que tiene el tratamiento de la violencia 
de género, y siempre respetando el marco de las respectivas competencias de 
cada administración.

1.1.1. Cumplimiento normativo de las obligaciones internacionales para 
combatir todas las violencias machistas.

-	 Medida 1. Aprobación de los instrumentos necesarios para el refuerzo e 
implementación de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de 
Protección Integral contra la Violencia de Género.

-	 Medida 2. Aprobación de los instrumentos necesarios para la implementación 
de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia y la 
adolescencia frente a la violencia. 

-	 Medida 3. Aprobación de los instrumentos necesarios para el desarrollo e 
implementación de la Ley Orgánica de Garantía Integral de la Libertad Sexual.

-	 Medida 4. Aprobación de la Ley Integral contra la trata de seres humanos.

 Línea estratégica 1.1.

Garantizando el abordaje normativo de todas las violencias 
machistas (NORMATIVA)

Actuaciones:

La propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo sobre la lucha 
contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica presentada el 8 de 
marzo de 2022 (COM (2022) 105 final), sirve de contexto regulador para orientar 
la adaptación de la normativa española en tanto en cuanto pasa a penalizar la 
violación basada en la falta de consentimiento, la mutilación genital femenina, 
el acoso digital, la incitación a la violencia digital y al odio, y todas las nuevas 
formas de expresión de violencia machista que se han ido identificando en los 
últimos tiempos.
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1.2.1. Avance y consolidación del Acuerdo de Tenerife de 2022.

-	 Medida 7. Diseño de medidas para garantizar la permanencia del Pacto de Estado 
contra la Violencia de Género como instrumento vertebrador de las políticas 
públicas en materia de violencia contra las mujeres, prestando especial atención 
al sistema de financiación y a las competencias de cada Administración Pública.

 Línea estratégica 1.2.

Consolidando el Pacto de Estado contra la Violencia de Género en 
España (PACTO DE ESTADO)

Actuaciones:

-	 Medida 5. Aprobación de la Ley Orgánica que modifica la Ley Orgánica 2/2010, 
de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y de la interrupción voluntaria del 
embarazo.

-	 Medida 6. Adecuación de la normativa autonómica a todas las formas de 
violencia contra las mujeres en las CCAA donde no esté incorporada.

El 22 de julio de 2022 en reunión de la Conferencia Sectorial de Igualdad, el Ministerio 
de Igualdad junto a las CCAA acordaron prorrogar y mejorar la financiación del 
Pacto de Estado contra la Violencia de Género (PEVG) estableciendo así un marco 
ampliado y permanente de esta política.

El denominado “Acuerdo de Tenerife”, porque allí se celebró dicha Conferencia 
Sectorial, traslada un mensaje institucional de unidad entre la AGE y las CCAA 
en un marco de cooperación para los próximos cinco años de cara a mejorar la 
respuesta interinstitucional integral, eficaz y coordinada asegurando la existencia 
de políticas, recursos y servicios en todo el territorio nacional. 

En este marco de cooperación se prevé articular un plan conjunto entre la 
administración central y autonómica con objetivos comunes vinculados al 
mantenimiento y mejora de las políticas, recursos y servicios incluidos en un 
catálogo de referencia, así como acciones de sensibilización y prevención. Se 
incluye también el compromiso de formación a profesionales, la investigación y 
recogida de datos, protocolos, instrumentos y políticas para la detección de la 
violencia y la adopción de medidas para la atención integral y reparación de todas 
las víctimas de todo tipo de violencias. 

En definitiva, se trata de alinear el próximo Pacto de Estado junto a esta Estrategia 
Estatal, reflejando la relevancia del acuerdo y de la estrategia en las políticas 
públicas de erradicación de las violencias contra las mujeres.  
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 Línea estratégica 1.3.

Reforzando el marco institucional contra las violencias machistas 
(MARCO INSTITUCIONAL Y POLÍTICAS PÚBLICAS)

Ante la demanda de ampliación de la mirada y alcance de la acción pública sobre las 
múltiples formas que adopta la violencia machista, se requiere seguir reforzando 
el compromiso de los poderes públicos por adaptarse de forma ágil a las nuevas 
responsabilidades y obligaciones, potenciando las estructuras ya existentes 
o, en su caso, creando y consolidando otras nuevas. Y, además, visibilizando la 
importancia del impulso de políticas públicas comprometidas con la erradicación 
de la violencia contra las mujeres. 

En un contexto de lucha contra todo tipo de violencia machista, la presente 
Estrategia (EEVM) se configura como la política pública estatal que prioriza y 
define la acción institucional en la materia y en cuyo desarrollo se incardinan los 
diferentes planes de actuación.

-	 Medida 8. Establecimiento de los instrumentos que posibiliten la consolidación 
del grupo de trabajo de seguimiento de la ampliación, mejora y renovación 
del Pacto de Estado contra la Violencia de Género, mejorando el sistema de 
cooperación.

-	 Medida 9. Diseño de los medios que permitan la elaboración e implementación 
del catálogo de referencias de políticas y servicios en materia de violencia contra 
las mujeres.  

-	 Medida 10. Diseño de mecanismos de cooperación específicos con entidades 
locales y otras instituciones que operan en el territorio en materia de violencia 
contra las mujeres que garanticen la estabilidad y permanencia del Pacto de 
Estado contra la Violencia de Género, en coordinación con los programas de las 
CCAA.

Muestra de ello es la reciente aprobación de 20 de septiembre de 2022 en 
Consejo de Ministras y Ministros del “Plan Camino” para proporcionar alternativas 
económicas, laborales y sociales a las víctimas de trata, explotación sexual y 
mujeres en contextos de prostitución.

El Plan Camino incluye 28 medidas en 5 líneas de acción a implementar entre 
2022 y 2026 teniendo como prioridad conseguir que las víctimas salgan de la 
explotación a la que son sometidas de forma realista, a través de un itinerario 
de atención integral con programas de acceso a derechos administrativos, 
sociales y económicos y encaminados hacia la inserción sociolaboral. 
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1.3.1. Ampliación de las responsabilidades de las instituciones a todas las 
violencias machistas. 

-	 Medida 11. Adaptación del Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, así 
como los Observatorios autonómicos existentes, a todas las formas de violencia 
contra las mujeres. 

-	 Medida 12. Creación y consolidación de la Mesa de coordinación estatal sobre 
las violencias sexuales, en coordinación con el Observatorio Estatal de Violencia 
sobre la Mujer, como órgano de consulta y asesoramiento en materia de 
violencias sexuales.   

-	 Medida 13. Potenciación del papel de las unidades de Coordinación y de Violencia 
sobre la Mujer de las delegaciones y subdelegaciones del Gobierno, como 
punto focal en los territorios con respecto a todas las violencias machistas, en 
coordinación con las CCAA.

-	 Medida 14. Impulso de medidas de colaboración institucional con organismos 
e instituciones internacionales para fortalecer el papel de España en la lucha 
contra las violencias machistas, así como en apoyo a la cooperación internacional 
para el desarrollo y acción humanitaria con los países y organizaciones socias. 

1.3.2. Las políticas públicas en el centro de la acción institucional.

-	 Medida 15. Consolidación de la Estrategia estatal para combatir las violencias 
machistas como el instrumento vertebrador de la política pública estatal para 
erradicar estas violencias en España, con carácter cuatrienal, en coordinación 
con los planes que las CCAA establezcan en el ejercicio de sus competencias.

-	 Medida 16. Impulso, ejecución y evaluación por parte de todas las administraciones 
competentes (Administración General del Estado, Comunidades Autónomas 
y Ciudades de Ceuta y Melilla, entidades locales), de políticas públicas y otros 
instrumentos para seguir garantizando que la erradicación de la violencia contra 
las mujeres es una política prioritaria: desarrollo e impulso de estrategias, planes 
de igualdad, protocolos de actuación, protocolos de coordinación y derivación, 
guías de actuación, programas e instrumentos, etc.

   

Actuaciones:
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1.4.1. Transparencia y rendición de cuentas en la lucha contra las violencias 
machistas.

-	 Medida 17. Implementación de un sistema de evaluación de la eficacia de todas 
las políticas públicas en materia de violencia contra las mujeres. 

-	 Medida 18. Diseño de un sistema de rendición de cuentas y evaluación, 
proporcionando a la toma de decisiones, para dar cumplimiento a las obligaciones 
institucionales en la respuesta coordinada frente a las violencias machistas.

-	 Medida 19. Reporte semestral de las Comunidades Autónomas a la Delegación 

 Línea estratégica 1.4.

Evaluando las políticas públicas para mejorar la respuesta 
institucional contra las violencias machistas (EVALUACIÓN)

Actuaciones:

El principio rector de rendición de cuentas asumido en el diseño de la presente 
EEVM conlleva la incorporación transversal de mecanismos de seguimiento y 
evaluación de las actuaciones como fórmula de transparencia y para dar respuesta 
a la sociedad en su conjunto, lo cual demanda un análisis detenido de lo que 
funciona y lo que no en la atención a la violencia machista.

Además de que la Estrategia incluye su propio diseño de un Sistema de 
Seguimiento de las líneas de actuación y medidas diseñado para permitir 
una evaluación continua de la acción pública con hitos anuales de valoración 
institucional, en esta Línea estratégica concreta se abordan algunas propuestas 
referidas al seguimiento de la actividad que prestan los diferentes agentes de la 
red de prevención y atencional en un modelo integral de respuesta coordinada de 
atención a las mujeres víctimas supervivientes y a sus hijas e hijos.

De esta manera, impulsando mecanismos de valoración de los servicios ofrecidos 
y recibidos, se podrá retroalimentar la respuesta institucional en un modelo 
garantista de recursos. En definitiva, el objetivo último es disponer de información 
actualizada de los procesos y de los resultados, enfocada a la mejora permanente 
de esta política pública. 

Dentro del PEIEMH 2022-2025 se aprecian varias sinergias con esta Línea de 
la Estrategia. Por un lado, se incluye la medida VM.1.2.1 para conocer el grado 
de aplicación y resultados y alcance de la normativa y las políticas públicas 
dirigidas a luchar contra todas las formas de violencia machista, en concreto 
contando con “un sistema permanente de monitoreo y evaluación de la acción 
del Gobierno, CCAA y Entidades Locales que ofrezca información periódica y 
fiable respecto a los procesos de implementación de sus medidas normativas 
y de las políticas públicas, y su impacto en la violencia de género contra las 
mujeres” (medida 360); por otro la Línea VM.5.2 de Evaluación de la respuesta 
institucional en el marco de la violencia machista (medidas 472 y 473).
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 Línea estratégica 1.5.

Reforzando al movimiento feminista, a las asociaciones de mujeres 
y de derechos humanos, así como otros agentes sociales, desde 
un enfoque interseccional y de derechos humanos (MOVIMIENTO 
FEMINISTA)

La garantía de eficacia de la acción pública en materia de intervención y lucha contra 
las violencias machistas, pasa inexorablemente por una estrecha colaboración 
entre las instituciones públicas y las entidades que están en contacto permanente 
con las víctimas y supervivientes: movimiento feminista, asociaciones de mujeres 
y de derechos humanos, así como otros agentes sociales como las organizaciones 
sindicales o empresariales. Claves todas y todos ellos para mejorar la eficiencia de 
la respuesta frente a las violencias, tanto dentro del estado español como en el 
contexto internacional de la acción exterior y la cooperación para el desarrollo y 
acción humanitaria.

Una amplia muestra de asociaciones del movimiento feminista, asociaciones de 
mujeres y de derechos humanos, ha participado activamente en la fase preliminar 
de diagnóstico y en la de diseño de la presente Estrategia, así como representantes 
de las organizaciones sociales. Su voz ha sido imprescindible para conocer de 
primera mano los obstáculos a la hora de combatir las diversas manifestaciones de 
la violencia contra las mujeres, identificar las necesidades de las mujeres víctimas-
supervivientes y de sus hijas e hijos, así como la propia demanda de los colectivos 
profesionales que las acompañan en el proceso de recuperación y reparación. Es 
también clave para recoger las posibles soluciones y complementarlas con las 
que se proponen desde los poderes públicos con responsabilidad en la materia. 
Con la mirada especializada de las entidades y organizaciones feministas se hace 

del Gobierno contra la Violencia de Género, a través del aplicativo informático 
que elabore a tal fin la DGVG, de datos e información sobre el funcionamiento de 
la acreditación unificada para las víctimas de violencias machistas y evaluar su 
aplicación.

-	 Medida 20. Establecimiento y/o diseño de mecanismos para la evaluación del 
grado de satisfacción de las mujeres víctimas y supervivientes que acceden a 
los recursos de información, atención, acompañamiento y protección contra las 
violencias machistas, por parte de las Administración Públicas en el ámbito de 
sus respectivas competencias.

-	 Medida 21. Establecimiento y/o diseño de mecanismos para la valoración de 
los datos y los procedimientos de actuación procedentes de los sistemas de 
sugerencias, quejas y agradecimientos sobre el sistema de protección, seguridad 
y atención a las víctimas.

•	 Medida 22. Seguimiento y valoración del procedimiento de movilidad para 
funcionarias víctimas.   
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más factible dotar a la presente política pública de un enfoque interseccional y de 
derechos humanos, así como integrar servicios y recursos destinados a atender 
en el conjunto del territorio nacional a todas las formas de violencia machista y a 
todas sus víctimas.

En un necesario marco de colaboración público-privada las actuaciones de 
esta Línea estratégica van encaminadas a fortalecer al movimiento asociativo y 
feminista de mujeres no solo con medidas que permitan seguir garantizando el 
apoyo económico, sino también con el refuerzo de su participación apoyando su 
representatividad en determinados órganos de reflexión y decisión, y contando 
con la voz y testimonio de las mujeres supervivientes en la elaboración de políticas 
públicas, poniendo en el centro a las mujeres. 

1.5.1. Financiación y sostenimiento público.

-	 Medida 23. Consolidación y continuidad de las líneas de subvenciones públicas 
dirigidas al movimiento asociativo feminista y de mujeres.  

1.5.2. Participación.

-	 Medida 24. Garantía de la representatividad global del movimiento feminista y 
de las asociaciones de mujeres en los órganos colegiados de participación de 
las administraciones públicas, así como de otros agentes sociales, desde un 
enfoque feminista, interseccional y de derechos humanos. 

-	 Medida 25. Incorporación del testimonio, desde el respeto y la escucha activa a 
las mujeres supervivientes y víctimas, y de sus hijos e hijas, en la elaboración de 
las políticas públicas y otros espacios de decisión.

Actuaciones:

La sensibilización, prevención y detección es uno de los pilares de la lucha contra 
las violencias machistas. 

La mejor fórmula de anticipación a una cultura libre de violencias machistas 
parte de una educación en igualdad entre mujeres y hombres, desde edades 
tempranas, y la continuidad de esta formación a lo largo de toda la vida, tanto en 
el aprendizaje de una profesión, como en su ejercicio, en particular capacitando 
permanentemente a los equipos de profesionales que detectan estas violencias 
e intervienen mitigándolas en el día a día en ámbitos como el sanitario o el de 
los servicios sociales. Todo ello, con la finalidad de evitar la reproducción de las 
violencias machistas a lo largo de las diferentes generaciones. 

 Eje 2: Sensibilización, prevención y detección de las distintas 
formas de violencia machista
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 Línea estratégica 2.1.

Ampliando la mirada a todas las violencias y a todas las 
víctimas y supervivientes: mejora del conocimiento de todas las 
manifestaciones de la violencia machista (DATOS Y ESTUDIOS)

Para combatir de forma efectiva la violencia machista se hace necesario conocerla 
mejor. Nombrarla, identificarla, medirla y estudiarla, desde sus causas hasta 
sus consecuencias, ayuda a desmontar mitos y a enfocar mejor las estrategias 
de respuesta. Disponer de información comparable y periódica permite tratar la 
cuestión como un problema sistémico de desigualdad, no ocasional.

La propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo sobre la lucha 
contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica presentada el 8 de 
marzo de 2022 (COM (2022) 105 final), además del propio Convenio de Estambul 
(2011), abordan la preocupación por la escasez de datos estadísticos y promueven 
la obligación de recopilarlos y registrarlos. 

Por ello es necesario mejorar y ampliar el actual sistema de recopilación integral 
de información para generar conocimiento. Por un lado, es imprescindible recabar 
nuevos registros para posteriormente evaluar la calidad de los servicios de 
prevención e intervención, identificar las mejores prácticas y conocer el verdadero 
impacto de la acción pública y del tercer sector. 

Así, el primer paso es asumir el compromiso de una recogida rigurosa de datos 
cuantitativos fiables sobre la prevalencia e incidencia de la violencia machista en 
todas sus manifestaciones y la actualización sistemática de fuentes, trabajando de 
forma coordinada entre administraciones y profesionales para la homogeneización 
de métodos y la comparabilidad de los indicadores de medición. 

En dicho contexto, además del sistema educativo formal e informal, los medios 
de comunicación y la tecnología se deben convertir en aliados de cara a erradicar 
mensajes que reproducen la desigualdad por los canales más cercanos a cada 
colectivo destinatario. En este camino, los hombres son agentes clave del cambio 
de paradigma, lo que invita a incluirlos como parte de la solución y poniendo en 
valor aquellas estrategias igualitarias que fomenten este papel.
  

Dentro del PEIEMH 2022-2025 la segunda Línea del Eje 3 de Vida libre de 
violencia machista converge con esta Línea estratégica de la EEVM en cuanto 
a la mejora del conocimiento del contexto, la magnitud y la incidencia de la 
violencia machista y se insiste en la necesidad de disponer de datos actualizados 
y homogéneos sobre la incidencia de la violencia machista en todos sus ámbitos 
(VM.2.1.1.).
Es especial el vínculo de la presente Línea estratégica de la EEVM con las 
actuaciones 362, 368, 367, 369, 373, 374, 375, 394 del PEIEMH.
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Pero además del abordaje cuantitativo también hay que ampliar el conocimiento 
cualitativo de esta realidad. Este enfoque complementario contribuye a 
profundizar en las causas, los nuevos canales a través de los que se ejercen las 
violencias, las manifestaciones más sutiles, etc. Y a ello se suma el propósito de 
abundar en el estudio de las formas menos conocidas de las violencias machistas 
mediante el impulso de nuevas investigaciones sobre realidades más difícilmente 
cuantificables. Igualmente, es preciso generar conocimiento sobre todas sus 
víctimas y también sobre las características de los agresores. 

2.1.1. Análisis de datos y estadísticas para visibilizar y combatir las violencias 
machistas.

-	 Medida 26. Participación de España en la Primera Encuesta Europea de Violencia 
de Género, así como en las siguientes, utilizando una metodología armonizada 
de la Oficina Europea de Estadística (EUROSTAT) y participando con el carácter 
temporal que se indique por parte de las instancias de la Unión Europea.   

-	 Medida 27. Adaptación de la Macroencuesta de Violencia contra la Mujer tanto 
a las nuevas necesidades de conocimiento de las violencias machistas como a 
los requerimientos estadísticos de ámbito internacional. 

-	 Medida 28. Adaptación de las operaciones estadísticas oficiales en materia 
de violencias contra las mujeres, tanto de carácter estatal como autonómico, 
a todas las manifestaciones de este tipo de violencia (violencia en la pareja o 
expareja, trata de mujeres y niñas con fines de explotación sexual, violencias 
sexuales, mutilación genital femenina, matrimonio forzado, violencia económica 
y violencia institucional).

-	 Medida 29. Creación de una estadística oficial sobre feminicidios en España, 
más allá de la pareja o expareja.

-	 Medida 30. Publicación de datos para visibilizar los feminicidios vinculados a 
la violencia vicaria, entendida como el asesinato de una mujer o de hija e hijos 
menores de edad, por parte de un hombre, como instrumento para causar 
perjuicio o daño a otra mujer viva.

-	 Medida 31. Recogida, análisis y difusión de datos estadísticos sobre mujeres 
españolas asesinadas en el exterior.

-	 Medida 32. Actualización de los indicadores estadísticos para conocer 
adecuadamente la realidad de todas las formas de violencia machista (violencia 
en la pareja o expareja, trata de mujeres y niñas con fines de explotación sexual, 
violencias sexuales, mutilación genital femenina, matrimonio forzado, violencia 
económica y violencia institucional).

-	 Medida 33. Realización de estudios de prevalencia a través de la recopilación de 
datos estadísticos y el diseño de indicadores para todos los tipos de violencias 
sexuales contra las mujeres.

Actuaciones:
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-	 Medida 34. Elaboración de recomendaciones para la inclusión de nuevos 
indicadores estadísticos sobre violencia sexual como una forma más de violencia 
machista. 

-	 Medida 35. Generación de datos e investigaciones sobre las diferentes 
dimensiones del acoso sexual en el ámbito laboral, el acoso por razón de sexo y 
el ciberacoso. 

-	 Medida 36. Mejora de la sistematización y comparabilidad de los datos durante 
el proceso de recopilación por parte del sector sanitario en todo el país en 
relación con todas las formas de violencia contra las mujeres contempladas en 
el Convenio de Estambul.

-	 Medida 37. Actualización de los Boletines Estadísticos Oficiales de la Delegación 
del Gobierno contra la Violencia de Género a las diferentes formas de violencias 
machistas.

-	 Medida 38. Actualización del Anuario del Observatorio Estatal de Violencia 
sobre la Mujer a las diferentes formas de violencias machistas.

-	 Medida 39. Realización de encuestas dirigidas a obtener datos estadísticos 
sobre la percepción de los hombres con respecto a diferentes aspectos de las 
violencias machistas.

-	 Medida 40. Realización y seguimiento de datos estadísticos sobre empleadas 
públicas víctimas de violencias machistas. 

-	 Medida 41. Realización de una encuesta sobre violencias machistas contra las 
mujeres con discapacidad. 

-	 Medida 42. Participación y visibilización del papel de España en foros 
especializados sobre estadísticas internacionales en materia de violencias 
contra las mujeres, en colaboración con organismos de carácter internacional 
(ONU Mujeres, Instituto Europeo de Género (EIGE), EUROSTAT, etc.).  

-	 Medida 43. Creación de una página web del Observatorio Estatal de Violencia 
sobre las Mujeres con información actualizada y datos estadísticos para dar a 
conocer todas las formas de violencia machista.

-	 Medida 44. Actualización y mejora continua del Portal Estadístico de la 
Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género. 

-	 Medida 45. Mejora continua de los datos estadísticos oficiales sobre los recursos 
y servicios disponibles en todas las Comunidades Autónomas, para las víctimas 
de todas las formas machistas.

-	 Medida 46. Impulso y consolidación de la unidad específica de evaluación de 
datos de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, ubicada en el Consejo General 
del Poder Judicial.

-	 Medida 47. Ampliación y homogenización de indicadores de seguimiento de la 
respuesta judicial a todas las formas de violencia contra las mujeres.

-	 Medida 48. Recopilación de datos sobre las formas de violencias contra las 
mujeres que estas sufran durante el desarrollo del proceso penal (desde 
la denuncia y la investigación hasta la apertura de procesos penales y sus 
resultados), desglosados por edad, nacionalidad, discapacidad, tipo de violencia 
y relación entre la víctima y el autor del delito. 
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-	 Medida 49. Ampliación de los datos recopilados por el CGPJ en torno a las 
resoluciones de divorcio y custodia que sean competencias de los Juzgados 
de Violencia sobre la Mujer, de las hijas y de los hijos a fin de poder valorar la 
forma en cómo los juzgados españoles garantizan la seguridad de las mujeres, 
las niñas y los niños víctimas y supervivientes.

-	 Medida 50. Recopilación de datos estadísticos sobre la actuación institucional 
en materia de prevención, detección, atención integral, protección y reparación, 
incorporando tanto la información procedente de todas las administraciones 
públicas como de las organizaciones especializadas en la asistencia a las 
víctimas.

2.1.2. Consolidación de una línea de estudios e investigaciones en el marco de 
las distintas formas de violencia machista, con un enfoque interseccional 
y de derechos humanos, para garantizar publicaciones especializadas con 
carácter anual. 

-	 Medida 51. Introducción del enfoque interseccional en todos los estudios sobre 
violencias machistas, teniendo en cuenta la diversidad y las especificidades 
de las mujeres con discapacidad, mujeres mayores de 65 años y en edad de 
jubilación, mujeres jóvenes, mujeres en el ámbito rural, mujeres migrantes, 
mujeres condenadas, mujeres que sufran patologías duales y adicciones, 
mujeres de otras etnias, hijos, hijas y menores a cargo de las mujeres víctimas y 
así como su clase social.

-	 Medida 52. Elaboración de estudios sobre violencia vicaria y sobre las 
repercusiones de las violencias contra las mujeres en sus hijas e hijos menores 
de edad, y menores sujetos a su tutela, o guarda y custodia, víctimas de esta 
violencia. 

-	 Medida 53. Publicación de investigaciones para el análisis y mejora del 
conocimiento sobre la aplicación del falso síndrome de alienación parental 
(SAP) en las sentencias judiciales, conforme a las recomendaciones realizadas 
por la Relatora de Naciones Unidas a España, así como la figura no regulada de 
la coordinación de parentalidad.

-	 Medida 54. Realización de estudios especializados sobre violencias digitales 
contra las mujeres y niñas. 

-	 Medida 55. Realización de estudios y análisis sobre la violencia política sobre 
las mujeres. 

-	 Medida 56. Publicación de estudios para el análisis de la violencia económica 
como forma de violencias machistas.

-	 Medida 57. Publicación de estudios sobre los estereotipos y prejuicios de las 
violencias machistas en las distintas clases socioeconómicas, con especial foco 
en las clases medias y medias altas.

-	 Medida 58. Realización de estudios e investigaciones sobre las causas, 
frecuencia, consecuencias y los índices de condena en relación con las 
violencias sexuales, incluyendo la perspectiva de debida diligencia y prevención 
de la violencia institucional. 
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-	 Medida 59. Realización de investigaciones sobre las diferentes dimensiones del 
acoso sexual en el ámbito laboral, acoso por razón de sexo y ciberacoso.

-	 Medida 60. Mejora del conocimiento sobre las agresiones sexuales en el ámbito 
privado, así como en el espacio público y espacios de ocio y tiempo libre (acoso 
callejero, ocio nocturno, violencias bajo el efecto de sustancias, etc.).

-	 Medida 61. Elaboración de estudios específicos y especializados sobre mujeres 
y niñas víctimas de trata con fines de explotación sexual y en contextos de 
prostitución, con referencia a aquellas mujeres en prisión y mujeres condenadas 
a penas o medidas alternativas a la prisión.

-	 Medida 62. Publicación de estudios específicos y especializados sobre las 
violencias machistas ejercidas contra las mujeres con discapacidad.

-	 Medida 63. Realización de estudios sobre la esterilización forzosa como forma 
de violencias contra las mujeres. 

-	 Medida 64. Realización de estudios específicos sobre mujeres gitanas o de 
otras etnias o grupos racializados y otras culturas en relación con la violencia 
que padecen por el hecho de ser mujeres.  

-	 Medida 65. Realización de estudios específicos respecto a la violencia ejercida 
en situaciones de uniones o matrimonios a edad temprana, concertados o 
forzosos.

-	 Medida 66. Publicación de investigaciones sobre la incidencia de las 
intervenciones ginecológicas inadecuadas e innecesarias en la práctica gineco-
obstétrica, perinatales y de salud reproductiva en centros sanitarios públicos y 
privados. 

-	 Medida 67. Realización de estudios sobre la violencia que sufren las mujeres en 
las rutas migratorias y a su llegada al país de destino y/o tránsito. 

-	 Medida 68. Realización de estudios sobre las características y dimensión de las 
violencias machistas que se ejercen sobre las mujeres mayores de 65 años y en 
edad de jubilación.

-	 Medida 69. Realización de estudios de la respuesta institucional y de otro tipo, 
incluidas las violencias machistas, sobre la situación de las mujeres en el ámbito 
rural

-	 Medida 70. Elaboración de estudios específicos para conocer la evolución de la 
erradicación de las violencias contra las mujeres entre la comunidad educativa.

-	 Medida 71. Realización de estudios para conocer la implicación de los hombres 
y niños en las políticas de prevención y erradicación de las violencias machistas. 

-	 Medida 72. Realización de estudios especializados sobre las causas, 
consecuencias y/o interacción de las violencias machistas con las situaciones 
de exclusión social, pobreza o de sinhogarismo que sufren las mujeres.

-	 Medida 73. Realización de estudios especializados sobre los huérfanos y las 
huérfanas de la violencia de género.
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 Línea estratégica 2.2.

Transformando la sociedad desde una perspectiva de los derechos 
humanos e interseccional (ACTUACIONES DE SENSIBILIZACIÓN 
SOCIAL)

En una política pública de lucha contra las violencias machistas es clave activar 
estrategias de sensibilización social para concienciar sobre las mismas. Para 
conseguir una verdadera transformación social que influya en el cambio de 
actitudes y de conductas, resulta indispensable una condición de permanencia 
de esas actuaciones de sensibilización extendiéndolas más allá de las habituales 
campañas alrededor de ciertas fechas conmemorativas o reivindicativas dentro 
del año (como el 8 de marzo o el 25 de noviembre).

Así, el objetivo de la sensibilización permanente es prevenir para evitar e 
informar para actuar. Por un lado, se considera necesario ampliar el alcance de 
la concienciación ciudadana sobre la existencia y prevalencia de la violencia 
machista en todas sus formas, combatir el negacionismo, los discursos de odio y 
los efectos del relato antifeminista, visibilizar las formas más sutiles en las que se 
manifiesta y conocer las consecuencias sobre el conjunto de la sociedad. 

La violencia machista se manifiesta de múltiples formas y pueden sufrirla 
potencialmente cualquier mujer y sus hijas e hijos, por lo que es imprescindible 
aplicar el principio de interseccionalidad a la estrategia de concienciación y 
sensibilización. Por lo tanto, es necesario definir campañas específicas para 
situaciones concretas y contextos de vulnerabilidad que viven muy diferentes 
perfiles de mujeres. 

Por otro lado, la sensibilización ayuda a orientar y a interpretar la información 
existente e informar de la red de recursos disponible para que las propias 
supervivientes y víctimas -y los potenciales agresores- y su entorno puedan 
reaccionar antes de que la violencia se produzca; o acudir lo más rápidamente 
posible a la solicitud de ayuda para valorar el riesgo; o, en caso de que la violencia 
ya se haya producido, dar a conocer la mejor vía de reparación y de sanción y 
rehabilitación en el caso del agresor.

Es decir, la sensibilización debe ser parte de la cultura de prevención y lucha 
contra la violencia, debe estar presente a lo largo de todo el proceso y llegar al 
conjunto de la sociedad, desde las potenciales víctimas, hasta el entorno: las y los 
profesionales que las puedan atender, las instituciones que deben ofrecer la mejor 

Ello va en sintonía con la Medida nº 1 del Catálogo de medidas urgentes del Plan 
de Mejora y Modernización Contra la Violencia de Género, Resolución de 28 de 
julio de 2021, el Acuerdo del Consejo de Ministros de 27 de julio de 2021).
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Con el impulso que da la presente Estrategia, también es pretende mejorar e innovar 
en los formatos y en los mensajes para llegar mejor al conjunto de la población y 
a lo largo del proceso participativo se ha reclamado que estas acciones propicien:
- Un cambio de foco: 1) en su caso y cuando así proceda, incidir en la imagen de 

la mujer superviviente que consigue salir de la violencia; 2) facilitar imágenes 
heterogéneas y diversas de las supervivientes y víctimas; 3) dirigir mensajes 
hacia los agresores, que son los originarios y únicos culpables de la violencia. 

- La creación de referentes masculinos influyentes para los niños y jóvenes, como 
modelos alternativos que permitan difundir prácticas positivas en los diferentes 
canales de información con mayor audiencia, prestando atención especial a los 
que llegan más a la juventud.  

- La puesta en valor de los buenos tratos como la mejor herramienta para construir 
una sociedad libre de violencia machista. 

- Desmontar el discurso negacionista de la violencia de género.
- Favorecer la confianza en las instituciones.

Todo ello va en consonancia con la Medida nº 1 del Catálogo de medidas urgentes 
del Plan de Mejora y Modernización Contra la Violencia de Género.

También incardina con la tercera Línea del Eje de Vida libre de violencia machista 
dentro del PEIEMH 2022-2025 y en concreto con el paquete de medidas VM.3.1 
“Impulsar la sensibilización y concienciación de la sociedad frente a la violencia 
machista desde un enfoque de género, interseccional y de derechos humanos”.

respuesta y los agresores que deben conocer las consecuencias de su conducta. 
Además, ayuda a promover la implicación del entorno de la víctima y del conjunto 
de la sociedad, generar el rechazo de la ciudadanía y luchar contra la cultura de 
la violencia en general. En consecuencia, las campañas de sensibilización han de 
servir para provocar un cambio de actitudes y romper con el silencio cómplice, 
tanto en el estado español como en aquellos contextos donde está presente la 
política de desarrollo y acción humanitaria de la cooperación española.

Por último, para conseguir una actividad de concienciación constante es necesario 
activar medidas de distinto alcance que incidan tanto en públicos destinatarios 
específicos, como que se expandan sobre el conjunto de la ciudadanía. Por ello, en 
dichas campañas deberían intervenir profesionales debidamente especializados 
en materia de igualdad y prevención de la violencia machista y/o contar con el 
asesoramiento de colectivos feministas, dando visibilidad a las entidades y 
profesionales del tercer sector que trabajan de manera especializada.
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2.2.1. Ampliando la mirada: las campañas de sensibilización como instrumento 
de concienciación social contra todas las violencias machistas.  

-	 Medida 74. Realización de campañas de concienciación social dirigidas a toda 
la población, orientadas a combatir y erradicar todas las formas de violencia 
machista, más allá de la pareja o expareja (violencia en la pareja o expareja, 
violencias sexuales, violencias digitales, acoso reiterado, acoso sexual en el 
trabajo, violencia económica, etc.), desde un enfoque feminista, de derechos 
humanos e interseccional. 

-	 Medida 75.  Realización de campañas de concienciación y sensibilización social 
dirigidas específicamente a hombres, adolescentes y niños para prevenir las 
violencias machistas, prestando especial atención a la violencia en la pareja o 
expareja, la trata de mujeres con fines de explotación sexual, la prostitución y 
las violencias sexuales, incluidas las violencias digitales.

-	 Medida 76. Realización de campañas de concienciación social dirigidas a la 
juventud, con referentes y mensajes adecuados a su realidad, y prestando 
especial atención a la violencia en la pareja o expareja, las violencias sexuales, 
la trata de mujeres con fines de explotación sexual, la prostitución, la violencia 
digital y el acoso reiterado (stalking). 

-	 Medida 77. Realización de campañas institucionales de concienciación para 
prevenir la demanda de servicios vinculados a la explotación sexual y de la 
pornografía que naturaliza la violencia sexual.   

-	 Medida 78. Fomento de medidas para garantizar que las campañas de 
sensibilización social tengan accesibilidad universal y diseño para todas las 
personas.

2.2.2. Cambiando actitudes contra las violencias machistas mediante otras 
actuaciones de sensibilización social.

-	 Medida 79. Medidas de concienciación social específicas para las mujeres 
que viven en el entorno rural, mujeres con discapacidad, mujeres mayores de 
65 años y en edad de jubilación, mujeres migrantes, mujeres en situación de 
pobreza.

-	 Medida 80. Realización de actuaciones de sensibilización y difusión dirigidas 
a los niños, niñas y adolescentes, familias, profesorado educadoras/es y otros 
profesionales que trabajen habitualmente con personas menores de edad sobre 
el uso seguro y responsable de Internet y las tecnologías de la información y 
la comunicación, así como sobre los riesgos derivados de un uso inadecuado 
que puedan generar fenómenos de violencia sexual contra los niños, niñas y 
adolescentes como el ciberbullying, el grooming, la ciberviolencia de género o 
el sexpreading, así como el acceso y consumo de pornografía entre la población 
menor de edad.

Actuaciones:
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-	 Medida 81. Fomento de actuaciones de sensibilización en diversos soportes, 
especialmente digitales y mediante redes sociales, para implicar al conjunto 
de la sociedad como parte de la solución en la erradicación de las violencias 
machistas.

-	 Medida 82. Impulso de actividades de sensibilización social para desincentivar 
la demanda de toda clase de servicios vinculados con la explotación sexual, la 
trata con fines de explotación sexual, la prostitución y el turismo sexual. 

-	 Medida 83. Impulso de acciones de cambio en la comprensión social de la 
pornografía violenta, generando una conciencia social sobre cómo contribuye 
a reproducir la violencia sexual contra mujeres y niñas, que lleve a rechazar su 
consumo, en lugar de normalizarlo.

-	 Medida 84. Impulso de actuaciones de “tolerancia cero” dirigidas al entorno 
laboral para la prevención del acoso sexual contra las mujeres y por razón de 
sexo en el trabajo.

-	 Medida 85. Impulso de actuaciones de sensibilización al entorno de la acción 
española en el exterior y el papel de la cooperación internacional para el 
desarrollo y la acción acción humanitaria en la erradicación de las violencias 
machistas.

-	 Medida 86. Impulso y desarrollo de medidas de prevención de las violencias 
contra las mujeres, con especial atención a la violencia sexual, en los distintos 
espacios de tiempo libre infantil y juvenil y/o espacios de ocio, especialmente el 
ocio nocturno y espacios festivos.

-	 Medida 87. Fomento de medidas para la sensibilización de la ciudadanía 
respecto a las prácticas de violencia contra las mujeres y en relación con los 
derechos sexuales y reproductivos, en concreto, la mutilación genital femenina, 
los matrimonios forzosos y precoces, y la trata y explotación sexual de mujeres 
y niñas. 

-	 Medida 88. Impulso de actuaciones de sensibilización y prevención de las 
violencias machistas en el ámbito del deporte.

-	 Medida 89. Implementación de medidas y actuaciones de visibilización y 
sensibilización para la prevención de las violencias machistas en los entornos 
deportivos profesionales, federados y no federados.

-	 Medida 90. Realización de actuaciones de sensibilización y prevención de las 
violencias machistas en el ámbito de la cultura con la finalidad de llegar a toda 
la población en su conjunto.  

-	 Medida 91. Realización de actuaciones de sensibilización y prevención 
con empresas privadas comprometidas en la erradicación de las violencias 
machistas.

-	 Medida 92. Realización de actuaciones de sensibilización y de prevención de 
las violencias machistas a través de sectores de comercio de proximidad, en 
especial del farmacéutico.

-	 Medida 93. Realización de actos de sensibilización para prevenir las violencias 
machistas (Días Internacionales, presentaciones de estudios e investigaciones, 
etc.).
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-	 Medida 94. Difusión de nuevos materiales en diferentes formatos (papel, digital, 
lectura fácil) para sensibilizar sobre todas las violencias contra las mujeres.

-	 Medida 95. Información mediante diferentes canales de difusión de las señales 
del maltrato, así como de los recursos especializados a disposición de las 
víctimas y supervivientes de las violencias machistas, para dar a conocer su 
existencia entre la población en general y a las mujeres en particular. 

-	 Medida 96. Impulso de medidas de prevención y sensibilización contra las 
violencias machistas cotidianas.

 Línea estratégica 2.3.

Fortaleciendo alianzas con los medios de comunicación, el sector 
audiovisual y publicitario como aliados contra las violencias 
machistas (MEDIOS DE COMUNICACIÓN, SECTOR AUDIOVISUAL Y 
PUBLICITARIO)

Las acciones de sensibilización y prevención en materia de violencia machista 
deberían contar con los medios de comunicación, el sector audiovisual y de la 
publicidad como verdaderos aliados, suponiendo canales esenciales de difusión 
de las políticas destinadas a combatir esta vulneración de derechos humanos y 
transmitiendo mensajes correctos hacia su audiencia.

Sin embargo, el análisis experto de la relación entre la violencia contra las mujeres 
y los medios de comunicación todavía revela que algunos medios aún no tienen 
suficiente conciencia de que existen estereotipos de género en las informaciones 
que transmiten (noticias, debates, programas) o en la publicidad y resto de 
contenidos audiovisuales emitidos. Incluso pueden desconocer que desde estos 
mismos medios se generan y reproducen formas de violencia simbólica para las 
mujeres. 

La Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral 
contra la Violencia de Género ya dedicaba todo un capítulo al ámbito de la publicidad 
y de los medios de comunicación, y desde entonces se han difundido numerosas 
recomendaciones y guías para que el relato de esta realidad fomente la protección 
y salvaguarda de la igualdad entre hombres y mujeres con la correspondiente 
objetividad informativa y la dignidad de las víctimas. Sin embargo, sigue sin 
incluirse la perspectiva de género de forma sistemática en el tratamiento de todos 
los contenidos o en el uso del lenguaje, además de que se perpetua la invisibilidad 
de las mujeres en muchos ámbitos clave. 

Esta idea confluye también con el planteamiento de la Línea VM 3.2 del PEIEMH 
2022-2025. Es especial el vínculo de la presente Línea estratégica de la EEVM 
con las actuaciones 385 y 386 del PEIEMH.
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En este escenario, se sigue echando en falta una contextualización más acertada 
cuando se informa sobre las violencias machistas. Los análisis especializados 
concluyen que se dan demasiados detalles escabrosos o sobre la intimidad de 
las víctimas, con el riesgo de que la audiencia las culpabilice a ellas en vez de 
a los agresores y no se pone suficiente acento en el resto de información que 
habla sobre la forma en la que se combate la violencia machista. Tampoco existe 
un mecanismo que formalmente invite a corregir o que castigue estas malas 
prácticas. 

Por lo tanto, sigue siendo necesario incorporar códigos éticos de comunicación 
con perspectiva de género que rompan con las actuales resistencias y arbitrar 
mecanismos de control del tratamiento de la información eficaces para contribuir 
a la erradicación de la violencia contra las mujeres. Además, sigue pendiente el 
tratamiento correcto de la interseccionalidad en mujeres víctimas de violencia 
machista, sobre todo respecto a mujeres con discapacidad y mujeres migrantes, 
a quienes las noticias en ocasiones les restan credibilidad o revictimizan. 

Es momento de que los medios de comunicación impulsen programas 
especializados sobre todas las violencias, contando con personas especializadas, 
mujeres víctimas y supervientes. Es necesario realizar programaciones también 
dirigidas a la infancia para promover los valores del respeto y la igualdad. Debe 
inculcarse también la idea de que el tratamiento correcto de la información desde 
una perspectiva de género no es una opción, sino una obligación.

2.3.1. Transformando la sociedad desde los medios de comunicación.   

-	 Medida 97. Impulso de actuaciones dirigidas a eliminar los enfoques 
sensacionalistas relativos a las informaciones sobre las violencias machistas 
(violencia en la pareja o expareja, explotación sexual y contextos de prostitución, 
mutilación genital femenina, matrimonios forzosos, violencias digitales, etc.).

-	 Medida 98. Realización de actuaciones para la eliminación de informaciones e 
imágenes que contengan caracterización de niñas con connotaciones sexuales 
o que reproduzcan las violencias machistas y/o las violencias machistas 
cotidianas.

-	 Medida 99. Impulso en los medios de comunicación, agencias de comunicación, 
en el sector privado y tecnológico, de medidas dirigidas a erradicar la violencia 
simbólica y la violencia cultural ejercida contra las niñas, jóvenes y mujeres.

-	 Medida 100. Desarrollo de medidas y recomendaciones dirigidas a la 
sensibilización de los medios de comunicación para evitar mensajes que 
consolidan el relato del terror sexual. 

-	 Medida 101. Consolidación del Observatorio de Igualdad de la Corporación 
de RTVE como un órgano de impulso de medidas para prevenir las violencias 
machistas. 

Actuaciones:
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-	 Medida 102. Establecimiento de acuerdos y medidas de coordinación entre la 
Administración General del Estado, junto a las CCAA con sus Observatorios y 
los medios de comunicación, para el impulso de estrategias para combatir las 
violencias machistas.

-	 Medida 103. Iniciativas para promover el adecuado tratamiento de las noticias y 
de la información de entretenimiento sobre violencias machistas que se ofrece 
por los distintos medios de comunicación, y evitar que la publicidad ofrezca 
imaginarios sociales de la mujer sesgados, prejuiciosos y estereotipados.

2.3.2. La publicidad como aliada necesaria.

-	 Medida 104. Adopción de acuerdos de autorregulación con las asociaciones del 
ámbito publicitario, con el fin de garantizar que la prevención de las violencias 
machistas se integre como uno de los objetivos de los códigos de conducta 
publicitaria.

-	 Medida 105. Impulso del Código de Publicidad no Sexista

 Línea estratégica 2.4.

 Combatiendo las violencias digitales de género (VIOLENCIA DIGITAL)

Además de lo expuesto anteriormente sobre los medios de comunicación, 
existe una alerta social sobre la extensión de formas de expresión de la violencia 
machista en plataformas online y en el uso de las redes sociales, donde confluye 
la proliferación de expresiones sexistas y de odio amparadas en el anonimato 
(que ni siquiera se conceptualizan como delito). Lo anterior se agrava por el 
desconocimiento de las víctimas acerca de la forma de denunciar estas agresiones. 

A ello, se suma la ya mencionada preocupación por el acceso cada vez más 
temprano a espacios pornográficos violentos en internet por parte de niñas, niños y 
adolescentes que pueden normalizar el ciberacoso sexual y otras manifestaciones 
de la violencia transmitida por el medio digital. Las consecuencias de esta violencia 
en las etapas iniciales de la vida se traducen en una alta lesividad y pueden ir 
desde graves secuelas psicológicas, hasta incluso el suicidio de las víctimas.

Esta problemática acarrea dificultades para visibilizar, medir (cuantificar e 
investigar), prevenir, regular y actuar sobre esta violencia digital. No se trata de 
estigmatizar a las redes sociales, ni a las plataformas online, sino de trabajar para 
que sean espacios de información segura, libres de violencia machista y que 
combatan el discurso de odio y la misoginia caminando hacia estrategias de buen 
gobierno de estos canales de interacción social.

Todo ello implica la necesidad de activar un compromiso no solo desde las 
empresas del sector tecnológico como colaboradoras en la lucha contra la 
violencia digital contra las mujeres al combatirla en su propio medio, sino también 
desde otros agentes (operadores jurídicos, educadores, agentes sociales, etc.) 
cuya intervención transversal es crucial.
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2.4.1. Entornos digitales seguros y libres para las mujeres y niñas.

-	 Medida 106. Impulso de medidas dirigidas a erradicar los estereotipos de género, 
las actitudes sexistas y la discriminación contra las mujeres que se ejercen en 
línea. 

-	 Medida 107. Fomento de mecanismos, en el sector de las TIC e intermediarios 
de Internet, incluidas las redes sociales, para evitar los sesgos de género en 
el diseño de sus productos, aplicaciones móviles, videojuegos, así como en el 
desarrollo de la inteligencia artificial.  

-	 Medida 108. Diseño y consolidación de líneas específicas en subvenciones 
de concurrencia competitiva que apoyen a redes feministas y/o asociaciones 
de mujeres que trabajan por la seguridad digital de las mujeres y fomenten la 
libertad de expresión y el empoderamiento en línea.

-	 Medida 109. Elaboración y divulgación de herramientas de seguridad digitales 
para las mujeres y las niñas, dirigidas a proteger su privacidad y potenciar la 
libertad de expresión, así como estrategias para combatir a los agresores por 
estas vías.

2.4.2. Seguridad y protección frente a las violencias en línea.

-	 Medida 110. Impulso de medidas para que los equipos profesionales de servicios 
o unidades encargadas de investigar los delitos por violencia contra las mujeres, 
dispongan de conocimientos suficientes para recoger, analizar y proteger las 
pruebas digitales en casos de ciberviolencia. 

-	 Medida 111. Impulso de medidas para combatir la violencia política ejercida 
contra las mujeres. 

-	 Medida 112. Revisión periódica y actualización, si procede, de los indicadores 
específicos sobre violencia digital machista.  

-	 Medida 113. Establecimiento de procedimientos y cauces accesibles y seguros 
para que todas las mujeres puedan denunciar la difusión o existencia, sin su 
consentimiento, de imágenes, vídeos u otros materiales íntimos que representen 
actividades sexuales, así como la violencia que se ejerce por medios digitales, 
redes sociales o videojuegos.

Actuaciones:



Estrategia Estatal para combatir 
las violencias machistas 2022–2025

Parte iii
Contenido de la Estrategia

180

 Línea estratégica 2.5.

 Educando contra las violencias machistas a lo largo de la vida 
 (EDUCACIÓN)

A pesar de los avances normativos en materia de igualdad en la educación, en 
donde las nuevas leyes suelen recoger la perspectiva de igualdad entre mujeres y 
hombres, es necesario seguir impulsando proyectos de coeducación y programas 
de prevención y erradicación de las violencias machistas. Todo ello, con la 
finalidad de ir al origen de las violencias machistas y evitar la perpetuación de 
estas violencias. 

A lo largo del diagnóstico participativo para el diseño de la Estrategia, se ha puesto 
de manifiesto que entre el profesorado se identifican algunas carencias formativas 
en violencia contra las mujeres y una excesiva dependencia del voluntarismo 
para aplicar la promoción de la igualdad y la prevención de la violencia machista. 
Además, en ocasiones se observa una falta de suficiente apoyo especializado y de 
coordinación de recursos desde las instituciones públicas. 

Del lado del alumnado, a lo largo de la fase participativa de la estrategia se ha puesto 
de manifiesto que, a pesar de los avances, se sigue registrando una alta incidencia 
de violencia psicológica y de control entre adolescentes, y siguen persistiendo 
dificultades para pedir ayuda por parte de las alumnas que viven procesos de 
violencia machista. A ello se suma el fácil acceso a la pornografía de la mayoría 
de adolescentes y su impacto en las relaciones afectivas (deshumanización-
cosificación, hipersexualización, discursos machistas, acoso sexual online, 
reparto de roles de sumisión para las mujeres / dominación-satisfacción para los 
hombres, naturalización de la violencia, etc.). 

No todos los centros educativos disponen de orientaciones o de un protocolo 
definido de actuación sobre violencia de género y otras formas de violencia 
machista, careciendo de figuras responsables de igualdad y, de forma generalizada, 
de presupuesto, tiempo y herramientas didácticas para prevenir y/o diagnosticar 
adecuadamente situaciones de violencia machista. 

Por todo ello, dentro de la comunidad escolar es preciso combatir desde varios 
frentes simultáneamente las actitudes sexistas de adolescentes y jóvenes. En 
este contexto educativo deben habilitarse nuevas herramientas de prevención de 

El PEIEMH 2022-2025 incluye una línea LV.3.3 para fortalecer la prevención de 
todas las formas de violencia machista desde el sistema educativo como parte 
de una educación en igualdad y derechos humanos y la línea 4.1.1 referida a los 
instrumentos de apoyo a la detección temprana en el ámbito educativo, entre 
otros.
Es especial el vínculo de la presente Línea estratégica de la EEVM con las 
actuaciones 398, 399, 404 y 405 del PEIEMH.
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la violencia desde el enfoque de derechos humanos, con perspectiva de género 
interseccional y contar con agentes de referencia en la materia, como pueden 
ser las personas responsables de igualdad/coeducación o quienes coordinen la 
protección de menores respecto a la violencia en los centros educativos. 

Todo ello, se traduce en la presente EEVM en la necesidad de impulsar un modelo 
que cambie mentalidades y que transversalice la perspectiva de género y la 
prevención de la violencia para toda la comunidad educativa y en toda la trayectoria 
académica, incluida la etapa formativa de tercer ciclo (formación profesional y 
universitaria) y la formación de personas adultas. 

2.5.1. La comunidad educativa en el centro y como agentes de cambio: 
actuaciones educativas integrales para prevenir las violencias machistas.

-	 Medida 114. Diseño de herramientas y métodos educativos innovadores en 
los entornos educativos no formales para la detección precoz y una respuesta 
integral ante las violencias machistas desde la infancia, en cualquiera de sus 
manifestaciones

-	 Medida 115. Desarrollo e implementación de proyectos de coeducación y de 
prevención de todas las formas de violencia machistas, en centros educativos 
de toda España.

-	 Medida 116. Elaboración de nuevos materiales pedagógicos y educativos para la 
prevención de todas las violencias machistas (violencia en la pareja o expareja, 
violencia sexual, violencias digitales, etc.), elaborados por personas expertas en 
el ámbito de la infancia y con perspectiva de género.

-	 Medida 117. Capacitación del alumnado en prevención de todas las violencias 
machistas, con las adaptaciones necesarias para el alumnado con necesidades 
educativas específicas y con inclusión de criterios para las y los profesionales 
que lo imparten. 

-	 Medida 118. Formación del profesorado en materia coeducativa y prevención de 
las violencias machistas, de forma coordinada y con mirada interseccional, en 
todas las etapas educativas, incluida la etapa de 0 a 3 años.

-	 Medida 119. Diseño de actuaciones específicas dirigidas a las Familias del 
Alumnado (AFAS), para la prevención de todas las violencias machistas. 

-	 Medida 120. Convocatoria de los premios IRENE: “La paz empieza en casa” 
dirigidos a premiar acciones educativas de prevención y erradicación de las 
violencias machistas. 

-	 Medida 121. Creación de una línea editorial sobre igualdad, coeducación y 
prevención de la violencia contra las mujeres en el sistema educativo. 

-	 Medida 122. Fomento de la prevención y actuación frente a las violencias 
machistas en el sistema universitario español.

Actuaciones:
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2.5.2. Consolidación de estructuras en la comunidad educativa para combatir 
las violencias machistas.

-	 Medida 123. Desarrollo de instrumentos de coordinación y de protocolos 
comunes para el conjunto de la comunidad educativa para prevenir, detectar y 
actuar frente las violencias machistas en todas las etapas educativas. 

-	 Medida 124. Fomento de nuevas medidas para la consolidación de los Consejos 
Escolares como órganos de impulso de medidas educativas contra las violencias 
machistas en todos los centros educativos de España.

-	 Medida 125. Creación de mecanismos de apoyo y colaboración con los servicios 
de inspección educativa para seguir avanzando en su labor de velar por el 
cumplimiento y aplicación de lo previsto en la normativa relativa a las violencias 
machistas.

2.5.3. La Universidad, espacio libre de violencias contra las mujeres.

-	 Medida 126. Impulso de la implantación y consolidación de recursos contra las 
violencias machistas en la comunidad universitaria.

-	 Medida 127. Establecimiento de itinerario formativo en materia de prevención de 
las violencias machistas en los planes de estudios conducentes a la obtención 
de títulos universitarios oficiales en los que resulte coherente conforme a las 
competencias inherentes a los mismos.

 Línea estratégica 2.6.

Incrementando la prevención y detección de las violencias 
machistas en el ámbito sanitario, sociosanitario y en los servicios 
sociales (SANIDAD Y SERVICIOS SOCIALES)

Junto al ámbito educativo, los entornos sanitarios, sociosanitarios y de 
servicios sociales constituyen ecosistemas esenciales de relación directa entre 
profesionales y posibles víctimas y supervivientes de violencia, donde a partir 
de determinados indicadores se puede inferir y detectar situaciones o riesgo de 
violencia machista.

La actuación capacitada de estas y estos profesionales puede prevenir esta 
violencia o, al menos, mitigarla con una detección temprana y la consiguiente 
activación de protocolos de intervención abriendo la puerta de acceso a servicios 
y recursos especializados.
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2.6.1. Impulso de medidas para la prevención y sensibilización de todas las 
violencias contra las mujeres en los recursos sociosanitarios y de servicios 
sociales.

-	 Medida 128. Difusión y, en su caso elaboración, de protocolos comunes 
especializados en relación a todas las formas de violencia machista, para 
su aplicación en la red de centros de servicios sociales, sociosanitarios y 
penitenciarios, en coordinación con los servicios especializados.

-	 Medida 129. Creación de Premios de ámbito nacional a las mejores prácticas 
en la erradicación de la violencia contra las mujeres dentro de los campos 
sociosanitario y de servicios sociales. 

-	 Medida 130. Elaboración de instrumentos estandarizados y validados para la 
detección precoz de los distintos tipos de violencia contra las mujeres en los 
servicios sociales en España. 

-	 Medida 131. Consideración de las violencias machistas en la elaboración o 
revisión de los modelos de atención sociosanitaria y sociales (PAI).

-	 Medida 132. Realización y difusión de guías de recursos y buenas prácticas en 
la red de servicios sociales y servicios sociosanitarios.

2.6.2. El sistema sanitario como agente clave en la detección y erradicación 
de las violencias machistas. 

-	 Medida 133. Elaboración, actualización y difusión de protocolos comunes 
sanitarios especializados de detección y atención en relación a todas las formas 
de violencia machista (violencia en la pareja o expareja, violencia sexual fuera 
de la pareja, trata de mujeres con fines de explotación sexual,  mutilación genital 
femenina, matrimonios forzosos), para su aplicación en todos los centros que 
integran el Sistema Nacional de Salud, y atendiendo a la diversidad con un 
enfoque interseccional (mujeres con discapacidad, del ámbito rural, mayores y 
en edad de jubilación, migrantes y mujeres en prisión, etc.). 

-	 Medida 134. Elaboración, aplicación y difusión de un instrumento validado 
estandarizado para facilitar la detección de la violencia de género de la Ley 
Orgánica 1/2004 en los servicios de Atención Primaria del Sistema Nacional de 
Salud, especialmente en Atención Primaria, en todo el territorio del Estado.

-	 Medida 135. Implementación del instrumento validado estandarizado para 
facilitar la detección de la violencia de género en el Sistema Nacional de Salud, 
especialmente en los servicios de Atención Primaria, que será objeto de una 
implantación progresiva en todo el territorio del Estado aprobado en el “Catálogo 
de Medidas Urgentes del Plan de Mejora y Modernización contra la Violencia de 
Género”.

-	 Medida 136. Diseño de un programa de intervención con víctimas de violencia 
de género desde la Red de Salud Mental y otros recursos sanitarios para unificar 
los criterios de diagnóstico y posibilitar una atención integral, incluidas aquellas 
patologías duales y adicciones. 

Actuaciones:
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-	 Medida 137. Impulso de medidas para la prevención de la violencia contra las 
mujeres en el ámbito de los derechos sexuales y reproductivos.   

-	 Medida 138. Inclusión de un apartado sobre violencias machistas en el Plan de 
Salud Sexual y Reproductiva del Instituto de las Mujeres.

 Línea estratégica 2.7.

 Implicando a los hombres como parte de la solución (HOMBRES)

Implicar a los hombres como parte de la solución es una línea de trabajo central 
dentro de la EEVM y contribuye a la apropiación del problema y de parte de sus 
soluciones por parte de niños, jóvenes y hombres, los cuales tienen un papel 
fundamental en la prevención y erradicación de esta violencia. 

La mayoría de las políticas de igualdad todavía adolecen de una falta de medidas 
para promover el cambio en los hombres, pero el objetivo de una sociedad libre 
de violencias machistas no se conseguirá sin la participación activa y convencida 
de estos. Se hace, por tanto, necesario incluir de forma más explícita medidas 
concretas para impulsar este cambio de paradigma.  

En este contexto, se considera conveniente trabajar con los hombres como 
agentes de cambio y prevención de la violencia, incluyendo en la lógica de la 
prevención actuaciones de formación, de sensibilización y/o debate específicas 
con hombres que contribuyan a reflexionar, por ejemplo, sobre la construcción de 
la sexualidad hegemónica masculina y su relación con el poder y la violencia.

Pero, además, un paradigma integral implica poner el foco de atención en los 
hombres, no solo para potenciar las masculinidades igualitarias como parte de la 
solución, sino también para generar en los propios agresores una conciencia de 
rechazo y de condena ante la violencia cometida que contribuya a la reparación 
de las víctimas supervivientes. Hablamos tanto de maltratadores con sus parejas 
o exparejas, como de acosadores y agresores sexuales, violadores, proxenetas, 
ciberdelincuentes sexuales y perpetradores de cualquier tipo de violencia 
machista.

Así, la intervención con agresores contribuye a tratar de garantizar la no repetición 
del daño. 

Desde la sociedad civil se denuncia la escasez de recursos y las excesivas listas 
de espera, tanto en las intervenciones con hombres implicados en procesos 
judiciales y condenados, como con hombres denunciados y no condenados 
por cualquier tipo de violencia machista. También se perciben carencias en la 
formación y sensibilización del entorno de trabajo con el agresor, no sólo por parte 
de profesionales de la abogacía y fiscalía, sino de todo el personal que acompaña 
en el proceso.
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Por ello, las voces expertas hablan de la necesidad de reeducación como parte 
de un modelo de justicia democrática restaurativa y no meramente punitiva. 
Las investigaciones sobre violencia machista señalan que ésta es ejercida 
mayoritariamente en el espectro de hombres que no presentan ninguna 
patología, pero sí la necesidad de referencias más igualitarias en sus relaciones 
con las mujeres y habilidades socio-emocionales que les permitan ponerlas en 
prácticas. Ello, de nuevo, requiere de profesionales especializados en este tipo de 
intervención con hombres.

Se trata de un enfoque donde no solo debe intervenir la pena judicial y la condena 
social, sino también la necesidad de trabajar desde el sistema penitenciario 
y social por un tratamiento de formación y rehabilitación encaminado a que el 
agresor entienda el significado de la violencia ejercida sobre la o las víctimas, su 
efecto inmediato y las consecuencias a más largo plazo de su conducta y para 
que no vuelva a repetirla al acabar la condena. 

Asimismo, el reconocimiento del daño y la aceptación de responsabilidades es 
un componente clave del proceso de satisfacción a las víctimas; ambas son 
fundamentales dentro de la noción de reparación que señala el Convenio de 
Estambul y la Estrategia de la Unión Europea sobre los derechos de las víctimas 
(2020-2025).

2.7.1. Medidas específicas dirigidas a los hombres en las estrategias, políticas 
públicas y pactos que se impulsen desde administraciones públicas en 
materia de violencias contra las mujeres.

-	 Medida 129. Mejora de la información dirigida a los hombres, jóvenes y 
adolescentes y su entorno para la detección y autodetección de comportamientos 
y actitudes no igualitarias, sexistas y violentas. 

-	 Medida 140. Formación y sensibilización transversal a la ciudadanía en 
masculinidades igualitarias, feministas y antimachistas.

-	 Medida 141. Realización de campañas de concienciación que animen al 
activismo de los hombres por la igualdad y el feminismo involucrando a agentes 
estratégicos.

-	 Medida 142. Apoyo a programas de hombres por la igualdad y de promoción y 
apoyo a las entidades que trabajan por el cambio de los hombres. 

-	 Medida 143. Creación de recursos especializados dirigidos a hombres para la 
prevención y actuación frente a las violencias machistas.

Actuaciones:
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2.7.2. Refuerzo del tratamiento sobre el hombre agresor de cualquier tipo de 
violencia contra las mujeres.

-	 Medida 144. Fomento de acuerdos entre el Ministerio del Interior y las CCAA 
para la mejora del conocimiento y seguimiento sobre peligrosidad y probabilidad 
de reincidencia de los agresores condenados y para la ejecución de los talleres 
de sensibilización, prevención y programas de tratamiento de agresores.

-	 Medida 145. Firma de convenios con Colegios profesionales de Psicología, 
de Trabajo Social, de Educación Social y Criminología, así como con otras 
entidades para que los agresores puedan recibir intervenciones realizadas por 
profesionales especializados, capacitados y con experiencia desde un enfoque 
feminista, interseccional y de derechos humanos.

-	 Medida 146. Consolidación, refuerzo y seguimiento de los talleres y programas 
de intervención para hombres condenados por cualquier tipo de violencias 
machistas realizados por profesionales especializados, capacitados y con 
experiencia desde un enfoque feminista, interseccional y de derechos humanos.

-	 Medidas 147. Elaboración y difusión de investigaciones y programas validados 
dirigidos a hombres para sensibilizar y prevenir conductas machistas de riesgo.

 Línea estratégica 2.8.

Mejorando la respuesta a todo tipo de violencias machistas a través 
de la capacitación profesional y especializada (FORMACIÓN)

La formación es la palanca de transformación que contribuye al refuerzo de la 
capacidad de respuesta ante la diversidad de manifestaciones de la violencia 
machista. No obstante, del proceso participativo para la elaboración de esta 
Estrategia se concluye que sigue siendo imprescindible fomentar la formación 
especializada del personal de la red de atención integral, justicia y protección, 
también en lo que respecta al conocimiento de las formas más sutiles y menos 
abordadas de la violencia machista. 

Todo ello se alinea con la necesidad de una línea de refuerzo de la capacidad de 
respuesta mediante la formación especializada para la prevención, detección, 
actuación y/o sensibilización en materia de violencia machista, dirigida a los 
equipos de profesionales que forman la red de atención al completo (que descansa 
tanto en recursos públicos como privados) y que son quienes están en contacto 
directo con las mujeres víctimas y supervivientes, así como de sus hijos e hijas.

Ello, en sintonía con la Medida nº 15 del Catálogo de medidas urgentes del Plan 
de Mejora y Modernización Contra la Violencia de Género.
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La formación especializada debe responder a las necesidades existentes, desde 
una perspectiva científica del conocimiento de estas formas de violencia, así 
como de los derechos fundamentales de las víctimas. Para ello se plantea 
reforzar la inclusión de contenidos básicos sobre las distintas manifestaciones 
de la violencia machista en la formación preparatoria y en los procesos selectivos 
de profesionales de la red en cualquiera de sus ámbitos (policial, judicial, social, 
sanitario, educativo, etc.) e impulsar la formación continua y de especialización 
permanente a profesionales que ya están trabajando en este campo, tanto en el 
entorno público, como en el privado.

Se trata, en definitiva, de desplegar una oferta de aprendizaje diversa con diversos 
itinerarios (generalista, de profundización y/o de especialización) con contenidos 
formativos articulados en diferentes niveles, que expliquen e interrelacionen 
factores macroestructurales, de instituciones sociales, microsociales e 
individuales y cuyo enfoque se base en la teoría feminista interseccional.

Por tanto, la presente Línea pone el énfasis en actuaciones que rodean, 
complementan o favorecen toda esta actividad de formación, tanto en un estadio 
básico, como de perfeccionamiento y consolidación.

2.8.1. Formación especializada contra las violencias machistas, dirigida a la 
sociedad en su conjunto.

-	 Medida 148. Promoción de la participación, como ponentes en las actividades 
de formación en materia de violencias machistas, de las mujeres víctimas y 
supervivientes, incluyendo testimonios de víctimas de la violencia y represión 
que sufrieron las mujeres como consecuencia de su actividad pública, política, 
sindical e intelectual en la lucha por la democracia o por cualquier otra forma 
específica de persecución durante la Guerra Civil y la Dictadura.

-	 Medida 149. Elaboración de acciones formativas (píldoras formativas, cursos de 
formación, páginas web, podcasts, etc.) dirigidas a la sociedad en su conjunto, 
para formar y sensibilizar sobre las violencias contra las mujeres.

-	 Medida 150. Establecimiento de programas de formación en las empresas 
en colaboración con las organizaciones sindicales para la protección integral 
contra las violencias machistas, con especial atención a las empresas del sector 
de la publicidad.

-	 Medida 151. Formación del personal de los medios de comunicación para informar 
sobre las violencias machistas con objetividad y perspectiva interseccional, sin 
estereotipos de género, con pleno respeto a la dignidad de las víctimas y su 
derecho a la libertad, el honor, la intimidad, la propia imagen y la protección de 
datos.

Actuaciones:
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2.8.2. Capacitación de los colectivos profesionales que intervienen en el 
proceso de prevención, información, detección, acompañamiento, atención 
y protección de las mujeres supervivientes y víctimas de las violencias 
machistas.

-	 Medida 154. Revisión de los programas de formación actualmente vigentes 
dirigidos a los colectivos profesionales especializados, para garantizar la 
formación en violencias sexuales, prestando una especial atención a la detección 
de casos de mutilación genital femenina, trata de mujeres y niñas con fines de 
explotación sexual y matrimonio forzado.  

•	 Medida 155. Fomento de incorporación de requisitos y pruebas de acceso en 
los que se incluyan formación básica en violencia machista tanto a los puestos 
públicos generales y especializados de la red pública de atención.

-	 Medida 156. Garantía de formación especializada en materia de violencia 
contra las mujeres en todos los cursos selectivos de cuerpos de acceso a la 
Administración Pública.

-	 Medida 157. Fortalecer en el temario de acceso a las Carreras Judicial y Fiscal, 
así como al Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia y otro personal 
al servicio de la Administración de Justicia, temas dedicados a la igualdad 
entre hombres y mujeres desde una perspectiva de género e interseccional, y 
en especial, a la protección integral contra todas las violencias machistas, con 
especial incidencia en la erradicación del falso Síndrome de Alienación Parental.

-	 Medida 158. Fortalecer el principio de igualdad entre mujeres y hombres 
incluyendo las medidas contra la violencia de género en las pruebas selectivas 
para el ingreso y la promoción en las Carreras Judicial y Fiscal. 

-	 Medida 159. Fortalecimiento, y ampliación en su caso, de la oferta formativa 
actualmente disponible en violencia contra las mujeres dirigida al poder judicial 
y al Ministerio Fiscal.

-	 Medida 160. Garantía, en colaboración con el Consejo General de la Abogacía 
Española y los Colegios de la Abogacía, así como con el Consejo General de 
Procuradores de España y los Colegios Oficiales de Procuradores, de una 
formación adecuada, periódica y gratuita de los letradas/os y procuradores/as 
encargados de asistir a víctimas de violencias sexuales, en materia de igualdad, 
perspectiva de género y protección integral contra todas las violencias sexuales.

-	 Medida 161. Realización de programas continuados o cursos de especialización 
en violencia de género que incluirán como línea de formación una específica en 
violencias sexuales para el ejercicio del turno de oficio.

-	 Medida 162. Programa de formación continua en prevención de las diversas 
formas de violencias machistas para ampliar el currículo de profesionales de la 

-	 Medida 152. Fortalecimiento de programas de formación especializada en 
violencia sexual dentro de los planes de estudio de la enseñanza en el ámbito 
del Ministerio de Defensa.

-	 Medida 153. Formación especializada en violencias machistas al personal que 
trabaja en centros residenciales y de la tercera edad. 
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red pública de atención.
-	 Medida 163. Mejora de de la formación especializada en los distintos agentes 

educativos para la prevención, detección y actuación ante las violencias 
machistas en todas las etapas educativas. 

-	 Medida 164. Mejora de la formación especializada en detección precoz de los 
distintos tipos de violencias machistas, con especial atención a las violencias 
sexuales, por parte de los equipos de profesionales sanitarios (atención primaria, 
especializada, urgencias, hospitalaria, instituciones penitenciarias).

- 	Medida 165. Mejora de la formación especializada en detección precoz de los 
distintos tipos de violencias machista, con especial atención a las violencias 
sexuales, del personal sociosanitario y del sistema de los servicios sociales 
generales y especializados, que deberá incluir tanto los espacios residenciales 
como los ambulatorios.

-	 Medida 166. Impulso de actuaciones de formación especializada en violencias 
sexuales y en la pareja o expareja, dirigida a los cuerpos de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado, autonómicos y locales, así como al personal 
de instituciones penitenciarias. 

-	 Medida 167. Impulso de medidas de formación especializada en violencias 
machistas en las Unidades de Valoración Forense Integral, en los Institutos de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses, en los equipos técnicos de menores de la 
Administración de Justicia y en las Oficinas de Asistencia a Víctimas del Delito.

-	 Medida 168. Impulso de actividades de formación especializada para el personal 
encargado de la asistencia consular o en cualesquiera otras funciones, de la 
atención a las víctimas españolas de violencias machistas en el extranjero, 
así como iniciativas en la cooperación para el desarrollo y en los contextos 
humanitarios en los territorios donde se este presente en los países socios. 

-	 Medida 169. Impulso de medidas de aprendizaje especializado dirigido a 
los profesionales de los centros penitenciarios, así como en los centros de 
internamiento de personas extranjeras, con especial atención a mujeres que 
han realizado movimientos migratorios. 

-	 Medida 170. Formación especializada para el personal que presta atención 
y protección de los niños, niñas y adolescentes que conviven en entornos 
marcados por la violencia de género, garantizando la detección de estos casos 
y su respuesta específica.

 Línea estratégica 2.9.

Integrando otras medidas para prevenir las violencias machistas

Tradicionalmente en la cultura eminentemente androcéntrica basada en la 
división sexual del trabajo, las mujeres se han visto relegadas a desempeñar 
roles de género ocupando preferentemente el espacio doméstico-reproductivo, 
mientras los hombres dominaban el espacio público-productivo. Ello ha influido 
también en la configuración urbanística de las ciudades y en la planificación de las 
políticas de movilidad. 
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Existe un uso diferenciado de los espacios públicos por parte de mujeres y 
hombres y, aún todavía, sigue existiendo violencia machista en nuestras calles. 
Estas violencias van desde comentarios desagradables de índole sexual hasta 
el sufrimiento de tocamientos, acoso callejero, sumisión química, llegando a 
la violación y el feminicidio en su máxima expresión. Todo ello restringe la libre 
circulación de las mujeres con tranquilidad y el disfrute de espacios y actividades 
culturales y de ocio, y afecta negativamente a su salud y bienestar social.

Por lo tanto, es preciso reforzar la prevención de estas violencias machistas 
teniendo en cuenta la perspectiva de género a la hora de planificar y diseñar 
espacios públicos seguros (tanto en el entorno urbano como en el medio rural).

2.9.1. Planificación y diseño de espacios públicos seguros y libres de violencias 
machistas.

-	 Medida 171. Impulso de medidas para la planificación urbanística con enfoque 
de género.

-	 Medida 172. Actuaciones para prevenir la violencia contra las mujeres en el 
transporte público colectivo.

-	 Medida 173. Actuaciones de sensibilización y prevención de la violencia contra 
las mujeres en el camino de Santiago y otras rutas culturales de tránsito.

-	 Medida 174. Actuaciones de sensibilización y prevención de la violencia contra 
las mujeres en espacios públicos compartidos (playas, piscinas, etc.) y otros 
espacios naturales compartidos.

Actuaciones:

Ampliado el marco de referencia y el conocimiento de la realidad de las violencias 
machistas en todas sus manifestaciones, concienciada la sociedad y capacitadas 
las y los profesionales de los recursos de atención, el tercer pilar de la presente 
Estrategia es el que pone en relación efectiva a las víctimas supervivientes 
(potenciales y actuales) con los recursos disponibles. 

En ocasiones, la vergüenza, el temor, el desconocimiento de los derechos 
fundamentales y la falta de información sobre los procesos de atención y 
judiciales, lleguen a interferir con un adecuado acceso a los recursos de atención 
y la denuncia de los hechos. 

Por ello, la garantía de los derechos de información a las víctimas supervivientes 
es una cuestión central. En este escenario se trata de que tanto las mujeres como 
sus hijas e hijos puedan acudir a los diferentes servicios de información y apoyo, 
incluidos los de detección temprana de las diversas formas de violencia, que se les 
reconozcan sus derechos, se evite el empeoramiento de la situación y se proceda 
a la reparación. 

 Eje 3: protección, seguridad, atención y reparación integral
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En la presente Estrategia se desarrollan también los principales mecanismos de 
valoración del riesgo y mejora de la atención especializada de cara, entre otras 
cuestiones, a garantizar la respuesta inmediata. Lógicamente, la calidad de esa 
atención está directamente condicionada a la disponibilidad de un cierto volumen 
de recursos humanos especializados, así como de suficientes medios tecnológicos 
y de medios financieros puestos a disposición de la intervención.

El trabajo por la detección precoz de la violencia desde los distintos tipos de 
servicios que atienden a las víctimas y supervivientes también se aborda en 
la Línea 4.1 del Eje 3 de Vidas libres de violencia machista del PEIEMH 2022-
2025. 

 Línea estratégica 3.1.

Poniendo en valor los derechos de todas las víctimas de todas 
las formas de violencia machista (DERECHOS DE LAS MUJERES 
VÍCTIMAS Y SUPERVIVIENTES)

La clara vulneración de los derechos humanos que supone la violencia contra las 
mujeres por el hecho de ser mujer conduce a un necesario reconocimiento público 
de esta extrema forma de desigualdad y debe activar automáticamente la puesta 
en marcha del sistema de atención y restitución de derechos.

Sin embargo, el desconocimiento de los derechos y recursos y las dificultades 
de acceder a los mismos por parte de las víctimas y supervivientes afectan 
negativamente en la recuperación de las mujeres que han sufrido alguna forma 
de violencia machista.

Por tanto, se hace necesario poner a disposición de las mujeres supervivientes de 
esta violencia y sus hijos e hijas, múltiples canales informativos para que puedan 
conocer los medios institucionales que tienen a su disposición para garantizarles 
la protección de su integridad física, su salud corporal, mental, emocional y 
social, su acreditación administrativa y su defensa jurídica o para contribuir a su 
autonomía económica. 

Los poderes públicos tienen, además, la obligación de poner en marcha los 
instrumentos necesarios para impulsar los procesos de reparación de las víctimas 
y supervivientes.
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3.1.1. Ejercicio efectivo de los derechos de todas las víctimas y supervivientes 
de todas las violencias

-	 Medida 175. Implementación y difusión de los procedimientos básicos para la 
acreditación administrativa de las situaciones de violencia de género por las 
Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla conforme al artículo 
23 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de protección 
integral contra la violencia de género.

-	 Medida 176. Implementación, consolidación y difusión de los procedimientos 
de acreditación administrativa de la condición de víctima de trata de seres 
humanos y/o explotación sexual.

-	 Medida 177. Diseño, implementación, consolidación y difusión de los 
procedimientos básicos que permitan poner en marcha los sistemas de 
acreditación de las situaciones de violencias sexuales.

3.1.2. Difusión e información para el ejercicio efectivo de los derechos

-	 Medida 178. Actualización de todas las informaciones relativas a los derechos 
de las mujeres víctimas conforme a las modificaciones legislativas recientes.

-	 Medida 179. Adaptación, modernización digital y difusión de los canales de 
información para el conocimiento de los derechos y recursos especializados, 
para que sean accesibles a todas las mujeres y jóvenes, utilizando canales 
diversos que garanticen la accesibilidad universal, con especial atención a las 
mujeres mayores, mujeres con discapacidad y en situación de dependencia.

-	 Medida 180. Mejora y modernización de la web de información del Ministerio de 
Igualdad y la Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género, con criterios 
y contenidos accesibles para la diversidad de mujeres. 

-	 Medida 181. Diseño, desarrollo y elaboración de una aplicación inteligente 
adaptada y accesible a todas las mujeres y jóvenes, que unifique la información 
relativa a los recursos especializados y derechos de las víctimas. 

-	 Medida 182. Difusión continua de la información institucional del Ministerio 
de Igualdad y de otros Ministerios e instituciones de la Administración General 
del Estado implicadas en la protección y derechos de las víctimas de violencia 
machista, a través de distintos cauces, en el ámbito de las competencias de 
cada Departamento y de acuerdo con la legislación sobre protección de datos.

-	 Medida 183. Difusión a las instituciones y organismos competentes de los tres 
niveles de la administración, así como a las asociaciones de mujeres y feministas, 
de las prestaciones de los servicios del Ministerio de Igualdad. 

-	 Medida 184. Difusión de la actividad del MAUC en materia de protección y 
asistencia de mujeres españolas víctimas de violencia machista en el extranjero 
y del Protocolo interministerial para la atención, el traslado y el retorno de las 
españolas víctimas de violencia contra las mujeres en el exterior.

Actuaciones:
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Esta perspectiva es sinérgica con el desarrollo de las Líneas VM 4.2.2. del 
PEIEMH 2022-2025 y VM. 4.2.3. ”Garantizar la accesibilidad, disponibilidad y 
atención integral de los recursos de asistencia, ambulatorios y residenciales 
especializados para todas las víctimas de todas las formas de violencia machista” 
y “Fortalecer la atención a las mujeres, niños y niñas, y mujeres jóvenes víctimas 
de violencias machistas”.

 Línea estratégica 3.2.

Ampliando la adaptación y accesibilidad de los recursos 
especializados a todas las formas de violencia machista 
(RECURSOS PARA TODAS LAS VIOLENCIAS)

Las mujeres supervivientes de cualquier forma de violencia machista que acuden 
a los diferentes servicios en busca de protección y atención deben encontrar en 
ellos una respuesta especializada, integral, accesible y ágil. Es por tanto, necesario, 
adaptar a todas las violencias los recursos existentes y, además, debe hacerse 
para todas las mujeres, a través de medidas de accesibilidad. 

Esto es, las medidas de protección para ellas y sus hijos e hijas deben ser 
universalmente accesibles (independientemente de que hayan cursado una 
denuncia o no) y deben de prevenir las revictimizaciones y corregirlas, en su caso. 

3.2.1. Recursos especializados en todas las formas de violencia machista.

-	 Medida 185. Ampliación, mejora y fortalecimiento de los recursos de la 
Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género a todas las formas de 
violencia contra las mujeres: 016, ATENPRO, dispositivos, Web de recursos de 
atención y protección contra la violencia sobre las mujeres (WRAP), desde un 
enfoque feminista, interseccional y de derechos humanos.

-	 Medida 186. Ampliación, mejora y fortalecimiento de los recursos de las 
Comunidades Autónomas y entidades locales para garantizar los derechos de 
las mujeres víctimas de violencias sexuales (trata de mujeres y niñas con fines 
de explotación sexual, matrimonios forzados, mutilación genital femenina), 
desde un enfoque feminista, interseccional y de derechos humanos.

3.2.2. Universalidad y accesibilidad a los recursos especializados en violencias 
machistas.

-	 Medida 187. Mejora y adecuación de las instalaciones y espacios de los recursos 
y servicios en los que se recibe y atiende a las víctimas y supervivientes de las 
violencias machistas, desde un enfoque feminista, interseccional y de derechos 
humanos y buen trato. 

Actuaciones:
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-	 Medida 188. Mejora en el acceso a los recursos especializados de las mujeres 
con discapacidad, mujeres víctimas de trata con fines de explotación sexual 
o en contextos de prostitución, mujeres condenadas, mujeres mayores de 65 
años y en edad de jubilación, mujeres jóvenes, mujeres del ámbito rural, mujeres 
con problemas de adicción a sustancias psicoactivas, mujeres de otras etnias, 
culturas o nacionalidades, mujeres migrantes, mujeres con problemas de salud 
mental, mujeres sin hogar o en situación de calle y pobreza.

-	 Medida 189. Fomento y/o consolidación de los servicios públicos atencionales 
de proximidad en el medio rural.

-	 Medida 190. Establecimiento de medidas específicas para adaptar los recursos 
especializados a las necesidades de las mujeres con discapacidad, utilizando 
servicios y medios para hacerlos plenamente inclusivos (lengua de signos, 
pictogramas, lectura fácil, traducción e interpretación, etc.), con atención 
igualmente a las mujeres con discapacidad en prisión.

-	 Medida 191. Establecimiento de puntos de contacto central únicos en línea, 
para garantizar que la atención llegue también a las víctimas que viven en zonas 
remotas o que no pueden físicamente acercarse a esos centros, mediante la 
creación de un sitio web único y una Aplicación móvil actualizadas en el que se 
facilite toda la información pertinente sobre los servicios de información, apoyo 
y protección disponibles y el acceso a ellos.

-	 Medida 192. Elaboración de un catálogo de criterios y recomendaciones para 
la incorporación del enfoque interseccional en los recursos que acompañan y 
atienden a las víctimas de violencias machistas.

-	 Medida 193. Adaptación de espacios de atención al parto y nacimiento con 
determinadas garantías en casos en los que se haya indicios o se haya detectado 
violencia de género.

 Línea estratégica 3.3.

Mejorando la disponibilidad, universalidad y carácter integral de los 
recursos de información y asistencia integral a todas las víctimas 
(RECURSOS DE INFORMACIÓN Y ASISTENCIA SOCIAL INTEGRAL)

La disponibilidad de información accesible y especializada mejora la seguridad 
de las mujeres que son víctimas y supervivientes de cualquier tipo de violencia 
machista y contribuye a garantizar sus derechos tales como: denunciar, acceder 
a recursos de ayuda u obtener reparación por el daño sufrido. 

Pero la existencia de recursos y la habilitación de nuevos apoyos no resulta de 
utilidad si la información no es identificable y cercana a las mujeres ni a su entorno. 
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Según los datos de la última Macroencuesta de Violencia contra la Mujer de la 
Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género de 2020, el 67% de las 
mujeres que han sufrido violencia física, sexual, emocional o miedo de alguna 
pareja no han buscado ayuda formal tras lo sucedido (63,8% de las que sufrieron 
violencia de parejas pasadas, 83,5% de las que han sufrido violencia de la pareja 
actual). Sin embargo, buscar ayuda en algún servicio formal incrementó las 
posibilidades de acabar con la relación violenta en un 88,2% de los casos.

Parte de estas actuaciones están en sintonía con la Línea VM 3.2 del PEIEMH 
2022-2025 “Reforzar las campañas de información sobre los derechos y 
recursos a las víctimas y supervivientes de todas las formas de violencia 
machista, garantizando el enfoque interseccional”, así como otras medidas 
relacionadas con la Línea VM 4.2.1 que mejoran “la atención integral a través del 
sistema de difusión e información para que sea útil y accesible a la diversidad 
de mujeres víctimas de todas las formas de violencia machista”.

Es especial el vínculo de la presente Línea de la EEVM con las actuaciones 382, 
383 y 418 del PEIEMH.

Se considera que la mejor difusión de la información, dirigida tanto a la ciudadanía 
general como a profesionales de la propia red atencional, puede contribuir a 
prevenir procesos de victimización secundaria y favorece el ejercicio efectivo 
de los derechos de las víctimas supervivientes, así como la demanda de las 
condiciones necesarias para dicho ejercicio.

De esta forma, se hace imprescindible incidir en el enfoque interseccional en las 
estrategias de diseño de nuevos recursos y su difusión, en particular reforzando 
la accesibilidad informativa a mujeres con mayores necesidades y barreras de 
comunicación.

Asimismo, es prioritario generar y transmitir la existencia de recursos de asistencia 
social integral para atender las necesidades de las víctimas ante cualquier tipo de 
violencia machista, que van desde recursos habitacionales, hasta la activación de 
medidas para favorecer la conciliación familiar de estas mujeres víctimas, hasta la 
habilitación de centros de atención especializada u otros recursos ambulatorios 
residenciales o administrativos. La asistencia social integral es otro elemento 
central en el proceso de recuperación. 

En este contexto es preciso reconocer una apuesta decidida de la presente EEVM 
por diseñar y habilitar recursos específicamente destinados a víctimas de diversas 
formas de violencia sexual.
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3.3.1. Recursos de información especializados.

-	 Medida 194. Mejora y fortalecimiento de los recursos de información y 
asesoramiento a víctimas de violencia en la pareja o expareja, conforme a la Ley 
Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra 
la Violencia de Género y conforme a las Leyes autonómicas en la materia.

-	 Medida 195. Impulso y mantenimiento de servicios de información y 
asesoramiento especializados en violencias sexuales (trata de mujeres y niñas 
con fines de explotación sexual, mutilación genital femenina, matrimonios 
forzados) y otras formas de violencias machistas en consonancia con los 
modelos y la red de recursos de cada CCAA.

-	 Medida 196. Especialización de los recursos y servicios de asesoramiento para 
garantizar información de calidad y especializada en violencias digitales. 

-	 Medida 197. Creación de los servicios necesarios de información y apoyo 
profesional a los niños, niñas y adolescentes víctimas de violencias machistas, 
proporcionando información en un lenguaje claro y comprensible, en un idioma 
que puedan entender y mediante formatos accesibles.

3.3.2. Recursos de asistencia social integral para todas las violencias 
machistas.

-	 Medida 198. Garantía de recursos habitacionales con un nivel de alojamiento 
de una plaza por cada 10.000 habitantes, conforme al informe explicativo del 
Convenio de Estambul.

-	 Medida 199. Activación del Plan Corresponsables u otras medidas similares 
de apoyo a la conciliación en dependencias o sedes de la red de atención y 
recuperación integral, para todas las violencias machistas.

-	 Medida 200. Creación y mantenimiento de centros de atención especializada y 
de referencia, 24 horas, para las violencias sexuales, en todas las provincias de 
España, adaptados y accesibles a las necesidades de las mujeres.

-	 Medida 201. Creación en todas las CCAA de recursos especializados 
ambulatorios y residenciales de recuperación integral para las víctimas de trata 
con fines de explotación sexual, las víctimas de explotación sexual y las mujeres 
en contextos de prostitución, con atención a las mujeres excarceladas víctimas 
de tales violencias.

-	 Medida 202. Diseño de un programa de acción específico de empleo para las 
víctimas de violencias sexuales.

-	 Medida 203. Diseño de medidas para el fomento de acciones de inserción 
sociolaboral para mujeres y niñas víctimas de trata con fines se explotación 
sexual y mujeres en contextos de prostitución. 

-	 Medida 204. Continuidad de los procesos de mejora de las condiciones 
laborales de los equipos de los servicios especializados dependientes de las 
administraciones públicas.

Actuaciones:



Estrategia Estatal para combatir 
las violencias machistas 2022–2025

Parte iii
Contenido de la Estrategia

197

 Línea estratégica 3.4.

Alcanzando la autonomía económica, los derechos laborales y el 
acceso a una vivienda digna de las víctimas y supervivientes de las 
violencias machistas (AUTONOMÍA ECONÓMICA, EMPLEO Y VIVIENDA)

La autonomía económica ha sido uno de los pilares de la lucha por los derechos de 
las mujeres desde los inicios del movimiento feminista.

No obstante, en el caso de las mujeres que son víctimas supervivientes de las 
violencias machistas y, en concreto en las situaciones de violencia de género, la 
falta de autonomía económica hace referencia a una dimensión de vulnerabilidad 
sobre la que el agresor concentra su daño, generando bien de forma sutil, bien 
de forma evidente, una progresiva dependencia en la víctima del propio agresor, 
pudiendo llegar al aislarla socialmente impidiendo que trabaje fuera de casa, 
privándola de acceso a dinero para sus gastos y/o alejándola de decisiones en la 
economía familiar, lo que revierte en ella como mínimo en pérdida de autoestima, 
inseguridad e indefensión y acaba siendo una barrera cada vez más elevada para 
finalizar con la relación violenta. 

Un efecto aún más acentuado en condiciones de clara precariedad económica 
aparece en los casos de mujeres víctimas de trata con fines de explotación sexual, 
donde proxenetas y tratantes esclavizan bajo amenaza a las mujeres en concepto 
de deudoras de cantidades monetarias imposibles de rescindir.

Es por ello que cuando todas estas víctimas consiguen dar el paso para pedir ayuda 
o denunciar su situación parten de necesidades monetarias bastante perentorias 
y suele ser clave atender su autonomía económica de cara a emprender una nueva 
vida solas o junto a sus hijos e hijas. En muchos de estos casos, y como mínimo 
hasta que los procesos judiciales establecen el alejamiento o el encarcelamiento 
del agresor, la salida de la violencia puede llevar a salir del hogar o incluso de la 
ciudad donde se residía y acudir temporalmente a un recurso habitacional (sea 
una casa de acogida u otras soluciones).

Pero, además, el apoyo a la inserción laboral se convierte en un elemento esencial 
para conseguir no solo unos determinados ingresos económicos, sino para 
recuperar la autoestima y la confianza en sí misma. 

Actualmente el PEIEMH 2022-2025 aborda sobre todo de forma indirecta en el Eje 
de Economía para la Vida en medidas para conseguir una autonomía económica 
de las mujeres mediante su integración en el mercado laboral y establece que: 
“El logro de la autonomía económica, entendida no sólo como el acceso a 
ingresos, sino también a servicios públicos, a créditos, a prestaciones sociales 
y, por tanto, el acceso a la posibilidad de disponer de las condiciones materiales 
para tomar decisiones sobre el proyecto de vida que se desea protagonizar es 
un objetivo central para garantizar el bienestar vital de las personas.”
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3.4.1. Autonomía económica.

-	 Medida 205. Establecimiento de medidas para facilitar el acceso al Ingreso 
Mínimo Vital a las víctimas de violencias machistas en el marco de la normativa 
vigente que regule dicha prestación. 

-	 Medida 206. Aprobación de un procedimiento para la concesión de ayudas 
económicas para las mujeres víctimas y supervivientes de violencias sexuales.

3.4.2. Derechos laborales.

-	 Medida 207. Revisión, y en su caso actualización, de las medidas establecidas 
para el desarrollo del programa de inserción sociolaboral para víctimas de 
violencia de género, aprobado mediante Real Decreto 1917/2008, de 21 de 
noviembre. 

-	 Medida 208. Inclusión de un programa de acción específico para las víctimas de 
violencias sexuales inscritas como demandantes de empleo.

3.4.3. Acceso a la vivienda.

-	 Medida 209. Realización de un diagnóstico de evaluación y situación sobre 
el acceso a la vivienda de las mujeres víctimas de violencia de género, para el 
impulso, en su caso, de nuevas medidas.  

-	 Medida 210. Establecimiento de los mecanismos y medidas necesarias para 
garantizar el acceso prioritario de las víctimas de violencias sexuales a los 
programas al parque público de vivienda y a los programas de ayuda de acceso 
a la vivienda.

-	 Medida 211. Establecimiento de los mecanismos y medidas necesarias para 
garantizar el acceso prioritario de las víctimas de violencias sexuales a los 
establecimientos residenciales y otros centros de atención a las personas 
en situación de dependencia, con atención igualmente en el supuesto de 
excarcelación de estas mujeres víctimas.

Actuaciones:

 Línea estratégica 3.5.

Aumentando la protección y seguridad de las mujeres víctimas de 
las violencias machistas (PROTECCIÓN Y SEGURIDAD)

La valoración del riesgo es fundamental para el sistema de protección y seguridad 
y España es pionera en el establecimiento de sistemas para su valoración.
Una de las demandas del proceso participativo para la elaboración de la EEVM 
descansa en impulsar mejoras en los sistemas de valoración del riesgo que afrontan 
las víctimas supervivientes (mujeres y sus hijas e hijos) y, en su caso, realizar 
nuevos desarrollos para optimizar sus funciones de prevención e intervención en 
el ámbito de la seguridad. 
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3.5.1. Mejora de los sistemas de valoración del riesgo.

-	 Medida 212. Perfeccionamiento continuo del Sistema VIOGEN, así como de los 
otros sistemas usados por las CCAA.

-	 Medida 213. Establecimiento de los mecanismos y medidas necesarias para 
realizar la evaluación del riesgo a las mujeres víctimas de violencias sexuales.

-	 Medida 214. Establecimiento de baremos actualizados de valoración del riesgo 
adaptado a cada recurso especializado para cada tipo de violencia machista 
dentro del Sistema Viogen. 

-	 Medida 215. Definición de nuevos indicadores de seguimiento de la intervención, 
con diferenciación entre los indicadores de riesgo y los indicadores de conciencia 
de riesgo. 

-	 Medida 216. Elaboración e inclusión de indicadores de violencia económica o 
situación abusiva en lo económico, incluyendo igualmente indicadores sobre 
violencia vicaria.

-	 Medida 217. Impulso de la entrada en el sistema VIOGEN de los Servicios 
Sociales de Base y/o de los Servicios de Atención especializada, autonómicos 
y municipales, con el fin de proporcionar una información cercana y actual 
sobre de la víctima y el entorno fundamental para la eficacia de la valoración y 
actualización del riesgo. 

Actuaciones:

Además, en el proceso participativo se ha abogado por impulsar una mayor 
coordinación entre los diferentes agentes públicos y privados que intervienen 
en estos procesos y establecer mecanismos para mejorar la coherencia entre la 
valoración del riesgo que se hace desde diferentes entornos profesionales (ámbito 
policial, ámbito sanitario, judicial o de servicios sociales), particularmente en tipos 
de violencia menos visibles como la violencia económica o psicológica. En este 
contexto se ha manifestado la preocupación, especialmente, de aquellas mujeres 
en determinados contextos, como, por ejemplo, las mujeres con adicciones, 
mujeres de origen extranjero o mujeres con discapacidad.

Ante dichos retos, se insta a impulsar impulso hacia el desarrollo de todos 
los instrumentos y mecanismos inteligentes que faciliten o contribuyan a la 
anticipación al riesgo, prevención y protección ante cualquier tipo de violencia 
machista y para cualquier tipo de víctima, prestando una especial atención a las 
mujeres víctimas de violencias sexuales tras la entrada en vigor de la LOGILS.

Ello va en sintonía con la medida 425 del PEIEMH: “Impulso a la mejora de 
los sistemas de valoración del riesgo para que integren todos los elementos 
necesarios para diseñar un plan de seguridad que se adecue de la mejor manera 
posible a la situación real de cada víctima.”
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-	 Medida 218. Identificación de indicadores específicos para la protección de 
menores de edad víctimas de violencia de género y violencia sexual en el sistema 
VIOGEN y en los recursos especializados de recuperación integral. 

-	 Medida 219. Promoción y máxima difusión del «Protocolo Cero»: herramienta 
dirigida a valorar los testimonios de familiares e integrantes del entorno social 
de una víctima de maltrato para generar mecanismos policiales de protección 
adecuados, no condicionados a la interposición de denuncia previa, preservando 
las competencias de cada CCAA.

-	 Medida 220. Reconocimiento y valoración de informes emitidos desde recursos 
específicos de atención psicológica, sociales y asistenciales. 

-	 Medida 221. Supervisión del proceso de valoración del riesgo, y en su caso, 
valoración de la aplicación de medidas correctoras, cuando el mecanismo de 
valoración y la respuesta institucional no haya estado relacionado con la debida 
diligencia y la prevención de la violencia institucional.

3.5.2. Fuerzas y Cuerpos de Seguridad: actuaciones policiales.

-	 Medida 222. Ampliación del número de efectivos de las Unidades de Atención 
a la Familia y Mujer (UFAM) y número de Especialistas en Mujer Menor - Guardia 
Civil (EMUME´s) especializadas para la atención a todas las violencias machistas, 
preservando las competencias de cada CCAA.

-	 Medida 223. Impulso de medidas para la prestación especializada de protección 
a las víctimas de violencias sexuales, en colaboración con los centros 
especializados en materia de igualdad y contra la violencia sexual y de género 
ampliando el número de Unidades de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 
Estado especializadas para la atención de todas las violencias machistas.

-	 Medida 224. Inclusión de técnicas avanzadas para garantizar la eficacia de 
las investigaciones realizadas por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad a fin de 
verificar y acreditar los hechos que puedan constituir violencia sexual, siempre 
preservando la integridad e intimidad de las víctimas y desde una intervención 
centrada en sus derechos, preservando la organización y competencias de cada 
CCAA.

3.5.3. Justicia.

-	 Medida 225. Informatización y uso extensivo de las tecnologías para 
agilizar procedimientos en el ámbito judicial (digitalización de expedientes, 
comunicaciones electrónicas entre operadores, etc.), y para la declaración de 
las víctimas y supervivientes. 

-	 Medida 226. Agilización de la respuesta judicial con desburocratización y 
reducción de demoras. Impulso de la continuación del proceso de especialización 
de los órganos judiciales de investigación, enjuiciamiento y en su caso ejecución, 
para mejorar la calidad de la respuesta de la justicia en todo el territorio nacional.



Estrategia Estatal para combatir 
las violencias machistas 2022–2025

Parte iii
Contenido de la Estrategia

201

-	 Medida 227. Colaboración en la elaboración de los protocolos e instrumentos 
necesarios para la coordinación de las administraciones competentes con 
los “Centros de Crisis 24 horas” regulados en el artículo 35 de la Ley Orgánica 
10/2022, de 6 de septiembre, de garantía integral de la libertad sexual. 

-	 Medida 228. Colaboración en la elaboración de los protocolos e instrumentos 
necesarios para la coordinación del sistema de recogida y conservación de 
muestras y evidencias no condicionada a denuncia previa conforme al artículo 
48 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de garantía integral de la 
libertad sexual.

-	 Medida 229. Colaboración en la implantación de los sistemas de videoconferencia 
que permitan la declaración de supervivientes de violencia machista desde 
espacios habilitados en los centros de crisis o en otros espacios públicos donde 
las víctimas se encuentren recibiendo atención o en intervención siempre que 
lo soliciten por razones de bienestar o de seguridad.

 Línea estratégica 3.6.

 Garantizando la reparación individual e integral (REPARACIÓN)

La respuesta institucional hacia la reparación integral es una obligación que 
tienen los Estados y un derecho de las víctimas y supervivientes de las violencias 
machistas, y en algunas ocasiones de sus familiares, pero posiblemente sea la 
cuestión menos conocida de la lucha contra la violencia machista. 

La relevancia de esta cuestión ha sido señalada por la CEDAW en sus 
Recomendaciones Generales Nº 12, Nº 19 y Nº 35, así como en el Convenio de 
Estambul y en la Estrategia de la UE sobre los derechos de las víctimas (2020-
2025). En esta línea, la reivindicación de la sociedad civil y de muchas mujeres 
supervivientes es apostar por la reparación individual e integral.

El daño deriva en muy diferentes secuelas a medio y largo plazo y debe haberse 
valorado desde múltiples perspectivas física, psíquica, económica, social y 
simbólica. A su vez, las formas que puede asumir la reparación son diversas y se 
enmarcan en cinco tipos: restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción 
y garantía de no repetición.

Guarda relación con la medida urgente nº 6 del Catálogo de medidas urgentes 
del Plan de Mejora y Modernización Contra la Violencia de Género.
El propio PEIEMH 2022-2025 (en su Línea VM. 4.3.1.) hace referencia al impulso 
de la difusión del derecho individual y colectivo a la reparación, pero la presente 
Estrategia profundiza en sus componentes y en su implementación.
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•	 Restitución: Es necesario que la víctima superviviente sienta sus derechos 
restituidos como ciudadana y que reciba protección para que la violencia no 
vuelva a impactar sobre ella. Es decir, salir de la situación de violencia, recobrar 
la libertad y disfrute de los derechos humanos, su identidad, vida familiar, laboral 
y social.

•	 Indemnización: Compensación de los perjuicios económicamente evaluables 
como consecuencia de la violación de los derechos fundamentales de las 
víctimas y sus hijas e hijos que se han manifestado con daños físicos o mentales, 
pérdida de oportunidades laborales y educativas, daños materiales y/o costes de 
asistencia sanitara, jurídica o de otro tipo. También se incluye en esta dimensión, 
que los familiares de las mujeres asesinadas reciban acompañamiento, siendo 
informados de sus derechos y procedimientos para el acceso a pensiones, 
prestaciones de orfandad, etc.

•	 Rehabilitación: Acceso a la atención médica, psicológica, jurídica o social para 
ayudar a las víctimas a recuperarse de las secuelas generadas por la violencia 
machista. Esta atención debe garantizarse también para los hijos e hijas de las 
mujeres víctimas.

•	 Satisfacción: Aquí entran las fórmulas de atención y reconocimiento social con 
un carácter más simbólico, que llevan a desterrar el miedo y a la recuperación 
de la dignidad y de la autoestima por parte de la víctima, al rechazo social de 
la violencia con conmemoraciones y homenajes y reacciones espontáneas 
que recojan el apoyo ciudadano, e incluso a la disculpa pública del agresor 
reconociendo los hechos y las responsabilidades.

•	 Garantía de no repetición: Comprende desde el arrepentimiento público 
del propio agresor, hasta la activación y potenciación con los suficientes 
recursos de todos los mecanismos de control por parte de las autoridades en 
materia de protección ciudadana, la agilización de procedimientos judiciales y 
administrativos, la protección efectiva de los profesionales que desempeñan su 
trabajo en la red asistencial, etc.

3.6.1. Reparación individual e integral. 

-	 Medida 230. Diseño e implementación de un “Programa estatal de reparación 
integral del daño a las víctimas de violencia contra las mujeres”, teniendo 
también en cuenta a los hijos e hijas de las víctimas asesinadas, huérfanos y 
huérfanas de la violencia de género.

-	 Medida 231. Establecimiento o cálculo de un baremo específico de indemnización 
económica por el daño físico y psicológico para víctimas de violencia machista, 
incluida la violencia vicaria.  

-	 Medida 232. Agilización desde las administraciones públicas y sin dilaciones, 
con la finalidad de atenuar el daño psíquico causado por la violencia vivida, de 
las indemnizaciones económicas a las víctimas de todas las formas de violencia 
machista por los daños y perjuicios producidos. 

Actuaciones:
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-	 Medida 233. Garantía de protección del derecho de todas las víctimas a un 
tratamiento terapéutico, social y de salud sexual y reproductiva. 

-	 Medida 234. Garantía de manera diligente de la prestación de orfandad de los 
hijos e hijas de todas las formas de violencia machista, cualquiera que sea su 
filiación, por naturaleza o por adopción. 

-	 Medida 235. Instar a la Comisión Nacional de Estadística Judicial a añadir la 
inclusión de los indicadores necesarios para evaluar la aplicación de los artículos 
94 y 92.7 del Código Civil y, en general, los regímenes de custodia y visitas en los 
casos de violencias contra las mujeres. Promover su inclusión en los sistemas 
de gestión procesal para que esos indicadores se obtengan automáticamente.

-	 Medida 236. Refuerzo de la atención para la reparación psicológica con 
intervención especializada a niños y niñas víctimas de violencias machistas en 
especial, de la violencia vicaria.

-	 Medida 237. Refuerzo de la atención especializada a la infancia víctima de 
violencias machistas y niñas víctimas de violencias sexuales, trata y explotación 
sexual, mejorando la coordinación con los recursos educativos, sanitarios y 
sociales.

-	 Medida 238. Reparación material mediante la articulación de una nueva 
línea específica de ayudas económicas, que complemente la indemnización 
procedente del agresor. 

-	 Medida 239. Fomento del asociacionismo y consolidación de Redes de Apoyo y 
de ayuda mutua entre víctimas supervivientes.

-	 Medida 240.  Impulso de programas de inserción laboral con mujeres 
supervivientes de violencia machista a través del apoyo y acompañamiento 
especializado para su inserción laboral.

-	 Medida 241. Armonización de criterios para garantizar los derechos de las 
víctimas españolas retornadas y los de sus hijos e hijas.

•	 Medida 242. Actos de reconocimiento simbólico ante la sociedad y con la 
colaboración de las víctimas y familiares, respetando las opiniones, decisiones y 
necesidades de las víctimas.  

•	 Medida 243. Promoción e inclusión de la voz y propuestas de las victimas 
supervivientes en espacios y acciones públicas, desde el respeto y la escucha 
activa a las víctimas.

 Línea estratégica 3.7.

Desarrollando la respuesta ante la violencia vicaria de género 
(VIOLENCIA VICARIA)

Esta línea estratégica tiene la finalidad de proporcionar un mayor acompañamiento 
y seguimiento de la situación de las hijas e hijos de las mujeres víctimas de 
violencia machista, a fin de superar las secuelas de la misma. 
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En las conclusiones extraídas del proceso participativo empleado en la elaboración 
de la presente Estrategia se han identificado ciertas debilidades del sistema para 
abordar la respuesta ante la violencia vicaria de género. Se ha señalado que es 
necesario impulsar una formación especializada de algunos perfiles profesionales 
que intervienen en las valoraciones periciales forenses, y se ha dejado de 
manifiesto que todavía hay profesionales que plantean la protección del vínculo 
entre padre e hijos-hijas, lo que repercute negativamente en la vida y el proceso 
de recuperación de las personas menores de edad. 

La experiencia pasada ha puesto de manifiesto la necesaria reconsideración 
de decisiones judiciales con retiradas de custodia compartida o suspensiones 
oportunas del régimen de visitas, quedando pendiente la falta de reconocimiento 
de los niños y niñas como víctimas. También persisten constructos sociales que 
refuerzan estereotipos negativos sobre las madres protectoras y que mantienen 
la aplicación del falso Síndrome de Alienación Parental (SAP) y sus derivados, 
siendo necesario erradicarlos completamente de la práctica profesional para que 
no agraven la situación con maltrato infantil.

Por tanto, se hace necesario reforzar el paradigma que visibiliza a los hijos e hijas 
como víctimas de la violencia de género, poniéndolos en el centro de la respuesta 
atencional del Estado junto a sus madres.  

De ahí que el objetivo de esta Línea estratégica resida en mejorar la respuesta 
institucional ante la violencia vicaria de género, otorgándole la visibilidad 
necesaria y una garantía de especialización profesionalizada para trabajar en la 
recuperación del vínculo entre madres, hijas e hijos.

Surge en el contexto establecido en la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de 
protección integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia (artículos 
11, 26 y 29).
Asimismo, guarda relación con la Medida nº 7 del Catálogo de medidas urgentes 
del Plan de Mejora y Modernización Contra la Violencia de Género, que identifica 
a la violencia vicaria como una manifestación más de la violencia machista, 
donde también son víctimas directas los hijos e hijas de las mujeres maltratadas.

Ello da cumplimiento a la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio que en su artículo 
29.2 indica que: “Las actuaciones de las administraciones públicas deben 
producirse de una forma integral, contemplando conjuntamente la recuperación 
de la persona menor de edad y de la madre, ambas víctimas de la violencia 
de género. Concretamente, se garantizará el apoyo necesario para que las 
niñas, niños y adolescentes, de cara a su protección, atención especializada y 
recuperación, permanezcan con la mujer, salvo si ello es contrario a su interés 
superior”.
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3.7.1. Actuando contra la violencia vicaria.

-	 Medida 244. Elaboración del primer «Plan de Actuación y Desarrollo de los 
derechos de los niños y niñas como víctimas directas de la violencia de género» 
dirigido al ámbito judicial, de familia, servicios sociales y servicios especializados.

-	 Medida 245. Diseño de programas de atención especializada para las mujeres 
víctimas de violencia vicaria dentro del marco de los programas de las CCAA.

-	 Medida 246. Difusión de los derechos de las niñas y los niños víctimas de 
violencia de género, a la atención y asistencia psicológica especializada sin 
necesidad de solicitar la autorización paterna, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 156 del Código Civil, adecuado al marco de las CCAA.

-	 Medida 247. Actualización de protocolos de actuación contra la violencia de 
género que sufren las hijas y los hijos de las mujeres víctimas y supervivientes, 
con la participación de los niños, las niñas y personas adolescentes.

-	 Medida 248. Formación del personal y adaptación del sistema de ayudas a la 
modificación de la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, que establece el sistema de 
ayudas públicas en favor de las víctimas directas o indirectas de delitos dolosos 
y violentos cometidos en España con resultado de muerte, o de lesiones graves, 
o de daños graves en la salud física o mental, de las víctimas de violencias 
sexuales y de violencia vicaria, conforme a la modificación operada por la Ley 
Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de garantía integral de la libertad sexual.

-	 Medida 249. Impulso de medidas de derivación y coordinación de los servicios 
sociales y de protección a la infancia y la adolescencia con los servicios de 
atención especializada a menores de edad víctimas de violencia de género.

-	 Medida 250. Formación especializada en la protección de los niños, niñas y 
adolescentes a las figuras profesionales de atención con el fin de prevenir y 
evitar de forma eficaz las situaciones que puedan comportar daños psíquicos y 
físicos a los menores que viven en entornos familiares donde existe violencia de 
género, incluida la violencia vicaria.

-	 Medida 251. Adaptación del funcionamiento de juzgados y tribunales a la 
Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia y la 
adolescencia frente a la violencia, en la atención a menores de edad hijos e hijas 
de víctimas de violencias machistas, y en los recursos a los que se deriven por 
la autoridad judicial.

-	 Medida 252. Implantación del sistema de “Casas de infancia” establecido en la 
Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de garantía integral de la libertad 
sexual.

Actuaciones:
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En el sistema de atención a la violencia machista interviene una multiplicidad de 
agentes públicos y privados en un modelo integrado de recursos que se activan 
en función del itinerario que sigue cada víctima-superviviente (mujeres y sus hijas 
e hijos) y cada victimario (agresor); actores que ahora son muchos más que nunca 
porque esta Estrategia se dirige al conjunto de todas las violencias machistas.

Para que la acción sea lo más eficaz y eficiente posible, la respuesta de cada 
agente, además de ser ágil y adecuada, debe estar muy bien ensamblada con la 
respuesta del resto. Este acoplamiento se consigue gracias a una doble estrategia 
que combina la activación de mecanismos de coordinación con la capacitación 
profesional permanente en violencia contra las mujeres.

Asimismo, esa respuesta institucional coordinada y profesionalizada debe 
comprometerse a evitar revictimizaciones que interfieran en la recuperación de 
las víctimas supervivientes, a mejorar la calidad de la atención, a poner todo el 
peso de la responsabilidad en los agresores, y a atender de forma especializada 
a los hijos e hijas de las mujeres que sufren la violencia directamente o de forma 
vicaria.

 Eje 4: Respuesta coordinada y multiagencia para la protección y 
garantía de los derechos

Las medidas que aquí se recogen están en sinergia y desarrollarán 
específicamente buena parte de las que figuran en la Línea VM.5 de “Respuesta 
coordinada y especializada: comprometiendo a todas las instituciones en la 
protección y garantía de los derechos de las víctimas de la violencia machista” 
del PEIEMH 2022-2025.

 Línea estratégica 4.1.

Reforzando y mejorando la respuesta institucional coordinada frente 
a las violencias machistas (COORDINACIÓN)

El diagnóstico de situación que han realizado las personas que han participado 
en los encuentros participativos, sigue poniendo en el centro la necesidad de 
continuar impulsando la coordinación y capacitación de los recursos de atención 
a las víctimas de todas las manifestaciones de la violencia machista.

En concreto, se ha indicado como prioritario incluir criterios unificados de 
intervención, impulsar todos los mecanismos de coordinación interinstitucional y 
seguir protocolizando los procedimientos de actuación. 

De cara al ofrecimiento de una respuesta integral a todas las manifestaciones de 
la violencia machista para el conjunto del Estado se ha indicado como necesaria 
el establecimiendo de una estrategia de coordinación de partida entre todos los 
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La mejora de la respuesta multiagencia e interinstitucional para garantizar y 
proteger los derechos de las mujeres víctimas de violencia de género y de sus 
hijos e hijas, según el enfoque y los estándares establecidos en el Convenio 
de Estambul es el objetivo de las medidas nº 14 y 15 del Catálogo de medidas 
urgentes del Plan de Mejora y Modernización Contra la Violencia de Género.

En este mismo contexto se incluye la Medida nº 6 sobre Implantación de una 
ventanilla única de violencia de género en la red de Servicios Sociales de Base 
y en colaboración con las administraciones públicas competentes, incluyendo 
las oficinas de Asistencia a las Víctimas de Delitos, según los estándares de 
accesibilidad, adaptabilidad y no discriminación, para centralizar la intervención 
y el acompañamiento social y garantizar y hacer efectivo el ejercicio de los 
derechos de las víctimas y supervivientes de violencia de género. Entre ellos:

a) La reparación y el acompañamiento a familiares de mujeres asesinadas para 
informar sobre sus derechos y acompañar en el procedimiento: pensiones y 
prestaciones de orfandad, apoyo psicológico preferente, becas, duelos.
b) La canalización de las demandas de las víctimas y supervivientes de violencia 
de género a las ayudas económicas, de vivienda y en relación a sus derechos 
laborales.

En definitiva, la atención a la violencia machista no puede ser un asunto 
departamentado. Para ganar en eficacia y eficiencia de los recursos puestos a 
disposición, es preciso adoptar un enfoque de sinergia entre instrumentos y 
medidas disponibles y de trabajo colaborativo entre organizaciones, además 
de reforzar la cooperación interinstitucional desde tres dimensiones: Sectorial/ 
interdepartamental; Estado-CCAA-Local; y colaboración público-privada.

ámbitos de actuación, uniendo fuerzas del Gobierno estatal desde los Ministerios, 
junto a la coordinación interinstitucional a nivel autonómico y local, y entre las 
administraciones públicas con los recursos privados del tercer sector y empresas 
privadas, y también entre los propios movimientos sociales. 

4.1.1. Obligaciones institucionales para una coordinación eficaz: las víctimas y 
supervivientes en el centro.

-	 Medida 253. Garantía y fortalecimiento, desde un enfoque centrado en las 
necesidades y derechos de las víctimas y supervivientes, de los mecanismos 
y espacios de coordinación presenciales y online entre todos los niveles de las 
administraciones públicas para el abordaje eficaz y eficiente de las violencias 
machistas. 

Actuaciones:
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-	 Medida 254. Elaboración, actualización, adaptación y difusión, según la 
legislación reciente y los estándares internacionales de derechos humanos, de 
los distintos protocolos de actuación y coordinación frente a todas las formas 
de violencia machista. 

-	 Medida 255. Adaptación de los protocolos de actuación y sus procedimientos a 
la diversidad de mujeres: mujeres con discapacidad, mujeres migrantes, mujeres 
mayores y en edad de jubilación, mujeres jóvenes, mujeres en el ámbito rural, 
etc. 

-	 Medida 256. Refuerzo de la coordinación institucional con la red consular, en 
aras de supervisar la situación de las víctimas de violencias machistas fuera de 
España, y reforzando el protocolo interministerial para la atención, el traslado 
y el retorno de las españolas víctimas de violencia contra las mujeres en el 
exterior, así como en apoyo a organismos internacionales especializados, y a 
países socios de la cooperación española de desarrollo y acción humanitaria.

-	 Medida 257. Fortalecimiento de la participación de los organismos institucionales 
estatales, autonómicos y locales en los que están representadas las asociaciones 
de mujeres, las asociaciones feministas y las supervivientes, para mejora de la 
respuesta institucional frente a todas las formas de violencia machista. 

-	 Medida 258. Puesta en funcionamiento la “Ventanilla única de la red de servicios 
sociales” conforme establece la medida 6 del “Catálogo de Medidas Urgentes 
del Plan de Mejora y Modernización contra la Violencia de Género”, preservando 
la organización y competencias de cada CCAA.

-	 Medida 259. Mejora de los canales para la derivación de recursos en materia de 
apoyo a la salud mental y acompañamiento psicológico, con abordaje específico 
en adicciones y patología dual.

 Línea estratégica 4.2.

Visibilizando y combatiendo la victimización secundaria 
(VICTIMIZACIÓN SECUNDARIA)

Algunas mujeres víctimas supervivientes de violencia machista que buscan 
respuestas por parte de las administraciones públicas se encuentran con 
determinadas barreras que pueden revictimizar y dificultar el proceso de 
recuperación y la reparación integral.

Un factor de revictimización es el cuestionamiento de la credibilidad del 
testimonio de la víctima-superviviente. La experiencia de algunas mujeres es que 
se sienten responsabilizadas y juzgadas en algunos ámbitos. La inacción, el trato 
inadecuado, la ausencia de perspectiva de género, la atención estereotipada, 
junto con la lentitud en algunos procesos de respuesta, pueden ser otros factores 
comunes de revictimización que declaran las propias víctimas. Se suman a estos 
también, según se han manifestado en los encuentros participativos de diseño de 
esta Estrategia:
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-	 La compartimentación o fragmentación de la red de atención a la violencia 
que hace que la mujer en coasiones tenga que acudir a diferentes personas 
profesionales, rememorando la situación traumática en cada momento y 
ante cada uno de ellas. 

-	 La falta de armonización en la interpretación de criterios a la hora de solicitar 
la acreditación de ser víctima de violencia machista.

-	 La ausencia de un enfoque universal e interseccional a la hora de acceder 
a determinados servicios y ayudas, lo que genera barreras mayores para 
determinadas mujeres como, por ejemplo:

·	 En el caso de las necesidades de mujeres con discapacidad no siempre 
se aporta la necesaria figura de apoyo en el acceso a la justicia u otros 
recursos, sin garantizar la solución de barreras físicas o cognitivas. 
Mención especial requiere la situación de mujeres con trastorno mental 
grave que ante una falta de criterio institucional pueden no entrar ni en 
los recursos de salud mental, ni en los de violencia. 

·	 Se detectan diferencias entre residentes de municipios pequeños 
y de zonas rurales frente a las de grandes zonas urbanas, pues en 
las poblaciones pequeñas la denuncia por violencia machista viene 
desincentivada por el hecho de que se conoce tanto al agresor como a la 
víctima.

·	 Son muchas las dificultades de acceso a los servicios de ayuda de 
aquellas mujeres españolas que sufren la violencia en el extranjero o 
de mujeres migrantes residentes o refugiadas en España, sobre todo 
aquellas con dificultades de idioma.

·	 Las mujeres mayores de 65 años también sufren una doble 
discriminación, bien ante itinerarios de recuperación y recursos que no 
contemplan su etapa vital o porque debido a su brecha digital les cuesta 
acceder más a los recursos informatizados. 

La victimización secundaria provoca frustración en la mujer víctima y 
superviviente, pero también puede generar un incremento de los efectos 
negativos del delito sufrido o sensación de incomprensión, indefensión o 
desamparo.

Teniendo en cuenta esta diversidad de escenarios, las propuestas de solución a 
estas dificultades pasan por distintos frentes que tienen que ver con prevenir o 
identificar la situación de victimización secundaria y actuar en consecuencia. 
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4.2.1. Responsabilidades frente a la victimización secundaria.

-	 Medida 260. Diseño de actuaciones para combatir los estereotipos de género 
que persisten en las instituciones y organismos encargados de acompañar a las 
víctimas y supervivientes de violencias machistas, reforzando el buen trato y la 
respuesta a las mismas. 

-	 Medida 261. Institucionalización y estandarización de la figura de la profesional 
facilitadora, de acompañamiento o de referencia en el recorrido por la red de 
atención a todas las violencias machistas y otras instituciones públicas que 
asisten a las víctimas.

-	 Medida 262. Establecimiento de mecanismos de análisis, evaluación y rendición 
de cuentas ante casos por violencia institucional desde el marco de la debida 
diligencia.

-	 Medida 263. Elaboración de diagnósticos para la identificación de obstáculos 
institucionales desencadenantes de la revictimización en relación a todas las 
formas de violencia machista.  

-	 Medida 264. Garantía de servicios públicos de calidad, permanentes, accesibles, 
adaptados y no discriminatorios con equipos especializados en violencias 
machistas que acompañen a las víctimas y supervivientes en su proceso de 
recuperación integral. 

-	 Medida 265. Mejora de la respuesta y trato institucional de los equipos 
profesionales de todos los niveles de la administración pública en su actuación 
directa e indirecta con víctimas y supervivientes de violencias machistas. 

-	 Medida 266. Establecimiento de un sistema de seguimiento y evaluación con 
informes intermedios y finales sobre los recursos especializados estatales, 
autonómicos y locales de información, asistencia integral y reparación: 016, 
ATENPRO, dispositivos, servicios ambulatorios y servicios residenciales, sin 
prejuicio por los establecidos en las CCAA. 

Actuaciones:
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1.1.1. 
Cumplimiento 
normativo de las 
obligaciones 
internacionales para 
combatir todas las 
violencias machistas

Medida 1. Aprobación de los instrumentos necesarios 
para el refuerzo e implementación de la Ley Orgánica 
1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección 
Integral contra la Violencia de Género.

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA
EELL

Medida 2. Aprobación de los instrumentos necesarios 
para la implementación de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 
de junio, de protección integral a la infancia y la 
adolescencia frente a la violencia. 

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA
EELL

Medida 9. Diseño de los medios que permitan la 
elaboración e implementación del catálogo de referencias 
de políticas y servicios en materia de violencia contra las 
mujeres.  

MIGD MIGD
CCAA
EELL

Medida 5. Adecuación de la normativa autonómica a 
todas las formas de violencia contra las mujeres en las 
CCAA donde no esté incorporada.

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE

Medida 6. Adecuación de la normativa autonómica a 
todas las formas de violencia contra las mujeres en las 
CCAA donde no esté incorporada.

MIGD CCAA

Medida 3. Aprobación de los instrumentos necesarios 
para el desarrollo e implementación de la Ley Orgánica de 
Garantía Integral de la Libertad Sexual.

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA/EELL

Medida 4. Aprobación de la Ley Integral contra la trata de 
seres humanos.

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE

EJE 1 
Actualización y consolidación del marco de responsabilidades y obligaciones de los po-
deres públicos frente a las distintas formas de violencia machista

Línea estratégica 1.1.
Garantizando el abordaje normativo a todas las violencias machistas (NORMATIVA)

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables

1.2.1.
Avance y 
consolidación del 
Acuerdo de Tenerife 
de 2022

Medida 7. Diseño de medidas para garantizar la 
permanencia del Pacto de Estado contra la Violencia de 
Género como instrumento vertebrador de las políticas 
públicas en materia de violencia contra las mujeres, 
prestando especial atención al sistema de financiación y 
a las competencias de cada Administración Pública.

MIGD MIGD
CCAA
EELL

Medida 10 . Diseño de mecanismos de cooperación 
específicos con entidades locales y otras instituciones 
que operan en el territorio en materia de violencia contra 
las mujeres que garanticen la estabilidad y permanencia 
del Pacto de Estado contra la Violencia de Género, en 
coordinación con los programas de las CCAA.

MIGD MIGD
CCAA
EELL

Medida 8. Establecimiento de los instrumentos que 
posibiliten la consolidación del grupo de trabajo de 
seguimiento de la ampliación, mejora y renovación del 
Pacto de Estado contra la Violencia de Género, mejorando 
el sistema de Cooperación.

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA
EELL

Línea estratégica 1.2.
Consolidando el Pacto de Estado contra la Violencia de Género en España (PACTO DE ESTADO)

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables
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1.3.1 
Ampliación de las 
responsabilidades de 
las instituciones a 
todas las violencias 
machistas 

Medida 11. Adaptación del Observatorio Estatal de 
Violencia sobre la Mujer, así como los Observatorios 
autonómicos existentes, a todas las formas de violencia 
contra las mujeres. 

MIGD MIGD
CCAA

Medida 12. Creación y consolidación de la Mesa de 
coordinación estatal sobre las violencias sexuales, en 
coordinación con el Observatorio Estatal de Violencia 
sobre la Mujer, como órgano de consulta y asesoramiento 
en materia de violencias sexuales.   

MIGD MIGD

Medida 13. Potenciación del papel de las unidades de 
Coordinación y de Violencia sobre la Mujer de las 
delegaciones y subdelegaciones del Gobierno, como 
punto focal en los territorios con respecto a todas las 
violencias machistas, en coordinación con las CCAA. 

MIGD MIGD
MTER

Medida 14. Impulso de medidas de colaboración 
institucional con organismos e instituciones 
internacionales para fortalecer el papel de España en la 
lucha contra las violencias machistas, así como en apoyo 
a la cooperación internacional para el desarrollo y acción 
humanitaria con los países y organizaciones socias.  

MIGD MIGD
MJUS
CCAA

1.3.2 
Las políticas públicas 
en el centro de la 
acción institucional 

Medida 15. Consolidación de la Estrategia estatal para 
combatir las violencias machistas como el instrumento 
vertebrador de la política pública estatal para erradicar 
estas violencias en España, con carácter cuatrienal, en 
coordinación con los planes que las CCAA establezcan en 
el ejercicio de sus competencias.

MIGD MIGD
CCAA
EELL

Medida 16. Impulso, ejecución y evaluación por parte de 
todas las administraciones competentes (Administración 
General del Estado, Comunidades Autónomas y Ciudades 
de Ceuta y Melilla, entidades locales), de políticas 
públicas y otros instrumentos para seguir garantizando 
que la erradicación de la violencia contra las mujeres es 
una política prioritaria: desarrollo e impulso de 
estrategias, planes de igualdad, protocolos de actuación, 
protocolos de coordinación y derivación, guías de 
actuación, programas e instrumentos, etc. 

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA
EELL

Línea estratégica 1.3.
Reforzando el marco institucional contra las violencias machistas 
(MARCO INSTITUCIONAL Y POLÍTICAS PÚBLICAS)

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables
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Medida 19. Reporte semestral de las Comunidades 
Autónomas a la Delegación del Gobierno contra la 
Violencia de Género, a través del aplicativo informático 
que elabore a tal fin la DGVG, de datos e información 
sobre el funcionamiento de la acreditación unificada para 
las víctimas de violencias machistas y evaluar su 
aplicación. 

MIGD CCAA
MIGD

Medida 24. Garantía de la representatividad global del 
movimiento feminista y de las asociaciones de mujeres en 
los órganos colegiados de participación de las 
administraciones públicas, así como de otros agentes 
sociales, desde un enfoque feminista, interseccional y de 
derechos humanos. 

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA
EELL

Medida 25. Incorporación del testimonio, desde el respeto 
y la escucha activa a las mujeres supervivientes y 
víctimas, y de sus hijos e hijas, en la elaboración de las 
políticas públicas y otros espacios de decisión.

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA
EELL

Medida 20. Establecimiento y/o diseño de mecanismos 
para la evaluación del grado de satisfacción de las 
mujeres víctimas y supervivientes que acceden a los 
recursos de información, atención, acompañamiento y 
protección contra las violencias machistas, por parte de 
las Administraciones Públicas en el ámbito de sus 
respectivas competencias.

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA
EELL

Medida 21. Establecimiento y/o diseño de mecanismos 
para la valoración de los datos y los procedimientos de 
actuación procedentes de los sistemas de sugerencias, 
quejas y agradecimientos sobre el sistema de protección, 
seguridad y atención a las víctimas.

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA
EELL

Medida 22. Seguimiento y valoración del procedimiento 
de movilidad para funcionarias víctimas.

MIGD MIGD
MHFP

1.5.1
Financiación y 
sostenimiento público

1.5.2
Participación

Medida 23. Consolidación y continuidad de las líneas de 
subvenciones públicas dirigidas al movimiento asociativo 
feminista y de mujeres.   

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA/EELL

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables

Línea estratégica 1.5.
Reforzando al movimiento feminista, a las asociaciones de mujeres y de derechos humanos 
desde un enfoque interseccional y de derechos humanos (MOVIMIENTO FEMINISTA)

Medida 18. Diseño de un sistema de rendición de cuentas 
y evaluación, proporcionando a la toma de decisiones, para 
dar cumplimiento a las obligaciones institucionales en la 
respuesta coordinada frente a las violencias machistas. 

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA
EELL

1.4.1 
Transparencia y 
rendición de cuentas 
en la lucha contra las 
violencias machistas

Medida 17. Implementación de un sistema de evaluación 
de la eficacia de todas las políticas públicas en materia de 
violencia contra las mujeres. 

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA/EELL

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables

Línea estratégica 1.4.
Evaluando las políticas públicas para mejorar la respuesta institu-
cional contra las violencias machistas (EVALUACIÓN)
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2.1.1. 
Análisis de datos y 
estadísticas para 
visibilizar y combatir 
las violencias 
machistas

Medida 26. Participación de España en la Primera 
Encuesta Europea de Violencia de Género, así como en 
las siguientes, utilizando una metodología armonizada de 
la Oficina Europea de Estadística (EUROSTAT) y 
participando con el carácter temporal que se indique por 
parte de las instancias de la Unión Europea.   

MIGD

Medida 28. Adaptación de las operaciones estadísticas 
oficiales en materia de violencias contra las mujeres, 
tanto de carácter estatal como autonómico, a todas las 
manifestaciones de este tipo de violencia (violencia en la 
pareja o expareja, trata de mujeres y niñas con fines de 
explotación sexual, violencias sexuales, mutilación 
genital femenina, matrimonio forzado, violencia 
económica y violencia institucional).   

MIGD

Medida 27. Adaptación de la Macroencuesta de Violencia 
contra la Mujer tanto a las nuevas necesidades de 
conocimiento de las violencias machistas como a los 
requerimientos estadísticos de ámbito internacional.  

MIGD

MIGD

MIGD
MINT
MJUS
CCAA

Medida 32. Actualización de los indicadores estadísticos 
para conocer adecuadamente la realidad de todas las 
formas de violencias machistas (violencia en la pareja o 
expareja, trata de mujeres y niñas con fines de 
explotación sexual, violencias sexuales, mutilación 
genital femenina, matrimonio forzado, violencia 
económica y violencia institucional). 

MIGD MIGD
CCAA

Medida 29. Creación de una estadística oficial sobre 
feminicidios en España, más allá de la pareja o expareja.  

MIGD MIGD

Medida 31. Recogida, análisis y difusión de datos 
estadísticos sobre mujeres españolas asesinadas en el 
exterior.  

MIGD MIGD
MAUC

MIGD

Medida 33. Realización de estudios de prevalencia a 
través de la recopilación de datos estadísticos y el diseño 
de indicadores para todos los tipos de violencias sexuales 
contra las mujeres. 

MIGD MIGD

Medida 34. Elaboración de recomendaciones para la 
inclusión de nuevos indicadores estadísticos sobre 
violencia sexual como una forma más de violencia 
machista. 

MIGD MIGD
FISCALÍA

Medida 35. Generación de datos e investigaciones sobre 
las diferentes dimensiones del acoso sexual en el ámbito 
laboral, el acoso por razón de sexo y ciberacoso. 

MIGD MIGD

Medida 30. Publicación de datos para visibilizar los 
feminicidios vinculados a la violencia vicaria, entendida 
como el asesinato de una mujer o de hija e hijos menores 
de edad, por parte de un hombre, como instrumento para 
causar perjuicio o daño a otra mujer viva. 

MIGD MIGD
CCAA

EJE 2
Sensibilización, prevención y detección de las distintas formas de violencias machistas

Línea estratégica 2.1. 
Ampliando la mirada a todas las violencias y a todas las víctimas y supervivientes: mejora del 
conocimiento de todas las manifestaciones de las violencias machistas. 
(DATOS Y ESTUDIOS)

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables
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Medida 36. Mejora de la sistematización y comparabilidad 
de los datos durante el proceso de recopilación por parte 
del sector sanitario en todo el país en relación con todas 
las formas de violencia contra las mujeres contempladas 
en el Convenio de Estambul.   

MIGD

Medida 38. Actualización del Anuario del Observatorio 
Estatal de Violencia sobre la Mujer a las diferentes formas 
de violencias machistas.

MIGD

Medida 37. Actualización de los Boletines Estadísticos 
Oficiales de la Delegación del Gobierno contra la Violencia 
de Género a las diferentes formas de violencias 
machistas. 

MIGD

MIGD
MSND
CCAA

MIGD

Medida 39. Realización de encuestas dirigidas a obtener 
datos estadísticos sobre la percepción de los hombres 
con respecto a diferentes aspectos de las violencias 
machistas.

MIGD MIGD

Medida 42. Participación y visibilización del papel de 
España en foros especializados sobre estadísticas 
internacionales en materia de violencias contra las 
mujeres, en colaboración con organismos de carácter 
internacional (ONU Mujeres, Instituto Europeo de Género 
(EIGE), EUROSTAT, etc.).  

MIGD MIGD
MJUS
FISCALIA

Medida 48. Recopilación de datos sobre las formas de 
violencias contra las mujeres que estas sufran durante el 
desarrollo del proceso penal (desde la denuncia y la 
investigación hasta la apertura de procesos penales y sus 
resultados), desglosados por edad, nacionalidad, 
discapacidad, tipo de violencia y relación entre la víctima 
y el autor del delito.  

MIGD CGPJ

Medida 40. Realización y seguimiento de datos 
estadísticos sobre empleadas públicas víctimas de 
violencias machistas. 

MIGD MIGD
MHFP

Medida 43. Creación de una página web del Observatorio 
Estatal de Violencia sobre las Mujeres con información 
actualizada y datos estadísticos para dar a conocer todas 
las formas de violencias machistas.

MIGD MIGD

Medida 45. Mejora continua de los datos estadísticos 
oficiales sobre los recursos y servicios disponibles en 
todas las Comunidades Autónomas, para las víctimas de 
todas las formas machistas.

MIGD CCAA

Medida 41. Realización de una encuesta sobre violencias 
machistas contra las mujeres con discapacidad.  

MIGD MIGD

Medida 44. Actualización y mejora continua del Portal 
Estadístico de la Delegación del Gobierno contra la 
Violencia de Género. 

MIGD MIGD

Medida 47. Ampliación y homogenización de indicadores 
de seguimiento de la respuesta judicial a todas las formas 
de violencias contra las mujeres.

MIGD FISCALIA
CGPJ

Medida 46. Impulso y consolidación de la unidad 
específica de evaluación de datos de los Juzgados de 
Violencia sobre la Mujer, ubicada en el Consejo General 
del Poder Judicial.

MIGD CGPJ

MIGD

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables
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Medida 49. Ampliación de los datos recopilados por el 
CGPJ en torno a las resoluciones de divorcio y custodia 
que sean competencias de los Juzgados de Violencia 
sobre la Mujer, de las hijas y de los hijos, a fin de poder 
valorar la forma en cómo los juzgados españoles 
garantizan la seguridad de las mujeres, las niñas y los 
niños víctimas y supervivientes.  

MIGD CGPJ

2.1.2.  
Consolidación de una 
línea de estudios e 
investigaciones en el 
marco de las distintas 
formas de violencia 
machistas, con un 
enfoque 
interseccional y de 
derechos humanos, 
para garantizar 
publicaciones 
especializadas con 
carácter anual. 

Medida 51. Introducción del enfoque interseccional en 
todos los estudios sobre violencias machistas, teniendo 
en cuenta la diversidad y las especificidades de las 
mujeres con discapacidad, mujeres mayores de 65 años y 
en edad de jubilación, mujeres jóvenes, mujeres en el 
ámbito rural, mujeres migrantes,  mujeres condenadas, 
mujeres que sufran patologías duales y adicciones, 
mujeres de otras etnias, hijos, hijas y menores a cargo de 
las mujeres víctimas y así como su clase social. 

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA

Medida 52 . Elaboración de estudios sobre violencia 
vicaria y sobre las repercusiones de las violencias contra 
las mujeres en sus hijas e hijos menores de edad, y 
menores sujetos a su tutela, o guarda y custodia, víctimas 
de esta violencia. 

MIGD MIGD
CCAA
FISCALIA

Medida 53 . Publicación de investigaciones para el 
análisis y mejora del conocimiento sobre la aplicación del 
falso síndrome de alienación parental (SAP) en las 
sentencias judiciales, conforme a las recomendaciones 
realizadas por la Relatora de Naciones Unidas a España, 
así como la figura no regulada de la coordinación de 
parentalidad.

MIGD MIGD
CGPJ
FISCALIA
CCAA

Medida 54 . Realización de estudios especializados sobre 
violencias digitales contra las mujeres y niñas. 

MIGD MIGD
CCAA
FISCALIA

Medida 55 . Realización de estudios y análisis sobre la 
violencia política sobre las mujeres. 

MIGD MIGD/CCAA
FISCALIA

Medida 56 . Publicación de estudios para el análisis de la 
violencia económica como forma de violencias machistas. 

MIGD MIGD/CCAA
FISCALIA

Medida 57 . Publicación de estudios sobre los 
estereotipos y prejuicios de las violencias machistas en 
las distintas clases socioeconómicas, con especial foco en 
las clases medias y medias altas.

MIGD MIGD/CCAA
FISCALIA

Medida 58 . Realización de estudios e investigaciones 
sobre las causas, frecuencia, consecuencias y los índices 
de condena en relación con las violencias sexuales, 
incluyendo la perspectiva de debida diligencia y 
prevención de la violencia institucional. 

MIGD MIGD
FISCALÍA
CGPJ 
CCAA

Medida 59 . Realización de investigaciones sobre las 
diferentes dimensiones del acoso sexual en el ámbito 
laboral, acoso por razón de sexo y ciberacoso.

MIGD MIGD
CCAA
FISCALIA

Medida 50. Recopilación de datos estadísticos sobre la 
actuación institucional en materia de prevención, 
detección, atención integral, protección y reparación, 
incorporando tanto la información procedente de todas 
las administraciones públicas como de las organizaciones 
especializadas en la asistencia a las víctimas. 

MIGD CCAA

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables
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Medida 60.  Mejora del conocimiento sobre las agresiones 
sexuales en el ámbito privado, así como en el espacio 
público y espacios de ocio y tiempo libre (acoso callejero, 
ocio nocturno, violencias bajo el efecto de sustancias, etc.).

MIGD MIGD
CCAA
FISCALIA

Medida 66.  Publicación de investigaciones sobre la 
incidencia de las intervenciones ginecológicas inadecuadas 
e innecesarias en la práctica gineco-obstétrica, perinatales 
y de salud reproductiva en centros sanitarios públicos y 
privados.

MIGD MIGD
MSND
CCAA
FISCALIA

Medida 62.  Publicación de estudios específicos y 
especializados sobre las violencias machistas ejercidas 
contra las mujeres con discapacidad. 

MIGD MIGD/MDSA
CCAA/FISCALIA

Medida 65.  Realización de estudios específicos respecto a 
la violencia ejercida en situaciones de uniones o 
matrimonios a edad temprana, concertados o forzosos.

MIGD MIGD/MDSA
CCAA/FISCALIA

Medida 67.  Realización de estudios sobre la violencia que 
sufren las mujeres en las rutas migratorias y a su llegada al 
país de destino y/o tránsito. 

MIGD MIGD/MISM
CCAA
FISCALIA

Medida 72.  Realización de estudios especializados sobre 
las causas, consecuencias y/o interacción de las violencias 
machistas con las situaciones de exclusión social, pobreza 
o de sinhogarismo que sufren las mujeres.

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA

Medida 73.  Realización de estudios especializados sobre 
los huérfanos y las huérfanas de la violencia de género.

MIGD MIGD

Medida 64.  Realización de estudios específicos sobre 
mujeres gitanas o de otras etnias o grupos racializados en 
relación con la violencia que padecen por el hecho de ser 
mujeres.  

MIGD MIGD/MDSA
CCAA/FISCALIA

Medida 68.  Realización de estudios sobre las 
características y dimensión de las violencias machistas que 
se ejercen sobre las mujeres mayores de 65 años y en edad 
de jubilación.

MIGD MIGD/MDSA
CCAA
FISCALIA

Medida 69.  Realización de estudios de la respuesta 
institucional y de otro tipo, incluidas las violencias 
machistas, sobre la situación de las mujeres en el ámbito 
rural.

MIGD MIGD/MTED
CCAA
FISCALIA

Medida 70.  Elaboración de estudios específicos para 
conocer la evolución de la erradicación de las violencias 
contra las mujeres entre la comunidad educativa.

MIGD MIGD
MEFP
CCAA

Medida 71.  Realización de estudios para conocer la 
implicación de los hombres y niños en las políticas de 
prevención y erradicación de las violencias machistas. 

MIGD MIGD
CCAA

Medida 63.  Realización de estudios sobre la esterilización 
forzosa como forma de violencias contra las mujeres. 

MIGD MIGD/MDSA
CCAA/FISCALIA

Medida 61. Elaboración de estudios específicos y 
especializados sobre mujeres y niñas víctimas de trata 
con fines de explotación sexual y en contextos de 
prostitución, con referencia a aquellas mujeres en prisión 
y mujeres condenadas a penas o medidas alternativas a 
la prisión.

MIGD MIGD
CCAA
FISCALIA

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables
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2.2.1. 
Ampliando la mirada: 
las campañas de 
sensibilización como 
instrumento de 
concienciación social 
contra todas las 
violencias machistas.  

Medida 74. Realización de campañas de concienciación 
social dirigidas a toda la población, orientadas a combatir 
y erradicar todas las formas de violencias machistas, más 
allá de la pareja o expareja (violencia en la pareja o 
expareja, violencias sexuales, violencias digitales, acoso 
reiterado, acoso sexual en el trabajo, violencia 
económica, etc.), desde un enfoque feminista, de 
derechos humanos e interseccional. 

MIGD

Medida 75. Realización de campañas de concienciación y 
sensibilización social dirigidas específicamente a 
hombres, adolescentes y niños para prevenir las 
violencias machistas, prestando especial atención a la 
violencia en la pareja o expareja, la trata de mujeres con 
fines de explotación sexual, la prostitución y las 
violencias sexuales, incluidas las violencias digitales.

MIGD

DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA

Medida 80. Realización de actuaciones de sensibilización 
y difusión dirigidas a los niños, niñas y adolescentes, 
familias, profesorado educadoras/es y otros 
profesionales que trabajen habitualmente con personas 
menores de edad sobre el uso seguro y responsable de 
Internet y las tecnologías de la información y la 
comunicación, así como sobre los riesgos derivados de 
un uso inadecuado que puedan generar violencia sexual 
contra los niños, niñas y adolescentes como el 
ciberbullying, el grooming, la ciberviolencia de género o el 
sexpreading, así como el acceso y consumo de 
pornografía entre la población menor de edad.

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA

Medida 81. Fomento de actuaciones de sensibilización en 
diversos soportes, especialmente digitales y mediante 
redes sociales, para implicar al conjunto de la sociedad 
como parte de la solución en la erradicación de las 
violencias machistas.

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA

2.2.2. 
Cambiando actitudes 
contra las violencias 
machistas mediante 
otras actuaciones de 
sensibilización social.

Medida 79. Medidas de concienciación social específicas 
para las mujeres que viven en el entorno rural, mujeres 
con discapacidad, mujeres mayores de 65 años y en edad 
de jubilación, mujeres migrantes, mujeres en situación de 
pobreza.

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA

DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA

Medida 76. Realización de campañas de concienciación 
social dirigidas a la juventud, con referentes y mensajes 
adecuados a su realidad, y prestando especial atención a 
la violencia en la pareja o expareja, las violencias 
sexuales, la trata de mujeres con fines de explotación 
sexual, la prostitución, la violencia digital y el acoso 
reiterado (stalking). 

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA

Medida 77. Realización de campañas institucionales de 
concienciación para prevenir la demanda de servicios 
vinculados a la explotación sexual y de la pornografía que 
naturaliza la violencia sexual.   

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA

Medida 78. Fomento de medidas para garantizar que las 
campañas de sensibilización social tengan accesibilidad 
universal y diseño para todas las personas.  

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA

Línea estratégica 2.2. 
Transformando la sociedad desde una perspectiva de los derechos humanos e interseccio-
nal. (ACTUACIONES DE SENSIBILIZACIÓN SOCIAL)

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables
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Medida 82.  Impulso de actividades de sensibilización social 
para desincentivar la demanda de toda clase de servicios 
vinculados con la explotación sexual, la trata con fines de 
explotación sexual, la prostitución y el turismo sexual. 

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA

Medida 84.  Impulso de actuaciones de “tolerancia cero” 
dirigidas al entorno laboral para la prevención del acoso 
sexual contra las mujeres y por razón de sexo en el trabajo.

MIGD MIGD
MTES
CCAA

Medida 88.  Impulso de actuaciones de sensibilización y 
prevención de las violencias machistas en el ámbito del 
deporte.

MIGD MIGD
MCUD 
CCAA

Medida 86.  Impulso y desarrollo de medidas de 
prevención de las violencias contra las mujeres, con 
especial atención a la violencia sexual, en los distintos 
espacios de tiempo libre infantil y juvenil y/o  espacios de 
ocio, especialmente el ocio nocturno y espacios festivos.

MIGD MIGD
MSND
CCAA

Medida 87.  Fomento de medidas para la sensibilización de 
la ciudadanía respecto a las prácticas de violencia contra 
las mujeres y en relación con los derechos sexuales y 
reproductivos, en concreto, la mutilación genital femenina, 
los matrimonios forzosos y precoces, y la trata y 
explotación sexual de mujeres y niñas. 

MIGD MIGD
MAUC
CCAA

Medida 93.  Realización de actos de sensibilización para 
prevenir las violencias machistas (Días Internacionales, 
presentaciones de estudios e investigaciones, etc.).

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE

Medida 94.  Difusión de nuevos materiales en diferentes 
formatos (papel, digital, lectura fácil) para sensibilizar sobre 
todas las violencias contra las mujeres.

MIGD MIGD
CCAA

Medida 85.  Impulso de actuaciones de sensibilización al 
entorno de la acción española en el exterior y el papel de la 
cooperación internacional para el desarrollo y la acción 
humanitaria en la erradicación de las violencias machistas.

MIGD MIGD
MAUC

Medida 89.  Implementación de medidas y actuaciones de 
visibilización y sensibilización para la prevención de las 
violencias machistas en los entornos deportivos 
profesionales, federados y no federados.

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA

Medida 90.  Realización de actuaciones de sensibilización y 
prevención de las violencias machistas en el ámbito de la 
cultura con la finalidad de llegar a toda la población en su 
conjunto.  

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA

Medida 91.  Realización de actuaciones de sensibilización y 
prevención con empresas privadas comprometidas en la 
erradicación de las violencias machistas.

MIGD MIGD

Medida 92.  Realización de actuaciones de sensibilización y 
de prevención de las violencias machistas a través de 
sectores de comercio de proximidad, en especial del 
farmacéutico

MIGD MIGD
MSND
CCAA

Medida 83.  Impulso de acciones de cambio en la 
comprensión social de la pornografía violenta, generando 
una conciencia social sobre cómo contribuye a reproducir 
la violencia sexual contra mujeres y niñas, que lleve a 
rechazar su consumo, en lugar de normalizarlo.

MIGD MIGD

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables
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Medida 95.  Información mediante diferentes canales de 
difusión de las señales del maltrato, así como de los 
recursos especializados a disposición de las víctimas y 
supervivientes de las violencias machistas, para dar a 
conocer su existencia entre la población en general y a las 
mujeres en particular. 

MIGD MIGD
MJUS
CCAA

Medida 96.  Impulso de medidas de prevención y 
sensibilización contra las violencias machistas cotidianas.

MIGD MIGD
MJUS
CCAA

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables

2.3.1. 
Transformando la 
sociedad desde los 
medios de 
comunicación 

Medida 97. Impulso de actuaciones dirigidas a eliminar 
los enfoques sensacionalistas relativos a las 
informaciones sobre las violencias machistas (violencia 
en la pareja o expareja, explotación sexual y contextos de 
prostitución, mutilación genital femenina, matrimonios 
forzosos, violencias digitales, etc.).

MIGD

Medida 98. Realización de actuaciones para la 
eliminación de informaciones e imágenes que contengan 
caracterización de niñas con connotaciones sexuales o 
que reproduzcan las violencias machistas y/o los 
violencias machistas cotidianas.

MIGD

DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA
   

DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA

Medida 99. Impulso en los medios de comunicación, 
agencias de comunicación, en el sector privado y 
tecnológico, de medidas dirigidas a erradicar la violencia 
simbólica y la violencia cultural ejercida contra las niñas, 
jóvenes y mujeres.

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA

Medida 100. Desarrollo de medidas y recomendaciones 
dirigidas a la sensibilización de los medios de 
comunicación para evitar mensajes que consolidan el 
relato del terror sexual. 

MIGD MIGD

Medida 102. Establecimiento de acuerdos y medidas de 
coordinación entre la Administración General del Estado, 
junto a las CCAA con sus Observatorios y los medios de 
comunicación, para el impulso de estrategias para 
combatir las violencias machistas.

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA

Medida 103. Iniciativas para promover el adecuado 
tratamiento de las noticias y de la información de 
entretenimiento sobre violencias machistas que se 
ofrece por los distintos medios de comunicación, y evitar 
que la publicidad ofrezca imaginarios sociales de la mujer 
sesgados, prejuiciosos y estereotipados.

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA

Medida 101. Consolidación del Observatorio de Igualdad 
de la Corporación de RTVE como un órgano de impulso de 
medidas para prevenir las violencias machistas. 

MIGD MIGD
RTVE

Línea estratégica 2.3. 
Fortaleciendo alianzas con los medios de comunicación, el sector audiovisual y publicitario 
como aliados contra las violencias machistas. (MEDIOS DE COMUNICACIÓN, SECTOR 
AUDIOVISUAL Y PUBLICITARIO)

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables
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2.3.2. 
La publicidad  como 
aliada necesaria

Medida 104. Adopción de acuerdos de autorregulación 
con las asociaciones del ámbito publicitario, con el fin de 
garantizar que la prevención de las violencias machistas 
se integre como uno de los objetivos de los códigos de 
conducta publicitaria.

MIGD

Medida 105. Impulso del Código de Publicidad no Sexista. MIGD

MIGD
CCAA

MIGD
CCAA

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables

2.4.1. 
Entornos digitales 
seguros y libres para 
las mujeres y niñas. 

Medida 106. Impulso de medidas dirigidas a erradicar los 
estereotipos de género, las actitudes sexistas y la 
discriminación contra las mujeres que se ejercen en línea. 

MIGD

Medida 107. Fomento de mecanismos, en el sector de las 
TIC e intermediarios de Internet, incluidas las redes 
sociales, para evitar los sesgos de género en el diseño de 
sus productos, aplicaciones móviles, videojuegos, así 
como en el desarrollo de la inteligencia artificial.  

MIGD

DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA

DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA

Medida 109. Elaboración y divulgación de herramientas 
de seguridad digitales para las mujeres y las niñas, 
dirigidas a proteger su privacidad y potenciar la libertad 
de expresión, así como estrategias para combatir a los 
agresores por estas vías.

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA

Medida 108. Diseño y consolidación de líneas específicas 
en subvenciones de concurrencia competitiva que 
apoyen a redes feministas y/o asociaciones de mujeres 
que trabajan por la seguridad digital de las mujeres y 
fomenten la libertad de expresión y el empoderamiento 
en línea.

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA

2.4.2. 
Seguridad y 
protección frente a las 
violencias en línea.

Medida 110. Impulso de medidas para que los equipos 
profesionales de servicios o unidades encargadas de 
investigar los delitos por violencia contra las mujeres, 
dispongan de conocimientos suficientes para recoger, 
analizar y proteger las pruebas digitales en casos de 
ciberviolencia. 

MIGD
CCAA

Medida 113. Establecimiento de procedimientos y cauces 
accesibles y seguros para que todas las mujeres puedan 
denunciar la difusión o existencia, sin su consentimiento, 
de imágenes, vídeos u otros materiales íntimos que 
representen actividades sexuales, así como la violencia 
que se ejerce por medios digitales, redes sociales o 
videojuegos.

MIGD MIGD
MJUS
AEPD
CCAA

Medida 111. Impulso de medidas para combatir la 
violencia política ejercida contra las mujeres.

MIGD MIGD
CCAA

Medida 112. Revisión periódica y actualización, si 
procede, de los indicadores específicos sobre violencia 
digital machista.  

MIGD MIGD
MINT
CCAA

Línea estratégica 2.4. 
Combatiendo las violencias digitales contra las mujeres (VIOLENCIA DIGITAL)

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables
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2.5.1. 
La comunidad 
educativa en el centro 
y como agentes de 
cambio: actuaciones 
educativas integrales
para prevenir las 
violencias machistas

Medida 114. Diseño de herramientas y métodos 
educativos innovadores en los entornos educativos no 
formales para la detección precoz y una respuesta 
integral ante las violencias machistas desde la infancia, 
en cualquiera de sus manifestaciones.

MIGD CCAA

Medida 116. Elaboración de nuevos materiales 
pedagógicos y educativos para la prevención de todas las 
violencias machistas (violencia en la pareja o expareja, 
violencia sexual, violencias digitales, etc.), elaborados por 
personas expertas en el ámbito de la infancia y con 
perspectiva de género.

MIGD MEFP
CCAA

Medida 115. Desarrollo e implementación de proyectos de 
coeducación y de prevención de todas las formas de 
violencias machistas, en centros educativos de toda 
España.

MIGD MEFP
CCAA

2.5.2. 
Consolidación de 
estructuras en la 
comunidad educativa 
para combatir las 
violencias machistas

Medida 123. Desarrollo de instrumentos de coordinación 
y de protocolos comunes para el conjunto de la 
comunidad educativa para prevenir, detectar y actuar 
frente las violencias machistas en todas las etapas 
educativas. 

MIGD MIGD
MEFP
CCAA

Medida 124. Fomento de nuevas medidas para la 
consolidación de los Consejos Escolares como órganos 
de impulso de medidas educativas contra las violencias 
machistas en todos los centros educativos de España.

MIGD MIGD
MEFP
CCAA

Medida 125. Creación de mecanismos de apoyo y 
colaboración con los servicios de inspección educativa 
para seguir avanzando en su labor de velar por el 
cumplimiento y aplicación de lo previsto en la normativa 
relativa a las violencias machistas.

MIGD MIGD
MEFP
CCAA

Medida 117 . Capacitación del alumnado en prevención de 
todas las violencias machistas, con las adaptaciones 
necesarias para el alumnado con necesidades educativas 
específicas y con inclusión de criterios para las y los 
profesionales que lo imparten. 

MEFP
FISCALIA
CCAA

MIGD

Medida 118. Formación del profesorado en materia 
coeducativa y prevención de las violencias machistas, de 
forma coordinada y con mirada interseccional, en todas 
las etapas educativas, incluida la etapa de 0 a 3 años.  

MIGD

MIGD

MEFP
CCAA

Medida 119. Diseño de actuaciones específicas dirigidas a 
las Familias del Alumnado (AFAS), para la prevención de 
todas las violencias machistas.  

MIGD
CCAA

MIGDMedida 120. Convocatoria de los premios IRENE: “La paz 
empieza en casa” dirigidos a premiar acciones educativas 
de prevención y erradicación de las violencias machistas.  

MEFP

MIGDMedida 121. Creación de una línea editorial sobre 
igualdad, coeducación y prevención de la violencia contra 
las mujeres en el sistema educativo. 

MEFP

MIGDMedida 122. Fomento de la prevención y actuación frente 
a las violencias machistas en el sistema universitario 
español.

MUNI

Línea estratégica 2.5. 
Educando contra las violencias machistas a lo largo de la vida (EDUCACIÓN)

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables
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MIGDMedida 128. Difusión y, en su caso elaboración, de 
protocolos comunes especializados en relación a todas 
las formas de violencias machistas, para su aplicación en 
la red de centros de servicios sociales, sociosanitarios y 
penitenciarios, en coordinación con los servicios 
especializados 

MIGD
MSND
MDSA
CCAA

2.6.1. 
Impulso de medidas 
para la prevención y 
sensibilización de 
todas las violencias 
contra las mujeres en 
los recursos 
sociosanitarios y de 
servicios sociales

Línea estratégica 2.6. 
Incrementando la prevención y detección de las violencias machistas en el ámbito sanitario, 
sociosanitario y en los servicios sociales. (SANIDAD  Y SERVICIOS SOCIALES)

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables

2.5.3. 
La Universidad, 
espacio libre de 
violencias contra las 
mujeres

Medida 126. Impulso de la implantación y consolidación 
de recursos contra las violencias machistas en la 
comunidad universitaria.

MIGD MUNI
CCAA

Medida 127. Establecimiento de un 
itinerario formativo en materia de prevención de las 
violencias machistas en los planes de estudios 
conducentes a la obtención de títulos universitarios 
oficiales en los que resulte coherente conforme a las 
competencias inherentes a los mismos.

MIGD UNIVERSIDADES
CCAA

2.6.2. 
El sistema sanitario 
como agente clave en 
la detección y 
erradicación de las 
violencias machistas

Medida 133. Elaboración, actualización y difusión de 
protocolos comunes sanitarios especializados de 
detección y atención en relación a todas las formas de 
violencias machistas (violencia en la pareja o expareja, 
violencia sexual fuera de la pareja, trata de mujeres con 
fines de explotación sexual,  mutilación genital femenina, 
matrimonios forzosos), para su aplicación en todos los 
centros que integran el Sistema Nacional de Salud, y 
atendiendo a la diversidad con un enfoque interseccional 
(mujeres con discapacidad, del ámbito rural, mayores y en 
edad de jubilación, migrantes y mujeres en prisión, etc.). 

MIGD MIGD
MSND
MJUS
FISCALIA
CCAA

Medida 134. Elaboración, aplicación y difusión de un 
instrumento validado estandarizado para facilitar la 
detección de la violencia de género de la Ley Orgánica 
1/2004 en los servicios de Atención Primaria del Sistema 
Nacional de Salud, especialmente en Atención Primaria, 
en todo el territorio del Estado.

MIGD MIGD
MSND
CCAA

MIGD

MIGD

Medida 129. Creación de Premios de ámbito nacional a 
las mejores prácticas en la erradicación de la violencia 
contra las mujeres dentro de los campos sociosanitario y 
de servicios sociales.  

MIGD
MSND
MDSA
CCAA

Medida 130. Elaboración de instrumentos estandarizados 
y validados para la detección precoz de los distintos tipos 
de violencia contra las mujeres en los servicios sociales 
en España.  

MIGD
MDSA
CCAA

MIGDMedida 131. Tomar en consideración las violencias 
machistas en la elaboración o revisión de los modelos de 
atención sociosanitaria y sociales (PAI).

MIGD/MSND
MDSA
CCAA

MIGDMedida 132. Realización y difusión de guías de recursos y 
buenas prácticas en la red de servicios sociales y 
servicios sociosanitarios.

MIGD/MSND
MDSA
CCAA

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables
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2.5.3. 
La Universidad, 
espacio libre de 
violencias contra las 
mujeres

Medida 135. Implementación del instrumento validado 
estandarizado para facilitar la detección de la violencia de 
género en el Sistema Nacional de Salud, especialmente 
en los servicios de Atención Primaria, que será objeto de 
una implantación progresiva en todo el territorio del 
Estado aprobado en el “Catálogo de Medidas Urgentes del 
Plan de Mejora y Modernización contra la Violencia de 
Género”.

MIGD MSND
CCAA

MIGD

MIGD

Medida 139. Mejora de la información dirigida a los 
hombres, jóvenes y adolescentes y su entorno para la 
detección y autodetección de comportamientos y 
actitudes no igualitarias, sexistas y violentas. 

MIGD
CCAA

Medida 140. Formación y sensibilización transversal a la 
ciudadanía en masculinidades igualitarias, feministas y 
antimachistas.

MIGD
CCAA

MIGDMedida 141. Realización de campañas de concienciación 
que animen al activismo de los hombres por la igualdad y 
el feminismo involucrando a agentes estratégicos.

MIGD
CCAA

MIGDMedida 142. Apoyo a programas de hombres por la 
igualdad y de promoción y apoyo a las entidades que 
trabajan por el cambio de los hombres. 

CCAA

MIGDMedida 143. Creación de recursos especializados 
dirigidos a hombres para la prevención y actuación frente 
a las violencias machistas. 

CCAA

MIGDMedida 137. Impulso de medidas para la prevención de la 
violencia contra las mujeres en el ámbito de los derechos 
sexuales y reproductivos.   

MIGD
MSND
CCAA

MIGDMedida 138. Inclusión de un apartado sobre violencias 
machistas en el Plan de Salud Sexual y Reproductiva del 
Instituto de las Mujeres. 

MIGD

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables

2.7.1. 
Medidas específicas 
dirigidas a los 
hombres en las 
estrategias, políticas 
públicas y pactos que 
se impulsen desde las 
diferentes 
administraciones 
públicas en materia de 
violencias contra las 
mujeres

MIGD

MIGD

Medida 144. Fomento de acuerdos entre el Ministerio del 
Interior y las CCAA para la mejora del conocimiento y 
seguimiento sobre peligrosidad y probabilidad de 
reincidencia de los agresores condenados y para la 
ejecución de los talleres de sensibilización, prevención y 
programas de tratamiento de agresores.

MINT
CCAA

Medida 145. Firma de convenios con Colegios profesio-
nales de Psicología, de Trabajo Social, de Educación 
Social y Criminología así como con otras entidades para 
que los agresores puedan recibir intervenciones realiza-
das por profesionales especializados, capacitados y con 
experiencia desde un enfoque feminista, interseccional y 
de derechos humanos.

MINT
CCAA

2.7.2. 
Refuerzo del 
tratamiento sobre el 
hombre agresor de 
cualquier tipo de 
violencia

Medida 136. Diseño de un programa de intervención con 
víctimas de violencia de género desde la Red de Salud 
Mental y otros recursos sanitarios para unificar los 
criterios de diagnóstico y posibilitar una atención integral 
incluidas aquellas patologías duales y adicciones. 

MIGD MSND
CCAA

Línea estratégica 2.7. 
Implicando a los hombres como parte de la solución: masculinidades igualitarias. (HOMBRES)

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables
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Medida 146. Consolidación, refuerzo y seguimiento de los 
talleres y programas de intervención para hombres 
condenados por cualquier tipo de violencias machistas 
realizados por profesionales especializados, capacitados 
y con experiencia desde un enfoque feminista, 
interseccional y de derechos humanos

MIGD MINT
CCAA

MIGD
Medida 148. Promoción de la participación, como 
ponentes en las actividades de formación en materia de 
violencias machistas, de las mujeres víctimas y 
supervivientes, incluyendo testimonios de víctimas de la 
violencia y represión que sufrieron las mujeres como 
consecuencia de su actividad pública, política, sindical e 
intelectual en la lucha por la democracia o por cualquier 
otra forma específica de persecución durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
FISCALIA
CCAA
EELL

MIGDMedida 149. Elaboración de acciones formativas (píldoras 
formativas, cursos de formación, páginas web, podcasts, 
etc.) dirigidas a la sociedad en su conjunto, para formar y 
sensibilizar sobre las violencias contra las mujeres.

MIGD
CCAA
EELL

MIGDMedida 150. Establecimiento de programas de formación 
en las empresas para la protección integral contra las 
violencias machistas, con especial atención a las 
empresas del sector de la publicidad.

MIGD
CCAA
EELL

MIGDMedida 152. Fortalecimiento de programas de formación 
especializada en violencia sexual dentro de los planes de 
estudio de la enseñanza en el ámbito del Ministerio de 
Defensa.

MDEF
MIGD

MIGDMedida 153. Formación especializada en violencias 
machistas al personal que trabaja en centros 
residenciales y de la tercera edad.

CCAA
EELL

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables

2.8.1. 
Formación 
especializada contra 
las violencias 
machistas, dirigida a 
la sociedad en su 
conjunto

MIGDMedida 154. Revisión de los programas de formación 
actualmente vigentes dirigidos a los colectivos 
profesionales especializados, para garantizar la 
formación en violencias sexuales, prestando una especial 
atención a la detección de casos de mutilación genital 
femenina, trata de mujeres y niñas con fines de 
explotación sexual y matrimonio forzado.

MIGD
CCAA

2.8.2. 
Capacitación de los 
colectivos profesionales 
que intervienen en el 
proceso de prevención, 
información, detección, 
acompañamiento, 
atención y protección de 
las mujeres supervivien-
tes y víctimas de las 
violencias machistas

MIGDMedida 151. Formación del personal de los medios de 
comunicación para informar sobre las violencias machis-
tas con objetividad y perspectiva interseccional, sin 
estereotipos de género, con pleno respeto a la dignidad 
de las víctimas y su derecho a la libertad, el honor, la 
intimidad, la propia imagen y la protección de datos.

MIGD
CCAA
EELL

Medida 147. Elaboración y difusión de investigaciones y 
programas validados dirigidos a hombres para sensibilizar 
y prevenir conductas machistas de riesgo.

MIGD MINT
CCAA

Línea estratégica 2.8. 
Mejorando la respuesta a todo tipo de violencias machistas a través de la capacitación 
profesional y la formación especializada. (FORMACIÓN)

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables
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Medida 155. Fomento de incorporación de requisitos y 
pruebas de acceso en los que se incluyan formación 
básica en violencia machista tanto a los puestos públicos 
generales y especializados de la red pública de atención.

MIGD MHFP
CCAA
EELL

Medida 158. Fortalecer el principio de igualdad entre 
mujeres y hombres incluyendo las medidas contra la 
violencia de género en las pruebas selectivas para el 
ingreso y la promoción en las Carreras Judicial y Fiscal. 

MIGD MJUS
CGPJ
FISCALIA

Medida 159. Fortalecimiento, y ampliación en su caso, de 
la oferta formativa actualmente disponible en violencia 
contra las mujeres dirigida al poder judicial y al Ministerio 
Fiscal.

MIGD MJUS
CGPJ
FISCALÍA

Medida 161. Realización de programas continuados o 
cursos de especialización en violencia de género que 
incluirán como línea de formación una específica en 
violencias sexuales para el ejercicio del turno de oficio.

MIGD MJUS
COLEGIOS 
PROFESIONALES
CCAA

Medida 162. Programa de formación continua en 
prevención de las diversas formas de violencias 
machistas para ampliar el currículo de profesionales de la 
red pública de atención.

MIGD CCAA

Medida 163. Mejora de la formación especializada en los 
distintos agentes educativos para la prevención, 
detección y actuación ante las violencias machistas en 
todas las etapas educativas.

MIGD MEFP
CCAA

Medida 164. Mejora de la formación especializada en 
detección precoz de los distintos tipos de violencias 
machistas, con especial atención a las violencias 
sexuales, por parte de los equipos de profesionales 
sanitarios (atención primaria, especializada, urgencias, 
hospitalaria, instituciones penitenciarias).

MIGD MSND
MINT
CCAA

MIGDMedida 157. Fortalecer la inclusión en el temario de 
acceso a las Carreras Judicial y Fiscal, así como al Cuerpo 
de Letrados de la Administración de Justicia y otro 
personal al servicio de la Administración de Justicia, 
temas dedicados a la igualdad entre hombres y mujeres 
desde una perspectiva de género e interseccional, y en 
especial, a la protección integral contra todas las 
violencias machistas, con especial incidencia en la 
erradicación del falso Síndrome de Alienación Parental.

MJUS
CGPJ
FISCALIA

MIGDMedida 160. Garantizar, en colaboración con el Consejo 
General de la Abogacía Española y los Colegios de la 
Abogacía, así como el Consejo General de Procuradores 
de España y los Colegios Oficiales de Procuradores, una 
formación adecuada, periódica y gratuita de los 
letradas/os y procuradores/as encargados de asistir a 
víctimas de violencias sexuales, en materia de igualdad, 
perspectiva de género y protección integral contra todas 
las violencias sexuales.

CCAA

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables

Medida 156. Garantía de formación especializada en 
materia de violencia contra las mujeres en los cursos 
selectivos de cuerpos de acceso a la Administración 
Pública.

MIGD MHFP
CCAA
EELL

detección, 
acompañamiento, 
atención y protección 
de las mujeres 
supervivientes y 
víctimas de las 
violencias machistas
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Medida 165. Mejora de la formación especializada en 
detección precoz de los distintos tipos de violencias 
machista, con especial atención a las violencias sexuales, 
del personal sociosanitario y del sistema de los servicios 
sociales generales y especializados, que deberá incluir 
tanto los espacios residenciales como los ambulatorios.

MIGD MDSA
MSND
CCAA

Medida 167. Impulso de medidas de formación 
especializada en violencias machistas en las Unidades de 
Valoración Forense Integral, en los Institutos de Medicina 
Legal y Ciencias Forenses, en los equipos técnicos de 
menores de la Administración de Justicia y en las Oficinas 
de Asistencia a Víctimas del Delito.

MIGD

MIGD

MJUS
CCAA

Medida 168. Impulso de actividades de formación 
especializada para el personal encargado de la asistencia 
consular o en cualesquiera otras funciones, de la 
atención a las víctimas españolas de violencias 
machistas en el extranjero, así como iniciativas en la 
cooperación para el desarrollo y en los contextos 
humanitarios en los territorios donde se este presente en 
los países socios. 

MIGD
MAUC

Medida 170. Formación especializada para el personal 
que presta atención y protección de los niños, niñas y 
adolescentes que conviven en entornos marcados por la 
violencia de género, garantizando la detección de estos 
casos y su respuesta específica.

MIGD MDSA
FISCALIA
CCAA

MIGDMedida 166. Impulso de actuaciones de formación 
especializada en violencias sexuales y en la pareja o 
expareja, dirigida a los cuerpos de las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad del Estado, autonómicos y locales, así como 
al personal de instituciones penitenciarias

MINT

MIGDMedida 169. Impulso de medidas de aprendizaje 
especializado dirigido a los profesionales de los centros 
penitenciarios, así como en los centros de internamiento 
de personas extranjeras, con especial atención a mujeres 
que han realizado movimientos migratorios. 

MINT

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables

MIGD

2.9.1. 
Planificación y diseño 
de espacios públicos 
seguros y libres de 
violencias machistas. 

Medida 171. Impulso de medidas para la planificación 
urbanística con enfoque de género.

MIGD

Medida 172. Actuaciones para prevenir la violencia contra 
las mujeres en el transporte público. 

MIGD

CCAA

CCAA

Medida 173. Actuaciones de sensibilización y prevención 
de la violencia contra las mujeres en el camino de 
Santiago y otras rutas culturales de tránsito.

MIGD CCAA

Medida 174. Actuaciones de sensibilización y prevención 
de la violencia contra las mujeres en espacios públicos 
compartidos (playas, piscinas,…) y otros espacios 
naturales compartidos.

MIGD CCAA

Línea estratégica 2.9. 
Integrando otras medidas para prevenir las violencias machistas.

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables
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3.1.1. 
Ejercicio efectivo de 
los derechos de todas 
las víctimas y 
supervivientes de 
todas las violencias

3.1.2. 
Difusión e 
información para el 
ejercicio efectivo de 
los derechos

Medida 175. Implementación y difusión de los 
procedimientos básicos para la acreditación 
administrativa de las situaciones de violencia de género 
por las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta 
y Melilla conforme al artículo 23 de la Ley Orgánica 
1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de protección 
integral contra la violencia de género.

MIGD MIGD
CCAA

Medida 180. Mejora y modernización de la web de 
información del Ministerio de Igualdad y la Delegación del 
Gobierno contra la Violencia de Género, con criterios y 
contenidos accesibles para la diversidad de mujeres. 

MIGD MIGD

Medida 176. Implementación, consolidación y difusión de 
los procedimientos de acreditación administrativa de la 
condición de víctima de trata de seres humanos y/o 
explotación sexual.

MIGD MIGD
CCAA

Medida 177. Diseño, implementación, consolidación y 
difusión de los procedimientos básicos que permitan 
poner en marcha los sistemas de acreditación de las 
situaciones de violencias sexuales. 

MIGD MIGD
CCAA

Medida 178. Actualización de todas las informaciones 
relativas a los derechos de las mujeres víctimas conforme 
a las modificaciones legislativas recientes.

MIGD MIGD
CCAA
EELL

Medida 179. Adaptación, modernización digital y difusión 
de los canales de información para el conocimiento de los 
derechos y recursos especializados, para que sean 
accesibles a todas las mujeres y jóvenes, utilizando 
canales diversos que garanticen la accesibilidad 
universal, con especial atención a las mujeres mayores, 
mujeres con discapacidad y en situación de dependencia.

MIGD MIGD
CCAA
EELL

Medida 181. Diseño, desarrollo y elaboración de una 
aplicación inteligente adaptada y accesible a todas las 
mujeres y jóvenes, que unifique la información relativa a 
los recursos especializados y derechos de las víctimas. 

MIGD MIGD

Medida 182. Difusión continua de la información 
institucional del Ministerio de Igualdad y de otros 
Ministerios e instituciones de la Administración General 
del Estado implicadas en la protección y derechos de las 
víctimas de violencia machista, a través de distintos 
cauces, en el ámbito de las competencias de cada 
Departamento y de acuerdo con la legislación sobre 
protección de datos.

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE

Medida 183. Difusión a las instituciones y organismos 
competentes de los tres niveles de la administración, así 
como a las asociaciones de mujeres y feministas, de las 
prestaciones de los servicios del Ministerio de Igualdad. 

MIGD MIGD

EJE 3
Protección, seguridad, atención y reparación integral 

Línea estratégica 3.1. 
Poniendo en valor los derechos de todas las víctimas de todas las formas de violencias ma-
chistas (DERECHOS DE LAS MUJERES VÍCTIMAS Y SUPERVIVIENTES)

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables
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3.2.1 
Recursos 
especializados en 
todas las formas de 
violencias machistas

3.2.2. 
Universalidad y 
accesibilidad a los 
recursos 
especializados en 
violencias machistas

Medida 185. Ampliación, mejora y fortalecimiento de los 
recursos de la Delegación del Gobierno contra la Violencia 
de Género a todas las formas de violencia contra las 
mujeres: 016, ATENPRO, dispositivos, Web de recursos de 
atención y protección contra la violencia sobre las 
mujeres (WRAP), desde un enfoque feminista, 
interseccional y de derechos humanos.

MIGD

Medida 184. Difusión de la actividad del MAUC en materia 
de protección y asistencia de mujeres españolas víctimas 
de violencia machista en el extranjero y del Protocolo 
interministerial para la atención, el traslado y el retorno 
de las españolas víctimas de violencia contra las mujeres 
en el exterior.

MIGD

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE

Medida 188. Mejora en el acceso a los recursos 
especializados de las mujeres con discapacidad, mujeres 
víctimas de trata con fines de explotación sexual o en 
contextos de prostitución, mujeres condenadas, mujeres 
mayores de 65 años y en edad de jubilación, mujeres 
jóvenes, mujeres del ámbito rural, mujeres con problemas 
de adicción a sustancias psicoactivas, mujeres de otras 
etnias, culturas o nacionalidades, mujeres migrantes, 
mujeres con problemas de salud mental, mujeres sin 
hogar o en situación de calle y pobreza.

MIGD MIGD
MJUS
MINT
MSND
MDSA
MISM
MTED
CCAA
EELL

Medida 186. Ampliación, mejora y fortalecimiento de los 
recursos de las Comunidades Autónomas y entidades 
locales para garantizar los derechos de las mujeres 
víctimas de violencias sexuales (trata de mujeres y niñas 
con fines de explotación sexual, matrimonios forzados, 
mutilación genital femenina), desde un enfoque 
feminista, interseccional y de derechos humanos. 

MIGD CCAA

Medida 187. Mejora y adecuación de las instalaciones y 
espacios de los recursos y servicios en los se recibe y 
atiende a las víctimas y supervivientes de las violencias 
machistas, desde un enfoque feminista, interseccional y 
de derechos humanos y buen trato. 

MIGD MIGD
MJUS
MINT
MDSA
MISM

CCAA
EELL

Medida 189. Fomento y/o consolidación de los servicios 
públicos atencionales de proximidad en el medio rural.

MIGD MTED
CCAA
EELL

Medida 190. Establecimiento de medidas específicas para 
adaptar los recursos especializados a las necesidades de 
las mujeres con discapacidad, utilizando servicios y 
medios para hacerlos plenamente inclusivos (lengua de 
signos, pictogramas, lectura fácil, traducción e 
interpretación, etc.), con atención igualmente a las 
mujeres con discapacidad en prisión.

MIGD

MIGD

MIGD
MDSA
MSND
CCAA
EELL

Medida 191. Establecimiento de puntos de contacto 
central únicos en línea, para garantizar que la atención 
llegue también a las víctimas que viven en zonas remotas 
o que no pueden físicamente acercarse a esos centros, 
mediante la creación de un sitio web único y una Aplica-
ción móvil actualizadas en el que se facilite toda la 
información pertinente sobre los servicios de informa-
ción, apoyo y protección disponibles y el acceso a ellos.

MIGD
MTED
CCAA
EELL

Línea estratégica 3.2.
Adaptación y accesibilidad de los recursos especializados a todas las formas de violencias 
Machistas (RECURSOS PARA TODAS LAS VIOLENCIAS)

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables
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Medida 192. Elaboración de un catálogo de criterios y 
recomendaciones para la incorporación del enfoque 
interseccional en los recursos que acompañan y atienden 
a las víctimas de violencias machistas.

MIGD MIGD
MDSA
MISM
MSND

Medida 193. Adaptación de espacios de atención al parto 
y nacimiento con determinadas garantías en casos en los 
que se haya indicios o se haya detectado violencia de 
género.

MIGD MSND
CCAA

Medida 196. Especialización de los recursos y servicios 
de asesoramiento para garantizar información de calidad 
y especializada en violencias digitales. 

MIGD MIGD
MCIN

Medida 197. Creación de los servicios necesarios de 
información y apoyo profesional a los niños, niñas y 
adolescentes víctimas de violencias machistas, 
proporcionando información en un lenguaje claro y 
comprensible, en un idioma que puedan entender y 
mediante formatos accesibles. 

MIGD MDSA
CCAA

Medida 195. Impulso y mantenimiento de servicios de 
información y asesoramiento especializados en violencias 
sexuales (trata de mujeres y niñas con fines de 
explotación sexual, mutilación genital femenina, 
matrimonios forzados) y otras formas de violencias 
machistas en consonancia con los modelos y la red de 
recursos de cada CCAA.

MIGD MIGD
CCAA
EELL

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables

3.3.1. 
Recursos de 
información 
especializados 

Medida 194. Mejora y fortalecimiento de los recursos de 
información y asesoramiento a víctimas de violencia en la 
pareja o expareja, conforme a la Ley Orgánica 1/2004, de 
28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral 
contra la Violencia de Género y conforme a las Leyes 
autonómicas en la materia.

MIGD MIGD
CCAA
EELL

3.3.2. 
Recursos de 
asistencia social 
integral para las todas 
violencias 

Medida 198. Garantía de recursos habitacionales con un 
nivel de alojamiento de una plaza por cada 10.000 
habitantes, conforme al informe explicativo del Convenio 
de Estambul.

MIGD CCAA

Medida 199. Activación del Plan Corresponsables u otras 
medidas similares de apoyo a la conciliación en 
dependencias o sedes de la red de atención y 
recuperación integral, para todas las violencias 
machistas.

MIGD MIGD
CCAA
EELL

Medida 200. Creación y mantenimiento de centros de 
atención especializada y de referencia, 24 horas, para las 
violencias sexuales, en todas las provincias de España, 
adaptados y accesibles a las necesidades de las mujeres.

MIGD MIGD
CCAA

Medida 201. Creación en todas las CCAA de recursos 
especializados ambulatorios y residenciales de 
recuperación integral para las víctimas de trata con fines 
de explotación sexual, las víctimas de explotación sexual 
y las mujeres en contextos de prostitución, con atención 
a las mujeres excarceladas víctimas de tales violencias.

MIGD CCAA

Línea estratégica 3.3. 
Disponibilidad, universalidad y carácter integral de los recursos de información y asistencia 
integral a todas las víctimas (RECURSOS DE INFORMACIÓN Y ASISTENCIA SOCIAL INTEGRAL)

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables
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Medida 202. . Diseño de un programa de acción 
específico de empleo para las víctimas de violencias 
sexuales.

MIGD MIGD
MTES

Medida 203. Diseño de medidas para el fomento de 
acciones de inserción sociolaboral para mujeres y niñas 
víctimas de trata con fines se explotación sexual y 
mujeres en contextos de prostitución. 

MIGD MIGD
MTES
CCAA

Medida 203. Continuidad de los procesos de mejora de 
las condiciones laborales de los equipos de los servicios 
especializados dependientes de las administraciones 
públicas.

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA
EELL

Medida 206. Aprobación de un procedimiento para la 
concesión de ayudas económicas para las mujeres 
víctimas y supervivientes de violencias sexuales. 

MIGD MIGD
CCAA

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables

3.4.1.  
Autonomía económica

Medida 205. Establecimiento de medidas para facilitar el 
acceso al Ingreso Mínimo Vital a las víctimas de violencias 
machistas en el marco de la normative vigente que regule 
dicha prestación. 

MIGD MISM

Medida 208. Inclusión de un programa de acción 
específico para las víctimas de violencias sexuales 
inscritas como demandantes de empleo. 

MIGD MIGD
MTES

3.4.2.  
Derechos laborales

Medida 207. Revisión, y en su caso actualización, de las 
medidas establecidas para el desarrollo del programa de 
inserción sociolaboral para víctimas de violencia de 
género, aprobado mediante Real Decreto 1917/2008, de 
21 de noviembre. 

MIGD MIGD
MTES

3.4.3.  
Acceso a la vivienda

Medida 209. Realización de un diagnóstico de evaluación 
y situación sobre el acceso a la vivienda de las mujeres 
víctimas de violencia de género, para el impulso, en su 
caso, de nuevas medidas.  

MIGD MIGD
MTMA
CCAA

Medida 210. Establecimiento de los mecanismos y 
medidas necesarias para garantizar el acceso prioritario 
de las víctimas de violencias sexuales a los programas al 
parque público de vivienda y a los programas de ayuda de 
acceso a la vivienda.

MIGD CCAA

Medida 211. Establecimiento de los mecanismos y 
medidas necesarias para garantizar el acceso prioritario 
de las víctimas de violencias sexuales a los 
establecimientos residenciales y otros centros de 
atención a las personas en situación de dependencia, con 
atención igualmente en el supuesto de excarcelación de 
estas mujeres víctimas.

MIGD CCAA

Línea estratégica 3.4. 
Alcanzando la autonomía económica, los derechos laborales y el acceso a una vivienda 
digna de las víctimas y supervivientes de las violencias Machistas (AUTONOMÍA ECONÓMICA, 
EMPLEO Y VIVIENDA)

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables
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Medida 213. Establecimiento de los mecanismos y 
medidas necesarias para realizar la evaluación del riesgo 
a las mujeres víctimas de violencias sexuales.

MIGD MINT
CCAA

3.5.1. 
Mejora de los sistemas 
de valoración del 
riesgo

Medida 212. Perfeccionamiento continuo del Sistema 
VIOGEN, así como de los otros sistemas usados por las 
CCAA.

MIGD MINT
CCAA

3.5.2. 
Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad: 
actuaciones policiales

Medida 222. Ampliación del número de efectivos de las 
Unidades de Atención a la Familia y Mujer (UFAM) y 
número de Especialistas en Mujer Menor - Guardia Civil 
(EMUME´s) especializadas para la atención a todas las 
violencias machistas, preservando las competencias de 
cada CCAA.

MIGD MINT

Medida 215. Definición de nuevos indicadores de 
seguimiento de la intervención, con diferenciación entre 
los indicadores de riesgo y los indicadores de conciencia 
de riesgo. 

MIGD MINT

Medida 214. Establecimiento de baremos actualizados de 
valoración del riesgo adaptado a cada recurso 
especializado para cada tipo de violencia machista dentro 
del Sistema Viogen.

MIGD MINT

Medida 216. Elaboración e inclusión de indicadores de 
violencia económica o situación abusiva en lo económico, 
incluyendo igualmente indicadores sobre violencia 
vicaria. 

MIGD MINT

Medida 221. Supervisión del proceso de valoración del 
riesgo, y en su caso, valoración de la aplicación de 
medidas correctoras, cuando el mecanismo de valoración 
y la respuesta institucional no haya estado relacionado 
con la debida diligencia y la prevención de la violencia 
institucional.

MIGD MINT

Medida 220. Reconocimiento y valoración de informes 
emitidos desde recursos específicos de atención 
psicológica, sociales y asistenciales.

MIGD MINT
CCAA
EELL

Medida 218. Identificación de indicadores específicos 
para la protección de menores de edad víctimas de 
violencia de género y violencia sexual en el sistema 
VIOGEN y en los recursos especializados de recuperación 
integral. 

MIGD MINT

Medida 219. Promoción y máxima difusión del «Protocolo 
Cero»: herramienta dirigida a valorar los testimonios de 
familiares e integrantes del entorno social de una víctima 
de maltrato para generar mecanismos policiales de 
protección adecuados, no condicionados a la 
interposición de denuncia previa, preservando las 
competencias de cada CCAA.

MIGD MINT
CCAA

Medida 217. Impulso de la entrada en el sistema VIOGEN 
de los Servicios Sociales de Base y/o de los Servicios de 
Atención especializada, autonómicos y municipales, con 
el fin de proporcionar una información cercana y actual 
sobre de la víctima y el entorno fundamental para la 
eficacia de la valoración y actualización del riesgo. 

MIGD MINT
CCAA
EELL

Línea estratégica 3.5.  
Garantizando la protección y seguridad de las mujeres víctimas de las violencias Machistas 
(PROTECCIÓN Y SEGURIDAD)

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables
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2.8.2. 
Capacitación de los 
colectivos profesionales 
que intervienen en el 
proceso de prevención, 
información, detección, 
acompañamiento, 
atención y protección de 
las mujeres supervivien-
tes y víctimas de las 
violencias machistas

MIGDMedida 230. Diseño e implementación de un “Programa 
estatal de reparación integral del daño a las víctimas de 
violencia contra las mujeres”, teniendo también en cuenta 
a los hijos e hijas de las víctimas asesinadas, huérfanos y 
huérfanas de la violencia de género.

MIGD3.6.1. 
Reparación individual 
e integral

Línea estratégica 3.6. 
Reparación individual e integral (REPARACIÓN)

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables

Medida 223. Impulso de medidas para la prestación 
especializada de protección a las víctimas de violencias 
sexuales, en colaboración con los centros especializados 
en materia de igualdad y contra la violencia sexual y de 
género ampliando el número de Unidades de las Fuerzas 
y Cuerpos de Seguridad del Estado especializadas para la 
atención de todas las violencias Machistas.

MIGD MINT
CCAA
EELL

3.5.3. 
Justicia

Medida 224. Inclusión de técnicas avanzadas para 
garantizar la eficacia de las investigaciones realizadas por 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad a fin de verificar y 
acreditar los hechos que puedan constituir violencia 
sexual, siempre preservando la integridad e intimidad de 
las víctimas y desde una intervención centrada en sus 
derechos, preservando la organización y competencias 
de cada CCAA.

MIGD MINT
CCAA
EELL

Medida 225. Informatización y uso extensivo de las 
tecnologías para agilizar procedimientos en el ámbito 
judicial (digitalización de expedientes, comunicaciones 
electrónicas entre operadores, etc.), y para la declaración 
de las víctimas y supervivientes. 

MIGD MJUS
CCAA

Medida 227. Colaboración en la elaboración de los 
protocolos e instrumentos necesarios para la 
coordinación de las administraciones competentes con 
los “Centros de Crisis 24 horas” regulados en el artículo 
35 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de 
garantía integral de la libertad sexual.

FISCALIA
MJUS
MINT
CCAA

Medida 226. Agilización de la respuesta judicial con 
desburocratización y reducción de demoras. Impulso de 
la continuación del proceso de especialización de los 
órganos judiciales de investigación, enjuiciamiento y en 
su caso ejecución, para mejorar la calidad de la respuesta 
de la justicia en todo el territorio nacional. 

MIGD

MIGD

MJUS
CCAA

Medida 229. Colaboración en la implantación de los 
sistemas de videoconferencia que permitan la 
declaración de supervivientes d evidencias machista 
desde espacios habilitados en los centros de crisis o en 
otros espacios públicos donde las víctimas se encuentren 
recibiendo atención o en intervención siempre que lo 
soliciten por razones de bienestar o de seguridad.

FISCALIA
MJUS
CCAA

Medida 228. Colaboración en la elaboración de los 
protocolos e instrumentos necesarios para la 
coordinación del sistema de recogida y conservación de 
muestras y evidencias no condicionada a denuncia previa 
conforme al artículo 48 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 
de septiembre, de garantía integral de la libertad sexual. 

MIGD

MIGD

MJUS
CCAA

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables
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Medida 231. Establecimiento o cálculo de un baremo 
específico de indemnización económica por el daño físico 
y psicológico para víctimas de violencia machista, 
incluida la violencia vicaria.  

MIGD MIGD

Medida 233. Garantía de protección del derecho de todas 
las víctimas a un tratamiento terapéutico, social y de 
salud sexual y reproductiva. 

MIGD MIGD
CCAA

Medida 232. Agilización desde las administraciones 
públicas y sin dilaciones, con la finalidad de atenuar el 
daño psíquico causado por la violencia vivida, de las 
indemnizaciones económicas a las víctimas de todas las 
formas de violencias machistas por los daños y perjuicios 
producidos. 

MIGD MIGD
CCAA

Medida 234. Garantía de manera diligente de la 
prestación de orfandad de los hijos e hijas de todas las 
formas de violencias machistas, cualquiera que sea su 
filiación, por naturaleza o por adopción.

MIGD MISM
CCAA

Medida 237. Refuerzo de la atención especializada a la 
infancia víctima de violencias machistas y niñas víctimas 
de violencias sexuales, trata y explotación sexual, 
mejorando la coordinación con los recursos educativos, 
sanitarios y sociales.

MIGD MIGD
MDSA
CCAA

Medida 238. Reparación material mediante la 
articulación de una nueva línea específica de ayudas 
económicas, que complemente la indemnización 
procedente del agresor. 

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE

Medida 240. Impulso de programas de inserción laboral 
con mujeres supervivientes de violencia machista a 
través del apoyo y acompañamiento especializado para 
su inserción laboral.

MIGD CCAA

Medida 239. Fomento del asociacionismo y consolidación 
de Redes de Apoyo y de ayuda mutua entre víctimas 
supervivientes. 

MIGD MIGD
CCAA

Medida 241. Armonización de criterios para garantizar los 
derechos de las víctimas españolas retornadas y los de 
sus hijos e hijas.

MIGD MAUC
MIGD

Medida 242. Actos de reconocimiento simbólico ante la 
sociedad y con la colaboración de las víctimas y 
familiares, respetando las opiniones, decisiones y 
necesidades de las víctimas.  

MIGD MIGD
CCAA

Medida 236. Refuerzo de la atención para la reparación 
psicológica con intervención especializada a niños y 
niñas víctimas de violencias machistas en especial, de la 
violencia vicaria.

MIGD MIGD
MDSA

Medida 235. Instar a la Comisión Nacional de Estadística 
Judicial a añadir la inclusión de los indicadores 
necesarios para evaluar la aplicación de los artículos 94 y 
92.7 del Código Civil y, en general, los regímenes de 
custodia y visitas en los casos de violencias contra las 
mujeres. Promover su inclusión en los sistemas de 
gestión procesal para que esos indicadores se obtengan 
automáticamente.

MIGD CNEJ

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables



Estrategia Estatal para combatir 
las violencias machistas 2022–2025

Parte iii
Contenido de la Estrategia

238

Medida 243. Promoción e inclusión de la voz y 
propuestas de las victimas supervivientes en espacios y 
acciones públicas, desde el respeto y la escucha activa a 
las víctimas.  

MIGD AGE
CCAA
EELL

MDSA
MJUS
CGPJ
FISCALIA

3.5.3. 
Justicia

Medida 246. Difusión de los derechos de las niñas y los 
niños víctimas de violencia de género, a la atención y 
asistencia psicológica especializada sin necesidad de 
solicitar la autorización paterna, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 156 del Código Civil, adecuado 
al marco de las CCAA.

MIGD MIGD
MJUS
CCAA

Medida 248. Formación del personal y adaptación del 
sistema de ayudas a la modificación de la Ley 35/1995, de 
11 de diciembre, que establece el sistema de ayudas 
públicas en favor de las víctimas directas o indirectas de 
delitos dolosos y violentos cometidos en España con 
resultado de muerte, o de lesiones graves, o de daños 
graves en la salud física o mental, de las víctimas de 
violencias sexuales y de violencia vicaria, conforme a la 
modificación operada por la Ley Orgánica 10/2022, de 6 
de septimebre, de garantía integral de la libertad sexual.

MIGD MDSA

Medida 249. Impulso de medidas de derivación y 
coordinación de los servicios sociales y de protección a la 
infancia y la adolescencia con los servicios de atención 
especializada a menores de edad víctimas de violencia de 
género.

MIGD MDSA
MIGD
CCAA

Medida 250. Formación especializada en la protección de 
los niños, niñas y adolescentes a las figuras profesionales 
de atención con el fin de prevenir y evitar de forma eficaz 
las situaciones que puedan comportar daños psíquicos y 
físicos a los menores que viven en entornos familiares 
donde existe violencia de género, incluida la violencia 
vicaria.

MIGD MDSA
FISCALÍA
MIGD
CCAA

Medida 247. Actualización de protocolos de actuación 
contra la violencia de género que sufren las hijas y los 
hijos de las mujeres víctimas y supervivientes, con la 
participación de los niños, las niñas y personas 
adolescentes.

MIGD MDSA
MIGD

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables

3.7.1. Actuando contra 
la violencia vicaria

Medida 244. Elaboración del primer «Plan de Actuación y 
Desarrollo de los derechos de los niños y niñas como 
víctimas directas de la violencia de género» dirigido al 
ámbito judicial, de familia, servicios sociales y servicios 
especializados.

MIGD

CCAAMedida 245. Diseño de programas de atención 
especializada para las mujeres víctimas de violencia 
vicaria dentro del marco de los programas de las CCAA.

MIGD

Línea estratégica 3.7. 
Desarrollando una respuesta ante la violencia vicaria de género (VIOLENCIA VICARIA)

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables
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4.1.1. 
Obligaciones 
institucionales para 
una coordinación 
eficaz: las víctimas y 
supervivientes en el 
centro. 

Medida 253. Garantía y fortalecimiento, desde un 
enfoque centrado en las necesidades y derechos de las 
víctimas y supervivientes, de los mecanismos y espacios 
de coordinación presenciales y online entre todos los 
niveles de las administraciones públicas para el abordaje 
eficaz y eficiente de las violencias machistas. 

MIGD

Medida 254. Elaboración, actualización, adaptación y 
difusión, según la legislación reciente y los estándares 
internacionales de derechos humanos, de los distintos 
protocolos de actuación y coordinación frente a todas las 
formas de violencias machistas. 

MIGD

MIGD
CCAA
EELL

CCAA
EELL

Medida 255. Adaptación de los protocolos de actuación y 
sus procedimientos a la diversidad de mujeres: mujeres 
con discapacidad, mujeres migrantes, mujeres mayores y 
en edad de jubilación, mujeres jóvenes, mujeres en el 
ámbito rural, etc. 

MIGD CCAA
EELL

Medida 256. Refuerzo de la coordinación institucional 
con la red consular, en aras de supervisar la situación de 
las víctimas de violencias machistas fuera de España, y 
reforzando el protocolo interministerial para la atención, 
el traslado y el retorno de las españolas víctimas de 
violencia contra las mujeres en el exterior, así como en 
apoyo a organismos internacionales especializados, y a 
países socios de la cooperación española de desarrollo y 
acción humanitaria. 

MIGD MAUC
MISM
MIGD

Medida 257. Fortalecimiento de la participación de los 
organismos institucionales estatales, autonómicos y 
locales en los que están representadas las asociaciones 
de mujeres, las asociaciones feministas y las 
supervivientes, para mejora de la respuesta institucional 
frente a todas las formas de violencias machistas. 

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA
EELL

EJE 4
Respuesta coordinada y multiagencia para la protección y garantía de los derechos de las 
víctimas y supervivientes de violencias machistas

Línea estratégica 4.1. 
Reforzando y mejorando la respuesta institucional coordinada frente a las violencias 
machistas. (COORDINACIÓN)

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables

MIGD MJUS
CCAA

Medida 251. Adaptación del funcionamiento de juzgados 
y tribunales la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de 
protección integral a la infancia y la adolescencia frente a 
la violencia, en la atención a menores de edad hijos e 
hijas de víctimas de violencias machistas, y en los 
recursos a los que se deriven por la autoridad judicial. 

MIGD CCAAMedida 252. Implantación del sistema de “Casas de 
infancia” establecido en la  Ley Orgánica 10/2022, de 6 de 
septimebre, de garantía integral de la libertad sexual.

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables
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4.1.2. 
Responsabilidades 
frente a la 
victimización 
secundaria

Medida 260. Diseño de actuaciones para combatir los 
estereotipos de género que persisten en las instituciones 
y organismos encargados de acompañar a las víctimas y 
supervivientes de violencias machistas, reforzando el 
buen trato y la respuesta a las mismas. 

MIGD

Medida 261. Institucionalización y estandarización de la 
figura de la profesional facilitadora, de acompañamiento 
o de referencia en el recorrido por la red de atención a 
todas las violencias machistas y otras instituciones 
públicas que asisten a las víctimas. 

MIGD

MJUS
MINT
MIGD
CCAA
EELL

MINT
MIGD
CCAA
EELL

Medida 262. Establecimiento de mecanismos de análisis, 
evaluación y rendición de cuentas ante aquellos casos 
por violencia institucional desde el marco de la debida 
diligencia.

MIGD MJUS
MINT
MIGD

Medida 263. Elaboración de diagnósticos para la 
identificación de obstáculos institucionales 
desencadenantes de la revictimización en relación a 
todas las formas de violencias machistas.  

MIGD MJUS
MINT
MIGD

Medida 265. Mejora de la respuesta y trato institucional 
de los equipos profesionales de todos los niveles de la 
administración pública en su actuación directa e 
indirecta con víctimas y supervivientes de violencias 
machistas. 

MIGD DEPARTAMENTOS 
COMPETENTES AGE
CCAA
EELL

Medida 266. Establecimiento de un sistema de 
seguimiento y evaluación con informes intermedios y 
finales sobre los recursos especializados estatales, 
autonómicos y locales de información, asistencia integral 
y reparación: 016, ATENPRO, dispositivos, servicios 
ambulatorios y servicios residenciales, sin prejuicio por 
los establecidos en las CCAA.

MIGD MIGD
CCAA
EELL

Medida 264. Garantía de servicios públicos de calidad, 
permanentes, accesibles, adaptados y no 
discriminatorios con equipos especializados en violencias 
machistas que acompañen a las víctimas y 
supervivientes en su proceso de recuperación integral. 

MIGD MJUS
MINT
MIGD
CCAA
EELL

Línea estratégica 4.1. 
Visibilizando y combatiendo la victimización secundaria (VICTIMIZACIÓN SECUNDARIA)

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables

MIGD MDSA
CCAA

Medida 258. Puesta en funcionamiento la “Ventanilla 
única de la red de servicios sociales” conforme establece 
la medida 6 del “Catálogo de Medidas Urgentes del Plan 
de Mejora y Modernización contra la Violencia de Género”, 
preservando la organización y competencias de cada 
CCAA.

MIGD CCAAMedida 259. Mejora de los canales para la derivación de 
recursos en materia de apoyo a la salud mental y 
acompañamiento psicológico, con abordaje específico en 
adicciones y patología dual.

Actuaciones Medidas Unidad
impulsora

Unidades
responsables

CCAA
EELL

CCAA
EELL
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La Estrategia Estatal para combatir las violencias machistas 2022-2025 (EEVM) 
estará vigente hasta el 31 de diciembre de 2025 y se organiza en programas 
anuales.

Los Programas Operativos Anuales (POA) son la base de ejecución y 
operacionalización de la EEVM. 

En ellos se recogen los compromisos de actuación de esta política de Estado en 
materia de lucha contra todas las violencias machistas que afectan a todas las 
mujeres a lo largo de cada año de vigencia de la Estrategia.

Se diseñan con una periodicidad anual para agilizar la ejecución distribuyendo las 
acciones concretas en tramos temporales, en la medida de lo posible permitiendo 
cierta flexibilidad en los tiempos en función de los ritmos institucionales y de la 
emergencia de posibles nuevas demandas sociales que se detecten a lo largo del 
seguimiento participativo al final de cada año.

El POA debe servir no sólo como herramienta de apoyo a la planificación, sino 
también de apoyo a la gestión de la EEVM encomendada a la Delegación del 
Gobierno para la Violencia de Género (DGVG) por Consejo de Ministras y Ministros, 
recogiendo de forma sucinta el Mapa de actuaciones prioritarias incardinadas en 
los correspondientes Ejes y Medidas de la Estrategia.

Finalmente, el POA sirve para orientar la toma de decisiones mediante el seguimiento 
de la ejecución anual. Dicho seguimiento descansa en un sistema de indicadores 
de realización ágil y realista. El seguimiento de dicha ejecución contribuirá a 
generar información útil y suficiente para retroalimentar posteriormente el 
proceso de planificación y determinar, qué líneas de actuación de carácter más 
coyuntural deben finalizar y cuáles deben tener continuidad en el año siguiente 
por su carácter estructural.

10. Vigencia y   
        anualización
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El mecanismo de información/alimentación de los indicadores de seguimiento 
para cada Medida se conformará a partir de la triangulación obtenida a través de:

- 	La información incorporada a lo largo del año por los organismos responsables 
de la coordinación dentro del formulario anual que descanse en aplicación 
informática de seguimiento.

-	 La información de valoración de progreso facilitada por los organismos 
responsables de la ejecución en la encuesta de seguimiento online anual.

-	 La información cualitativa aportada en el grupo anual que convoque a todos los 
agentes de la participación en el diseño de la EEVM.
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11. Seguimiento y 
evaluación de la 
EEVM

La EEVM contempla un sistema de seguimiento fundamentado en el principio de la 
rendición de cuentas para informar del progreso en la consecución de los objetivos 
previstos.

El sistema propuesto reside en la definición de indicadores cuantitativos y 
cualitativos realistas para generar una base de conocimiento sistemático capaz de 
devolver una fotografía periódica del estado de situación, permitiendo con ello una 
mayor agilidad en la toma de decisiones de cara a la priorización de actuaciones 
en los Programas Operativos Anuales (POAs). Además, el conjunto del proceso de 
seguimiento permitirá obtener una medición de los logros obtenidos (esperados y 
no esperados) así como la valoración de la ejecución de la propia Estrategia. 

El objetivo final es conformar un sistema de mejora continua y participada de las 
actuaciones de la EEVM, fundamentado en la generación ágil de conocimiento 
transparente y útil para la toma de decisiones.

Al igual que ha sido participado el diseño de la EEVM, el seguimiento se concibe de 
forma colaborativa y participada contando con la información procedente de los 
siguientes actores:

-	 La DGVG en calidad de responsable de la Coordinación de las medidas.

-	 Las diversas instituciones u organismos previamente designadas como 
responsables de la Ejecución de las medidas.

-	 Las y los agentes clave participantes en el diseño de las medidas o “Agentes de 
la Participación” (sociedad civil organizada y otros agentes que efectivamente 
hayan participado desde el inicio del proceso).

 11.1.	 Fundamento

 11.2.	Gobernanza del sistema de seguimiento
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Los criterios clave de seguimiento propuestos son los siguientes:

-	 Realización: determinar el desempeño temporal, de ejecución y presupuestario; 
también identifica el tipo de dificultades encontradas y las soluciones acometidas.

-	 Eficacia: valorar la consecución de fines y objetivos.

-	 Eficiencia: establecer la relación entre recursos y los logros obtenidos.

-	 Resultados: comprobar los efectos directos e indirectos sobre el ámbito 
de actuación (la realidad social) y, por lo tanto, avances obtenidos sobre los 
“Resultados Estratégicos” esperados, y aquellos no esperados producto de la 
intervención de la EEVM. 

A partir de dichos criterios, el sistema de indicadores propuesto se desarrollaría en 
diferentes dimensiones de medición que se recosumen en la estructura siguiente:

El sistema de seguimiento trata de operativizar la mayor parte de la información 
generada en el marco de la Estrategia, tanto cuantitativa como cualitativa, que 
esté relacionada con el cumplimiento de las actuaciones y medidas concretadas 
después en los POA. Dentro de la tipología de indicadores cualitativos se sumará 
también la información resultante de la reflexión participativa fundamentalmente 
en forma de indicadores de percepción u opinión (que como se describe más 
adelante tomará la forma de Cuestionarios online y Encuentros). 

No todos los criterios de seguimiento tienen la misma periodicidad de valoración, 
aunque en su mayoría tendrán una periodicidad anual.

 11.3.	Criterios y mecanismos de seguimiento

Tipo de 
inidicadores

Dimensiones de cada indicador

D1 D2 D3 D4 D5

Medidas 
ejecutadas

Ejecución 
temporal

Ejecución 
presupuestaria

Dificultades Soluciones 
aplicadas a las 
dificultadaes

Realización

Logros de la 
ejecución

Cumplimiento 
de objetivos

Marco de 
Gobernanza

Eficacia

Ejecución 
presupuestaria

Suficiencia de 
recursos

Marco de 
Gobernanza

Eficiencia 

Transformaciones = 
Logros respecto a 
los Resultados 
Estrategicos

Resultados
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Los indicadores serán de tres tipos:

-	 De seguimiento de la realización recogiendo si han sido ejecutadas las medidas 
esperadas en cada actuación y eje y/o su grado de avance. 

-	 De seguimiento de la eficacia y eficiencia, midiendo el grado de consecución de 
los objetivos esperados o su grado de desviación respecto a lo previsto, así como 
su relación con los recursos disponibles y el modo de gobernanza. 

-	 De medición de los resultados referidos a la transformación o los cambios 
producidos a corto plazo por la Estrategia. Se trata de valorar -de forma 
cuantitativa y cualitativa- la efectividad de la Estrategia y sus éxitos, la cual puede 
generar resultados previstos o imprevistos, que además pueden tener efectos 
diferenciales para mujeres y para hombres.

El método de recogida de la información de indicadores se basará en alguna de 
estas técnicas:

-	 Formulario de seguimiento alimentado por los organismos responsables de la la 
Ejecución de las medidas.

-	 Encuentro Anual de Seguimiento: Organizado por la DGVG con la asistencia de 
los organismos responsables de la Ejecución de las medidas.

-	 Cuestionario Online Anual: basado generalmente en una escala de valoración 
dirigida a las y los Agentes Clave de la Participación.

Con la información disponible recogida, se confeccionará un Informe de reporte 
Anual de cada POA en un formato estandarizado para:

-	 Recordar los compromisos para el año correspondiente.

-	 Visualizar el avance en la ejecución en los principales indicadores.

-	 Recoger los resultados alcanzados y la percepción sobre los efectos de esos 
resultados.

-	 Reflejar igualmente las posibles incidencias u obstáculos sobre el avance previsto 
y las posibles soluciones o aprendizajes.

El análisis de la evolución de los datos tendrá un carácter anual, fundamentalmente 
de los datos cuantitativos recogidos en el Formulario habilitado a esos efectos 
emitido con la frecuencia que determine la DGVG a lo que se sumarán algunas 
apreciaciones cualitativas procedentes de dos técnicas de Valoración Participada 
que se habilitarán también con carácter anual:               1) Cuestionario Online Anual 

 11.4.	Indicadores

 11.5.	Resultados del seguimiento
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para medir con escalas de valoración los resultados de las actuaciones y 2) Encuentro 
Anual de Seguimiento de carácter más abierto sobre el curso del POA correspondiente.

En cuanto al cierre del proceso, en el año 2025 se prevé la organización de una última 
sesión grupal de participación, el Encuentro Final, que se desarrollará con una lógica 
similar a los Encuentros Anuales de Seguimiento anteriores, aunque con mayor alcance 
de participación. Su objetivo será recoger la apreciación consensuada del conjunto del 
proceso, desde la elaboración de la Estrategia hasta su puesta en marcha, ejecución y 
seguimiento para todo el periodo 2022-2025. 

A partir de la información recogida tanto de la participación, como de los indicadores 
acumulados, se confeccionará un Informe Final del proceso de aplicación y resultados del 
sistema de seguimiento con datos de evolución anual comparada y agregados para todo 
el periodo de vigencia.
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-	 2019. Tráfico de seres humanos. Enlace 

-	 2021a. Informe sobre Violencia de Género. Año 2020. Enlace

-	 2021b. Informe Trimestral sobre violencia de género. Enlace

•	 CORDERO, G. y SOLER, C. (2020). Las consecuencias psicológicas de la violencia 
de género en los menores. RSI. Enlace

•	 CORRALDI ET AL., C., MARCUELLO-SERVÓS, C., BOIRA, S., Y WEIL, S. (February 
de 2016). Theories of femicide and their significance for social research. Current 
Sociology 1-21 doi: 10.1177/0011392115622256. Enlace

•	 CSW - Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer (Varios Años). 
Sesiones y resoluciones por periodo. Enlace

https://www.ucm.es/data/cont/docs/442-2019-01-30-Cuadernos%20de%20g%C3%A9nero%201.pdf
https://www.catarata.org/libro/hacia-una-nueva-politica-sexual_44955/
https://www.catarata.org/libro/la-prostitucion-en-el-corazon-del-capitalismo_51921/
https://www.ccoo.es/2f7f86bfc8a8105e09b013342bbf9e0d000001.pdf
https://www.colectivoioe.org/uploads/eb118749ce9e3b51252b7ac47e3eb9eeef68343c.pdf
https://www.colectivoioe.org/uploads/72af8b64f651f933eade7d01c9920e1a476c8a61.pdf
https://ec.europa.eu/info/law/better-regulation/have-your-say/initiatives/12682-Preventing-and-combatting-gender-based-violence/public-consultation_es
https://www.refworld.org/cgi-bin/texis/vtx/rwmain/opendocpdf.pdf?reldoc=y&docid=48244e9f2
https://www.consaludmental.org/publicaciones/Informe-Derechos-Humanos-Salud-Mental-2018.pdf
https://www.ohchr.org/es/2022/01/spanish-courts-must-protect-children-domestic-violence-and-sexual-abuse-say-un-experts
https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Estadistica-Judicial/Estadistica-por-temas/Datos-penales--civiles-y-laborales/Trafico-de-seres-humanos/
https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Estadistica-Judicial/Estadistica-por-temas/Datos-penales--civiles-y-laborales/Trafico-de-seres-humanos/
https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Estadistica-Judicial/Estadistica-por-temas/Datos-penales--civiles-y-laborales/Trafico-de-seres-humanos/
https://www.revistasanitariadeinvestigacion.com/las-consecuencias-psicologicas-de-la-violencia-de-genero-en-los-menores/
https://journals.sagepub.com/doi/abs/10.1177/0011392115622256
https://www.unwomen.org/es/csw
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•	 COMISIÓN DE IGUALDAD DEL SENADO (2017). Informe de la Ponencia del Senado 
de Estudio para la elaboración de estrategias contra la violencia de género. Enlace

•	 CONGRESO DE LOS DIPUTADOS (2017). Subcomisión para un Pacto de Estado en 
materia de Violencia de Género. Informe final. Enlace

•	 CONSEJO DE EUROPA (1997). Comunicación de la Comisión al Consejo y al 
Parlamento Europeo sobre la trata de mujeres con fines de explotación sexual 
(COM(96)0567 - C4-0638/96). Enlace

•	 CONSEJO DE EUROPA. (2011). Convenio del Consejo de Europa sobre prevención 
y lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica. Estambul, 
11.V.2011. Enlace

•	 CONSEJO DE EUROPA (2019). Recomendación CM/Rec(2019)1 del Comité de 
Ministros a los Estados miembros para prevenir y combatir el sexismo. Enlace

•	 CONSEJO DE EUROPA (2020). Comité de las Partes. Recomendaciones sobre la 
implementación en España del Convenio del Consejo de Europa sobre prevención 
y lucha contra la violencia contra la mujer y la violencia doméstica. Enlace

•	 CONSEJO DE EUROPA (2021). Make Gender Equality in Law a Reality in Fact. 
Compilation of recommendations of the Committee of Ministers of the Council of 
Europe in the field of gender equality. Enlace

•	 CONSEJO ESCOLAR DE LA COMUNIDAD VALENCIANA CECV. (2019). Informe 
Machismos cotidianos, base de la violencia contra las mujeres. Consejería de 
Educación, Cultura y Deporte. Generalitat Valenciana. Edición en línea. Enlace

•	 CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL (2008) Guía de criterios de actuación 
judicial frente a la violencia de género. CGPJ. Enlace

•	 DAMONTI, P. y AMIGOT, P. (2020). Las situaciones de exclusión social como factor 
de vulnerabilidad a la violencia de género en la pareja. Desigualdades estructurales 
y relaciones de poder de género, Empiria: Revista de metodología de ciencias 
sociales, 48, 205-230. Enlace

•	 DAMONTI, P. y AMIGOT, P. (2021). Factores que dificultan el alejamiento de una 
relación violenta: variaciones en función de la situación de integración y exclusión 
social, Cuadernos de trabajo social, 34(1) (Los Significados de calidad de la 
Educación en Trabajo Social), 183-197. Enlace

•	 DAZA BONACHELA, M.M. (2020). Análisis de datos estadísticos del CGPJ sobre 
violencia de género 2017. Feminicio.net. Enlace en línea

•	 DE DIEGO BACIERO, A., FRANCO, M.G.y ZUGASTI HERVÁS, I. (2020): ¿Cómo clasificar 
las diferentes violencias machistas online? Para Generalitat de Catalunya. Enlace

•	 DE LA GARZA, C. y DERBEZ, E. (2020). No son micro. Machismos cotidianos. 
Penguin Random House Grupo Editorial México. Enlace

•	 DE LA HERRÁN RUIZ-MATEOS, S. (2021). La diligencia debida reforzada como 
parámetro de medición de la respuesta institucional a la violencia contra la 
mujer desde la experiencia americana y europea, comunicación al II Congreso 
Internacional de la Red Iberoamericana de Estudios Jurídicos 1812, “Combatiendo 
la violencia contra la mujer: experiencias europeas y americanas”. Enlace 

https://www.senado.es/legis12/publicaciones/pdf/senado/bocg/BOCG_D_12_134_1163.PDF
https://www.congreso.es/web/guest/busqueda-de-iniciativas?p_p_id=iniciativas&p_p_lifecycle=0&p_p_state=normal&p_p_mode=view&_iniciativas_mode=mostrarDetalle&_iniciativas_legislatura=XII&_iniciativas_id=154/000002
https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/A-4-1997-0372_ES.html?redirect
https://rm.coe.int/1680462543
https://rm.coe.int/def-26-09-19-recomendacion-consejo-de-europa-sexismo/1680981feb
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/marcoInternacional/informesGREVIO/docs/RecomendacionesEspanaConvenioEstambul.pdf
https://rm.coe.int/prems-013421-gbr-2573-make-gender-equality-couv-texte-a4-web-2778-0010/1680a1d3de
https://portal.edu.gva.es/consellescolar/wp-content/uploads/sites/238/2019/11/INFORME-CECV-OK.pdf
https://www.mujeresenred.net/IMG/pdf/guia_criterios_actuacion_judicial.pdf
http://academica-e.unavarra.es/bitstream/handle/2454/39132/2020101067_Damonti_SituacionesExclusion.pdf?sequence=1&isAllowed=y
https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=7743627
https://feminicidio.net/analisis-de-datos-estadisticos-del-cgpj-sobre-violencia-de-genero-2017-2/
https://equal-landing.s3-eu-west-1.amazonaws.com/assets/estudioEqual+esp.pdf
https://books.google.es/books?id=SBfRDwAAQBAJ&pg=PA100&hl=es&source=gbs_toc_r&cad=3#v=onepage&q&f=false
https://riej1812.com/wp-content/uploads/2021/04/DE-LA-HERRA_N_-Comunicacio_n_-Diligencia-debida-reforzada-en-violencia-de-ge_nero.pdf
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•	 DE MIGUEL ÁLVAREZ, A. (2005). La construcción de un marco feminista de 
interpretación: la violencia de género. Cuadernos de trabajo social 18:231-248. 
Enlace

•	 DEFENSORÍAS DEL PUEBLO (2018). Declaración de las Defensorías del Pueblo 
sobre la atención a mujeres y menores víctimas de violencia de género. XXXIII 
Jornadas de Coordinación de Defensores del Pueblo. Alicante. Enlace

•	 DGVG - Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género:

-	 2022. La violencia política por razón de género en España. Informe elaborado 
por Hybridas. Enlace

-	 2021. Comparativa Internacional en Políticas de Masculinidades. Informe 
elaborado por CEPAIM. Enlace

-	 2021b. Guía de actuación contra la violencia machista (Guía Punto Violeta) “La 
violencia machista la paramos unidas”. Enlace

-	 2021a. Estadística de Mujeres víctimas mortales por Violencia de Género en 
España a manos de sus parejas o exparejas. Datos provisionales. Enlace

-	 2021b. Estadística de Menores víctimas mortales en casos de Violencia de 
Género contra su madre en España. Datos provisionales. Enlace

-	 2021c. Portal Estadístico de la DGVG. Enlace

-	 2021d. La situación de la violencia contra las mujeres en la adolescencia en 
España. Informe elaborado por María José Díaz-Aguado et al. Enlace

-	 2021e. El acoso sexual y el acoso por razón de sexo en el ámbito laboral en 
España. Informe elaborado por la Confederación Sindical de Comisiones 
Obreras (CCOO). Enlace 

-	 2021f. Prácticas de reparación de violencias machistas. Análisis y propuestas. 
Informe elaborado por Tania Sordo Ruz. Enlace

-	 2021g. Contar sin legitimar. Violencias machistas en los medios de 
comunicación. Informe elaborado por PIKARA MAGAZINE. Enlace

-	 2020a. Macroencuesta de violencia contra la mujer 2019. Enlace

-	 2020c. Mujeres víctimas de violencia de género en el mundo rural. Informe 
elaborado por Federación de Asociaciones de Mujeres Rurales (FADEMUR) 
Enlace

-	 2019. Estudio sobre el tiempo que tardan las mujeres víctimas de violencia de 
género en verbalizar su situación. Informe elaborado por la Fundación Igual a 
Igual. Enlace

-	 2019. Documento refundido de medidas del Pacto de Estado en materia de 
violencia de género (Congreso + Senado). Enlace

-	 2019b. Guía del sistema de acción y coordinación en casos de violencia de 
género en España. Recuperado el 2 de 11 de 2021. Enlace

-	 2019b. Estudio sobre las mujeres mayores de 65 años víctimas de violencia 
de género. Informe elaborado por Cruz Roja Española. Enlace

-	 2018. Percepción social de la violencia sexual. Enlace

https://revistas.ucm.es/index.php/CUTS/article/view/CUTS0505110231A
https://www.defensordelpueblo.es/wp-content/uploads/2018/10/declaracion_defensorias_violencia_genero.pdf
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaEnCifras/estudios/investigaciones/2022/pdf/La_violencia_politica_por_razon_de_genero_HYBRIDAS_DGVG_DEF.pdf
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaEnCifras/estudios/investigaciones/2021/estudios/comparativa_politicas_masculinidades_.htm
https://www.igualdad.gob.es/prioridades/punto-violeta/Documents/GuiaPuntoVioletaMovil.pdf
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaEnCifras/victimasMortales/fichaMujeres/pdf/VMortales_2021_11_08_1.pdf
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaEnCifras/victimasMortales/fichaMenores/docs/Vmenores_2021_10_28-21.pdf
http://estadisticasviolenciagenero.igualdad.mpr.gob.es/
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaEnCifras/estudios/investigaciones/2021/pdfs/Estudio_ViolenciaEnAdolescencia.pdf
https://www.ccoo.es/2f7f86bfc8a8105e09b013342bbf9e0d000001.pdf
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaEnCifras/estudios/investigaciones/2021/pdfs/Estudio_Reparaciones_TSR_def.pdf
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaEnCifras/estudios/investigaciones/2021/pdfs/pikara_medios_comunicacion_DEF.pdf
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaEnCifras/macroencuesta2015/pdf/Macroencuesta_2019_estudio_investigacion.pdf
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaEnCifras/estudios/investigaciones/2020/pdfs/vg__mundorural.pdf
https://violenciagenero.org/sites/default/files/estudio_tiempo_denuncia4.pdf
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/pactoEstado/docs/Documento_Refundido_PEVG_2.pdf.
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/informacionUtil/guia/home.htm
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/informacionUtil/guia/home.htm
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/laDelegacionInforma/2018/pdf/DGVG_INFORMA_PERCEPCION_SOCIAL_VIOLENCIA_SEXUAL.pdf
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-	 2017. El impacto de la violencia de género en España: una valoración de sus 
costes en 2016. Madrid: Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes 
e Igualdad. Enlace

-	 2015. Plan integral de lucha contra la trata de mujeres y niñas con fines de 
explotación sexual 2015-2018. Enlace

-	 2013. Estrategia Nacional para la Erradicación de la Violencia Contra la Mujer 
2013-2016. Enlace

•	 DIRECCIÓN GENERAL DE LA POLICÍA (2021). Código de Violencia de Género y 
Doméstica. Actualizado a 5 de noviembre de 2021. Agencia Estatal Boletín Oficial 
del Estado. Recuperado el 15/11/2021. Enlace

•	 DOMÍNGUEZ MARTÍNEZ, P. (2011). El impago de pensiones como violencia 
económica, en Zurilla Cariñana, M.A., y Domínguez Martínez, P. Violencia contra 
las mujeres: un enfoque jurídico, 111-130. Enlace

•	 DOMÍNGUEZ VELA, M. (2016). Violencia de género y victimización secundaria. 
Revista digital de medicina psicosomática y psicoterapia. Volumen VI, nº 1, marzo. 
Enlace

•	 EAPN (2021). El estado de la pobreza seguimiento del indicador de riesgo de 
pobreza y exclusión social en España. Enlace

•	 EIGE (2021) The costs of gender-based violence in the European Union. Enlace

•	 ESCUDERO, A., AGUILAR, L. y DE LA CRUZ, J. (2008). La lógica del Síndrome de 
Alienación Parental de Gardner (SAP): «terapia de la amenaza». Revista de la 
Asociación Española de Neuropsiquiatría, 2008, vol. XXVIII, n.º 102, pp. 283-305, 
ISSN 0211-5735. Enlace

•	 EUDEL - Euskadiko Udalen Elkartea /Asociación de Municipios Vascos (2021). Guía 
de Actuaciones Locales para la reparación de víctimas de violencia machista. 
Versión extendida. (E. B. Emakunde, Ed.) Recuperado el 11 de 11 de 2021. Enlace

•	 FALUDI, S. 1991. Backlash: The Undeclared War Against American Women. New 
York: Three River Press. Enlace

•	 FALQUET, J. 2011. Pour une anatomie des classes de sexe : Nicole-Claude Mathieu 
ou la conscience des opprimé•e•s. Cahiers du Genre, 50, 193-217. Enlace 

•	 FEAFES (2017).  Investigación sobre violencia contra las mujeres con enfermedad 
mental. Enlace

•	 FEJŐS, A. AND ZENTAI, V (eds.). (2021) Anti-Gender Hate Speech in Populist 
Right-Wing Social Media Communication. With the contribution of M. Bladini, N. 
Igareda, A. Helmstad, A. Pascale, A. Schulz, R. Sette, S. Sicurella, E-M. Svensson, 
C. Wilhelm. GENHA project. European Union’s Rights, Equality and Citizenship 
Programme (2014-2020). Enlace 

•	 FMJ- Federación de Mujeres Jóvenes (2020). Noches seguras para todas. Enlace

•	 FMP - Federación de Mujeres Progresistas (2020). Mujer, discapacidad y violencia 
de género. Madrid. Enlace

•	 FEMINICIDIO.NET (2021). Listado de feminicidios y otros asesinatos de mujeres 
cometidos por hombres en España en 2021. Enlace

https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaEnCifras/estudios/investigaciones/2019/pdfs/El_impacto_de_la_VG_ES.pdf
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/planActuacion/planContraExplotacionSexual/docs/Plan_Integral_Trata_18_Septiembre2015_2018.pdf
http://Estrategia Nacional para la Erradicación de la Violencia contra la Mujer 2013-2016 - Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/
https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=4110979
https://psicociencias.org/pdf_noticias/Violencia_de_geneo_y_victimizacion_secundaria.pdf
https://www.eapn.es/estadodepobreza/graficos-2021.php
https://eige.europa.eu/publications/costs-gender-based-violence-european-union
https://scielo.isciii.es/pdf/neuropsiq/v28n2/v28n2a04.pdf
https://www.eudel.eus/eu/publicaciones/libro/guia_de_actuaciones_locales_para_la_reparacion_de_victimas_de_violencia_machista_1
https://www.amazon.es/Backlash-Undeclared-Against-American-Women/dp/0307345424
https://www.cairn.info/revue-cahiers-du-genre-2011-1-page-193.htm?ref=doi
http://www.fedeafes.org/wp-content/uploads/2017/06/GUIA_Fedeafes_estudio-violencia-genero-mujeres-con-enfermedad-mental_guia_web.pdf
http://genha.eu/publications-reports
https://mujeresjovenes.org/wp-content/uploads/2020/10/Investigacion_NochesSegurasParaTodas.pdf
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaEnCifras/estudios/investigaciones/2020/pdfs/violenciag_discapacidad.pdf
https://feminicidio.net/listado-de-feminicidios-y-otros-asesinatos-de-mujeres-cometidos-por-hombres-en-espana-en-2021/
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•	 FERRER-PÉREZ, V. A. Y BOSCH-FIOL, E. (2019). El género en el análisis de la violencia 
contra las mujeres en la pareja: de la “ceguera” de género a la investigación 
específica del mismo. Anuario de Psicología Jurídica, 29, 69-76. Enlace

•	 FRANCO REBOLLAR, P., GUILLÓ GIRARD, C. I., Y NUÑO GÓMEZ, L. (2010). Estudio 
sobre el programa público de teleprotección móvil para víctimas de violencia de 
género y sobre las causas por las que algunas víctimas de violencia de género no 
denuncian. FEMP-DGVG. No publicado

•	 FUNDACIÓN ANAR (2018). Informe Violencia de Género: en niños, niñas y 
adolescentes. Enlace

•	 FUNDACIÓN CERMI-MUJERES (2020). La violencia sexual en las mujeres con 
discapacidad intelectual. Madrid: Delegación del Gobierno contra la Violencia de 
Género. Enlace

•	 FUNDACIÓN FIET GRATIA (2021). Turismo sexual en España. Enlace 

•	 FUNDACIÓN WASSU-UAB (2020). La mutilación genital femenina en España. 
Enlace 

•	 GALARZA FERNÁNDEZ, E., ROBO BEDÍA, ESQUEMBRE CERDÁ, M.(2016): “Medios 
y violencia simbólica contra las mujeres”. Revista Latina de Comunicación Social, 
71, pp. 818 a 832 22 Enlace

•	 GARCÍA, S., LÓPEZ A. M., CORROCHANO, E. H., y MENA, L. (2011). Poblaciones 
mercancía: tráfico y trata de mujeres en España. Colección Documentos contra 
la Violencia de Género núm. 13. Madrid: Ministerio de Sanidad, Política Social e 
Igualdad. Enlace

•	 GOBIERNO DE ESPAÑA:

-	 Instrumento de Ratificación del Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar 
la trata de personas, especialmente mujeres y niños, que complementa 
la Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia organizada 
transnacional, hecho en Nueva York el 15 de noviembre de 2000. BOE núm. 
296, de 11 de diciembre de 2003. Enlace

-	 Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, Medidas de Protección Integral 
contra la Violencia de Género. Boletín Oficial del Estado (BOE) núm. 313, de 
29/12/2004. Enlace

-	 Ley 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva entre mujeres y hombres. 
BOE núm. 71, de 23/03/2007. Enlace

-	 Instrumento de Ratificación del Convenio del Consejo de Europa sobre la lucha 
contra la trata de seres humanos (Convenio nº 197 del Consejo de Europa), 
hecho en Varsovia el 16 de mayo de 2005. BOE núm. 219, de 10 de septiembre 
de 2009. Enlace

-	 Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, por la que se modifica la Ley Orgánica 
10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. BOE núm. 152, de 23 de junio 
de 2010. Enlace

-	 Instrumento de ratificación del Convenio del Consejo de Europa sobre 
prevención y lucha contra la violencia contra la mujer y la violencia doméstica, 
hecho en Estambul el 11 de mayo de 2011. Enlace

https://doi.org/10.5093/apj2019a3
https://www.anar.org/wp-content/uploads/2019/11/Informe-Tel%25C3%25A9fono-ANAR-Violencia-G%25C3%25A9nero-2018.pdf
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaEnCifras/estudios/investigaciones/2020/pdfs/violencia_sexual_discapacidad_intelectual.pdf.pdf
https://fietgratia.org/turismo-sexual-en-espana/
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaEnCifras/estudios/investigaciones/2020/estudio_mgf.htm
https://nuevaepoca.revistalatinacs.org/index.php/revista/article/view/777/1179
https://igualdadyviolenciadegenero.carm.es/publicaciones-y-guias/-/asset_publisher/YKkuX1aqqfDs/content/poblaciones-mercancia-trafico-y-trata-de-mujeres-en-espana-2011/maximized
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2003-22719
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2004-21760
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2007-6115
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2014-5947
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2010-9953
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2014-5947
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-	 Real Decreto-ley 9/2018, de 3 de agosto, de medidas urgentes para el 
desarrollo del Pacto de Estado contra la violencia de género. BOE núm. 188, 
de 04/08/2018. Enlace

-	 Real Decreto-Ley 12/2020, de 31 de marzo, de medidas urgentes en materia 
de protección y asistencia a las víctimas de violencia de género. BOE núm. 91, 
de 01/04/2020. Enlace

-	 Resolución de 28 de julio de 2021, de la Subsecretaría, por la que se publica el 
Acuerdo del Consejo de Ministros de 27 de julio de 2021, por el que se aprueba 
el Catálogo de Medidas Urgentes del Plan de Mejora y Modernización contra la 
Violencia de Género. BOE núm. 186, de 5 de agosto de 2021. Enlace

-	 Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia y la 
adolescencia frente a la violencia. BOE núm. 134, de 5 de junio de 2021. Enlace

-	 Anteproyecto de Ley Orgánica de Garantía Integral de la Libertad Sexual. 
2021. Enlace

-	 Resolución de 2 de diciembre de 2021, de la Secretaría de Estado de Igualdad 
y contra la Violencia de Género, por la que se publica el Acuerdo de la 
Conferencia Sectorial de Igualdad, de 11 de noviembre de 2021, relativo a la 
acreditación de las situaciones de violencia de género. Enlace

•	 GOBIERNO VASCO (2019). Estudio sobre la realidad de las mujeres en situación de 
exclusión residencial. Enlace

•	 GONZÁLEZ ORTA, L. (2020). Incidencia de las políticas globales en las legislaciones 
nacionales: el caso de la Convención para la Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación contra las Mujeres (CEDAW) en España. Gestión y análisis de 
políticas públicas GAPP (24), 106-119. DOI. Enlace

•	 GREVIO (2020). Primer Informe de Evaluación GREVIO sobre España (Convenio de 
Estambul). Enlace

•	 GREVIO (2021). General Recommendation No. 1 on the digital dimension of violence 
against women, adopted on 20 October 2021. Council of Europe. Página 17. Enlace 

•	 GUILLÓ GIRARD, C. y SANTIAGO GORDILLO, P. (2016). Trata, prostitución y turismo 
sexual España en la intersección. En A. De Miguel (ed.), & L. Nuño (ed.), Elementos 
para una teoría crítica del sistema prostitucional. Granada: Comares. Enlace

•	 GUILLÓ GIRARD, C. (2018). El sentido de ser víctima y la víctima como sentido: 
tecnologías de enunciación de la violencia de género. Tesis doctoral dirigida por 
Laura Nuño Gómez (dir. tes.), Amparo Serrano Pascual (dir. tes.). Universidad 
Complutense de Madrid. Enlace

•	 HÉRITIER, FRANÇOISE. 1996. Masculin, Féminin. La pensée de la différence. Paris: 
Odile Jacob. Enlace

•	 HÉRITIER, FRANÇOISE (ed.). 2005. De la violence II. Paris: Odile Jacob. Enlace

•	 HIRIGOYEN, M.F. (2006). Mujeres maltratadas: Los mecanismos de la violencia de 
pareja. Barcelona: Paidós. Enlace

•	 INE -INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA, (2012).  Encuesta a las personas sin 
hogar. Enlace

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2018-11135
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-4209
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2021-13472
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2021-9347
https://www.igualdad.gob.es/normativa/normativa-en-tramitacion/Documents/APLOGILSV2.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/12/13/pdfs/BOE-A-2021-20570.pdf
http://www.bizitegi.org/wp-content/uploads/2019/07/Mujeres-situacion-exclusion-residencial_cas.pdf?msclkid=ee99aee2bffa11ec81bf669782b669c7
https://doi.org/10.24965/gapp.i24.10810
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/marcoInternacional/informesGREVIO/home.htm
https://rm.coe.int/grevio-rec-no-on-digital-violence-against-women/1680a49147
https://www.edisofer.com/9788490455043-elementos-para-una-teora-crtica-del-sistema-prostitucional
https://eprints.ucm.es/id/eprint/51655/
https://journals.openedition.org/clio/326
https://raco.cat/index.php/AnuarioPsicologia/article/view/97586
https://www.ine.es/dynt3/inebase/index.htm?type=pcaxis&path=/t25/p454/e02/a2012/&file=pcaxis
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•	 INE -INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA (2021). Indicadores de calidad de 
vida. Seguridad física y personal. Enlace

•	 INSTITUTO ANDALUZ DE LA MUJER (2021). Protocolo para evitar la victimización 
secundaria en mujeres víctimas de violencia de género. Elaborado por Asociación 
FACILITA. Enlace

•	 INSTITUTO DE LA MUJER (2006). El acoso sexual a las mujeres en el ámbito laboral. 
Resumen de resultados. Madrid: Instituto de la Mujer. INMARK. Enlace

•	 INSTITUTO DE LAS MUJERES (2021). Mujeres en Cifras - Violencia - Delitos contra 
la Libertad Sexual. Enlace

•	 ISMUR - UNIVERSIDAD DE VALLADOLID (2019). Estudio sobre la violencia de 
género en el medio rural de Castilla y León. Enlace 

•	 KAPLAN, A. y LÓPEZ, A. (2017). Mapa de la Mutilación Genital Femenina en España 
2016. Antropología Aplicada 3. Servei de Publicacions Universitat Autònoma de 
Barcelona, Bellaterra. Enlace

•	 KELLY, L (1988). Surviving sexual violence. Polity Press Inglaterra. Enlace

•	 KROOK, M. & RESTREPO, J. (2016). Violencia contra las mujeres en política. En 
defensa del concepto. Política y Gobierno, 23, nº 2 Enlace

•	 LAGARDE, M. (2006): “Introducción”, en Feminicidio: una perspectiva global, 
México, Diana Russell y Roberta Harmes editoras, Comisión Especial para Conocer 
y Dar Seguimiento a las Investigaciones Relacionadas con los Feminicidios en la 
República Mexicana y a la Procuración de Justicia Vinculada, México.

•	 LAGARDE, M. (2008): “Antropología, feminismo y política: violencia feminicida y 
derechos humanos de las mujeres”, en Margaret Bullen y Carmen Díez Mintegui 
(Coord.), Retos teóricos y nuevas prácticas, Ankulegi Antropologia Elkartea. Enlace

•	 LÓPEZ RODRÍGUEZ, S. (2017). Políticas públicas y producción de espacios de 
vulnerabilidad: Efectos del discurso político sobre violencias de género y derechos 
sexuales y reproductivos en España. Tesis doctoral. Universidad Autónoma de 
Madrid. Enlace

•	 LORENTE ACOSTA, M. (2013). Posmachismo, violencia de género y derecho. 
Themis: Revista Jurídica de Igualdad de Género, Nº 13, 2013, págs. 67-76. Enlace

•	 LORENTE ACOSTA, M. 2020. Autopsia del Machismo. Albolote (Granada): Comares

•	 MANGAS LLOMPART, AINA MARÍA. (2017). Una mirada caleidoscópica de la 
mutilación genital femenina en Cataluña. Leyes, protocolos, actuaciones punitivas 
e intervenciones preventivas. Tesis doctoral. Universitat Autònoma de Barcelona. 
Enlace

•	 MARÍN TORICES; M.I. (2017). Neuropsicología forense en víctimas de violencia de 
género. Tesis doctoral. Universidad de Granada. Enlace

•	 MARTÍNEZ VICENTE, L. (2019). Gestación subrogada: Capitalismo, patriarcado y 
poder. Pepitas de Calabaza. Enlace

•	 MATHIEU, NICOLE-CLAUDE. 1999. Bourdieu ou le pouvoir auto-hypnotique de la 
domination masculine, Les Temps modernes 604 “Sur la domination masculine : 
réponses à Pierre Bourdieu”.

https://www.ine.es/ss/Satellite?L=es_ES&c=INEPublicacion_C&cid=1259937499084&p=1254735110672&pagename=ProductosYServicios%2FPYSLayout&param1=PYSDetalleGratuitas&param2=1259944569441&param4=Mostrar
https://www.juntadeandalucia.es/iam/catalogo/doc/iam/2021/143639366.pdf
https://www.navarra.es/NR/rdonlyres/D91FE499-4898-4EDD-AA09-213A8AF122EA/153594/MTASEstudioAcosoSexual.pdf
https://www.inmujeres.gob.es/MujerCifras/Violencia/DelitosLibertadSexual.htm
https://ismursegovia.es/wp-content/uploads/2020/02/Estuido-violencia-en-el-medio-rural-de-cyl.pdf
https://www.bienestaryproteccioninfantil.es/imagenes/tablaContenidos03SubSec/MapFGMSp2016(1).pdf
https://books.google.es/books?hl=es&lr=&id=8cWs45QH-zcC&oi=fnd&pg=PP8&dq=%25E2%2580%25A2+Kelly,+L+(1988).+Surviving+sexual+violence&ots=1vy2BKgtGj&sig=bCBt-HtS07bfjqsWcab9z43wI9w#v=onepage&q&f=false
http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1665-20372016000200459
https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=3078742
https://repositorio.uam.es/handle/10486/681123
https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=6537648
https://www.tdx.cat/handle/10803/454831#page=1
https://dialnet.unirioja.es/servlet/tesis?codigo=125458
https://www.pepitas.net/libro/gestacion-subrogada
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•	 MÉDICOS DEL MUNDO

-	 2020. La prostitución como forma de violencia de género. Enlace

-	 2021a. Prostitución y trata de seres humanos con fines de explotación sexual 
en España. Enlace 

-	 2021b. Personas sin hogar en España. Enlace 

•	 MEIL LANDWERLIN, G. (2014). Percepción social de la Violencia de Género. 
Colección Documentos contra la Violencia de Género núm. 17. Madrid: Delegación 
del Gobierno contra la Violencia de Género (DGVG). Enlace

•	 MINISTERIO DEL INTERIOR. 

-	 2021. Informe sobre violencia contra la mujer España 2015-2019. Madrid: 
Ministerio del Interior. Enlace

-	 2021a. Sistema de seguimiento integral en los casos de Violencia de Género 
(Sistema VioGén). Datos estadísticos. Octubre 2021. Enlace

-	 2021b. Informe sobre violencia contra la mujer. Enlace

-	 2021c. Informe de la Encuesta sobre Delitos de Odio. Enlace

•	 MINISTERIO DE IGUALDAD (2020). Plan de Contingencia contra la violencia de 
género ante la crisis del COVID-19. Enlace 

•	 MINISTERIO DE SANIDAD (2020). Atención perinatal en España: análisis de los 
recursos físicos, humanos, actividad y calidad de los servicios hospitalarios 2010-
2018. Enlace

•	 MINISTERIO DE SANIDAD, SERVICIOS SOCIALES E IGUALDAD. 2012. Protocolo 
común para la actuación sanitaria ante la violencia de género 2012. Madrid: MSSI. 
Enlace

•	 MONTAÑÉS, P., Y MOYANO, M. (2006). Violencia de género sobre inmigrantes en 
España. Un análisis psicosocial. Pensamiento Psicológico, 2(6),21-32. Enlace

•	 MONTEROS OBELAR, S. (2019). Mujeres migrantes víctimas de violencia de género 
en España. Documento de análisis en el marco de la Ley orgánica 1/2004 de 
medidas de protección integral contra la violencia de género. Madrid: Asociación 
de Investigación y Especialización Sobre Temas Iberoamericanos (AIETI). Enlace

•	 MUJERES PARA LA SALUD (2017). ¿Cómo percibimos las mujeres los servicios de 
ginecología? Enlace

•	 NACIONES UNIDAS:

-	 1993. Declaración sobre eliminación de la violencia contra la mujer. Enlace

-	 1995.  Declaración y la Plataforma para la Acción de Beijing. ONU Mujeres. 
Enlace

-	 1999. Protocolo Facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer adoptada por la Asamblea General 
en su resolución A/54/4 de 6 de octubre de 1999. Enlace

-	 2015. Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible. Resolución aprobada por la Asamblea General el 25 de septiembre 
de 2015. Enlace

https://www.pepitas.net/libro/gestacion-subrogada
https://www.medicosdelmundo.org/que-hacemos/espana/prostitucion-y-trata-de-seres-humanos-con-fines-de-explotacion-sexual
https://www.medicosdelmundo.org/que-hacemos/espana/personas-sin-hogar
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaEnCifras/estudios/colecciones/pdf/Percepcion_Social_VG_web.pdf
https://estadisticasdecriminalidad.ses.mir.es/publico/portalestadistico/dam/jcr:34be8e1f-e3a5-42d3-a6e9-1a38e13e5598/Informe%2520sobre%2520violencia%2520contra%2520la%2520mujer%25202015-2019.pdf
https://www.interior.gob.es/opencms/pdf/servicios-al-ciudadano/violencia-contra-la-mujer/estadisticas/2021/OCTUBRE-21.pdf
https://www.interior.gob.es/opencms/pdf/archivos-y-documentacion/documentacion-y-publicaciones/publicaciones-descargables/Base-de-datos-policial-de-identificadores-obtenidos-a-partir-de-ADN.-Memoria/Informe_sobre_-violencia_-contra_-la-mujer_-2015-2019_126210076.pdf
https://www.interior.gob.es/opencms/pdf/servicios-al-ciudadano/Delitos-de-odio/descargas/Informe-de-la-encuesta-sobre-delitos-de-odio_2021.pdf
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/sensibilizacionConcienciacion/campannas/violenciaGobierno/todoSaldraBien/ResumenEjecutivoPlanContigenciaAMPLIACIONAbril2020.pdf
http://apps.who.int/iris/bitstream/10665/161442/1/WHO_RHR_15.02_eng.pdf?ua=1
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/profesionalesInvestigacion/sanitario/docs/PSanitarioVG2012.pdf
https://www.redalyc.org/articulo.oa?id=80100603
https://aieti.es/wp-content/uploads/2019/02/Violencia_genero_mujeres_migrantes.pdf
https://www.mujeresparalasalud.org/como-percibimos-las-mujeres-los-servicios-de-ginecologia/
https://www.ohchr.org/sp/newsevents/ohchr20/pages/wchr.aspx
https://www.unwomen.org/es/digital-library/publications/2015/01/beijing-declaration
https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/HRBodies/CEDAW/OP_CEDAW_sp.pdf
https://unctad.org/system/files/official-document/ares70d1_es.pdf
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-	 2021. Acabar con la mutilación genital femenina para 2030. Enlace

-	 2022. Niñas y niños en España expuestos al riesgo de violencia y abuso 
sexual por sistema judicial. Enlace

•	 NUÑO GÓMEZ, L. (2020). Maternidades S.A. La apropiación y explotación del 
cuerpo de las mujeres para fines sexuales o reproductivos. Madrid: Catarata. 
Enlace

•	 NUÑO GÓMEZ, L. (2013). Violencia y Deshumanización de las mujeres: la gran 
sombra en la protección internacional de los Derechos Humanos”. En. Figueruelo, 
A., del Pozo, y León m. (Eds.), Violencia de Género e Igualdad: una cuestión de 
Derechos Humanos (pp. 83-206). Comares. Enlace

•	 OBSERVATORIO DE REDES CONTRA EL ODIO y FELGTB -Federación Estatal de 
Lesbianas, Gais, Trans y Bisexuales (2019). Informe 2019. Delitos de odio. Para el 
Ministerio de Sanidad, Consumo y bienestar Social. Enlace

•	 OBSERVATORIO ESTATAL DE VIOLENCIA SOBRE LA MUJER (2007). Informe anual 
del observatorio estatal de violencia sobre la mujer. Enlace

•	 OBSERVATORIO ESTATAL DE VIOLENCIA SOBRE LA MUJER (2021). Aportaciones 
a la propuesta de definiciones de feminicidios de la Delegación del Gobierno 
Contra la Violencia de Género del Ministerio de Igualdad. Documento interno. No 
publicado

•	 OBSERVATORIO NACIONAL DE TECNOLOGÍA Y SOCIEDAD- ONTSI (2022). Políticas 
públicas contra la violencia de género 2022. Madrid: Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital. Enlace

•	 OBSERVATORIO NOCTÁMBULAS. (2020). 7 pasos para construir un plan de 
abordaje de las violencias sexuales en espacios festivos. Barcelona. Enlace

•	 OEA - ORGANIZACIÓN DE ESTADOS AMERICANOS (1994). Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
“Convención do Belem Do Pará” Enlace

•	 OEA - ORGANIZACIÓN DE ESTADOS AMERICANOS (2021). La violencia de género 
en línea contra las mujeres y niñas. Guía de conceptos básicos, herramientas de 
seguridad digital y estrategias de respuesta. Enlace

•	 OFICINA DEL ALTO COMISIONADO PARA LOS DERECHOS HUMANOS (2012). 
Nacidos Libres e Iguales. Orientación sexual e identidad de género en las normas 
internacionales de los derechos humanos. Ginebra: Naciones Unidas. Enlace

•	 OMS - Organización Mundial de la Salud (2015). WHO Statement on Caesarean 
Section Rates. Enlace

•	 OMS - Organización Mundial de la Salud (1996). Prevención de la violencia: una 
prioridad de salud pública. 49ª Asamblea Mundial de la Salud. WHA49.25. Enlace

•	 OMS - Organización Mundial de la Salud (2014). Prevención y erradicación de la 
falta de respeto y el maltrato durante la atención del parto en centros de salud. 
OMS: WHO/RHR/14.23. Recuperado el 25 de 10 de 2021. Enlace

•	 ONU Mujeres. 2012. Manual de planes de acción nacionales sobre la violencia 
contra las mujeres. Nueva York: ONU Mujeres. Enlace

https://www.un.org/es/observances/female-genital-mutilation-day
https://unric.org/es/ninas-y-ninos-en-espana-expuestos-al-riesgo-de-violencia-y-abuso-sexual-por-sistema-judicial/
https://www.librerialuque.es/libro/maternidades-s-a-_330283
https://dialnet.unirioja.es/servlet/libro?codigo=542236
https://felgtb.org/wp-content/uploads/2020/06/INFORME_DELITOSDEODIO2019.pdf
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaEnCifras/observatorio/informesAnuales/informes/informe2007.htm
https://www.ontsi.es/sites/ontsi/files/2022-04/violenciadigitalgenerounarealidadinvisible_2022.pdf
https://violenciagenero.org/sites/default/files/guia7pasos_abordajesvs_noctambulas_compressed.pdf#:~:text=El%2520Observatorio%2520Noct%25C3%25A1mbul%2540s%2520sobre%2520violencias%2520sexuales%2520en%2520entornos,en%2520estos%2520contextos%2520por%2520el%2520hecho%2520de%2520serlo.
https://www.oas.org/es/mesecvi/convencion.asp
https://www.oas.org/es/sms/cicte/docs/Manual-La-violencia-de-genero-en-linea-contra-las-mujeres-y-ninas.pdf
https://www.ohchr.org/Documents/Publications/BornFreeAndEqualLowRes_SP.pdf
https://apps.who.int/iris/bitstream/handle/10665/161442/WHO_RHR_15.02_eng.pdf;jsessionid=2513573949F7B1401E317C92390E4A93?sequence=1
https://www.who.int/violence_injury_prevention/resources/publications/en/WHA4925_spa.pdf
https://apps.who.int/iris/bitstream/handle/10665/134590/WHO_RHR_14.23_spa.pdf%3Bjsessionid=5D0877EAAFD204AD48C4446DF8EE9857?sequence=1
https://www.unwomen.org/es/digital-library/publications/2011/6/handbook-for-national-action-plans-on-violence-against-women
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•	 PARDO, E; MEROÑO, M., 2015. Estudio cualitativo sobre clientes de la prostitución. 
Agència de Salut Pública de Catalunya. Enlace

•	 PARLAMENTO EUROPEO (2021) Resolución del Parlamento Europeo, de 16 de 
septiembre de 2021, con recomendaciones a la Comisión sobre la definición de 
la violencia de género como nuevo ámbito delictivo recogido en el artículo 83, 
apartado 1, del TFUE. Enlace

•	 PLATAFORMA CEDAW SOMBRA ESPAÑA. (2019). Informes sombra sobre la 
aplicación en España 2015-2018 de la CEDAW. Recuperado el 22 de 11 de 2021. 
Enlace

•	 PERAMATO MARTÍN, T. (2019). Violencia de género. Debida diligencia de los Estados 
en la prevención, protección y sanción, Revista de Jurisprudencia 2. Enlace

•	 PERELA LARROSA, M. (2010). Violencia de género: violencia psicológica, Revista 
de ciencias jurídicas y sociales, 11-12, 353-376. Enlace

•	 PÉREZ DE MADRID, A. y BELCHÍ, C. para AYUNTAMIENTO DE MADRID y ASOCIACIÓN 
AIRES (2019). Mujeres Invisibles: Una mirada a las violencias y la exclusión. Enlace

•	 PLAN INTERNATIONAL (2021). Safer Cities for Girls, un análisis del acoso callejero 
en las ciudades de Barcelona, Madrid y Sevilla. Enlace

•	 POZO GORDALIZA, R. (2021). ¿Es la justicia juvenil patriarcal? percepciones, 
actitudes y expectativas de los y las profesionales que intervienen directa o 
indirectamente con las jóvenes y niñas infractoras. Géneros, ISSN-e 2014-3613, 
Vol. 10, Nº. 1, 2021 (Ejemplar dedicado a: Géneros. Multidisciplinary Journal of 
Gender Studies. February), págs. 1-21. Enlace

•	 RANEA TRIVIÑO, B. (2018). La prostitución: entre viejos privilegios masculinos y 
nuevos imaginarios neoliberales. Atlánticas. Revista Internacional de Estudios 
Feministas, 3, 2-12. Enlace 

•	 RANEA TRIVIÑO, B. (2019). Masculinidad hegemónica y prostitución femenina. 
(Re)construcciones del orden de género en los contextos de prostitución en el 
Estado español. Tesis doctoral. Cobo Bedía, R., (dir. tes.), y Gil Calvo, E., (dir. tes.). 
Universidad Complutense de Madrid. Enlace

•	 RANEA TRIVIÑO, B. (2021). Una mirada crítica al abordaje de la prostitución: 
reflexiones sobre la abolición, Gaceta sanitaria, 35(1), 93-94. Enlace

•	 RED ESTATAL LIBRES DE MGF (2021). Nota de prensa. 6 febrero, Día Internacional 
de Tolerancia Cero a la Mutilación Genital Femenina. Enlace

•	 RECINOS, J.D.; Y CALDERÓN GAMBOA, J. (2017). Frente a la violencia de género: 
deberes de prevención en contextos contra la mujer e investigación en conflicto 
armado. Desarrollos jurisprudenciales de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos Frente a la violencia de género: deberes de prevención en contextos 
contra la mujer e investigación en conflicto armado. Desarrollos jurisprudenciales 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos; en Guajardo, G. & Cenitagoya, 
V. (Eds.) (2017). Femicidio y suicidio de mujeres por razones de género. Desafíos 
y aprendizajes en la Cooperación Sur-Sur en América Latina y el Caribe. Santiago 
de Chile: FLACSO-Chile. Pp.47-61. Enlace

https://fambitprevencio.org/wp-content/uploads/2015/09/ESTUDI-CLIENTS.pdf
https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/A-9-2021-0249_ES.html
https://cedawsombraesp.files.wordpress.com/2019/05/190513-informe-cedaw-sombra.pdf
https://elderecho.com/violencia-de-genero-debida-diligencia-de-los-estados-en-la-prevencion-proteccion-y-sancion
https://revistas.ucm.es/index.php/FORO/article/view/37248/36050
https://airesasociacion.org/investigacion-mujeres-sin-hogar/
https://plan-international.es/files_informes/Safer_Cities_for%2520Girls_Analisis_del_acoso_callejero_Barcelona_Madrid_Sevilla.pdf
https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=7796301
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Comisión Nacional de Estadística Judicial.

Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación.

Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación

Ministerio de Ciencia e Innovación

Ministerio de Consumo

Ministerio de Cultura y Deporte

Ministerio de Defensa

Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030

Ministerio de Educación y Formación Profesional

Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital

Ministerio de Hacienda y Función Pública

Ministerio de Industria, Comercio y Turismo

Ministerio de Igualdad

Ministerio del Interior

Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones

Ministerio de Justicia

Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática

Ministerio de Sanidad

Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico

Ministerio de Política Territorial

Ministerio de Trabajo y Economía Social

Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana 

CNEJ: 

MAPA: 

MAEUC: 

MCIN:

MCSM: 

MCUD: 

MDEF: 

MDSA: 

MEFP: 

METD: 

MHFP:

MICT: 

MIGD:

MINT: 

MISM: 

MJUS: 

MPCM: 

MSND: 

MTED:

MTER:

MTES: 

MTMA:
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Antes de la entrada en vigor de la Ley de Garantía Integral de 
Libertad Sexual, que reforma de la Ley Orgánica 10/1995, de 
23 de noviembre, del Código Penal, se distinguía entre abuso y 
agresión. Se refería a cualquier atentado contra la libertad sexual 
de otra persona, realizado sin violencia o intimidación, pero sin 
consentimiento.
Término común, no legal, que hace referencia a hostigamiento, 
persecución intrusiva, contacto personal en contra de su voluntad 
(o para que otros contacten con ella en contra de su voluntad, por 
ejemplo, en redes sociales). En su dimensión digital se tiende a 
nombrar como ciberacoso.
Acoso sexual en los espacios de movilidad y comunitarios, sobre 
todo de ocio nocturno. Miradas, piropos, opiniones, comentarios, 
actos de aproximación, roce o tocamiento a mujeres, por parte 
de hombres, que les son desconocidas y están en cualquier 
espacio público, infundiendo miedo y provocando sentimientos 
de humillación o vergüenza.
Cualquier comportamiento realizado en función del sexo de 
una persona, con el propósito o al efecto de atentar contra su 
dignidad y de crear un entorno intimidatorio, degradante u 
ofensivo (Artículo 7 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, 
para la igualdad efectiva de mujeres y hombres) 
Cualquier comportamiento, verbal o físico, de naturaleza sexual 
que tenga el propósito o produzca el efecto de atentar contra la 
dignidad de una persona, en particular cuando se crea un entorno 
intimidatorio, degradante u ofensivo (Artículo 7.1 Ley Orgánica 
3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres) 
Todas aquellas conductas que atenten contra la libertad sexual 
sin el consentimiento de la otra persona.
Véase violencia digital. 
Manifestación libre mediante actos que, en atención a las 
circunstancias del caso, expresen de manera clara la voluntad 
afirmativa de la persona (Artículo 178.1 de la Ley Orgánica 10/2022, 
de 6 de septiembre, de garantía integral de la libertad sexual)
Reacción ideológica contra los derechos de las mujeres 
materializados en opiniones y discursos anti-feministas y sexistas 
contra las mujeres (y otras identidades sexo-genéricas) (Artículo 
510 del Código Penal relacionado con el Artículo 22 respecto el 
agravante por motivo discriminatorio)

Abuso sexual

Acecho o stalking

Acoso callejero

Acoso por razón 
de sexo

Acoso sexual

Agresión sexual

Ciberviolencia
Consentimiento

Discursos de odio por 
razón de género y por 
razón de sexo

Anexo 3. Glosario
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Asesinato de una mujer a manos de un hombre por machismo o 
misoginia. Los feminicidios pueden suceder tanto em el ámbito 
de la relación con la pareja o expareja, como en situaciones de 
violencia sexual, prostitución y trata con fines de explotación 
sexual y bajo otras formas de violencia machista como se verá a 
continuación.
Asesinato de una mujer en los términos previstos en la Ley 
Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección 
Integral contra la Violencia de Género. 
Asesinato de una mujer por hombres de su entorno familiar. Se 
incluye el feminicidio por crimen de honor.
Asesinato de una mujer sin relación de pareja ni familiar 
vinculado a violencias sexuales. Abarca: Feminicidio por agresión 
sexual; Feminicidio vinculado a la trata con fines de explotación 
sexual, explotación sexual, prostitución u otras actividades con 
connotación sexual estigmatizadas por género; Feminicidio 
vinculado a mutilación genital femenina; Feminicidio vinculado a 
matrimonio forzado.
Asesinato de una mujer o niña tras una agresión, de carácter 
no sexual, por parte de un hombre con el que no se tenía una 
relación de pareja ni era familiar (un desconocido, un compañero 
de trabajo, un vecino, un amigo, etc.).
Asesinato de una mujer por parte de un hombre como instrumento 
para causar perjuicio o daño a otra mujer por razón de género en 
virtud de la Disposicion final 10ª de la Ley Orgánica 8/2021, de 
4 de junio de protección integral a la infancia y la adolescencia 
frente a la Violencia.  Se contabilizarán como feminicidios vicarios 
los de mujeres mayores de edad.
Roles, comportamientos, actividades y atribuciones socialmente 
construidos que una sociedad concreta considera propios de 
mujeres o de hombres. 
El grooming y, en su evolución digital, el online grooming (acoso 
y abuso sexual online) son formas delictivas de acoso que 
implican a un adulto que se pone en contacto con un niño, niña o 
adolescente con el fin de ganarse poco a poco su confianza para 
luego involucrarle en una actividad sexual. Esta práctica tiene 
diferentes niveles de interacción y peligro: desde hablar de sexo y 
conseguir material íntimo, hasta llegar a mantener un encuentro 
sexual.
Enfoque que señala que la desigualdad entre mujeres y hombres 
cobra sentido, y se experimenta de forma variable, en función 
de otras estructuras de opresión, como son el capacitismo, la 
racialización, el origen étnico, la clase social, la edad, la confesión 
religiosa, la orientación sexual, la identidad de género, la situación 
administrativa de residencia, el país de procedencia, la convicción 
u opinión o el estado civil.

Feminicidio

Feminicidio en la 
pareja o expareja

Feminicidio familiar

Feminicidio sexual

Feminicidio social

Feminicidio vicario

Género

Grooming

Interseccionalidad
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De esta forma la Estrategia tiene como destinatarias últimas a 
Todas las mujeres, si bien da prioridad a aquellas que tengan 
mayor riesgo por estar en una situación de vulnerabilidad 
asociada a cuestiones como las siguientes: ser mujeres mayores 
(de 65 años o en edad de jubilación), con discapacidad física o 
con problemas de salud mental o en situación de dependencia, 
mujeres rurales, de otras etnias o con orientación sexual o 
identidad de género diversa, con problemas ocasionados por la 
situación económica o clase social (desde pobreza a exclusión 
social), mujeres migrantes (en particular las que están en 
situación de irregularidad administrativa), con problemas de 
adicciones, mujeres condenadas y/o presas, mujeres sin hogar, 
mujeres en contextos de prostitución o en situación de trata y 
explotación sexual, etc..
Existen además situaciones donde confluyen varias causas de 
especial vulnerabilidad, como puede ser, por ejemplo, el caso de 
mujeres presas con discapacidad.
Con este término se nombran las actitudes y conductas de los 
hombres que tienen una mirada feminista y antimachista y que 
forman parte de la solución en la lucha contra la violencia contra 
las mujeres y por contraposición a los hombres machistas.
Este término se ha empleado a lo largo de varias medidas 
concretas de la Estrategia y hace referencia a matrimonios sin 
consentimiento celebrados con niñas a edad temprana o de 
forma concertada o forzada.
Abarca todos los procedimientos que conllevan una ablación 
parcial o total de los genitales femeninos externos u otra lesión 
causada a los mismos por motivos no médicos.
Esta teoría refiere el supuesto trastorno infantil que surge en 
un contexto de disputas de padre y madre donde hijos e hijas 
supuestamente sufren un adoctrinamiento o campaña de 
denigración contra el padre y cuya terapia debe ser tratada en 
base a la “terapia de la amenaza” a la madre de que ésta pierda la 
custodia principal si no colabora.
El correctamente denominado “falso Síndrome de Alienación 
Parental” fue elaborado en ausencia de evidencia científica y 
a través de argumentos inválidos y falacias (Escudero, et al., 
2008) por un psiquiatra llamado Richard Garner que defendía la 
pedofilia para mejorar la supervivencia de la especie humana, que 
los niños pueden verse menos perjudicados por el abuso sexual 
que por el trauma del proceso legal de la separación, o que las 
mujeres sienten placer al ser golpeadas.
Este polémico modelo teórico de disfunción familiar ha funcionado 
como medida disuasoria de la denuncia de maltrato por parte de 
la víctima madre. El maltratador instrumentaliza la amenaza de 
que las víctimas pierdan la custodia de hijas e hijos ante el riesgo 
de separación de la pareja, lo que lleva aumentar la desprotección 
de aquellos además de quebrar la confianza de las y los niños en 
la protección que reciben desde los adultos.

Interseccionalidad

Masculinidades 
igualitarias

Matrimonio forzado

Mutilación genital 
femenina (MGF) 

Síndrome de 
Alienación Parental 
(SAP)
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La Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a 
la infancia y la adolescencia frente a la violencia previene a los 
poderes públicos para evitar este tipo de planteamientos teóricos 
sin aval científico (Artículos 11.3 y 26.3.a).
No obstante, desde Naciones Unidas se alerta de que en España 
se continúa recurriendo al falso SAP, obligando a menores a 
convivir con padres presumiblemente abusadores -con indicios 
y pruebas de abuso-, e incumpliendo, en consecuencia, la 
Convención sobre los Derechos del Niño (Naciones Unidas, 2022)
Véase “Violencia bajo el efecto de sustancias”
La captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción 
de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras 
formas de coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso de 
poder o de una situación de vulnerabilidad, o el ofrecimiento o a 
concesión de pagos o beneficios para obtener el consentimiento 
de una persona que tenga autoridad sobre otra, con fines de 
explotación. Implica la explotación en la prostitución ajena u 
otras formas de explotación sexual (Protocolo de Palermo, 2000).
Víctimas son la mujer y/o sus hijas e hijos cuando sufren un daño 
o perjuicio a causa de una acción delictiva perpetrada por un 
hombre sea cual sea la relación con él.
Las mujeres y/o sus hijas e hijos que salen del círculo de la 
violencia de género son víctimas supervivientes.
La que sufre la víctima cuando, a consecuencia del delito, tiene 
que comparecer ante las y los profesionales sanitarios, policiales 
o judiciales, y que supone una nueva agresión (especialmente 
psicológica) no deliberada pero no por ello menos dañina en 
ocasiones que la victimización primaria (la sufrida por la víctima 
como resultado directo del acto delictivo). 
La victimización secundaria está íntimamente relacionada con la 
forma en la que las víctimas son atendidas en cada una de esas 
instancias, y se puede minimizar cuidando una serie de aspectos 
que suponen mejorar el trato, garantizar sus derechos, reducir el 
número de declaraciones y reconocimientos médicos/forenses 
al mínimo indispensable, acompañarlas y protegerlas o coordinar 
los servicios públicos y privados que intervienen, entre otros.
Agresión sexual consistente en acceso carnal por vía vaginal, 
anal o bucal, o introducción de miembros corporales u objetos 
por alguna de las dos primeras vías a la víctima (Artículo 179 de 
la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de garantía integral 
de la libertad sexual).
También conocida como “Sumisión química”. Consiste en la 
agresión sexual mediante el uso de sustancias y psicofármacos 
que anulan la voluntad de la víctima, y la incapacitan parcial o 
completamente.

Sumisión química
Trata de mujeres y 
niñas con fines de 
explotación sexual

Víctimas y 
supervivientes de la 
violencia machista

Victimización 
secundaria o 
revictimización

Violación

Violencia bajo el efecto 
de sustancias
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Todo acto de violencia ejercida sobre la mujer, incluida a las 
menores de 18 años, por ser mujer o que afecte a las mujeres de 
manera desproporcionada (Convenio de Estambul). 
Véase “Violencia simbólica”. 
Es la violencia que sufren las mujeres en el ámbito de la pareja/
expareja (por parte de hombres), incluyendo la violencia vicaria 
en virtud de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de 
Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.
Véase “Violencia ejercida o facilitada a través de la tecnología”. 
Todos los actos de violencia física, sexual, psicológica o económica 
que se producen en la familia o en el hogar o entre cónyuges o 
parejas de hecho antiguos o actuales, independientemente que 
haya o no convivencia (artículo 3.b Convenio de Estambul). 
También conocida como “Situación abusiva en lo económico”.
En la violencia de género, consiste en lograr o intentar conseguir 
la dependencia financiera de la mujer, manteniendo para ello 
un control total sobre sus recursos financieros (renta, bienes, 
propiedades), impidiéndole acceder a ellos libremente. Puede 
incluir tanto la prohibición de trabajar o formarse, como la 
explotación laboral. Para lograrla puede emplearse la violencia 
física, la violencia psicológica, la violencia online o todas ellas. 
También conocida como “Violencia digital” alude a la dimensión 
digital de la violencia contra las mujeres cometida en línea y 
facilitada por la tecnología (GREVIO General Recommendation 1 
(2021). Adquiere múltiples manifestaciones con diversas formas 
de intimidación (muchas de ellas nombradas con neologismos), 
en concreto:
•	 Acoso en línea y facilitado por la tecnología: Amenaza 

(sexual, económica, física o psicológica); daño a la 
reputación; seguimiento y recopilación de información 
privada; suplantación de identidad; solicitud de sexo; acoso 
con cómplices para aislarla.

•	 Acoso sexual en línea
•	 Amenaza de difusión no consentida de imágenes 

o videos (a veces con una motivación de porno 
venganza); hasta la toma, producción o captación no 
consciente ni consentida de imágenes o vídeos íntimos 
o “sexspreading” (compartir información o contenido 
privado, incluidas imágenes sexualizadas); 

•	 Explotación, coacción, amenazas y extorsión sexual o 
“sextorsión” (obligar a seguir la voluntad o peticiones 
sexuales de un tercero por poseer algo de valor para 
la persona obligada, o utilizar contenido íntimo sin 
consentimiento, para chantajear); 

•	 Amenaza de violación de la intimidad o de revelar 
información personal o la identidad o “doxing” (vigilancia 
que consiste en rastrear profundamente la información 
disponible en internet de una persona, con el objetivo de 
publicarla como una forma de intimidación o acoso); 
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•	 Revelar la orientación sexual u “outing” (sacar del armario 
a alguien sin su consentimiento);

•	 Transmitir rumores o comentarios sexualizados como 
acoso sexual a otras personas, afectando así a su 
reputación y/o a su medio de vida (“bullying o ciberbulling 
sexualizado”);

•	 Suplantación y robo de la identidad en redes sociales, 
para controlar las comunicaciones que entabla la 
víctima con otras personas, con fines difamatorios y la 
circulación de contenidos degradantes (“hackeo”).

•	 Envío a una mujer de imágenes sexuales, fotografías 
obscenas no solicitadas a través de aplicaciones de citas 
o de mensajería, textos, o utilizando tecnologías airdrop 
o bluetooth con el objetivo de molestarla, intimidarla o 
incomodarla (“ciberflashing”).

•	 Violencia psicológica digital: Pueden ser actos individuales 
no tipificados como delito al combinarse con la mentalidad 
de masa y repetición. Incluye el discurso de odio sexista; la 
intimidación, amenaza a las víctimas o a su familia, insultos, 
vergüenza y difamación; la incitación al suicidio o a la 
autolesión.

También se incluye aquí el abuso económico, el abuso psicológico 
y el daño económico perpetrados a través de medios digitales 
contra las mujeres y las niñas. 
En la violencia contra las mujeres, consiste en causar o intentar 
causar daño a una mujer, golpeándola, propinándole patadas, 
quemándola, agarrándola, pellizcándola, empujándola, dándole 
bofetadas, tirándole del cabello, mordiéndole, denegándole 
atención médica u obligándola a consumir alcohol o drogas, así 
como empleando cualquier otro tipo de fuerza física contra ella. 
Puede incluir daños a la propiedad y bienes personales.
Las consecuencias en las mujeres de la falta de diligencia debida; 
que acontece tanto por la omisión y la inacción de los poderes 
públicos, como por la práctica contraria o perjudicial a los derechos 
de las mujeres, resultando en la victimización secundaria. 
Término genérico que engloba a todos los actos de violencia 
realizados por un hombre que implican o pueden implicar para 
las mujeres y las niñas daños o sufrimientos de naturaleza 
física, sexual, psicológica o económica, incluidas las amenazas 
de realizar dichos actos, la coacción o la privación arbitraria de 
libertad, en la vida pública o privada (artículo 3. Convenio de 
Estambul).
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Este término se utiliza en la Estrategia estatal como expresión 
de cualquier forma de violencia contra las mujeres que 
lesione o sea susceptible de lesionar la dignidad, la integridad 
o la libertad de las mismas. Incluye por tanto expresiones de: 
violencia en la pareja o expareja, trata de mujeres y niñas con 
fines de explotación sexual, feminicidios, violencias sexuales, 
mutilación genital femenina, matrimonios forzados, acoso 
sexual o acoso por razón de sexo, violencia económica, violencia 
institucional, violencia política, violencia ejercida o facilitada a 
través de la tecnología, etc.).
En la Estrategia estatal se utiliza con el mismo sentido el término 
“violencia contra las mujeres”, referido a TODAS las mujeres.
Hasta ahora se utilizaba el término “michomachismos”, que fue 
propuesto por el psicólogo Luis Bonino Méndez en 1991 para 
referirse a los actos que otras y otros especialistas definían 
como “violencia blanda” o “pequeñas tiranías”.  Bonino emplea 
este término para designar aquellas “actitudes de dominación 
“suave” o de “bajísima intensidad”, formas y modos larvados 
y negados de abuso e imposición en la vida cotidiana. Son, 
específicamente, hábiles artes de dominio, comportamientos 
sutiles o insidiosos, reiterativos y casi invisibles que los varones 
ejecutan permanentemente. Son de tipo “micro”-tomando un 
término de Foucault-, del orden de lo capilar, lo casi imperceptible, 
lo que está en los límites de la evidencia. 
En la actualidad, desde diferentes corrientes del feminismo se 
cuestiona este concepto sobre la idea de que estas violencias 
no son pequeñas ni perpetradas por “unos pocos” hombres, sino 
que son agresiones graves que ocurren de manera cotidiana y de 
forma muy extendida, siendo una cuestión estructural. A partir 
de este debate se plantean otras alternativas para definir esta 
problemática, siendo la más aceptada la de “violencias machistas 
cotidianas.” Claudia de la Garza y Eréndira Derbez (2020) hablan 
en su libro de “machismos cotidianos” para hacer referencia a los 
comportamientos, gestos, comentarios o acciones machistas 
con las que las mujeres viven a diario y que habitualmente están 
normalizadas. Se trata de agresiones que afectan a muchos 
ámbitos de la vida de las mujeres (tanto en el espacio privado 
del hogar como en el ámbito público – en la calle, en el espacio 
de trabajo, etc. –), que pueden tener implicaciones graves y que 
están en la base de la desigualdad en la que se asienta el sistema 
patriarcal, por lo que no se pueden tomar como algo “micro”.
Conforme a los estándares establecidos en el marco de los 
Derechos Humanos, esta forma de violencia machista se 
manifiesta al menoscabar, obstaculizar, restringir, impedir o 
eliminar la participación de las mujeres en los asuntos públicos 
y políticos. Se promueven, incitan o realizan acciones hostiles, 
intimidatorias, de deshonra o descrédito contra las mujeres, se 
acosa, amenaza, se realizan agresiones físicas o sexuales, incluso 
pueden llegar al asesinato de la víctima.
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En la violencia contra las mujeres, consiste en actos tendentes a 
controlar o manipular a una mujer, aislarla de sus amistades, de su 
familia, de la escuela o del trabajo, a humillarla, avergonzarla, o a 
infundirla miedo. Incluye la amenaza, la culpabilización, el control 
o la vigilancia constante, la exigencia de obediencia o sumisión, la 
indiferencia o el abandono. 
Según el artículo 3.1 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de 
septiembre, de garantía integral de la libertad sexual. se entienden 
como violencias sexuales, cualquier acto de naturaleza sexual no 
consentido o que condicione el libre desarrollo de la vida sexual 
en cualquier ámbito público o privado, incluyendo el ámbito 
digital. Se considera incluido en el ámbito de aplicación, a efectos 
estadísticos y de reparación, el feminicidio sexual, entendido 
como homicidio o asesinato de mujeres y niñas vinculado a 
conductas definidas en el siguiente párrafo como violencias 
sexuales. 
En todo caso se consideran violencias sexuales los delitos 
previstos en el Título VIII del Libro II de la Ley Orgánica 10/1995, de 
23 de noviembre, del Código Penal, la mutilación genital femenina, 
el matrimonio forzado, el acoso con connotación sexual y la trata 
con fines de explotación sexual. Se prestará especial atención 
a las violencias sexuales cometidas en el ámbito digital, lo que 
comprende la difusión de actos de violencia sexual, la pornografía 
no consentida y la infantil en todo caso, y la extorsión sexual a 
través de medios tecnológicos. 
Aquella que permite la reproducción social de la desigualdad 
entre mujeres y hombres; así como la discriminación de las 
primeras a través de la interiorización compartida.  Su expresión 
más común se encuentra en las prácticas culturales, el lenguaje, 
las expresiones artísticas y las tradiciones populares.
Se basa en la infravaloración (más o menos sutil) de las mujeres y 
lo femenino. Se ejerce fundamentalmente a través del lenguaje, 
las representaciones culturales (iconos, signos, mensajes, etc.), 
las convenciones sociales (incluyendo los valores) y los patrones 
mentales (creencias, actitudes) que se derivan de lo anterior. En 
su conjunto naturalizan, reproducen y legitiman la subordinación 
de las mujeres y las estructuras materiales de dominación. Su 
manifestación es transversal y afecta a todas las mujeres. 
Aquella que tiene como objetivo causar perjuicio o daño a las 
mujeres, y se ejerce sobre sus familiares o personas allegadas, 
fundamentalmente menores de edad (hijas e hijos), pero 
también sobre personas mayores, personas con discapacidad o 
en situación de dependencia, que estén bajo tutela o guarda y 
custodia de la mujer víctima y que convivan en el entorno violento. 
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La violencia vicaria, entendida como cualquier acto de violencia 
física y/o psicológica, en su manifestación más extrema incluye 
el asesinato de estos familiares o personas allegadas por parte de 
quien sea o haya sido su cónyuge, pareja o quien haya mantenido 
una situación análoga de afectividad, aunque sea o haya sido sin 
convivencia, como instrumento para causar perjuicio o daño a la 
mujer viva de forma intencionada, lo que también se conoce con 
el término Violencia Vicaria Extrema (Sonia Vaccaro, 2021)
Esterilización forzada, el aborto forzado, el embarazo forzado, 
la tipificación como delito del aborto, la denegación o la 
postergación del aborto sin riesgo y la atención posterior al 
aborto, la continuación forzada del embarazo y el abuso y el 
maltrato de las mujeres y las niñas que buscan información sobre 
salud, bienes y servicios sexuales y reproductivos, son formas 
de violencia por razón de género que, según las circunstancias, 
pueden constituir tortura o trato cruel, inhumano o degradante 
(CEDAW, Recomendación General 35, apartado 18).

Violencias sobre 
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